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LÍNEAS SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 2011 

 

 

ACCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA  

 

REQUISITOS DE PROCESABILIDAD 

 

"La parte actora dirigió su pretensión contra el Tribunal de Ingresos y Ascensos de la 

Policía Nacional Civil, pidiendo se declare la ilegalidad de: 

a) La resolución emitida el día veintiuno de enero de dos mil cinco, mediante la cual se 

publicó el listado de personas que cumplieron los requisitos para ingresar a la categoría de 

Subinspector de la Policía Nacional Civil. 

b)   La Denegación presunta de la solicitud de Revisión del examen teórico para ingresar a 

la categoría de Subinspector de la Policía Nacional Civil, de fecha veinticuatro de enero de 

dos mil cinco. 

Hace recaer la ilegalidad de la resolución esencialmente en las siguientes disposiciones: 

1) El artículo 18 de la Constitución de la República, en el sentido que toda persona tiene 

derecho a que se les haga saber lo resuelto, después de haberse dirigido a las autoridades 

legalmente establecidas y en la forma regulada por la Constitución. 

2) El artículo 23 de la Ley de la Carrera Policial, ya que el actor sostuvo haber cumplido 

con todos los requisitos legalmente establecidos para su respectivo ascenso. 

3) El artículo 14 inciso 1 del Reglamento de Ascensos de la Policía Nacional Civil, en 

relación al artículo 58 del mismo cuerpo normativo, que prescriben que la nota mínima para 

aprobar el examen teórico-práctico es de cinco puntos, puntuación que se obtiene hallando 

la media de sumar la nota del examen teórico con la del práctico, pero en cada uno se 

deberá de alcanzar un mínimo de cinco puntos, requisito que cumplió con las notas 

obtenidas en ambos exámenes. 

4) El artículo 64 del Reglamento de Ascensos de la Policía Nacional Civil, el cual establece 

que finalizado el curso teórico y las correspondientes prácticas los aspirantes se someterán 

al proceso de evaluación que determine el Tribunal conforme a lo establecido en dicho 

Reglamento. 
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Con relación a los actos administrativos impugnados, esta Sala estima necesario hacer las 

siguientes consideraciones: 

2. Sobre los requisitos de procesabilidad en el juiciocontencioso administrativo: 

Es importante traer a colación que, además de los requisitos formales previstos en el 

artículo 10 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, la admisibilidad de la 

demanda en esta sede se encuentra condicionada a la concurrencia de ciertos requisitos de 

procesabilidad, como son: a) el agotamiento de la vía administrativa previa y b) su 

presentación dentro del plazo fijado por la ley. El incumplimiento de estos requisitos vuelve 

inadmisible la acción contenciosa. 

2.1 En concordancia con el anterior orden de ideas, el artículo 7 de la Ley de la Jurisdicción 

Contencioso Administrativa, establece que no se admite la acción contenciosa respecto de 

los siguientes actos: 

a) Aquellos en que no se ha agotado la vía administrativa. 

Como es sabido, la procedencia de la acción contencioso administrativa, se encuentra 

condicionada a la concurrencia de una serie de requisitos procesales que se deben cumplir a 

cabalidad, entre ellos el previo agotamiento de la vía administrativa. 

El literal a) del artículo 7 en comento, dispone que "Se entiende que está agotada la vía 

administrativa, cuando se haya hecho uso en tiempo y forma de los recursos pertinentes y 

cuando la ley lo disponga expresamente". 

Son dos las formas por las que se puede satisfacer este requisito: 

En el primer supuesto ðcuando la ley lo disponga expresamenteð, significa que es 

potestad del legislador establecer que el procedimiento administrativo se agota con la 

emisión de determinado acto.En el segundo supuesto ðcuando el agotamiento tiene lugar 

por haberse utilizado todos los recursos administrativosð, hace falta que el Tribunal 

examine, a partir tanto de los elementos fácticos ofrecidos por el actor como de la 

normativa aplicable, no sólo que el administrado hubiera hecho uso de los recursos 

administrativos que para el caso concreto prevé la ley de la materia, sino también, y sobre 

todo, que tales recursos hubieran sido utilizados en tiempo y forma. 

El requisito de agotamiento de los recursos tiene la particular importancia de que el plazo 

para interponer la demanda contencioso se cuenta a partir de la fecha en que se hizo saber 

al administrado el acto con el cual se agotó la vía administrativa previa. De este modo, si un 
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recurso fue presentado fuera de plazo, debe estimarse que la demanda no cumple el 

requisito de agotamiento. Esto se debe a que, aun cuando los recursos administrativos han 

sido instituidos en beneficio del administrado y, por consiguiente, las reglas que regulan su 

funcionamiento han de ser interpretadas en forma tal que faciliten su aplicación, éstos no 

pueden ser tenidos como una herramienta procesal a disposición del libre arbitrio de las 

partes. Fundamentalmente es el principio de seguridad jurídica el que exige que los 

recursos sean utilizados con plena observancia de la normativa que los regula, esto es, 

respetando los requisitos de forma y plazo. A partir de esta línea de razonamiento se 

concluye que la importancia que reviste el requisito de agotamiento de los recursos es de 

carácter procesal, cual es la de habilitar el ejercicio de la acción contenciosa. 

De este modo, si se trata de un procedimiento administrativo en el que únicamente haya 

lugar a un acto definitivo, entonces, será éste el acto impugnable. Ahora bien, cuando se 

trata de un procedimiento en el que se hayan dictado varios actos definitivos, una vez 

cumplido el requisito de agotamiento, la acción contenciosa procede no sólo contra el acto 

que agotó la vía administrativa, sino también contra todos aquellos actos definitivos 

anteriores a éste, dictados en las distintas instancias del procedimiento. En suma, se hace 

procedente contra todos los actos que resuelven las distintas instancias administrativas 

según la ley de la materia. 

 

 

CONFIRMATORIOS O REPRODUCTORIOS 

 

 

El literal b) del artículo 7 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, 

prescribe que tampoco procederá la acción contenciosa respecto de actos que sean 

reproducción de actos anteriores ya definitivos o firmes y los confirmatorios de acuerdos 

consentidos, por haber obtenido estado de firmeza. 

Tal regulación legal implica, que cuando un acto administrativo ha adquirido estado de 

firmeza, ya sea por no interponerse en tiempo el recurso pertinente o por no atacarse dentro 

del plazo legal mediante la acción contenciosa, no puede un nuevo acto que lo confirme o 

reproduzca impugnarse ante este Tribunal. Como es sabido el acto administrativo se vuelve 
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firme, cuando existiendo un recurso administrativo éste no se interpone o se interpone fuera 

del plazo; cuando de acuerdo a la ley no admiten recurso y no se ejerce la acción 

contenciosa dentro del plazo legal de sesenta días; o cuando habiendo hecho uso del recurso 

administrativo, una vez resuelto, no se ejercita la acción contenciosa en dicho plazo. Sobre 

este supuesto, doctrinariamente se afirma que la firmeza no puede ser destruida a posteriori 

por nuevas peticiones, que no pueden en manera alguna tener la virtud, no solamente de 

abrir la reconsideración y la revisión de situaciones ya definidas y firmes, sino, menos, aún, 

de abrir el acceso a la revisión jurisdiccional después de haber consentido y permitido que 

ganara firmeza en el fondo, la misma decisión administrativa, aún cuando el acto llegue a 

expresarse en diferentes formas. 

 

 

RECURSOS NO REGLADOS 

 

 

Nuestro régimen legal exige como requisito para la interposición de la acción contencioso 

administrativa, haber agotado la vía administrativa, entendiéndose que ésta se produce 

cuando se ha hecho uso en tiempo y forma de los recursos pertinentes, legalmente 

establecidos. Se colige, que cuando no exista disposición legal que establezca el recurso, 

debe entenderse que la vía administrativa se encuentra agotada respecto de ese determinado 

acto y por consiguiente no podría atacarse en sede administrativa sino directamente ante la 

Sala de lo Contencioso Administrativo. (Sentencias referencia 26-E-97 del treinta de abril 

de mil novecientos noventa y ocho, y referencia 38-F-97 del veintidós de enero de mil 

novecientos noventa y ocho). 

Sobre este punto, se deja establecido que aunque la Administración ofrezca una respuesta a 

las peticiones formuladas por medio de un recurso instaurado al margen del ordenamiento 

jurídico, ðun recurso no regladoð de ninguna forma significa que la resolución que se 

dicte pasa a ser automáticamente un acto impugnable mediante la acción contencioso 

administrativa. En concordancia con el anterior orden de ideas, cuando el administrado 

presenta una petición fundamentado en un recurso no reglado, la ausencia de contestación 

en tal caso, tampoco resulta impugnable en esta sede, ya que la denegación presunta de una 
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petición es una figura jurídica de efectos procesales que permite la revisión judicial del acto 

presunto, el cual solo podrá configurarse cuando lo solicitado a la Administración pueda 

generar la emisión de un "acto administrativo impugnable"; esto es, actos definitivos y los 

de trámite que imposibiliten la prosecución del procedimiento correspondiente. 

 

 

INTERPOSICIÓN DE DEMANDA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA FUERA DEL 

PLAZO ESTABLECIDO EN LA LEY PROVOCA DECLARATORIA DE 

INADMISIBILIDAD  

 

 

2.2 Presentación de la demanda dentro del plazo establecido en la Ley. 

El artículo 11 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, establece que el 

plazo para la interposición de la demanda contencioso administrativa, es de sesenta días 

hábiles contados desde el día siguiente al de la notificación del acto que pone fin a la vía 

administrativa legalmente establecida. La notificación del acto que agota la vía 

administrativa, es decir el acto que causa estado, es la que determina el plazo para acceder a 

esta jurisdicción; transcurridos los sesenta días hábiles que señala dicho artículo, el acto 

adquiere estado de firmeza, lo que hace imposible el ejercicio de la acción contencioso 

administrativa. 

El análisis anterior permite concluir que la petición formulada por el administrado con 

posterioridad al acto que causa estado en sede administrativa, no tiene posibilidad de reabrir 

ni crear nuevos plazos para acceder a esta jurisdicción, pues ello significaría evadir los 

plazos que contempla la Ley de la materia, vulnerándose así la seguridad jurídica adquirida 

por la firmeza del acto. Al respecto, esta Sala considera que el rechazo de la demanda en 

sede contenciosa administrativa posee base jurídica suficiente, consistente en entender que 

el cómputo del plazo de caducidad de una pretensión de tal naturaleza debe comenzar a 

correr desde el día siguiente al día en que se notifica la resolución que decide el recurso 

reglado que agota la vía administrativa y no a partir de la notificación de resoluciones que 

deciden recursos no reglados o cualquier otras actuaciones confirmatorias. 

3. Sobre lo ocurrido en sede administrativa. 
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Del análisis de la demanda y del expediente administrativo que se ha tenido a la vista, se 

desprende que los hechos se desarrollaron de la siguiente manera: 

El [demandante], habiendo completado los requisitos académicos que exige la Ley de la 

Carrera Policial para el ingreso al nivel ejecutivo, se sometió a las pruebas teóricas y 

prácticas según convocatoria realizada por el Tribunal de Ingresos y Ascensos de la Policía 

Nacional Civil con fecha tres de septiembre de dos mil cuatro. Sin embargo, como 

resultado de la prueba teórica realizada obtuvo una nota inferior a seis punto cero, que era 

la requerida para aprobar dicho examen, según lo establecido en el Acuerdo tomado por los 

miembros del Tribunal de Ingresos y Ascensos de la Policía Nacional Civil en fecha dos de 

junio de mil novecientos noventa y nueve [...]; consecuentemente no era apto para que se le 

autorizan su ingreso al nivel ejecutivo, por lo que el diez de septiembre de dos mil cuatro el 

referido Tribunal denegó el ingreso del demandante [...]. 

Ante tal situación, el [demandante] solicitó el día trece de septiembre de dos mil cuatro, que 

se le reprogramara la fecha de reposición de la prueba teórica [...]. Por lo anterior, ésta le 

fue repetida el día diez de diciembre del dos mil cuatro [...], resultando nuevamente 

reprobado; consecuentemente el día veintiuno de diciembre del año mencionado se le 

volvió a denegar el ingreso solicitado [...]. El día veintidós de diciembre del mismo año, el 

demandante volvió a pedir que se le repitiera la prueba teórica [...], la cual fue realizada el 

catorce de enero de dos mil cinco [...], resultando nuevamente reprobado. 

El día veintiuno de enero de dos mil cinco [...], se publicó el listado de personas que habían 

cumplido con los requisitos para el ingreso a la categoría de Subinspector de la Policía 

Nacional Civil, dentro de los cuales no se encontraba el demandante por haber reprobado la 

prueba teórica, configurándose tal acto como el primer acto administrativo impugnado. 

Dado que el demandante se encontraba en el proceso de ingreso al Nivel Ejecutivo de la 

corporación policial, el procedimiento a seguir es el regulado en la Ley de la Carrera 

Policial, el cual no tiene previsto ningún recurso administrativo; consecuentemente, tal acto 

se configuró como el acto definitivo, que es el impugnable en esta sede. 

Sin embargo, el actor continuó la controversia en sede administrativa, ya que el día 

veinticinco de enero de dos mil cinco solicitó a la autoridad demandada la revisión del 

examen teórico realizado el día catorce de enero del mismo año [...], interponiendo así un 
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recurso no reglado en la Ley de la Carrera Policial, el cual se configura como el segundo de 

los actos impugnados en esta sede. 

4. Aplicacion al caso concreto. 

Como se estableció en párrafos precedentes el acto administrativo se vuelve firme, cuando 

existiendo un recurso administrativo éste no se interpone o se interpone fuera del plazo; 

cuando de acuerdo a la Ley no admiten recurso y no se ejerce la acción contenciosa dentro 

del plazo legal de sesenta días; o cuando habiendo hecho uso del recurso administrativo, 

una vez resuelto, no se ejercita la acción contenciosa en dicho plazo. 

En el presente caso, el actor dirigió su pretensión contra la resolución emitida por el 

Tribunal de Ingresos y Ascensos de la Policía Nacional Civil, el día veintiuno de enero de 

dos mil cinco, mediante la cual se publicó el listado de personas que cumplieron los 

requisitos para ingresar a la categoría de Subinspector de la Policía Nacional Civil y contra 

la denegación presunta de la solicitud de Revisión del examen teórico para ingresar a la 

categoría de Subinspector de la Policía Nacional Civil presentada ante la referida autoridad, 

el veinticinco de enero del año dos mil cinco. 

Como se dijo antes, la revisión solicitada por el actor constituye un recurso no reglado en la 

Ley de la Carrera Policial, aplicable al ingreso al Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional 

Civil, por lo cual es inadmisible. En consecuencia, el agotamiento de la vía administrativa 

en el presente caso se configuró, con la resolución emitida por el Tribunal de Ingresos y 

Ascensos de la Policía Nacional Civil el día veintiuno de enero de dos mil cinco, siendo ese 

el único acto que debió ser atacado en esta sede. En este orden de ideas, se advierte que el 

plazo para la interposición de la demanda venció el día veinticinco de abril de dos mil 

cinco, sin embargo la misma fue presentada hasta el día catorce de junio del mismo año, es 

decir de forma extemporánea; por lo que este Tribunal no puede conocer sobre un acto 

impugnado cuando su interposición en esta sede ha sido fuera del plazo que la Ley concede 

para tal efecto atendiendo a que dicho acto es el que acredita el agotamiento de la vía 

administrativa. A su vez, el artículo 15 inciso final de la Ley de la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa regula que "Si admitida la demanda, el tribunal advirtiere en cualquier 

estado del proceso que lo fue indebidamente, declarará su inadmisibilidad". 

Por lo anterior esta Sala no puede entrar al estudio de los fundamentos de la pretensión 

planteada, y transcurridas todas las fases del proceso, así debe expresarse en el fallo." 
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(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Interlocutorias ï Inadmisibilidades, 107-2005, 

DE FECHA  19/08/2011) 

 

 

 

 

ACTO DE COMUNICACIÓN  

 

INVALIDEZ O IRREGULARIDAD DE UNA NOTIFICACIÓN SE SUBSANA O 

CONVALIDA CUANDO EL ADMINISTRADO HA TENIDO CONOCIMIENTO DEL 

ACTO QUE LE CAUSA PERJUICIO 

 

ñActos impugnados y autoridades demandadas 

(i) Resolución sancionatoria proveída por el Tribunal Disciplinario de la Región Paracental 

de la PNC, del veintinueve de enero de dos mil tres, mediante la que se destituyó al 

demandante de su cargo de agente policial; y, (ii) decisión emitida el treinta de junio de dos 

mil ocho, por medio de la que el Tribunal Primero de Apelaciones declaró inadmisible por 

extemporáneo el recurso de apelación. 

 

Límites de la pretensión 

Establecer si se ha transgredido el deber de notificar al que hace referencia el administrado, 

para determinar si hubo agotamiento de la vía administrativa y de ser así, entrar a valora el 

acto administrativo mediante el cual se sancionó con destitución al impetrante. 

 

2. Análisis del caso 

2.1 De los actos de comunicación 

Atendiendo a las causas de ilegalidad expuestas en la demanda, esta Sala iniciará el análisis 

de los actos controvertidos haciendo en primer lugar una breve introducción a la figura de 

las notificaciones. 

La notificación, en términos generales, se define como el acto administrativo de 

comunicación mediante el cual se da a conocer una resolución al administrado, 

posibilitando con ello la defensa de sus derechos o intereses. Constituye por tanto piedra 
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angular en el sistema de garantías, por lo cual, el legislador la reviste de una serie de 

formalidades. 

 

Sabemos que el Derecho no ha de propugnar por la protección de las formas en tanto meras 

formas, sino atendiendo a la finalidad que las sustenta. Es por ello que el carácter formal de 

las notificaciones no se fundamenta en un mero rigorismo, sino precisamente en el 

propósito de asegurar que el administrado tenga efectivo y real conocimiento de la 

resolución de que se trate y pueda iniciar las acciones que correspondan. 

 

Resulta así que, si el particular ha tenido conocimiento de la resolución notificada y ha 

ejercido su derecho de defensa, no existe fundamento para declarar su nulidad. Ello se 

encuentra en concordancia con el principio de trascendencia, en virtud del cual el vicio del 

que adolece el acto debe provocar una lesión a la parte que lo alega, tal como se reconoce 

en el Código de Procedimientos Civiles, al expresarse que "...no se declarará la nulidad si 

apareciere que la infracción de que trata no ha producido ni puede producir perjuicios al 

derecho o defensa de la parte que la alega o en cuyo favor se ha establecido" (Art. 1115 

Pr.C.). En tal sentido, Beatriz Quintero-Eugenio Prieto, en su libro Teoría General del 

Proceso, Tomo II expresa que: "En la teoría moderna se subordina la invalidez del acto 

procesal, no a la simple inobservancia de las formas, sino al resultado de la relación entre el 

vicio y la finalidad del acto, y así sanciona el acto con nulidad solamente cuando por efecto 

del vicio no haya podido conseguir su objeto" 

 

En el caso de autos, el impetrante se ha limitado a señalar en el libelo de la demanda, que 

las notificaciones se llevaron a cabo en un lugar diferente al de su residencia por lo que no 

fue notificado de manera personal del procedimiento que se le instruía y que por tal razón 

interpuso el recurso extemporáneamente. 

 

2.2 Del contenido del expediente administrativo 

Sin perjuicio de lo anterior, cabe señalar que se ha tenido a la vista el expediente 

administrativo tramitado en relación al caso que se debate, del cual se advierte que al 

demandante se le inició procedimiento disciplinario por abandono de servicio y los delitos 
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de fraude procesal, encubrimiento, actos arbitrarios, cohecho propio y privación de libertad. 

Las diligencias realizadas en dicho procedimiento se notificaron en el Cantón Tilapa, 

Carretera Litoral del Rosario la Paz, el veintiséis de septiembre de dos mil dos; en la 

referida dirección, la señora Paz Alfaro Recinos, quien manifestó ser la abuela del señor 

Campos Grande, expreso que desde el cuatro de septiembre de dos mil dos, se desconocía 

el paradero de éste. Consta además que en una posterior notificación realizada en la misma 

dirección manifestaron que el demandante se encontraba en los Estados Unidos de 

América. 

 

Adem§s a folios [é] del expediente administrativo, corre agregado escrito del veinticinco 

de septiembre de dos mil dos, dirigido a la sección disciplinaria de la delegación de la Paz, 

en el cual se informa que el agente Delvy Ernesto Campos Grande, debía haberse 

presentado a trabajar el día seis de septiembre de dos mil dos, y hasta la fecha de dicho 

informe no se había hecho presente, ni se había comunicado a dicha unidad. 

 

A folios [é] del expediente administrativo, est§ agregado acuerdo n¼mero A-01-04-2003, 

del cuatro de marzo de dos mil tres, por medio del cual el Director General de la Policía 

Nacional Civil, decide dejar sin efecto el nombramiento del agente Delvy Ernesto Campos 

Grande, a partir del doce de febrero de dos mil tres, por haber cometido una falta grave 

dentro del servicio. 

 

Y consta adem§s a folios [é] del mismo expediente, escrito fechado trece de mayo de dos 

mil ocho, por medio del cual el demandante interpuso recurso de apelación contra el acto 

por medio del cual el Tribunal Disciplinario de la Región Paracentral lo destituyó del cargo. 

 

2.3 Consideraciones finales 

Es preciso señalar además que de conformidad a lo que establece el Código Procesal Civil, 

la notificación es "el acto de hacer saber a la parte las providencias del Juez", (art. 206), es 

decir, que su finalidad tal como ha quedado señalado supra es hacer del conocimiento del 

interesado las decisiones de la Administración Pública, a fin de que aquel pueda ejercer real 

y efectivamente sus derechos de audiencia y defensa. 
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En dicho sentido, partiendo de que los actos procésales, entre ellos, los de comunicación, 

son el soporte instrumental básico de la existencia de un juicio contradictorio, ðya que sin 

una debida notificación la parte interesada no podría comparecer en el procedimiento o 

juicio ni defender sus posicionesð, es reiterada la jurisprudencia de este Tribunal la cual 

establece, que en razón de la finalidad que lleva consigo la notificación, ésta debe 

practicarse con todo cuidado, procurando con ello la observancia de todas aquellas 

formalidades prescritas en la ley, para que cumpla a plenitud su objetivo, que no es otro, 

que permitir al destinatario, que conocida la resolución pueda disponer lo conveniente para 

la mejor defensa de sus derechos e intereses. Como se ha dicho antes, la cuestión esencial 

estriba en asegurar que el destinatario del acto efectivamente la reciba. 

 

En definitiva, pues, no debe perderse de vista que respecto de los actos procesales de 

comunicación impera el principio finalista de las formas procésales, cual es, garantizar el 

derecho de audiencia, a fin de evitar que por interpretaciones meramente literalistas o 

aplicaciones excesivamente ritualistas frustren sin razón objetiva el derecho de audiencia. 

 

En el caso de autos se han podido establecer las siguientes circunstancias: 

El lugar que consta como residencia en el historial del servicio policial del demandante es 

el Barrio El Ángel, pasaje El Salto, casa número cinco, El Rosario La Paz, departamento de 

la Paz. Sin embargo las notificaciones se efectuaron en el Cantón Tilapa, Carretera Litoral 

del Rosario la Paz, Departamento de La Paz, dirección que también consta en la hoja de 

identificación personal en el referido historial, y que fue proporcionada por el señor 

Campos Grande para ser notificado en caso de emergencia. 

 

Que mediante acuerdo A-01-04-2003/ de fecha cuatro de marzo de dos mil tres, el Tribunal 

Disciplinario resolvió dejar sin efecto su nombramiento, en la plaza de agente, partida 7, 

sub-número 9786, categoría primera, salario, trescientos sesenta y tres dólares cuarenta y 

tres centavos, retroactivamente a partir del día doce de febrero de dos mil tres, decisión que 

fue notificada en la segunda de las direcciones indicadas. 
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Que la certificación del historial policial que presentó a esta Sala el señor Campos Grande, 

le fue extendida el catorce de febrero de dos mil ocho, en el cual consta, la decisión del 

Tribunal Disciplinario de separarlo del cargo así como el acuerdo por medio del cual se 

deja sin efecto su nombramiento. 

 

De lo anteriormente apuntado se ha podido establecer, que el demandante tuvo 

conocimiento de la decisión del Tribunal Disciplinario ðes decir de la destitución de su 

cargoð desde el momento en que se hizo efectivo el acuerdo número A-01-04-2003, 

emitido el cuatro de marzo de dos mil tres, por medio del cual y de forma retroactiva se 

dejó sin efecto su nombramiento y consecuente pago de salario. De ahí que el demandante 

no puede alegar desconocimiento de la decisión tomada respecto a su situación por la 

Administración Pública, ya que desde inicios del año dos mil tres, dejó de tener 

prestaciones laborales, naciéndole en ese momento el derecho de hacer uso de los medios 

impugnativos Pues teniendo los recursos administrativos una finalidad impugnatoria de 

actos preexistentes que se estimen contrarios a Derecho, constituyen una garantía para los 

afectados por las resoluciones que se adversen. 

 

Sumado a lo anterior, si bien es cierto las autoridades demandadas no notificaron en el 

lugar señalado por el impetrarte como lugar de residencia, se ha constatado que las 

notificaciones se verificaron cumpliendo con las formalidades de ley en la dirección 

indicada para casos de emergencia. Ambas direcciones fueron consignadas por el señor 

Campos Grande en su hoja de identificación personal. Dichas notificaciones fueron 

recibidas por familiares del demandante, quienes afirmaron que él vivía en ese lugar. 

 

La invalidez o irregularidad de una notificación se subsana o convalida, si el administrado 

ha tenido conocimiento del acto que le causa perjuicio o bien en forma tácita, para el caso, 

el demandante fue notificado en una de las dos direcciones que el mismo había señalado, y 

aun cuando se aceptara que dicha notificación adolecía de un vicio, no se debe obviar el 

hecho que el señor Campos Grande tuvo conocimiento de la decisión adoptada por la parte 

demandada al dejar de percibir su salario y demás prestaciones por haber sido separado de 
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su cargo, naciéndole en ese momento su derecho a interponer los recursos que el 

ordenamiento jurídico aplicable le franquea. 

 

Resulta así, que, si el particular ha tenido conocimiento de la resolución notificada, no 

existe fundamento para declarar su nulidad. Ello se encuentra en concordancia con el 

principio de trascendencia, en virtud del cual el vicio del que adolece el acto debe provocar 

una lesión a la parte que lo alega, tal como se reconoce en el Código de Procedimientos 

Civiles, al expresarse que "(...) no se declarará la nulidad si apareciere que la infracción de 

que trata no ha producido ni puede producir perjuicios al derecho o defensa de la parte que 

la alega o en cuyo favor se ha establecido" (art. 1115 Pr. C.). En tal sentido, Beatriz 

Quintero-Eugenio Prieto, en su libro Teoría General del Proceso, Tomo II expresa que: "En 

la teoría moderna se subordina la invalidez del acto procesal, no a la simple inobservancia 

de las formas, sino al resultado de la relación entre el vicio y la finalidad del acto, y así 

sanciona el acto con nulidad solamente cuando por efecto del vicio no haya podido 

conseguir su objeto". 

 

En el caso de autos, la parte actora ha señalado en el libelo de la demanda que la 

notificación no se realizó en legal forma, sin embargo, como se indicó, se ha constatado en 

el expediente administrativo que la notificación se realizó en una de las direcciones 

proporcionadas por él, y que además queda claro que tuvo conocimiento del acto, desde que 

dejo de percibir sus ingresos, es decir en el año de dos mil tres; no obstante interpuso el 

recurso de apelación cinco años después, es decir en el año dos mil ocho. Es preciso traer a 

colación lo que establece el Código de Procedimientos Civiles, en cuanto a que solo al 

impedido con justa causa no le corre término, pues en el caso de autos, el demandante no ha 

demostrado que haya tenido un impedimento tal que durante cinco años ðdesde que 

febrero de dos mil tres en que se le separo del cargo, hasta mayo de dos mil ocho, en que 

interpuso el recurso,ð lo haya imposibilitado de enterarse del acto que le causaba agravio. 

 

Como corolario lógico, resulta evidente que el demandante tuvo conocimiento del acto 

impugnado al haber dejado de percibir sus salarios y demás prestaciones, momento en que 

le nació su derecho a interponer el recurso pertinente, sin embargo, el mismo fue 
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presentado extemporáneamente. En conclusión, en el presente caso el acto que declaró 

inadmisible el recurso por extemporáneo no adolece de las ilegalidades planteadas por el 

demandante. 

2.4 Conclusión 

Respecto de la resolución sancionatoria proveída por el Tribunal Disciplinario de la Región 

Paracental de la PNC, el veintinueve de enero de dos mil tres, mediante la que se destituyó 

al demandante de su cargo de agente policial, esta Sala aclara que para conocer de la misma 

era preciso que el demandante hubiese agotado correctamente la vía administrativa. Es 

decir, que hiciera uso en tiempo y forma de los recursos pertinentes, no obstante, 

habiéndose determinado que el recurso fue interpuesto fuera de tiempo, procede declarar su 

inadmisibilidad.ò 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Interlocutorias, 279-2008, DE FECHA  

16/02/2011) 

 

 

 

 

ACTOS CONFIRMATORIOS  

 

IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA 

 

"La parte actora pide que se declare la ilegalidad de los actos administrativos dictados por 

el Director General del Instituto Salvadoreño del Seguro Social, que a continuación se 

describen: 

a)  Resolución dictada a las diez horas y treinta y siete minutos del día veintinueve de 

agosto de dos mil tres, en la que se declararon caducados los contratos número G-11 1/2002 

y G-I29/2002; y, 

b)  Resolución dictada en vía de recurso a las quince horas y cincuenta minutos del día 

treinta y uno de octubre de dos mil tres, en la cual se confirmó el contenido de la primera 

resolución. 

Hace recaer la ilegalidad de tales resoluciones esencialmente en: 
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Que la autoridad demandada le violentó el derecho al trabajo y al debido proceso, los cuales 

se encuentran regulados en los artículos 1, 2, 11 y 86 de la Constitución de la República; así 

como los artículos 1, 2, 3, 5, 17, 18, 19, 74, 77, 93, 161, 162, 163, 164, 165, 166, 167, 168 

y 169 de la Ley de Adquisiciones y Contrataciones de la Administración Pública, 7, 8, 13, 

14, 16, 18 y 20 de la Ley del Seguro Social ya que omitió el trámite legal del Trato Directo, 

y, no agotó los requisitos que la Ley establece, notificando de una sola vez la caducidad del 

contrato. 

Respecto de la violación al derecho al trabajo, esta Sala omitirá emitir pronunciamiento, ya 

que ni en la demanda ni a lo largo del proceso, la parte actora explicó las razones por las 

cuales consideraba que tal derecho le había sido transgredido con la actuación de la parte 

demandada. 

Con relación al acto administrativo descrito en el literal b) de este apartado, esta Sala 

estima necesario realizar las consideraciones siguientes: 

2. Actos confirmatorios. 

De conformidad con el literal b) del artículo 7 Ley de la Ley de la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa no se admite la acción contencioso administrativa respecto de los actos que 

sean reproducción de otros anteriores ya definitivos o firmes. 

Sobre este tema, la jurisprudencia de esta Sala ha interpretado que de acuerdo con esta 

disposición son dos los supuestos en los que la acción contenciosa resulta improcedente: 

bien porque se trata de un acto que reproduce otro definitivo, o bien porque se trate de un 

acto que reproduce otro con estado de firmeza. 

Esta distinción cobra importancia ya que, si bien en ambos casos se produce la 

improcedencia de la demanda, su fundamento es distinto. En el primer caso -acto que 

reproduce otro definitivo- se busca evitar que los administrados reiteren sin límite alguno 

peticiones que ya les fueron resultas por la Administración ðentiéndase mediante un acto 

definitivoð, lo que responde al principio de economía de la actividad de la 

Administración. 

En el segundo caso -acto que reproduce otro firme- se pretende evitar que, al provocar la 

producción de un nuevo acto de idéntico contenido a uno anterior firme, se burlen los 

efectos que produce el estado de firmeza de los actos administrativos, esto es 

esencialmente, que ya no pueden ser recurridos tanto en sede administrativa como judicial." 
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(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 163-G-2003, DE FECHA  

02/05/2011) 

 

 

 

 

ADMINIST RACIÓN MUNICIPAL  

 

POTESTAD SANCIONADORA POSIBILITA IMPONER SANCIONES CUANDO SIN 

PREVIA AUTORIZACIÓN DE LA MUNICIPALIDAD EL ADMINISTRADO 

REALIZA UNA ACTIVIDAD MATERIAL  

 

ñLa parte actora pide se declare la ilegalidad de los siguientes actos administrativos: 

 

Resolución pronunciada por el Jefe del Departamento de Registro y Control Tributario de 

la Alcaldía Municipal de Nejapa, departamento de San Salvador, a las ocho horas y treinta 

minutos del veintiocho de febrero de dos mil cinco, mediante la cual se impuso al 

demandante multa por la cantidad de cien dólares de los Estados Unidos de América 

($100.00), equivalentes a ochocientos setenta y cinco colones (¢875.00), por funcionar su 

negocio sin la autorización que establece la Ordenanza de Autorizaciones y 

Funcionamiento de Talleres Mecánicos y Servicios, Chatarreras, Compra y Venta de 

Repuestos Nuevos y Usados para Vehículos, Ladrilleras, Venta de Materiales para la 

Construcción y otros similares de dicho Municipio y además se le ordenó suspender 

cualquier actividad derivada del referido negocio. 

Acuerdo Número 4 del Concejo Municipal de Nejapa, departamento de San Salvador, 

asentado en acta número 20 de la sesión celebrada a las ocho horas del veintisiete de julio 

de dos mil cinco, que confirmó la resolución relacionada en el literal a). 

Hace recaer la ilegalidad de la resolución esencialmente en la violación de los siguientes 

derechos: 

1) Derecho al Debido Proceso. 

2) Derecho de Igualdad. 

3) Artículos 2 y 270 del Código de Procedimientos Civiles -ahora derogado-. 
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4) Principio de Legalidad. [é] 

 

3. Sobre la potestad sancionadora de la administracion publica y las violaciones alegadas. 

Como se ha sostenido en reiteradas decisiones de este Tribunal, la técnica autorizatoria 

constituye una forma de limitación de la esfera jurídica de los particulares; en el sentido 

que, el legislador veda a éstos el ejercicio de determinadas actividades, que sólo pueden 

llevarse a cabo previa intervención de la Administración Pública encaminada a constatar el 

cumplimiento de las condiciones previstas por el ordenamiento jurídico al efecto. Sobra 

decir que el legislador, mediante esta técnica, persigue algún fin de carácter público, 

recurriendo a ella para proteger determinados intereses colectivos, según la naturaleza de 

las actividades de que se trate. 

 

Es así como la potestad de conceder autorizaciones, lleva imbíbita la posibilidad de que la 

Administración Pública impida el ejercicio de las actividades reguladas, en los casos en que 

no exista la autorización debida, por lo que obtener una autorización en los casos que la 

Ley lo prevé, se convierte en requisito sine qua non para el despliegue de la actividad que 

se pretende. En ese mismo sentido afirma Trevijano Fos en su texto "Los Actos 

Administrativos", que la autorización afecta la validez del acto, de tal modo que la 

realización de la actividad sin la previa autorización constituye un acto ilícito si la actividad 

es material, o ilegal si la actividad es jurídica, en consecuencia, reitera que: "el sujeto que 

pretende obtener una autorización puede actuar sólo después de su expedición". 

Cuando no se cuenta con tal autorización, entra en juego lo que se conoce como el ius 

puniendi del Estado, que es la capacidad de la Administración Pública de ejercer un control 

social coercitivo ante lo constituido como ilícito y se manifiesta en la aplicación de las 

leyes por los tribunales que desarrollan dicha jurisdicción y en la actuación de la 

Administración Pública al imponer sanciones a las conductas calificadas como infracciones 

por el ordenamiento. Dicha función administrativa desarrollada en aplicación del ius 

puniendi, se conoce técnicamente como potestad sancionadora de la Administración. 

Como otras potestades de autoridad, ésta se ejerce dentro de un determinado marco 

normativo que deviene primeramente de la Constitución de la República, en congruencia 

con los fundamentos del Estado Constitucional de Derecho, encontrando esta potestad 
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sancionadora su límite máximo en el mandato de legalidad que recoge el inciso primero del 

artículo 86 de la Constitución de la República. En virtud de la sujeción a la Ley, la 

Administración sólo podrá funcionar cuando aquella la faculte, ya que las actuaciones 

administrativas aparecen antes como un poder atribuido por la Ley y por ella delimitado y 

construido. Esta premisa de habilitación indudablemente extensible a la materia 

sancionatoria, nace en la exigencia de un mandato normativo que brinde cobertura a todo 

ejercicio de la potestad. 

Consecuencia de la identidad de la potestad penal de la judicatura y la sancionadora de la 

Administración, es la observancia de principios consonantes que inspiran y rigen las 

actuaciones de ambos. Si bien dichos principios tienen también origen común en la 

identidad ontológica de ambas potestades, los mismos han sido tradicionalmente 

configurados y aplicados antes en el ámbito penal y de ahí trasladados gradualmente al 

ámbito administrativo a fuerza de construcciones doctrinarias y jurisprudenciales. 

 

 

IMPOSICIÓN DE SANCIONES REQUIERE QUE SE LE GARANTICE EL DEBIDO 

PROCESO AL ADMINISTRADO 

 

 

3.1 Sobre el debido proceso. 

Nuestra normativa constitucional recoge principios y limitaciones aplicables a la potestad 

sancionatoria, destacándose entre otros el debido proceso. 

 

La expresión "debido proceso" es una categoría genérica, identificada con un proceso 

constitucionalmente configurado, tal como se ha establecido jurisprudencialmente por la 

Sala de lo Constitucional, el cual incluye una serie de derechos conectados entre sí -

audiencia, defensa, presunción de inocencia, juez natural, irretroactividad de las leyes, entre 

otros- (Sentencia de Amparo ref. 332-2006 del diecinueve de julio de dos mil siete). 

 

Así el debido proceso, aparece establecido en el artículo 11, según el cual "Ninguna 

persona puede se privada del derecho a la vida, a la libertad, a la propiedad y posesión, ni 
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de cualquier otro de sus derechos sin ser previamente oída y vencida en juicio con arreglo a 

las leyes; ni puede ser enjuiciada dos veces por la misma causa". 

 

En relación al debido proceso la Sala de lo Constitucional en la Sentencia de Amparo 

referencia 708-99, dictada el veinte de septiembre de dos mil uno, expresó: "Para 

considerar que existe un debido proceso, es necesario que aquél sea sustanciado conforme a 

la Constitución, y además, que se respete íntegramente el derecho de audiencia, ya que 

dicho derecho es un elemento esencial y configurativo para la protección de los derechos 

constitucionales de los impetrantes". 

 

Sobre el debido proceso, esta Sala ha expresado en diversas ocasiones, que en sede 

administrativa éste se enfoca en el derecho a ser oído en el procedimiento administrativo. 

El debido proceso encuentra concreción cuando los administrados plantean sus alegatos y 

tienen una real oportunidad de probarlos y consecuentemente son tomados en cuenta por la 

Administración Pública al momento de resolver. Ello se verifica cuando las pruebas son 

valoradas, aceptadas o rechazadas en función de razones y argumentos que, convenzan o 

no, permiten conocer el sentido de la voluntad administrativa y el juicio lógico que la 

fundamenta. 

 

En el caso bajo estudio, la parte actora aduce que las autoridades demandadas violaron el 

debido proceso al no aplicar a su caso lo establecido en los artículos 366 al 370 del Código 

de Procedimientos Civiles -ahora derogado- los cuales desarrollan la inspección personal 

del juez. 

 

Como se ha dicho, para considerar que existe un debido proceso es necesario que éste sea 

sustanciado conforme a la Constitución de la República, y además que se respete 

íntegramente el derecho de audiencia que está contemplado en el artículo 11 de la referida 

norma primaria; tal categoría consiste en que la privación de derechos debe ser 

necesariamente precedida de un proceso o procedimiento prescrito y ante entidades 

previamente establecidas, observándose las formalidades esenciales o procedimentales. 
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DENEGATORIA DE PRUEBA POR FALTA DE PERTINENCIA NO VIOLENTA EL 

DEBIDO PROCESO 

 

 

Establecido lo anterior, esta Sala observa que en el caso de autos no ha existido una 

violación al debido proceso, ya que las autoridades demandadas si llevaron a cabo un 

procedimiento previo en el cual se hizo saber al administrado la infracción o el ilícito que 

se le reprochaba; todo de conformidad con lo prescrito en los artículos 131 del Código 

Municipal y 2 de la Ordenanza de Autorización y Funcionamiento de Talleres Mecánicos y 

Servicios, Chatarreras, Compra y Venta de Repuestos Nuevos y Usados para Vehículos, 

Ladrilleras, Venta de Materiales para la Construcción y Otros Similares. Además se le dio 

la posibilidad de exponer sus razonamientos y se le facilitó el ejercicio de los medios de 

defensa mediante la apertura a prueba, etapa que el demandante no hizo uso (folio 7 y 8 del 

expediente administrativo), culminado el proceso con la sanción de multa impuesta en 

aplicación de lo establecido en el artículo 8 literal a) de la Ordenanza en mención. 

 

Sin embargo, la inconformidad de la parte actora radica en la denegatoria de la prueba por 

inspección solicitada durante el trámite del Recurso de Apelación interpuesto en contra de 

la resolución que lo multó por la falta de la autorización correspondiente, para funcionar su 

negocio en el Municipio de Nejapa. 

 

Al respecto debe considerarse que el artículo 240 del Código de Procedimientos Civiles 

(derogado) establece que las pruebas deben ser pertinentes. La pertinencia de la prueba es 

la relación que las mismas guardan con el objeto del juicio y con lo que constituye el tema 

decisorio para el Tribunal, y expresa la capacidad de los medios utilizados para formar la 

definitiva convicción de aquel. Por otro lado la conducencia hace referencia a que el medio 

probatorio propuesto sea adecuado para demostrar el hecho; es decir, que sea idóneo para 

demostrar los hechos controvertidos en el juicio. Es así que la conducencia es una cuestión 

de derecho que el juez debe examinar y pronunciarse al respecto, pues en caso que no se 

cumpla debe pronunciar un rechazo motivado. 
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En el presente caso, la infracción atribuida al demandante consiste en la falta de 

autorización para funcionar el negocio de su propiedad denominado "Venta de Chatarra", 

misma que de conformidad con el artículo 2 de la Ordenanza de Autorización y 

Funcionamiento de Talleres Mecánicos y Servicios, Chatarreras, Compra y Venta de 

Repuestos Nuevos y Usados para Vehículos, Ladrilleras, Venta de Materiales para la 

Construcción y Otros Similares, consiste en un permiso o comprobante por escrito 

extendido por la Municipalidad. Dicha infracción fue detectada en la inspección realizada 

el siete de septiembre de dos mil cuatro (folio [é] del expediente administrativo), por 

delegados de la Alcaldía de Nejapa en el referido negocio, sin que en el transcurso del 

proceso el demandante haya desvirtuado tal acusación mediante la presentación la 

autorización respectiva. Por ello, la prueba por "inspección personal del juez" en las 

instalaciones de la "Venta de Chatarra" con el fin de verificar que en los alrededores se 

encontraban otros negocios funcionando, no es el medio probatorio pertinente ni idóneo 

para demostrar el hecho controvertido, cual es la falta de licencia o autorización para el 

funcionamiento de su negocio en el Municipio de Nejapa. 

 

Por lo expuesto, queda claro que la denegatoria del medio probatorio propuesto por el 

demandante, amparada en la falta de pertinencia del mismo no violenta el Debido Proceso, 

el cual como ha quedado establecido si fue observado por la Administración Pública 

durante el trámite del procedimiento administrativo sancionador en contra del señor Carlos 

Roberto Zarco. 

 

3.2. Sobre el derecho de igualdad. 

Respecto al derecho de igualdad ante la Ley -específicamente, con relación a la igualdad en 

la aplicación de la ley-, debe resaltarse que ésta puede manifestarse como principio y 

derecho, pero en ambos casos implica que a los supuestos de hecho semejantes deben serles 

aplicadas unas consecuencias jurídicas que también sean iguales; es decir, que a pesar de 

las situaciones de diferenciación establecidas y justificadas por el legislador en la norma, 

éstas al momento de ser aplicadas, deben serlo de igual forma a todos aquellos que 

pertenezcan al rango de homogeneidad establecido por el legislador. En otras palabras, las 
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resoluciones o determinaciones que se adopten respecto al goce y ejercicio de los derechos 

de las personas deben ser las mismas, una vez efectuado el análisis de iguales presupuestos 

de hecho, evitando así cualquier violación consistente en que un mismo precepto o cuerpo 

normativo se aplique o inaplique arbitrariamente en casos idénticos con evidente 

desigualdad. Esto no obsta para que el aplicador de la norma, pese a tratarse de casos 

sustancialmente iguales, modifique el sentido de sus decisiones, siempre que su 

apartamiento de los precedentes posea una fundamentación suficiente y motivada. 

 

En el caso en análisis, el demandante asegura que las autoridades demandadas violaron el 

Derecho de Igualdad, ya que en los alrededores de su negocio denominado "Venta de 

Chatarra" están funcionando otros negocios, entre ellos una planta procesadora de bebidas 

carbonatadas, a las que no se les perturba ni ordena su cierre por las razones esgrimidas por 

el Concejo Municipal de Nejapa. 

 

Al respecto esta Sala considera que en el transcurso del proceso, la parte actora no acreditó 

mediante la documentación pertinente la veracidad de su afirmación, es decir que no 

demostró que efectivamente los negocios aledaños al de su propiedad se encontraran 

funcionando sin el permiso de funcionamiento extendido por la Alcaldía en mención y que 

pese a ello no hubieran sido sancionados por la referida Municipalidad, como sí ocurrió en 

su caso. No obstante, debe recordarse que el Derecho a la Igualdad en la aplicación de la 

ley, implica que a los supuestos de hecho semejantes deben serles aplicadas unas 

consecuencias jurídicas que también sean iguales, sin embargo en el presente caso tal 

situación no fue acreditada. Por ello debe concluirse que con relación a este punto no existe 

la violación alegada. 

 

3.3 Sobre la violacion a los art1culos 2 y 370 del codigo de procedimientos civiles -

derogado-. 

En el caso de autos, el demandante asegura que las autoridades demandadas violaron los 

artículos 2 y 370 del Código de Procedimientos Civiles, al no haber accedido a la prueba 

por inspección personal que oportunamente fue solicitada. Sin embargo, como ha quedado 

establecido en los considerandos que anteceden, el rechazo del medio probatorio propuesto 
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por la actora, fue apegado a derecho en cuanto el mismo no era ni pertinente ni idóneo para 

demostrar el hecho controvertido, cual era la falta de licencia o autorización para funcionar 

el negocio propiedad del demandante en el Municipio de Nejapa. Por ello, debe colegirse 

que no existe la violación alegada. 

 

4. Conclusion. 

De todo lo antes expuesto, puede concluirse que no se han configurado las violaciones 

alegadas por la parte actora, y que además es innegable que el funcionamiento del negocio 

denominado "Venta de Chatarra" sin la debida autorización caía en el campo de la 

ilegalidad, por lo cual procedía el inicio del procedimiento administrativo correspondiente. 

Y como consecuencia la imposición de la multa que oportunamente le fue impuesta al no 

desvirtuar la infracción. En estos supuestos, procede además el cierre del establecimiento lo 

cual no opera como una sanción, sino como la consecuencia connatural a la falta de 

autorización, por lo que el Municipio al que corresponde otorgarla tiene facultades para 

verificar dicho cierre del establecimiento funcionando en el campo de la ilegalidad. En ese 

sentido las actuaciones del Jefe del Departamento de Registro y Control Tributario y el 

Concejo Municipal ambos de la Alcaldía Municipal de Nejapa, departamento de San 

Salvador, se encuentran dictadas conforme a derecho y no habiéndose violentado el debido 

proceso, derecho de igualdad y demás violaciones alegadas, es procedente declarar la 

legalidad de las resoluciones impugnadas.ò 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 210-2005, DE FECHA 

13/06/2011) 

 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  

 

SOMETIMIENTO AL PRINCIPIO DE LEGALIDAD 

 

"3) De la violación al principio de legalidad: 

3.1 Del Principio de Legalidad: 

Es principio reconocido en todo Estado de Derecho: 1°. Que la Administración Pública 

actúe conforme a las facultades y atribuciones que el ordenamiento jurídico aplicable le 
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otorga; y 2°. Que el administrado pueda ejercer y hacer valer sus derechos en los términos 

conferidos por la ley. 

Lo anterior se traduce en el sometimiento de la Administración al ordenamiento jurídico o 

"principio de la legalidad", consagrado en el Artículo 86 de la Constitución que prescribe: 

"El poder público emana del pueblo. Los órganos del Gobierno lo ejercerán 

independientemente dentro de las respectivas atribuciones y competencias que establecen 

esta Constitución y las leyes (...). Los funcionarios del Gobierno son delegados del pueblo 

y no tienen más facultades que las que expresamente les da la ley". 

Tal principio se erige entonces, como una de las consagraciones políticas del Estado de 

Derecho y al mismo tiempo en la más importante de las columnas sobre las que se asienta 

el Derecho Administrativo. Con base en el mismo, la Administración queda sometida al 

ordenamiento jurídico. 

Siendo así, constituye imperativo de primer orden, la observancia del régimen legal por 

parte de todos los órganos del Estado en el ejercicio de sus funciones. 

Tal paradigma propio del orden constitucional que rige el Estado Social de Derecho, nos 

ayuda entonces a comprender, que el ejercicio del poder público conferido a la 

Administración, debe ser desempeñado conforme a los estrictos principios y normas 

derivadas del imperio de la Ley. No existiendo por tanto, actividad pública o funcionario 

que tenga absoluta libertad para ejercer sus funciones, las cuales se hayan debidamente 

regladas en las normativas respectivas. 

Sin embargo, como las actividades que cumple la Administración Pública son múltiples y 

crecientes, la Ley no siempre logra determinar los límites precisos dentro de los cuales ésta 

debe actuar en su quehacer cotidiano, y es por ello que el ordenamiento jurídico le atribuye 

dos tipos de potestades administrativas: las regladas y las discrecionales. [...] 

 

 

POTESTAD REGLADA DE LA ADMINISTRACIÓN 

 

 

La potestad reglada es aquella mediante la cual la norma jurídica predetermina 

concretamente la conducta que la norma ha de seguir, estableciendo la forma y el momento 
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en el que ha de proceder; y por lo tanto no cabe que la autoridad pueda hacer uso de una 

valoración subjetiva. 

El contenido de la decisión que se derive del ejercicio de dicha potestad, no puede 

configurarse libremente y su cumplimiento es obligatorio. Se establece entonces una 

relación de subordinación, en la cual la Administración actúa en base a una norma 

permisiva y dentro de los límites que la misma establece. Configurándose así, como 

garantía de los administrados ante posibles arbitrariedades de la autoridad. 

De ahí, que todo acto administrativo que se derive del ejercicio de dicha potestad, carecerá 

de vida jurídica ante el incumplimiento de esos límites que restringen el libre proceder de la 

Administración. [...] 

 

 

POTESTAD DISCRECIONAL DE LA ADMINISTRACIÓN 

 

 

Por el contrario, la potestad discrecional otorga a la Administración un margen de libre 

apreciación. A efecto de que luego de realizar una valoración un tanto subjetiva, ejerza sus 

potestades en casos concretos y decida ante ciertas circunstancias o hechos, cómo ha de 

obrar, si debe o no obrar, o qué alcance ha de dar a su actuación; debiendo siempre respetar 

los límites jurídicos generales y específicos que las disposiciones legales establezcan. 

Debe además tenerse en cuenta que al ejercer esta potestad, la Administración puede arribar 

a diferentes soluciones igualmente justas; sin embargo debe entenderse que aquélla que se 

adopte tiene necesariamente que cumplir la finalidad considerada por la ley, y en todo caso 

la finalidad pública, de la utilidad o interés general. 

Ahora bien, el margen de libertad del que goza la Administración en el ejercicio de sus 

potestades discrecionales no es extra legal, sino por el contrario remitido por la ley, de tal 

suerte que no hay discrecionalidad al margen de la Ley, sino justamente sólo en virtud del 

ordenamiento jurídico y en la medida en que éste lo haya dispuesto. 

Es decir, que la discrecionalidad no constituye una potestad extralegal, sino más bien, el 

ejercicio de una potestad debidamente atribuida por el ordenamiento jurídico a favor de 
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determinada función, y que cuenta además con ciertos elementos reglados que restringen la 

libertad del órgano actuante, revisables por ésta jurisdicción. 

La potestad discrecional es tal, sólo cuando y en la medida que la norma legal la determina, 

y en ningún momento implica un círculo de impunidad para la Administración." 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 209-2008, DE FECHA  

01/02/2011) 

 

 

 

 

ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA MUNICIPAL  

 

FACULTADA PARA LA DETERMINACIÓN DE LA OBLIGACIÓN TRIBUTARIA 

MUNICIPAL 

 

ñLos actos administrativos impugnados han sido emitidos por las autoridades siguientes: el 

Jefe del Registro Tributario de la Alcaldía Municipal de Santa Tecla, en la resolución 

número cincuenta y cuatro, de fecha veintitrés de mayo de dos mil siete en la que resuelve: 

a) no ha lugar lo solicitado por el señor José Eduardo Luna Roshardt en el sentido sea 

Recalificada su representada como Empresa Financiera; b) no ha lugar lo solicitado por el 

señor José Eduardo Luna Roshardt en el sentido se efectúe una nueva Tasación del 

Impuesto Municipal de su representada como Empresa Financiera; y, c) No ha lugar lo 

solicitado por el señor José Eduardo Luna Roshardt en el sentido sea abonado a cuenta lo 

cancelado en exceso por no aplicar la recalificación de su representada; y el Alcalde y el 

Concejo Municipal de la Alcaldía de Santa Tecla por la emisión del Acuerdo tomado en 

Acta número dieciocho del día nueve de julio de dos mil siete, en el que acuerda: No ha 

lugar la solicitud de rectificar la calificación por no haber error que corregir, no ha lugar la 

tasación solicitada en el literal c del libelo en comento, no ha lugar el pago en exceso 

solicitado y abono en la cuenta mencionada en el literal d, del mismo escrito. Confírmase la 

resolución impugnada por haberse dictado conforme a derecho corresponde. 
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La inconformidad de la demandante estriba en que al no acceder a la modificación de la 

calificación por parte de las autoridades municipales de Santa Tecla, se han violentado las 

siguientes disposiciones: Artículos 4, 11, 12 y 13 inciso segundo de la Ley General 

Tributaria Municipal, en el sentido de que la Alcaldía Municipal de Santa Tecla pretende 

establecer impuestos que carecen de hecho generador; Artículos 6 literal g), y 9 literal m), 

de la Ley de Impuestos Municipales de Nueva San Salvador; Artículos 120 y siguientes de 

la Ley General Tributaria Municipal que regula el procedimiento de repetición del pago 

indebido o en exceso; y la Prohibición de Confiscación y principio de legalidad artículos 

106 inc., último y 231 de la Constitución de la República. [é] 

 

Análisis del caso 

Apunta la demandante que ha sido calificada que realiza el hecho generador del tributo, en 

base al artículo 6 literal g) correspondiente a Empresas Comerciales o de Servicios, de la 

Tarifa General de Arbitrios de la Municipalidad de Nueva San Salvador, lo cual no es 

cierto, ya que de acuerdo a las actividades que realiza, se encuentra regulada en el art. 9 

literal m), de la Ley de Impuestos Municipales de Nueva San Salvador, que determina los 

impuestos para las Empresas Financieras. Afirma que para efectos de calificación de la 

actividad y tasación de impuestos municipales, la Alcaldía debe calificar su actividad, es 

decir el hecho generador conforme al artículo 13 inciso segundo de la Ley General 

Tributaria Municipal, el cual señala que cuando el hecho generador se establezca en 

consideración a conceptos económicos, el criterio para interpretarlo tendrá en cuenta las 

situaciones o relaciones económicas que efectivamente existan o se establezcan por los 

interesados, con independencia de las formas jurídicas que se utilicen. 

 

Visto lo expuesto, es necesario circunscribirnos al principio de Legalidad Administrativa, el 

cual presume que toda actuación de la Administración es consecuencia de una Ley, por lo 

tanto la Administración únicamente puede actuar bajo los parámetros que ésta dicte, por lo 

que procede revisar dicha actuación. 

 

a) De la Administración Tributaria Municipal 
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La Ley General Tributaria Municipal, en lo correspondiente a la autoridad competente para 

determinar las obligaciones tributarias, establece: 

"Art.72.-La determinación, aplicación, verificación, control, y recaudación de los tributos 

municipales, conforman las funciones básicas de la Administración Tributaria Municipal, 

las cuales serán ejercidas por los Concejos Municipales, Alcaldes Municipales y sus 

organismos dependientes, a quienes competerá la aplicación de esta Ley, las leyes y 

ordenanzas de creación de tributos municipales, las disposiciones reglamentarias y 

ordenanzas municipales atingentes". 

 

El legislador, siguiendo la tendencia antes advertida, regula en el artículo 81 que la 

Administración Tributaria Municipal tendrá facultad para la determinación de la obligación 

tributaria municipal, la que se aplicará de acuerdo a los procedimientos establecidos en el 

capítulo III, del Título IV de la Ley. Luego, lo concerniente a dicha facultad se desarrolla 

en el artículo 101, que prescribe que la Administración Tributaria Municipal determinará la 

obligación tributaria, en los supuestos que la ley u ordenanza de creación de tributos 

municipales así lo ordene, y la verificará con fundamento en los antecedentes que obren en 

su poder. 

 

Se colige que, en cada Municipio se reconoce la capacidad para determinar obligaciones 

tributarias tanto a los Concejos Municipales, como Alcaldes Municipales y organismos 

dependientes. Ahora bien, al aplicar tales conceptos al caso sujeto a análisis verificamos 

que el primer acto controvertido es emitido por el Jefe del Registro Tributario de la 

Alcaldía Municipal de Santa Tecla, mediante el cual se deniega a la demandante el cambio 

de la obligación tributaria, lo cual resulta coherente a la normativa municipal relacionada 

con la materia. Es, pues, evidente que la primera de las decisiones controvertidas si cumple 

con lo dispuesto en la Ley General Tributaria Municipal. Por otra parte, el segundo acto 

sometido a control de esta Sala es el dictado por el Alcalde y Concejo Municipal de Santa 

Tecla, dando respuesta al recurso de apelación interpuesto por la sociedad actora. 

 

En definitiva, se llega a colegir que ni el Jefe del Registro Tributario, ni el Alcalde 

Municipal ni el Concejo Municipal, todos de Santa Tecla, vulneraron el Principio de 
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Legalidad al dictar los actos cuestionados en esta sede jurisdiccional, ya que detentan en 

virtud de la Ley relacionada la competencia para emitir ese tipo de decisiones 

administrativas. 

 

 

DETERMINACIÓN TRIBUTARIA REQUIERE QUE SE RECONOZCA UN VINCULO 

JURÍDICO PRODUCTO DE UN HECHO GENERADOR O BASE IMPONIBLE 

 

 

Del procedimiento de determinación tributaria 

La determinación de la obligación tributaria consiste, según lo dispuesto en el artículo 100 

de la Ley General Tributaria Municipal, en el acto jurídico por medio del cual la 

Administración Tributaria Municipal verifica la ocurrencia del hecho generador de un 

tributo municipal, el sujeto pasivo de la obligación tributaria y el monto de la misma. 

 

En términos generales debemos recordar que la Administración Pública se encuentra 

vinculada positivamente a la Ley, en atención al artículo 86 inciso final de la Constitución. 

Es, pues, bajo tal parámetro que debe entenderse que es la Ley la que habilita para actuar a 

la Administración, pero también debemos reconocer que en la mayoría de casos esa 

habilitación conlleva una obligación a cargo de la Administración para erigirse como un 

Ente vigilante de la actuación de los administrados vinculados a una determinada ley. De 

tal suerte que, en atención a las leyes de naturaleza tributaria la Administración Tributaria 

Municipal está compelida a verificar ðdentro de su competencia territorialð la ocurrencia 

de los supuestos de hecho de la obligación tributaria, los cuales conllevan a la obligación 

del pago de los tributos municipales. En estos casos es irrefutable que no depende de la 

voluntad de la Administración llevar a cabo tal potestad, sino que es un imperativo 

impuesto legalmente. 

 

Para determinar una obligación tributaria, es necesario que se reconozca un vínculo jurídico 

producto de un hecho generador o base imponible, que lo hace exigible. Este hecho 
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generador es un supuesto previsto por la ley, que al ser realizado genera la obligación 

tributaria. 

 

 

ACTIVIDADES DE ENVÍO DE REMESAS : EMPRESAS FINANCIERAS QUE LAS 

REALIZAN SON CONSIDERADAS EMPRESAS COMERCIALES O DE SERVICIOS 

PARA EFECTOS DE CALIFICACIÓN DE LA ACTIVIDAD Y TASACIÓN DE 

IMPUESTOS MUNICIPALES 

 

 

De la calificación de Empresa Comercial o de Servicios 

La parte actora expresa que su naturaleza es ser una empresa financiera que realiza 

actividades de envío de remesas de cualquier parte del mundo, por lo que procede analizar 

en el presente caso si la obligación establecida a la demandante se encuentra en estas dos 

categorías de tributos. Como es sabido, la doctrina y el derecho positivo coinciden en 

englobar dentro del término genérico "tributo", los impuestos, tasas y contribuciones 

especiales. Héctor Belisario Villegas señala que estas categorías: "no son sino especies de 

un mismo género, y la diferencia se justifica por razones políticas, técnicas y jurídicas. No 

solo las facultades de las distintas esferas de poder dependen de esta clasificación en 

algunos países, sino que además los tributos tienen peculiaridades individualizantes". 

(Curso de Finanzas, Derecho Financiero y Tributario. Ediciones De Palma, Buenos Aires, 

Pág. 75). 

 

El tratadista Pérez Royo -en su Derecho Financiero y Tributario-ha expuesto que: "el 

elemento diferencial de las categorías tributarias se ha establecido a partir de un concepto 

jurídico fundamental, como es la estructura del hecho imponible". 

En el ámbito normativo, la Ley General Tributaria Municipal, ley marco que rige los 

tributos municipales, establece que: son tributos municipales las prestaciones generalmente 

en dinero que los Municipios exigen a los contribuyentes en virtud de una ley u ordenanza; 

y sus categorías son: los impuestos, las tasas y las contribuciones especiales municipales, y 

define cada uno de estos, así: 
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"Art. 4. Son Impuestos Municipales, los Tributos exigidos por los Municipios, sin 

contraprestación alguna individualizada", 

"Art. 5. Son Tasas Municipales, los Tributos que se generan en ocasión de los servicios 

públicos de naturaleza administrativa o jurídica prestados por los Municipios". 

"Art. 6. Contribución Especial Municipal es el tributo que se caracteriza porque el 

contribuyente recibe real o presuntamente, un beneficio especial, derivado de la ejecución 

de obras públicas o actividades determinadas, realizadas por los Municipios". 

Tales disposiciones, abonan a establecer que existe un criterio esencial que diferencia a los 

impuestos de las tasas -y contribuciones especiales- cuál es la existencia de una actividad 

del Municipio referida inmediata y directamente al sujeto pasivo de la obligación tributaria, 

actividad que se llama "contraprestación". 

Todo lo anterior denota, que dentro de la categoría "tributos", ha de hacerse distingo entre 

los términos impuesto, tasas y contribución especial, criterio recogido por nuestra propia 

legislación. 

Es necesario para los efectos de esta Sentencia, establecer lo relativo al Impuesto, hecho 

generador y sujeto, para determinar lo aplicable al presente caso: 

a. El impuesto y el hecho generador 

a. 1) Impuesto: 

Retomando el artículo 4 de la Ley General Tributaria Municipal, son impuestos 

municipales: "los tributos exigidos por los Municipios, sin contraprestación alguna 

individualizada". 

Según Sáinz de Bujanda tributo: "es toda prestación patrimonial obligatoria -habitualmente 

pecuniaria- establecida por la ley, a cargo de las personas físicas y jurídicas que se 

encuentran en los supuestos de hecho que la propia ley determine". (Sistema de Derecho 

Financiero, Tomo I, vol. II, Pág. 22). 

Para Belisario Villegas, el impuesto es el tributo exigido por el Estado a quien se encuentra 

en las situaciones consideradas por la Ley como generadoras de la obligación tributaría 

(hecho imponible), situaciones ajenas a toda concreta acción gubernamental vinculada a los 

pagadores, el hecho imponible, por la circunstancia de no implicar actividad estatal alguna 

referida al obligado, no tiene otro camino que relacionarse no con las acciones 

gubernamentales que atañen o beneficien al contribuyente, sino con sus rentas, bienes o 
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consumos. Por lo que la naturaleza jurídica del impuesto, es la sujeción a la potestad 

tributaria del Estado. (Curso de Finanzas, Derecho Financiero y Tributario, 8° edición, 

Editorial ASTRE Buenos Aires Argentina, 2003, págs. 157 y 158). 

 

a.2) Hecho Generador: 

En Derecho Tributario se define el hecho generador como el supuesto previsto en la norma, 

presupuesto de naturaleza jurídica o económica fijado por la ley, para configurar cada 

tributo, y cuya realización origina el nacimiento de la obligación tributaria. Lo anterior es 

concordante con lo sostenido por nuestro actual Código Tributario en sus artículos 12, 58 y 

siguientes. Para Villegas el hecho generador o hecho imponible es el acto, o conjunto de 

actos, que una vez sucedidos originan el nacimiento de la obligación tributaria, y la norma 

que instituye el tributo presenta un supuesto de hecho al que asocia determinados efectos en 

caso de configurarse tal hecho, y que existen aspectos que deben configurarse en los hechos 

imponibles del tributo. Ello determina si estamos ante el supuesto jurídico establecido en la 

norma, sea ésta nacional o municipal, para que funcione correctamente como condición 

para que se configure y haga surgir el mandato del pago, en dichos aspectos encontramos el 

material, subjetivo, espacial, y temporal. 

 

Para efectos del presente caso, los elementos que retomaremos de dicha doctrina son: el 

material y el subjetivo. El elemento material es la descripción abstracta del hecho que el 

destinatario legal tributario realiza o la situación en que se halla, es el elemento descriptivo, 

al cual para completar el supuesto hipotético se le adiciona el elemento personal, este 

elemento material siempre presupone un verbo, ya sean bienes u operaciones jurídicas o 

conceptos que el derecho tributario adopte; en el caso que nos ocupa sería la transferencia 

de dinero a través de medios electrónicos desde cualquier lugar del exterior, en cuyo 

proceso intervienen sujetos particulares a los que la demandante sirve de intermediaria, 

siendo éste servicio, el generador de utilidades para el patrimonio social de aquella. 

 

De acuerdo a Ley General Tributaria Municipal, se define el hecho generador o hecho 

imponible, como el supuesto previsto en la ley u ordenanza, el cual al ocurrir da lugar al 

nacimiento de la obligación tributaria, art. 12. 
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Por su parte, el artículo 6 de la Ley de Impuestos Municipales de Nueva San Salvador, 

Departamento de La Libertad, establece la tabla a cobrar en concepto de impuestos, según 

la actividad económica que realizan las empresas y sus activos, como se aprecia en ambos 

documentos el hecho generador lo constituye la prestación del servicio de remesa efectuada 

por la demandante. 

La autoridad demandada manifiesta, que deberá tomarse en cuenta para la imposición del 

impuesto, los artículos 12 y 13 L.G.T.M., en relación con el artículo 9, literal m) de la Ley 

de Impuestos Municipales de Nueva San Salvador. De lo establecido en tales disposiciones, 

se tiene que para la determinación se deberá tomar en consideración la naturaleza de la 

Sociedad, en el supuesto de que se encuentra inscrita en el Registro de Contribuyentes IVA 

como Otro Tipo de Intermediación Financiera, y que ha sido incorporada al Conglomerado 

Financiero Cuscatlán. 

Manifiestan las autoridades demandadas que la demandante realiza actividades 

(operaciones) que dan origen al hecho imponible que la ley determina en atención a que el 

hecho generador es la de prestar servicio de Remesas, tal como consta en su Escritura de 

Constitución, en el Municipio de Santa Tecla. 

 

La apreciación efectuada por la Municipalidad de Santa Tecla, en cuanto a la tipicidad del 

hecho imponible, es razonable, primeramente la tipicidad del hecho imponible es un hecho 

o situación tomada como hipótesis condicionante el cual debe estar señalado con todos sus 

elementos que lo componen y debe permitir con certeza si, desde el punto de vista 

descriptivo dicha hipótesis o circunstancia encaja o no, ya que en materia tributaria no 

opera la interpretación analógica, no puede cubrir lagunas con respecto a elementos del 

hecho imponible o sujeto pasivo. 

 

Las autoridades demandadas concluyen manifestando que el hecho generador aplicable a 

Remesas Familiares Cuscatlán, Sociedad Anónima de Capital Variable, es el de Empresas 

Comerciales o de Servicios, lo que recae en el hecho de realizar actos de comercio y 

servicio consistente en transferir a favor de usuarios, la remesas depositadas en cualquier 

lugar, por el que realizan un cobro, siendo las mismas generadoras de utilidades para su 

patrimonio. 



 

Volver al índice Ą 

Según se aprecia en la Ley General Tributaria Municipal, cuando el hecho generador 

consiste en un acto jurídico, se interpretará conforme a su verdadera esencia y naturaleza 

jurídica; cualquiera que sea la forma elegida o la denominación utilizada por los 

interesados, y cuando este hecho generador sea en consideración a aspectos económicos, el 

criterio para su interpretación es tomar en cuenta las situaciones o relaciones económicas 

que efectivamente existan o se establezcan por los interesados, con independencia de las 

formas jurídicas que se utilicen. 

 

d) Sujeto Pasivo de la obligación Tributaria 

Otro de los elementos del hecho imponible es el aspecto personal, que es aquella persona 

que realiza el hecho o se encuentra en la situación descrita por la Ley. 

Según las Autoridades Demandadas, Remesas Familiares Cuscatlán, Sociedad Anónima de 

Capital Variable, es sujeto pasivo de la obligación en vista que encaja en los elementos 

determinados en los artículos 4 y 6 de la Ley de Impuestos Municipales de Nueva San 

Salvador, Departamento de La Libertad, los cuales determinan los montos a pagar en 

cuanto a los activos disponibles de las empresas comerciales o de Servicios pues desarrolla 

actividad económica consistente en actos de comercio por la captación de ingresos por las 

remesas el Municipio de Santa Tecla. Como puede apreciarse, la prestación de servicios de 

remesas es constitutiva del hecho generador, debido a que todo lo efectuado en la 

mencionada actividad constituye un acto de comercio y servicio, pues su finalidad no solo 

es generar la remesa, sino además hacerla llegar al usuario a través de un servicio, para lo 

cual necesita de infraestructura y demás elementos constitutivos de empresa comercial, no 

obstante que el Conglomerado Financiero Cuscatlán al que se encuentra incorporada sea su 

actividad como Financiera. 

 

Para ampliar lo anterior, útil es hacer un recorrido doctrinario sobre los elementos que 

caracterizan al hecho referido como Empresa, debe aclararse que al término empresa debe 

reconocérsele una acepción general y no una restrictiva, de tal manera que cuando 

utilicemos el concepto de empresa en sentido jurídico puede entenderse "una verdadera 

organización de actividades, de bienes patrimoniales y de relaciones materiales de valor 

económico, movidos por la idea rectora del empresario y por la actividad de este y la de 
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sus auxiliares para la obtención de una ganancia" (Curso de Derecho mercantil, Joaquín 

Garrigues, Tomo I, séptima edición, Editorial Temis, Bogotá, Colombia). 

 

En segundo lugar se tiene que apuntar que existen varios tipos de empresas, que si bien es 

cierto tienen como objetivo común el obtener utilidades, éstas se diferencian entre sí por la 

actividad mercantil que realizan. En el presente caso, interesa aclarar lo correspondiente a 

las empresas comerciales y de servicios en general. La empresa comercial es una empresa 

intermediaria entre el productor y el consumidor; su función primordial es la compra-venta 

de productos terminados. De una forma muy sencilla, puede decirse que las empresas de 

servicios son las que brindan servicios a la comunidad. Ambas categorías son reguladas por 

la Ley de Impuestos Municipales de Nueva San Salvador, sin aportarse elementos 

distintivos para acotar la pertenencia o no de un sujeto a cada una de ellas, por lo cual estos 

planteamientos doctrinarios sirven como un indicador de pertenencia. 

 

Por otra parte, los sujetos comprendidos en las llamadas empresas financieras no están en 

los mismos términos de incertidumbre o indefinición que los de empresas comerciales o de 

servicios, ya que la Ley de Impuestos Municipales de Nueva San Salvador establece una 

serie de casos en los cuales se entenderá que una determinada persona jurídica puede 

comprenderse dentro de tal rubro, entiéndase: (i) las instituciones de crédito, entre las que 

se enumeran a los bancos, las sucursales de bancos extranjeros y las asociaciones de ahorro 

y préstamo; (ii) las empresas que se dediquen a la compra y venta de valores; (iii) las 

empresas de seguros e (iv) cualquier otra que se dedique a operaciones de crédito, bolsa, 

financiamiento, afianzadoras, montepíos o casa de empeño y otras similares. 

 

Concluimos que las actividades que realiza la Sociedad demandante para el servicio de 

remesas constituyen actos típicos de comercio y servicio. 

 

Es, pues, en el orden de ideas expuestas que se concluye que los actos controvertidos no 

adolecen de las ilegalidades que la sociedad actora apuntó, ya que las autoridades 

demandadas tenían la competencia suficiente para dictar los actos, y aplicaron las normas 

correspondientes en debida forma, comprobando la ocurrencia efectiva del supuesto de 
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hecho impositivo, desvirtuándose por lo tanto la repetición del pago indebido o en exceso; 

y la Prohibici·n de Confiscaci·n se¶alada.ò 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 407-2007, DE FECHA  

05/04/2011) 

 

 

 

 

IMPOSICIÓN DE MULTA POR INCUMPLIMIENTO EN LA PRESENTACIÓN DE 

DOCUMENTACIÓN EN UN PROCESO DE VERIFICACIÓN DE ACTIVOS Y 

DEDUCCIONES REQUIERE PARA SU PROCEDENCIA QUE  SE ENCUENTRE 

TIPIFICADO COMO INFRACCIÓN 

 

ñLa parte actora pide se declare la ilegalidad de las resoluciones pronunciadas por: 

El Gerente de Finanzas de San Salvador, por la emisión de la resolución de las ocho horas 

con treinta minutos del cuatro de julio de dos mil siete, mediante la cual aplicó a la cuenta 

con código de actividad económica (CAE) 1999-02-02-00-0030, multas por la cantidad de 

UN MIL CIENTO CUARENTA Y DOS - - - DÓLARES CON OCHENTA Y SEIS 

CENTAVOS DE DÓLAR, DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA ($1,142.86), 

equivalentes a DIEZ MIL COLONES (¢10,000) cada una, que totalizan la suma de TRES 

MIL CUATROCIENTOS VEINTIOCHO DOLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE 

AMERICA CON CINCUENTA Y OCHO CENTAVOS DE DÓLAR ($3,428.58) 

equivalentes a TREINTA MIL COLONES (¢30,000.00,) por la presentación de informes 

falsos o incompletos a la Administración Tributaria Municipal para los ejercicios 

correspondiente a los años dos mil tres, dos mil cuatro y dos mil cinco; y, 

El Concejo Municipal de San Salvador, por la emisión del Acuerdo Municipal tomado en la 

Sesión Ordinaria del cuatro de diciembre de dos mil siete, en el que se declaró no ha lugar 

el recurso de apelación en contra de la imposición de la multa. 

 

Hace recaer la ilegalidad de las resoluciones impugnadas esencialmente en la transgresión 

de las disposiciones y derechos siguientes: 

Al Principio de Legalidad. 
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Al Debido Proceso. 

Al artículos 106 ordinales 6°, 7° numerales 4 y 5 de la Ley General Tributaria Municipal. 

A los artículos 1 y 17 de la Ley Reguladora del Ejercicio de la Contaduría. [é] 

 

3. Sobre los derechos violados. 

3.1 De la potestad sancionadora de la Administración Tributaria Municipal. 

En términos generales, la potestad sancionadora de la Administración Pública se 

materializa en actuaciones que traducen un mal infringido al ciudadano, sustentándose en la 

idea que tal perjuicio es la consecuencia ineludible de la conducta cometida por el 

particular, la cual es considerada contraria al ordenamiento jurídico y se conoce como 

infracción administrativa. Es por esa razón que el destinatario de la potestad sancionadora 

sólo puede ser aquél a quien se le impute una infracción o ilícito administrativo. 

 

El objeto de tal potestad es la protección, o tutela, de los bienes jurídicos relevantes para la 

comunidad jurídica, materializándose en ellos el interés general y por ende justificándose 

su necesidad de protección. Así pues, garantizar al ciudadano que la Administración 

Pública se someta, en todo caso a lo prescrito en la Ley ðevitándose así cualquier 

arbitrariedadð ha llevado a la necesidad de extensión al ámbito de las sanciones 

administrativas de la aplicación de los principios esenciales del Derecho Penal. 

En ese orden de ideas se deduce que, no obstante la Administración Pública tiene potestad 

sancionadora la cual tiene regulación constitucional en el artículo 14, las autoridades se 

encuentran sujetas al Principio de legalidad recogido en el artículo 86 de la Constitución de 

la República. 

 

3.2. Sobre el Principio de Legalidad. 

Esta Sala ha manifestado en sentencias anteriores que: La conexión entre el Derecho y el 

despliegue de las actuaciones de la Administración, se materializa en la atribución de 

potestades, cuyo otorgamiento habilita a la Administración a desplegar sus actos. Como 

afirma Eduardo García de Enterría, "sin una atribución legal previa de potestades la 

Administración no puede actuar, simplemente... (...)"; "Si la Administración pretende 

iniciar una actuación concreta y no cuenta con potestades previamente atribuidas para ello 



 

Volver al índice Ą 

por la legalidad existente, habrá de comenzar por proponer una modificación de esa 

legalidad, de forma que de la misma resulte la habilitación que hasta ese momento faltaba". 

 

El punto central a establecer, es que el Principio de Legalidad en su manifestación de 

circulación positiva se encuentra recogido en nuestro ordenamiento jurídico con rango 

constitucional. Es así que el artículo 86 inciso final de la Constitución de la República 

señala que: "los funcionarios del gobierno son delegados del pueblo, y no tienen más 

facultades que las que expresamente les da la Ley". El reconocimiento de este principio 

implica, que la Administración Pública en el país puede ejecutar sólo aquellos actos que el 

bloque jurídico le permite, y en la forma que en el mismo se regule; es decir, sólo pueden 

dictarse actos con el respaldo de una previa potestad. 

 

Por lo que la administración está sometida a las reglas de derechos, recogidas en la 

Constitución y en las Leyes. Este principio, impone a las autoridades, la obligación de ceñir 

todas sus decisiones al contenido de las reglas jurídicas preestablecidas y los principios no 

escritos que conforman el ordenamiento jurídico, aplicándose tanto a los actos 

administrativos individuales, como a los actos administrativos generales; por consiguiente, 

las medidas o decisiones de carácter particular requieren para su validez, estar subordinados 

a las normas generales. Los actos administrativos generales, deben tener su fundamento en 

la Constitución y en las Leyes, por consiguiente nada valdría si la efectividad del Principio 

de Legalidad no estuviera garantizada contra posibles violaciones del mismo. Los 

administrados pueden acudir a los órganos jurisdiccionales competentes, para pedir la 

anulación de los actos administrativos ilegales u oponer como defensa, la excepción de 

ilegalidad cuando se haya intentado contra ellos una demanda fundada en un acto 

administrativo que ellos estiman ilegal. 

 

El Principio de Legalidad aplicado a la Administración Pública ha sido reconocido en 

reiterada jurisprudencia por este Tribunal, sosteniéndose que en virtud del mismo la 

Administración sólo puede actuar cuando la Ley la faculte, ya que toda acción 

administrativa se nos presenta como un poder atribuido previamente por la Ley y por ella 

delimitado y construido. Todo lo anterior, resume el ámbito de competencia de la 
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Administración Pública, la cual solo puede dictar actos en ejercicio de atribuciones 

previamente conferidas por la Ley, y de esta manera instaurar el nexo ineludible acto-

facultad-Ley. La habilitación de la acción administrativa en las distintas materias o ámbitos 

de la realidad, tiene lugar mediante la correspondiente atribución de potestades, entendidas 

como sinónimo de habilitación. 

 

3.3 Sobre el Debido Proceso. 

En cuanto al Debido Proceso, éste es entendido como un conjunto de Principios o garantías 

inherentes a todo ser humano, a efecto de ser juzgado por un juez natural y competente, 

mediante la sustanciación de un procedimiento preestablecido por la Ley, el cual debe ser 

público y en el que tiene derecho a exponer sus razones, las cuales deben ser oídas a efecto 

de obtener una legal y justa aplicación del derecho. Esta Sala ha expresado en repetidas 

ocasiones que, en sede administrativa el debido proceso se enfoca primariamente, en el 

derecho a ser oído durante el procedimiento administrativo. 

El debido proceso se presenta cuando los administrados plantean sus argumentos de 

descargo, tienen oportunidad de probarlos y, posteriormente, son retornados por la 

Administración Pública, la cual en el acto administrativo debe hacer palpable el juicio 

lógico que fundamenta el mismo. 

 

El Debido Proceso ha sido entendido como un proceso en el que se respetan a las partes 

todos los derechos de naturaleza procesal constitucional que le asisten, entre los que 

destacan el Derecho de Audiencia, la Igualdad Procesal y la Presunción de Inocencia. 

Para considerar la existencia del Debido Proceso, es necesario que éste haya sido 

sustanciado conforme a la Constitución y además que se respete íntegramente el Derecho 

de Audiencia, ya que éste es un elemento esencial y configurativo para la protección de los 

derechos de los gobernados. 

 

Puede decirse entonces, que existe violación del Derecho de Audiencia, cuando el 

administrado no ha tenido oportunidad real de defensa, privándosele de un derecho sin el 

procedimiento judicial o administrativo que lo garantice, o cuando en el mismo no se 

cumplen las formalidades esenciales -procesales o procedimentales- establecidas en las 
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leyes que desarrollan el derecho de audiencia. En sede administrativa el debido proceso se 

enfoca en el derecho a ser oído en el procedimiento administrativo. 

 

4. Análisis del caso. 

4.1 De lo acaecido en sede administrativa. 

Del examen de los expedientes administrativos relacionados con el caso, se establece que 

los hechos acaecidos en sede administrativa tuvieron el siguiente procedimiento: 

 

De [é] del expediente de la Unidad de Fiscalización constan las actas de notificación, 

todas de fecha veintiocho de septiembre de dos mil seis, de la comunicación realizada a la 

sociedad actora de la credencial de nombramiento del auditor Miguel Ángel Alvarado y del 

requerimiento de información de los ejercicios fiscales dos mil tres, dos mil cuatro y dos 

mil cinco. 

La sociedad demandante presentó a la Municipalidad de San Salvador documentación de 

los ejercicios fiscales dos mil tres, dos mil cuatro y dos mil cinco (folios [é] del 

expediente administrativo). 

 

c) A las ocho horas con treinta minutos del veinte de noviembre de dos mil seis notificada 

el once de mayo de dos mil siete, la autoridad competente dictó resolución en la cual se 

hace constar que: (1) la información proporcionada de acuerdo al análisis realizado a sus 

estados financieros correspondientes a los ejercicios dos mil tres a dos mil cinco, no 

coincide con las pérdidas acumuladas para ejercicios anteriores y al de ese año, debido a 

que para dichos ejercicios no se obtuvieron pérdidas del ejercicio de ese año, y que para el 

año dos mil cuatro dicha contribuyente debió reflejar "en balance general la perdida (sic) 

acumulada de ejercicios anteriores de $1,283,704.75 más la perdida (sic) del presente 

ejercicio de $399,383.18 por lo que para dicho ejercicio la perdida (sic) ascendía 

$1,683,087.93 así mismo para el ejercicio 2005 la perdida (sic) acumulada de ejercicios 

anteriores ascendía a $1,683.087.93 más la perdida (sic) del presente ejercicio de 

$1,334,056.00 hacen un total de perdida (sic) para el año 2005 de $3, 017,143.93," por 

tanto el total del activo declarado a esa Municipalidad para los ejercicios dos mil tres, dos 

mil cuatro y dos mil cinco no son muy confiables, razón por la que se le otorgó a la 
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demandante un plazo de quince días hábiles para recibir pruebas de descargo, de lo 

contrario se le aplicaría a la cuenta con Código de Actividad Económica (CAE) 1999-02-

02-0030 la multa por presentación incompleta o falsa de la declaración a la Administración 

Tributaria Municipal para los ejercicios dos mil tres, dos mil cuatro y dos mil cinco (folio 

[...]expediente administrativo). 

 

El treinta de mayo de dos mil siete el licenciado Elmer Gabriel Muñoz en carácter de 

apoderado especial de la sociedad demandante, presentó escrito en el que advirtió que la 

cuenta de pérdidas de los años dos mil tres, dos mil cuatro y dos mil cinco, se debía a la 

distribución de utilidades del año dos mil uno realizada contablemente en el año dos mil 

tres, por la regularización a gastos anteriores según recomendación de auditores externos y 

por las partidas de ajuste realizadas a la amortización de software y del crédito mercantil 

por la aplicación de Normas Internacionales de Contabilidad que entraron en vigencia en el 

año dos mil cinco. Además, pidió la reconsideración de la imposición de la multa en 

comento, y adjuntó el cuadro de cambio de resultado acumulado del año dos mil cinco y las 

partidas contables relacionadas, como prueba de descargo (folios [é] expediente 

administrativo). 

 

La Municipalidad de San Salvador, mediante la nota de fecha dieciocho de junio de dos mil 

siete ðnotificada el día diecinueve de ese mismo mes y añoð, requirió las fotocopias de la 

documentación soporte de los ajustes concernientes a la pérdida del ejercicio dos mil cinco 

y los Puntos de Acta correspondientes (folio [é] del expediente administrativo). 

 

f) La parte actora dio respuesta a dicho requerimiento, por medio del escrito presentado el 

veintidós de junio de dos mil siete, en el cual justificó lo siguiente: 1) que en año dos mil 

tres en lo que corresponde a la distribución de utilidades en la Junta General de Accionistas 

de su representada, celebrada el veinte de mayo de dos mil tres, se acordó "distribuir las 

utilidades acumuladas de ejercicios anteriores por un monto de seis ¢6,409,520.00, como 

se detalla a continuación: ¢5,409,520 a su accionista Telefónica Móviles El Salvador, S.A. 

de C.V. y ¢1,570,503 a su accionista AMZAK INVESTMENTS E.S. Ltda."; 2) En el año dos 

mil cuatro en lo referente a la reserva legal de conformidad a lo que establece el Código de 



 

Volver al índice Ą 

Comercio, las compañías deben destinar anualmente el siete por ciento (7%) de sus 

utilidades netas para constituir una reserva legal hasta llegar a un total de veinte por ciento 

(20%) del capital social. Las dos terceras partes de las cantidades que aparezcan en la 

reserva legal deberán tenerse disponibles o invertirse en valores mercantiles salvadoreños o 

centroamericanos de fácil realización; la otra tercera parte podrá invertirse de acuerdo con 

la finalidad de la Compañía, es por eso que la reserva legal mostrada en el balance del 

ejercicio dos mil cuatro, corresponde a la reserva legal de los ejercicios anteriores. En lo 

que respecta a los ajustes de ejercicios anteriores, el treinta y uno de diciembre de dos mil 

cuatro, bajo Principios de Contabilidad Generalmente Aceptados en El Salvador, su 

representada registró como parte del déficit acumulado ajustes procedentes de ejercicios 

anteriores de dos mil cuatro, en concreto "un exceso de provisión de ingresos por servicios 

integra del año dos mil uno, por un valor de ¢4,768,750"; y 3) en el ejercicio dos mil cinco 

con respecto a los activos intangibles de sobreprecio pagado en adquisición de cartera de 

clientes de cablevisión al treinta y uno de diciembre de dos mil tres y el software los cuales 

"se ajustaron contra los resultados acumulados a la fecha de transacción por un monto de 

¢382,725.00". Adjuntó al escrito relacionado la certificación notarial de los puntos de acta 

siete y tres, de las sesiones de junta general ordinaria de accionistas celebradas en San 

Salvador a las ocho horas del veinte de mayo de dos mil tres y a las ocho horas del 

diecisiete de junio de dos mil tres respectivamente, por los accionistas de TELEFÓNICA 

MULTISERVICIOS, S.A. de C.V. (folios [é] del expediente administrativo). 

 

La parte demandada pronunció el primer acto impugnado el cuatro de julio de dos mil siete 

notificado el ocho de agosto del mismo año, determinando la procedencia de la imposición 

de tres multas por UN MIL CIENTO CUARENTA Y DOS- - - DÓLARES CON 

OCHENTA Y SEIS CENTAVOS DE DÓLAR, DE LOS ESTADOS UNIDOS DE 

AMÉRICA (US $1,142.86) equivalente a DIEZ MIL COLONES (¢10,000.00), cada una 

que totalizan la suma de TRES MIL CUATROCIENTOS VEINTIOCHO DOLARES DE 

LOS ESTADOS UNIDOS DE AMERICA CON CINCUENTA Y OCHO CENTAVOS DE 

DÓLAR ($3,428.58) equivalentes a TREINTA MIL COLONES (¢30,000.00,) debido a que 

la parte actora proporcionó informes falsos o incompletos para los ejercicios de los años 

dos mil tres, dos mil cuatro y dos mil cinco (folios [...] del expediente administrativo). 
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La sociedad contribuyente planteó recurso de apelación ante el Concejo Municipal de San 

Salvador, el trece de agosto de dos mil siete, bajo el argumento de no valoración de las 

pruebas de descargo presentadas respecto a la imputación de información falsa o 

incompleta entregada a la Municipalidad de San Salvador (folios [é] del expediente de 

apelación). 

Se admitió el recurso antes relacionado mediante auto de las diez horas con treinta minutos 

del treinta de agosto de dos mil siete, y se concedió a la parte apelante tres días para ejercer 

el derecho de defensa (folio [é] del expediente administrativo de apelaci·n). 

 

El cinco de noviembre de dos mil siete la parte actora presentó escrito en el cual expuso las 

razones en las cuales fundamentaba la ilegalidad del acto: violación de los principios de 

legalidad, debido proceso y presunción de inocencia, al haberse valorado arbitrariamente la 

prueba de descargo y se anexó la copia certificada de los puntos siete y tres de las actas 

números veinte de la sesión del veinticuatro de julio de dos mil seis, y la número ocho de la 

sesi·n del diecisiete de junio de dos mil tres (folios [é] del expediente administrativo de 

apelación). 

 

k) La Comisión de Apelaciones de la Alcaldía de San Salvador mediante acto de las nueve 

horas con cuarenta y cinco minutos del día ocho de noviembre de dos mil siete, mandó a oír 

por tres días a la recurrente para la expresión de agravios y presentación de la prueba de 

descargo que correspondía. La audiencia relacionada fue cumplida con la presentación del 

escrito de fecha dieciséis de noviembre de dos mil siete, en el cual se alegó que ya se 

habían presentado tanto los argumentos de agravios como la prueba documental de 

descargo (folio [é.] del expediente administrativo de apelaci·n). 

 

1) El Concejo Municipal acordó en la Sesión Ordinaria del cuatro de diciembre de dos mil 

siete, declaró no ha lugar el recurso de apelación, con fundamento en el informe 

AMSS2006/UFD2INF/776 de la Unidad de Fiscalización, Gerencia Financiera y visto en el 

expediente de apelación 178/2007. Lo cual fue notificado el doce de mayo de dos mil ocho 

(folios [é] del expediente administrativo de apelaci·n). 
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4.2 Aplicación al caso en debate. 

La infracción atribuida a la sociedad TELEFÓNICA MULTISERVICIOS, S.A. DE C.V. 

por las autoridades demandadas está contemplada en la Ley General Tributaria Municipal 

en el Título III "Infracciones Tributarias", Capítulo II "Contravenciones tributarias 

municipales y sanciones correspondientes", artículo 67 "Contravenciones a la obligación de 

informar y sanciones correspondientes" el cual en lo correspondiente establece 

«Configuran contravenciones a la obligación de informar: (...) 3° Proporcionar a la 

administración tributaria municipal informes falsos o incompletos». 

 

Para verificar si ocurre o no el supuesto de hecho contenido en la norma en comento, se 

debe en primer lugar comprobar la existencia de un informe y en segundo lugar que éste sea 

falso o se haya entregado incompleto. De conformidad con el Diccionario de la Real 

Academia Española, se entiende que un informe es una «descripción, oral o escrita, de las 

características y circunstancias de un suceso o asunto». 

 

De la lectura de la disposición legal que contiene la infracción aplicada, se deriva que el 

informe en cuestión tiene una naturaleza externa, pues se exige a otras entidades o 

particulares y no a la misma Administración Municipal, lo cual se deduce del marco en el 

cual se sanciona la falta de presentación del mismo, esto es el ámbito de fiscalización de las 

obligaciones tributarias municipales. De ahí que es un informe de obligatorio cumplimiento 

para el particular, lo cual se conecta con el hecho que su falta de presentación acarrea como 

consecuencia la imposición de una multa. Finalmente, se trata de un documento escrito, 

situación lógica por la naturaleza del procedimiento en donde se exige, que es básicamente 

escrito. 

 

El primer punto a examinar, es la obligación de presentación del informe de la situación en 

la cual se encontraba la demandante, ya que es el elemento esencial del supuesto regulado 

en el artículo 67 ordinal 3° de la Ley General Tributaria Municipal, identificado por la 

Administración Pública Tributaria como base legal del procedimiento sancionador. En el 

caso en estudio, se está inicialmente ante un procedimiento de verificación de los activos y 
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deducciones de la sociedad contribuyente para los ejercicios dos mil tres, dos mil cuatro y 

dos mil cinco, en el cual se exigió la presentación de documentación que no fue entregada 

completamente a la comuna demandada (folios [é] del expediente de la Unidad de 

Fiscalización). 

 

De lo anterior se concluye que la exigencia de documentación tiene respaldo legal en el 

artículo 82 inciso tercero de la Ley General Tributaria Municipal, el cual regula que dentro 

del procedimiento administrativo de verificación y control la Administración Tributaria 

Municipal puede: «3° Requerir información y declaraciones a los contribuyentes o 

responsables, en relación al cumplimiento de sus obligaciones tributarias; 4° Requerir de 

cualquier persona, particularmente de funcionarios de instituciones públicas y de titulares 

o representantes de empresas privadas, así como de las autoridades en general, todos los 

datos e informaciones necesarias para la verificación y control tributario». 

 

Por otra parte, es esencial establecer que la Administración Tributaria Municipal requirió a 

la parte actora la presentación de documentación relacionada con los ejercicios dos mil tres, 

dos mil cuatro y dos mil cinco -en original y copia para su confrontación-. En detalle se 

exigió: «1. Fotocopias de las Declaraciones de Impuestos Municipales y Renta. 2. 

Fotocopia de los estados Financieros de los ejercicios antes citados, con sus respectivos 

anexos, debidamente auditados. 3. Fotocopia de los Folios del Libro de Estados 

Financieros, donde se encuentran asentados los ejercicios arriba detallados. 4. Copia de 

los folios del Libro Diario Mayor Mes de Diciembre de cada ejercicio», pero no se pidió la 

presentación de un informe en términos estrictos, es decir sólo solicitó ciertos documentos 

de la sociedad, pero no exigió que se realizara un recuento o reporte en donde se describiera 

la situación de la empresa, incorporándose juicios y valoraciones sobre las circunstancias 

financieras en las que la sociedad se encontraba en cada uno de los ejercicios relacionados 

(folio [é] del expediente judicial). 

 

Si bien es cierto consta en el expediente administrativo que la sociedad demandante no 

presentó a la comuna de San Salvador las copias de los folios del Libro de Estados 

Financieros de los tres ejercicios exigidos, tales hechos no se acoplan perfectamente a los 
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contemplados en el supuesto de hecho de la infracción por la cual se sancionó a la sociedad 

TELEFÓNICA MULTISERVICIOS, S.A. DE C.V., y en todo caso no podrían ser 

suficientes para sostener la imposición de la sanción por la infracción contenida en el 

artículo 67 ordinal 3° de la Ley General Tributaria Municipal. En este punto debe 

destacarse la trascendencia e importancia del principio de legalidad en materia 

sancionadora, el cual se concretiza en respeto a la tipicidad de las infracciones en cuanto 

que la sanción se impondrá siempre y cuando se cumplan todos los elementos del supuesto 

de hecho contemplados por el legislador en la infracción, y no se permite la analogía o la 

interpretación extensiva de tales normas para imposición de la misma. 

 

En consecuencia, al haberse desvirtuado la ocurrencia del elemento medular del ilícito 

administrativo por la cual se sancionó a la parte actora, se deduce que las autoridades 

demandadas excedieron sus facultades al emitir los actos administrativos en cuestión, pues 

los hechos ocurridos en sede administrativa no se acoplan correctamente a la contravención 

prescrita en el artículo 67 numeral 3° de la Ley General Tributaria Municipal. En razón que 

el acto originario es ilegal, resulta también ilegal el acto que lo confirma, y así debe 

declararse en el fallo de esta sentencia. 

 

5. Consideraciones sobre el restablecimiento del derecho violado. 

Dado que en el presente caso no se otorgó la suspensión provisional de los efectos de los 

actos impugnados, por falta de fundamentación del requisito contemplado en el artículo 17 

de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, este Tribunal desconoce si 

efectivamente la parte actora canceló a las autoridades demandadas la cantidad determinada 

en concepto de multas por presentación de informes falsos o incompletos para los ejercicios 

dos mil tres, dos mil cuatro y dos mil cinco. Por ello, si tal cantidad aún no ha sido 

cancelada deberán las autoridades demandadas abstenerse de realizar tal cobro. En caso 

contrario, deberá la parte demandada efectuar todas las operaciones pertinentes a efecto de 

devolver a TELEFONICA MULTISERVICIOS, S.A. DE C.V. la cantidad determinada por 

los actos que mediante esta sentencia han sido declarados ilegales, procediendo en este 

último caso la indemnización por daños y perjuicios a la sociedad demandante que regula el 

art²culo 34 de la Ley de la Jurisdicci·n Contencioso Administrativa.ò 
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(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 255-2008 DE FECHA  

26/08/2011) 

 

 

 

PROCEDIMIENTO PARA CALIFICAR Y DETERMINAR OBLIGACIÓN 

TRIBUTARIA MUNICIPAL  

 

ñPara resolver congruentemente a las pretensiones planteadas en este proceso, es preciso 

que este Tribunal fije con exactitud el objeto de la controversia. De lo relacionado en el 

escrito de demanda se determina que TELEFÓNICA MÓVILES EL SALVADOR, S.A. de 

C.V. dirige su pretensión contra: (i) el Gerente Financiero de San Salvador, por la 

resolución de las ocho horas treinta minutos del seis de julio de dos mil siete, en la cual se 

determinó un impuesto complementario al declarado para los períodos tributarios de los 

años dos mil tres, dos mil cuatro y dos mil cinco, así como la imposición de una multa por 

la diferencia del activo para el ejercicio del año dos mil Tres; y, (ii) el Concejo Municipal 

de San Salvador, por el acuerdo tomado en la sesión extraordinaria del doce de febrero de 

dos mil ocho, en el que se resolvió rectificar la resolución del Gerente General en cuanto 

que se revocó la multa impuesta, y en todo lo demás se confirmó la resolución recurrida 

Los motivos de ilegalidad aducidos por la parte actora son la violación del Principio de 

legalidad y al debido proceso, en atención a que no se tomaron en cuenta las pruebas 

vertidas y no se practicó la inspección solicitada, a efecto de acreditar la procedencia de las 

deducciones aducidas para los períodos dos mil tres, dos mil cuatro y dos mil cinco. [é.] 

 

3. Análisis del caso 

En atención a que la pretensión de ilegalidad del demandante se fundamenta básicamente 

en la vulneración del principio de legalidad y el debido proceso, ya que no se tomaron en 

cuenta las deducciones permitidos por la normativa aplicable, en virtud de las inversiones 

en activos hechos en otras jurisdicciones y porque no se realizó la inspección solicitada en 

las oficinas de la demandante; esta Sala centrará su análisis en la adecuación de lo sucedido 

en sede administrativa y el trámite regulado en la Ley General Tributaria Municipal. 
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a) Del procedimiento de determinación de oficio 

El artículo 72 de la LGTM ðrespecto a la competencia para fijar la obligación tributariað 

prescribe que le corresponde a la Administración tributaria municipal la determinación, 

aplicación, verificación, control, y recaudación de los tributos municipales. Resulta claro 

que el legislador se preocupa por la aplicación de las leyes que establecen tributos y de la 

recaudación de los mismos, en cuanto que es una de las maneras que se autofinancia la 

Administración Municipal y que permite a la postre cumplir con las funciones que debe 

cumplir por mandato constitucional. 

 

Debe destacarse que uno de los casos en que procede la determinación de la obligación 

tributaria municipal de oficio es que se encuentren incompatibilidades en el proceso de 

verificación de dichas obligaciones, el cual tiene dos etapas esenciales: (1°) se inicia con la 

notificación de la orden de control, inspección, verificación e investigación, denominada 

auto de designación de auditor. En dicha designación se indica entre otras cosas, la 

identidad del sujeto pasivo, los períodos o ejercicios, impuestos y obligaciones a controlar, 

verificar, inspeccionar e investigar, así como el nombre del auditor o auditores que 

realizarán ese cometido; (2°) después de realizar las investigaciones necesarias se finaliza 

con la emisión del informe de auditoría, el cual deberá ser notificado al sujeto pasivo y 

servirá de base para iniciar el procedimiento previsto en el artículo 106. 

 

Ahora bien, aunado al procedimiento descrito en el artículo 82, debe hacerse un breve 

esbozo de lo descrito en el art. 106 de la LGTM, porque la Administración Pública 

Municipal está vinculada positivamente a la Ley en atención al artículo 86 inciso final de la 

Constitución y, por ello, es imprescindible que antes de emitir un acto de determinación 

constate tanto la ocurrencia de los elementos del supuesto de hecho que dan génesis a la 

obligación tributaria así como los aspectos favorables al administrado, tales como la 

procedencia de deducciones o el plazo de la prescripción de tal facultad. 

 

En términos generales, un acto de determinación tributaria puede realizarse por dos vías: 

mediante las declaraciones juradas realizadas por el sujeto pasivo o, bien por la 

determinación de oficio a cargo de la Administración Tributaria, pero resulta evidente que 
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si la persona no entra en alguna de las categorías impositivas, la Municipalidad no puede 

vincularla al pago de tributo alguno. Sin embargo, para que dicha situación pueda 

verificarse la referida autoridad debe contar con los datos necesarios y suficientes, por lo 

que se vuelve imperante que las personas cumplan con su obligación de registrarse y 

aportar la información que la Municipalidad les requiera, a efecto de acreditar situaciones a 

su favor tal el caso de las deducciones alegadas por la sociedad demandante. 

 

En coherencia con lo anterior, para que la Municipalidad pueda verificar y vigilar el 

acaecimiento de las obligaciones tributarias ðque en la mayoría de los casos no son 

identificadas voluntariamente debido a la correlación monetaria que conllevan o porque se 

detectan declaraciones con inconsistenciasð es imperante que siga el procedimiento 

regulado en el artículo 106 de la Ley General Tributaria Municipal, el cual se puede 

resumir de la siguiente manera: 

 

1° La Municipalidad deberá notificar y transcribir al administrado todas las observaciones o 

cargos que tuviere en su contra, incluyendo las infracciones que se le imputen (lo cual 

implica una concreción del derecho de defensa y audiencia que asiste a los particulares). 

 

2° El contribuyente o responsable debe formular y fundamentar sus descargos, dentro del 

plazo señalado, y cumplir con los requerimientos que se le hicieren. En esta etapa tiene 

derecho de ofrecer pruebas para probar sus argumentos. 

 

3° El procedimiento se abrirá a prueba por el término de quince días, en el caso que lo 

solicite el contribuyente de forma expresa. Sin embargo, la Administración Tributaria 

Municipal podrá de oficio o a petición de parte, ordenar la práctica de otras diligencias 

dentro del plazo que estime apropiado. 

 

4° En el caso que el contribuyente o responsable no formule ni fundamente sus descargos, 

le caducará dicha facultad. 
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5° Asimismo, la Municipalidad debe hacer constar los casos en que el contribuyente acepte 

los cargos determinados por ella, ya que el procedimiento finaliza en dicho supuesto y 

queda aceptado por el contribuyente. 

6° Con toda la documentación e información recopilada, la Administración Municipal 

deberá ðen un plazo de quince díasð determinar la obligación tributaria, de acuerdo a los 

supuestos comprobados durante el procedimiento. 

 

b) De lo acaecido en sede administrativa 

De la vista de los dos expedientes administrativos relacionados con el caso, a saber: (1) El 

instruido a cargo de TELEFÓNICA MÓVILES El. SALVADOR, S.A. de C.V., con clave 

catastral 221-04-03, seguido por la Unidad de Fiscalización de la Alcaldía Municipal de 

San Salvador para la verificación de los periodos dos mil tres, dos mil cuatro y dos mil 

cinco, que consta de [é] folios; y, (2) Expediente de apelación número 182/2007 tramitado 

por la Comisi·n de Apelaciones de San Salvador y que contiene [é] folios; se establece 

que los hechos sucedidos en sede administrativa tuvieron el siguiente desarrollo: 

 

(i) A folios [é] del primer expediente se acredita la notificación hecha a la sociedad 

impetrante del nombramiento del licenciado Miguel Ángel Alvarado, a quien se designó 

para verificar el cumplimiento de las obligaciones tributarias contenidas en la Ley General 

Tributaria Municipal, tanto formales como sustantivas, el treinta de enero de dos mil siete. 

 

La Administración Tributaria Municipal de San Salvador mediante la resolución 

AMSS2007/UFD2CIT/074, notificada el día treinta de enero de dos mil siete, requirió a la 

parte actora la presentación de información relacionada con los ejercicios dos mil tres, dos 

mil cuatro y dos mil cinco, entre las que se detallan las declaraciones de impuestos 

municipales y renta, así como copias del Libro Diario Mayor de los meses de diciembre de 

cada ejercicio ([é]0006 del expediente llevado por la Unidad de Fiscalización de la 

Alcaldía Municipal de San Salvador). 

 

La parte demandada presentó escrito el siete de febrero de dos mil siete, y se remitió junto 

al mismo la documentación requerida, salvo las copias del Libro Mayor de los meses de 



 

Volver al índice Ą 

diciembre de los períodos fiscalizados debido a su gran volumen, y se solicitó que personal 

de la Municipalidad se apersonara a las oficinas de la empresa para retirar las copias 

correspondientes y hacer el cotejo con sus respectivos originales (seg¼n consta a folios [é] 

y siguientes del expediente referido). 

 

(iv) Los auditores nombrados emiten el informe AMSS2007/UFD2INF/074 

correspondiente al caso, el día veintitrés de abril de dos mil siete, mediante el cual se 

relacionó que el contribuyente no declaró correctamente su activo para el ejercicio dos mil 

tres, que se objeta la deducción reclamada para el periodo dos mil cinco en concepto de 

déficit de operación y que tampoco eran procedentes las deducciones realizadas para los 

períodos dos mil tres, dos mil cuatro y dos mil cinco atribuidas a activos invertidos en otras 

jurisdicciones, debido a que no se presentaron las constancias de las municipalidades en 

que se certificaran que los activos declarados en las mismas (contenido en folios 0090 y 

0091 del expediente mencionado). 

 

(y) La Jefe de la Unidad de Fiscalización, mediante la resolución de las ocho horas con 

treinta minutos del veinte de abril de dos mil siete (agregado a folios [é] del expediente de 

verificación) determinó que es procedente prevenir a la sociedad demandante para que de 

conformidad con lo previsto en el artículo 106, ordinal 2° de la LGTM presentará las 

pruebas de descargo necesarias para desvirtuar las objeciones realizadas por la 

Municipalidad, y para ello contaba con un plazo de quince días. Asimismo, se aclaró que en 

caso de no desacreditarse tales imputaciones se aplicarían los impuestos complementarios 

correspondientes. El acto descrito se notificó a la parte demandante el día once de junio de 

dos mil siete. 

 

La sociedad TELEFÓNICA MÓVILES EL SALVADOR, S.A. de C.V., mediante su 

apoderado [é], present· escrito ante la Municipalidad de San Salvador hasta el d²a cuatro 

de julio de dos mil siete ðcuando ya había finalizado el plazo para tal efectoð aseverando 

que las deducciones atribuidas eran procedentes (agregado de folios [é] del primer 

expediente relacionado con el caso). Así también, adjuntó para probar sus afirmaciones un 
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cuadro resumen de las inversiones realizadas en otros Municipios, copia de carta de fecha 

siete de febrero y modificación de la declaración del ejercicio dos mil cinco. 

 

La Gerencia Financiera dictó el primer acto cuestionado en esta sede, mediante el cual 

determinó impuesto complementario para los ejercicios dos mil tres, dos mil cuatro y dos 

mil cinco, así como las multas correspondientes, lo que asciende a la cantidad de 

SESENTA Y CINCO MIL NOVECIENTOS OCHENTA Y SIETE DOLARES DE LOS 

ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA CON VEINTISEIS CENTAVOS DE DÓLAR (US$ 

65,987.26), los cuales equivalen a QUINIENTOS SETENTA Y SIETE MIL 

TRESCIENTOS OCHENTA Y OCHO COLONES CON CINCUENTA Y DOS 

CENTAVOS DE COLčN (0577,388.52), agregada de folios [é]. 

 

La parte demandante planteó recurso de apelación en contra de la resolución antes 

detallada, seg¼n escrito agregado a folios [é] del expediente de apelación 182/2007; el 

recurso fue admitido mediante auto de las diez horas con cuarenta minutos del día treinta de 

agosto de dos mil siete, y se concedió a la sociedad impetrante un plazo de tres días hábiles 

para ejercer su derecho de defensa de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 123 de la LGTM, 

el cual fue notificado el d²a treinta de octubre de dos mil siete (folios [é] del referido 

expediente de apelación). 

 

Dentro del plazo conferido, la sociedad TELEFÓNICA MÓVILES EL SALVADOR, S.A. 

de C.V. presentó escrito ante la Municipalidad de San Salvador, en el cual se exponía que 

la no recepción de la prueba aportada en primera instancia administrativa vulneró sus 

derechos, en cuanto a que la falta de valoración de aquella originó la imposición de 

impuesto complementario para los ejercicios fiscalizados (agregado de folios [é] del 

expediente de apelación); asimismo, a dicho escrito se agregó una copiosa documentación 

para ser incorporada como prueba, entre la que se cuentan cartas de remisión de 

declaraciones, copias simples de balances y copias simples de ciertas declaraciones juradas 

presentadas en diversos municipios del pa²s (la cual corre de folios [é] del expediente). 
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Se mando a oír a la parte actora para que expresara los agravios que le causó la decisión 

apelada. Audiencia que fue evacuada por medio del escrito del dieciséis de noviembre de 

dos mil siete, en el cual reafirmaba los argumentos ya relacionados en su previa 

intervenci·n (folio [é]del expediente 182/2007). 

 

Finalmente, el Concejo Municipal de San Salvador, tomando en cuenta el informe rendido 

por la Gerencia Financiera de la Municipalidad, decidió ðmediante el Acuerdo Municipal 

número 11.9 tomado el día doce de febrero de dos mil ochoð rectificar la sentencia 

apelada en la parte de la multa impuesta por la diferencia de activos del ejercicio dos mil 

tres, y confirmó la misma en todo lo demás, es decir, se mantiene el impuesto 

complementario tasado y no se tomaron en consideración las deducciones alegadas. 

 

 

IMPOSIBILIDAD DE VULNERAR EL DERECHO DE DEFENSA DEL 

CONTRIBUYENTE, AL NO VALORAR LA PRUEBA OFERTADA POR HABER 

CADUCADO EL PLAZO PARA SU PRESENTACIÓN 

 

 

d) De las transgresiones alegadas a la Ley General Tributaria Municipal 

La parte actora señala que existió una abierta transgresión a los artículos 15 y 106 de la 

LGTM, en cuanto a que la parte demandada no ha tomado en cuenta las deducciones que la 

normativa permite. En ese sentido señala que la parte demandada en primera instancia 

administrativa no valoró la documentación que se aportó como prueba de la procedencia de 

las referidas deducciones, no efectuó la inspección solicitada y determinó un complemento 

al impuesto declarado ðy ya canceladoð que se está exigiendo indebidamente, en vista 

que la ley de la materia no prescribe que la comprobación de tales deducciones sea hecha 

de una forma diferente a la efectuada. Asimismo, se aduce que se violó el artículo 123 de la 

LGTM porque se obvió la petición de realizar prueba pericial en la vía de apelación, la cual 

se efectuaría sobre los balances de la parte actora. 
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(i) De la violación a la producción y valoración de prueba en primera instancia 

administrativa 

Sobre la base de lo anterior resulta claro que, debe iniciarse el análisis con la enunciación 

de lo dispuesto en la LGTM y en la Tarifa de Arbitrios Municipales respecto del tema de 

las deducciones. Así pues, el artículo 15 del referido cuerpo legal prescribe que «En el caso 

de titulares de establecimientos que tuvieren su matriz radicada en un municipio 

determinado, las agencias, sucursales, oficinas o cualquier otro tipo de activo gravable, de 

acuerdo a lo que la presente Ley y otras de la materia defina, que dicho titular posee en 

otros municipios serán objeto de la aplicación de tributos en dichos municipios. En tal caso, 

para la aplicación de los tributos correspondientes a la matriz, se deducirán las cantidades 

aplicadas par las municipalidades de las comprensiones en que operen las agencias, 

sucursales, oficinas u otros activos gravables, de acuerdo a lo que la presente Ley y otras de 

la materia definan, siempre que la base imponible fuere la misma para aquélla y para éstas» 

(las negritas no están en el original). 

 

En coherencia con lo relacionado, la Tarifa de Arbitrios de la Municipalidad de San 

Salvador establece en el artículo 4 lo siguiente: «Todo sujeto de imposición tendrá derecho 

a deducir de su activo lo siguiente: A-PARA EL SECTOR COMERCIAL E 

INDUSTRIAL: a) Los activos invertidos en sucursales o agencias que operen en otra 

jurisdicción (...). De ahí, pues, se colige que es legal y viable realizar deducciones de los 

tributos pagados en las jurisdicciones de Municipios diversos a los hechos efectivos en la 

Municipalidad donde se posee la sede o matriz de una empresa, lo cual tiene el trasfondo de 

prevenir una doble tributación y cobro respecto de una misma actividad, ya que el artículo 

15 in fine es claro al aplicar tal beneficio cuando se trate de los mismos tributos afectados. 

 

En primer orden, no se pone en duda el derecho de defensa y al debido proceso que poseen 

los administrados en el proceso de determinación y fiscalización ante la Administración 

Tributaria Municipal, pero también se debe aclarar que tal derecho tiene una connotación 

reglada y el administrado debe hacer uso del mismo por los canales y plazos que la norma 

prescribe. Esto se hace patente en la manera que el legislador regula tal fase probatoria, 

porque el artículo 106 establece claramente en el ordinal 4° que «Si el contribuyente o 
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responsable no fórmula y fundamenta sus descargos, o no cumple con los requerimientos 

que se le hicieren, o no presenta ni ofrece pruebas, dentro del término a que se refiere el 

ordinal 20 de este artículo, caducará su derecho a presentarla posteriormente». 

 

Este Tribunal ha manifestado en reiteradas ocasiones que, el derecho consagrado en el 

artículo II de nuestra Carta Magna supone el deber de la Administración de escuchar al 

administrado y que ocurran otras garantías procesales o procedimentales, según sea el caso. 

Se parte del conocimiento que la garantía de audiencia es de carácter absoluto, por lo que 

nadie puede ser privado de cualquiera de sus derechos sin haber sido oído y vencido en 

juicio, o al menos sin habérsele dado oportunidad real y cierta de manifestarse en la sede 

respectiva. En coherencia con ello, el debido proceso encuentra concreción cuando los 

administrados plantean sus alegatos y tienen oportunidad de probarlos y, 

consecuentemente, son tomados en cuenta en la formación de la decisión administrativa. 

 

De lo relatado resulta evidente que, la sociedad TELEFÓNICA MÓVILES EL 

SALVADOR, S.A. de C.V. fue legalmente notificada del auto que le concedía un término 

preciso para ofrecer prueba y consta en el expediente que no hizo uso de su derecho dentro 

del lapso fijado, sino que acudió a la sede administrativa extemporáneamente a aportar 

documentos privados mediante los que se pretendía establecer la procedencia de las 

deducciones relacionadas, pero que no contaban con idoneidad para sustentar sus 

argumentos. De ello se colige que, la Administración Tributaria Municipal actúo acorde a 

la normativa aplicable cuando no valoró los documentos presentados por la demandante, 

porque había caducado la facultad de acuerdo a la ley y, en ese mismo iter lógico, por ello 

no existe violación al debido proceso. 

 

 

RECURSO DE APELACIÓN CONTRA DECISIONES EMITIDAS POR 

AUTORIDADES MUNICIPALES : REQUISITOS PARA LA ADMISIÓN DE MEDIOS 

PROBATORIOS EN SEGUNDA INSTANCIA 
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(ii) De la violación de producción de prueba en la fase de apelación 

En segundo orden, para abordar la violación al debido proceso en segunda instancia alegada 

debe acudirse a lo descrito en el artículo 123 de la LGTM, que dice esencialmente que: 

Cuando se interponga un recurso, el funcionario competente lo admitirá en ambos efectos y 

emplazará al recurrente para que comparezca ante el Concejo Municipal a hacer uso de sus 

derechos, para lo cual tiene un plazo de tres días. 

En el caso que el apelante dejare transcurrir el término del emplazamiento sin mostrarse 

parte, el Concejo Municipal declarará desierto el recurso. 

En los casos que el apelante comparezca en tiempo, se le mandará oír dentro de tercero día 

para que exprese todos sus agravios, presente la prueba instrumental de descargo y ofrezca 

cualquier otra prueba. La prueba testimonial se tomará en cuenta si hubiere principio de 

prueba de otra naturaleza. Si el apelante ofreciere prueba distinta a la instrumental, el 

Concejo abrirá a prueba por ocho días para recibirla y recoger de oficio la que estime 

necesaria. 

Finalmente, vencida la fase probatoria o el término de la audiencia de expresión de agravio 

ðcuando no se diere la apertura a pruebað el Concejo deberá pronunciar la resolución 

correspondiente, en un plazo de ocho días. 

En atención a lo regulado en la ley, se advierte que los recurrentes tienen una oportunidad 

cierta de controvertir lo acaecido en sede administrativa, ya que se acepta la producción de 

toda clase de pruebas. Ahora bien, debe recordarse que en términos generales los medios 

probatorios tienen como finalidad: aportar elementos nuevos al proceso y constatar las 

argumentaciones de las partes contendientes. 

De tal suerte que, los medios probatorios para ser aceptados deben cumplir con tres 

aspectos, a saber: ser conducentes, pertinentes y útiles. Se entiende que una prueba es 

conducente cuando se configura como el medio adecuado para demostrar el hecho sobre el 

cual se discute; en segundo término, es pertinente cuando logra demostrar los hechos 

controvertidos; y, en último lugar, es útil cuando consigue establecer un hecho que aún no 

se encuentra demostrado. 

Al  observar el amplio abanico de medios probatorios, se concluye que cada uno de ellos 

tiene como finalidad aportar cierta clase de conocimiento al juzgador (porque no conoce o 

no observa directamente los hechos, sino que sólo cuenta con el conocimiento del derecho), 
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quien necesita constatar que los sucesos debatidos se produjeron de la forma en que han 

alegado las partes, a efecto de poder pronunciarse con estricto acatamiento a la ley. 

Ahora bien, la parte demandante aduce que se violó su derecho a que se produjera prueba 

por inspección y que se valorará la documentación presentada, por lo que resulta 

indispensable analizar cuál fue el objeto del recurso, los motivos en los que se fundamentó 

el mismo y así se podrá determinar si la prueba de inspección debió o no ser practicada en 

dicha instancia administrativa. En el caso presentado ante el Concejo Municipal de San 

Salvador, el objeto de la controversia recaía sobre la legalidad de la multa impuesta al 

demandante y de la complementaria al impuesto declarado para los períodos dos mil tres, 

dos mil cuatro y dos mil cinco; y se aseveró que no se valoró la prueba presentada, lo cual 

transgredió su derecho a probar las deducciones que la ley le permite, asimismo pusieron a 

disposición de la parte demandada el Libro Diario mayor de los ejercicios fiscalizados, para 

que fueran verificados mediante inspección por el personal de la Alcaldía, sin que ello se 

haya realizado. 

 

Sobre la base de lo relacionado, se advierte que la inspección en los libros de la empresa se 

solicitó bajo el argumento que debido al gran volumen de los mismos y en atención a que la 

información consignada en ellos es confidencial, no era viable que se presentaran mediante 

prueba instrumental. Entonces, al analizar el caso se observa que la inspección se propone a 

efecto de cotejar información para hacer un cruce de datos, no precisamente para entrar a 

conocer elementos nuevos que aporten claridad sobre los hechos debatidos. 

 

Ahora bien, para establecer si la inspección era procedente, conducente y útil se debe tomar 

en cuenta la teleología de dicha prueba, la cual está regulada en los artículos 253, 366 y 

siguientes del Código de Procedimientos Civiles que era la norma aplicable en dicha época. 

Así pues, la inspección se entiende como el medio de prueba por medio del cual el juzgador 

toma directo conocimiento de hechos y cuestiones de carácter material, por medio de sus 

propios sentidos, que resultan relevantes para el objeto del proceso. 

 

Dentro de ese contexto se observa que dadas las condiciones del caso no era indispensable 

la prueba de inspección, porque los libros y documentos objeto de tal actividad probatoria 
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podían ser entregados a la comuna municipal mediante certificación notarial y no existía, en 

efecto, impedimento alguno para que la sociedad demandante exhibiera tales documentos 

sin hacer incurrir en gastos (económicos y temporales) a la Administración Pública en 

comento. Lo anterior se confirma con la lectura del escrito de expresión de agravios del 

demandante en sede municipal, porque ahí se afirmó que los delegados municipales podían 

sacar copias de los referidos libros y cotejarlos con los originales, para aportar mayor 

certeza al caso, por lo que este Tribunal colige que ni el volumen o la confidencialidad 

resultaban un verdadero obstáculo para que la información en cuestión se introdujera al 

procedimiento mediante la inspección, pero paradójicamente si era un óbice para ser 

presentada como prueba documental. 

 

Siguiendo el orden de ideas descrito, no existió violación de parte del Concejo Municipal al 

no admitir la prueba de inspección, ya que los medios probatorios no son automáticos en 

sede administrativa, sino deben ser necesarios, conducentes y procedentes para que la 

Administración Pública los admita, tal como se establece en el artículo 123 en su inciso 

octavo reza «Si el apelante ofreciere prueba distinta a la instrumental, el Concejo abrirá a 

prueba por ocho días para recibirla y recoger de oficio la que estime necesaria». 

 

Por otra parte, respecto a la prueba documental aportada legalmente en sede administrativa, 

la parte demandante aduce que no fue tomada en cuenta porque no se aplicaron las 

deducciones alegadas. Sobre este punto en particular, debe apuntarse que la comuna 

capitalina, en ambos actos cuestionados, expresó que se objetaban las deducciones ðpor 

inversiones en otras jurisdicciones municipales--, en virtud de que la actora no presentó las 

declaraciones y/o constancias de las municipalidades correspondientes, mediante las cuales 

se demostrara que los activos en cuestión estaban declarados efectivamente. 

 

De la revisión del expediente administrativo se ha constatado, que la sociedad actora tuvo 

la disposición de comprobar que había realizado el pago de los impuestos respectivos 

objetados en cada municipalidad, presentando con tal finalidad prueba instrumental de 

descargo, encontrándose en el expediente: (1) las cartas de remisión de los balances a las 

Municipalidades de San Juan Talpa, San Luis de la Herradura, Santiago Nonualco, San 
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Vicente, Ahuachapán, entre otras; (2) los balances correspondientes a las inversiones y 

activos de las Municipalidades de San Luis la Herradura, San Juan Talpa, Santiago 

Nonualco, entre otros muchos; (3) copias simples de declaraciones juradas presentadas ante 

las comunas de Apopa, Ilopango, San Marcos, Soyapango, entre otras. 

 

Sin embargo llama la atención que no presentara las constancias municipales del pago 

efectivo de tales impuestos, que son la prueba documental idónea para hacer efectivas las 

deducciones alegadas. A pesar de la múltiple documentación agregada a los expedientes 

administrativos relacionados con el juicio, se denota que entre ella no figuran los elementos 

necesarios para que la Municipalidad de San Salvador constatará el pago efectivo de los 

impuestos y tributos que pretendía hacer valer la sociedad impetrante. 

 

El artículo 4 de la Tarifa de Arbitrios de la Municipalidad de San Salvador, literal B) letra 

a) determina que todo sujeto de imposición tendrá derecho a deducir de su activo, los 

activos correspondientes a sucursales o agencias y las inversiones en otras sociedades, que 

operen en otra jurisdicción y que estén gravadas en las Tarifas de los Municipios 

correspondientes. Pero de la documentación aportada en sede administrativa sólo se puede 

inferir que la sociedad TELEFÓNICA MÓVILES EL SALVADOR, S.A. de C.V. ha 

presentado balances en otras jurisdicciones, pero no que éstos hayan sido en todos los casos 

declarados y pagados efectivamente, para que de ahí surja el derecho a deducir el importe 

de tales pagos ante la Municipalidad de San Salvador. 

 

En suma, debido a que la prueba de descargo presentada por la sociedad actora no permite 

dilucidar con claridad que se esté pagando un impuesto municipal en otras jurisdicciones 

por los hechos generadores de activos invertidos en otras jurisdicciones, tal cual lo regula la 

Tarifa de Arbitrios de la Municipalidad de San Salvador, es legal la decisión adoptada por 

el Concejo Municipal de San Salvador mediante la cual de tasó un impuesto 

complementario municipal, para los ejercicios de los años dos mil tres, dos mil cuatro y dos 

mil cinco.ò 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 149-2008, DE FECHA  

28/03/2011) 
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ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA  

 

BASES PARA LA LIQUIDACIÓN DE OFICIO 

 

ñLa parte actora pide se declare la ilegalidad de las resoluciones dictadas por: 

Resolución dictada por la Dirección General de Impuestos Internos, a las ocho horas treinta 

minutos del día veintiocho de abril de dos mil cuatro, mediante la cual se determinó a cargo 

de la Sociedad T.P., S.A. de C.V., la cantidad de un millón ciento sesenta y ocho mil 

trescientos cincuenta y tres colones con setenta y cinco centavos de colón (¢1,168,353.75), 

equivalentes a ciento treinta y tres mil quinientos veintiséis dólares de los Estados Unidos 

de América con catorce centavos de dólar ($133,526.14), en concepto de cuota 

complementaria de Impuesto sobre la Renta correspondiente al ejercicio fiscal comprendido 

del uno de enero al treinta y uno de diciembre del año dos mil. 

 

Resolución del Tribunal de Apelaciones de los Impuestos Internos ahora también de 

Aduanas, pronunciada a las nueve horas del veintisiete de junio de dos mil cinco que 

modificó la resolución anterior en el sentido de determinar en concepto de cuota 

complementaria de impuesto sobre la renta la suma de setecientos sesenta y cuatro mil 

seiscientos cuarenta y cinco colones con veinticinco centavos de colón (¢764,645.25), 

equivalentes a ochenta y siete mil trescientos ochenta y ocho dólares de los Estados Unidos 

de América con tres centavos de dólar ($87,388.03) y multa por evasión intencional por un 

monto de ciento noventa y un mil ciento sesenta y un colones con treinta y un centavos de 

colón (¢191,161.31), equivalentes a veintiún mil ochocientos cuarenta y siete dólares de los 

Estados Unidos de América con un centavo de dólar ($21,847.01). 

Hace recaer la ilegalidad de las resoluciones impugnadas esencialmente en la transgresión 

de las disposiciones y derechos siguientes: 

Artículo 116 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

Violación a las Garantías Constitucionales de Audiencia y Defensa. 

Artículo 174 del Código Tributario incisos 1,2 y 5. [é] 
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3. Sobre los derechos transgredidos. 

3.1) Sobre la violación al artículo 116 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, ya que no se 

solicitó autorización para proceder a la liquidación de oficio realizada por haberse utilizado 

métodos estimativos. 

Sobre las bases para liquidar el impuesto de oficio: 

Las distintas bases que utiliza la Administración Tributaria para liquidar de oficio el 

impuesto correspondiente, ayudan a ésta a determinar el hecho generador realizado por el 

contribuyente y consecuentemente en base a ello la carga tributaria respectiva. Dichas bases 

son empleadas ante diferentes supuestos, con el objeto de dar cumplimiento a diferentes 

obligaciones. Así, el artículo 184 del Código Tributario dispone que la liquidación de oficio 

podrá realizarse a opción de la Administración Tributaria, según los antecedentes que 

disponga, sobre las siguientes bases: 

Base Cierta: Se utiliza cuando hayan elementos que permitan conocer a la Administración 

Tributaria de forma cierta el hecho generador del impuesto y la cuantía del mismo, tales 

como: la utilización de libros o registros contables, documentación de soporte y 

comprobantes que obren en poder del contribuyente. Esta base es por excelencia la regla 

general y sólo en su defecto se aplica la indiciaria. 

 

Base Estimativa, Indicial o Presunta: es utilizada por la Administración Tributaria cuando 

por relación o conexión normal con el hecho generador del impuesto permitan inducir o 

presumir la cuantía del impuesto. 

 

Base Mixta: implica la aplicación de las dos bases anteriores, en tal caso la Administración 

Tributaria podrá utilizar en parte la información, documentación y registros del 

contribuyente y rechazarla en otra, lo cual deberá ser justificado en el informe 

correspondiente. La Administración Tributaria aplica esta base para liquidar de oficio el 

impuesto correspondiente, cuando se está en presencia de un contribuyente que posee en 

parte documentación que permite conocer con exactitud el hecho generador, y por otra 

parte posee documentación que no ayuda a la Administración a determinar el hecho 



 

Volver al índice Ą 

generador o no posee tales documentos. De manera que este último de los supuestos 

provoca la aplicación de la base estimativa, indicial o presunta. 

 

Debe señalarse que por regla general la Administración Tributaria al determinar el 

impuesto busca la aplicación de la base cierta y únicamente en defecto de ella es que 

procede a la utilización de las otras bases; ya que ésta se realiza con documentos que 

conforme a la Ley posee el contribuyente, los cuales permiten determinar de manera 

inequívoca tanto el hecho generador como la cuantía del impuesto. 

 

Como segunda opción se utiliza la base mixta, en ella la Administración valora o desestima 

la prueba documental que está en poder del contribuyente y lo que no se encuentra en poder 

de éste lo determina a través de indicios, tal como el cruce de información por medio de 

proveedores, entre otros. 

 

Siendo la última opción en aplicarse la base estimativa, que procede cuando ya se ha 

agotado la búsqueda o análisis de documentos existentes que por Ley debería poseer el 

contribuyente, lo cual deberá de razonarse y hacerse constar la realización de todas las 

gestiones tendentes a la búsqueda y análisis de los mismos. Y solo cuando lo anterior haya 

sido agotado procede la aplicación de esta base. 

 

La determinación del impuesto por medio de la base o método estimativo, indicial o 

presunto, se realiza cuando a juicio de la Administración Tributaria tales indicios arrojan 

suficientes elementos e información que hacen presumir la obtención de ingresos por 

diversos conceptos, y que los contribuyentes a quienes se les aplica tal metodología han 

incurrido en omisión, al no incluir dentro de sus ingresos los efectivamente percibidos. La 

aplicación de esta base se deriva de la existencia de una conducta legalmente incorrecta del 

contribuyente, que no le permite a la Administración el conocimiento de los datos 

necesarios para la estimación completa de las bases imponibles. 

 

Las causas que motivan la aplicación de la base indiciaria, son por ejemplo: la falta de 

presentación de declaraciones de parte de los sujetos obligados, o que las presentadas no 



 

Volver al índice Ą 

reflejen la verdadera capacidad contributiva, o no permitan a la Administración computar el 

impuesto en datos ciertos; el cumplimiento sustancial de las obligaciones contables o 

cuando los antecedentes que se suministran carecen de fuerza probatoria, y en general, la 

negativa u obstrucción a la actuación fiscalizadora que impida realizar su cometido, etc. 

 

De lo acontecido en sede administrativa, se verificó que la Administración Tributaria en el 

procedimiento de fiscalización a la sociedad contribuyente, utilizó los libros de contabilidad 

principales y auxiliares y su documentación de soporte, la declaración del Impuesto sobre la 

Renta correspondiente al ejercicio impositivo del año dos mil, las declaraciones mensuales 

de pago a cuenta y retenciones correspondientes a los períodos comprendidos de enero a 

diciembre de dos mil, las partidas de diario y comprobantes de cheques con la 

documentación de soporte, documentación emitida y recibida de Impuesto a la 

Transferencia de Bienes Muebles y a la Prestación de Servicios -IVA - de los períodos 

tributarios comprendidos de enero a diciembre del año dos mil, así como también 

información proporcionada por las sociedades Inversiones Bonaventure, S.A. de C.V., 

Ahorromet Scotiabank, S.A. y Elsy"s Cakes, S.A. de C.V., los cuales para el ejercicio 

impositivo de dos mil fueron clientes de la sociedad demandante. 

 

Como se dijo en párrafos anteriores la base presunta procede cuando hay falta de 

presentación de declaraciones de parte de los sujetos obligados, o que las presentadas no 

reflejen la verdadera capacidad contributiva, o no permitan a la Administración computar el 

impuesto en datos ciertos, el cumplimiento sustancial de las obligaciones contables o 

cuando los antecedentes que se suministran carecen de fuerza probatoria, y, en general, la 

negativa u obstrucción a la actuación fiscalizadora que impida realizar su cometido. 

 

En el presente caso, como ha quedado establecido, se tuvo a la vista documentación de 

soporte. En razón de ello no se configura uno de los supuestos establecidos para la 

utilización de la base presunta, no obstante la contabilidad del contribuyente resultó con 

errores, dicha documentación permitió conocer de forma directa el hecho generador del 

impuesto y su cuantía, por tanto, la utilización del anterior procedimiento es lo que se 

configura como base cierta. 
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Por lo expuesto, el argumento de la sociedad demandante respecto de que se debió autorizar 

la utilización de métodos estimativos e indiciarios para la realización de la fiscalización es 

improcedente ya que como ha quedado demostrado, la Administración Tributaria utilizó la 

base cierta para la liquidación del impuesto correspondiente, en consecuencia no es 

aplicable lo establecido en el artículo 116 de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente a 

la fecha de la liquidación realizada a la sociedad demandante y no se puede alegar violación 

a dicha disposición. 

 

3.2) Sobre la violación a las Garantías Constitucionales de Audiencia y Defensa. 

El artículo 11 de la Constitución de la República establece que "Ninguna persona puede ser 

privada del derecho a la vida, a la libertad, a la propiedad y posesión, ni de cualquier otro 

de sus derechos sin ser previamente oída y vencida en juicio con arreglo a las leyes (...)". A 

su vez, la jurisprudencia ha establecido que el derecho de audiencia se caracteriza, en 

primer lugar, por ser un derecho de contenido procesal, instituido como un pilar 

fundamental para la protección efectiva de los demás derechos de los gobernados, estén o 

no reconocidos en la Constitución. El contenido de los derechos de audiencia y defensa ha 

sido delimitado por la jurisprudencia constitucional, así, se ha señalado que el derecho de 

audiencia posibilita que toda persona, de forma previa a la privación de cualquier derecho 

material, tenga oportunidad real y eficaz de ser oída, lo anterior implica que en todo 

proceso o procedimiento se tiene que posibilitar -de acuerdo a la Ley o en aplicación 

directa de la Constitución-, al menos una oportunidad razonable para oír la posición del 

sujeto pasivo ðprincipio del contradictorioð. Este derecho constitucional procesal 

posibilita, entre otras cosas que el demandado pueda desvirtuar con los medios probatorios 

conducentes o argumentos pertinentes, la pretensión incoada en su contra por el 

demandante; de tal suerte que si no se potencia adecuadamente, aunque pueda ser oído, 

existiría violación constitucional. 

 

Asimismo, respecto al derecho de defensa se ha establecido que comprende, entonces todo 

medio de oposición a las posturas de la respectiva contraparte. Es por ello que toda Ley que 

faculte privar de un derecho, debe establecer las causas para hacerlo y el procedimiento a 
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seguir, los cuales deben estar diseñados de tal forma que posibiliten la intervención efectiva 

del gobernado a efecto de que conozca los hechos que lo motivaron y de tal manera, tenga 

la posibilidad de desvirtuarlos. 

 

El artículo 10 del Código Tributario establece que los términos y plazos establecidos en 

dicho cuerpo normativo son perentorios. En concordancia con dicha disposición, el artículo 

186 inciso tercero del mismo cuerpo de leyes, establece que los plazos concedidos en el 

procedimiento de audiencia y apertura a pruebas son hábiles y perentorios. A ello hay que 

agregar que el literal b) del artículo 202 del Código Tributario que se refiere a la aportación 

de pruebas, establece que las mismas deberán aportarse para su apreciación dentro de las 

oportunidades de audiencia y defensa concedidas en el procedimiento de liquidación 

oficiosa o de imposición de sanciones que contempla dicha normativa. 

 

En el caso de autos, de la revisión del expediente administrativo se advierte que la 

Administración Tributaria en claro cumplimiento a la Ley, concedió a la Sociedad 

demandante los cinco días de audiencia y diez días para aportación de pruebas de 

conformidad al artículo 186 del Código Tributario, mediante auto de las ocho horas veinte 

minutos del día dieciocho de marzo de dos mil cuatro, el cual fue notificado el día veintidós 

de marzo del mismo a¶o [é]. Sin embargo, la sociedad demandante present· su primer 

escrito en el cual manifestó su inconformidad, el día veintinueve de marzo de dos mil 

cuatro, cuando el término de cinco días de audiencia se vencía el día veintiséis de marzo de 

dos mil cuatro [é] 

 

Posteriormente, con fecha veinte de abril de dos mil cuatro, la sociedad demandante 

presentó escrito haciendo uso de su derecho de contradicción en el cual puso a disposición 

de la Administración Tributaria los registros contables de la sociedad como prueba para 

desvirtuar los argumentos en su contra y proporcionó la dirección a donde podían ser 

verificados [é], no obstante el t®rmino de apertura a pruebas hab²a vencido el d²a nueve de 

abril de dos mil cuatro. Por lo tanto, se advierte que aún cuando la sociedad demandante 

presentó sus escritos de manera extemporánea en sede administrativa, la Dirección General 

de Impuestos Internos obvió tal circunstancia y le dio el trámite correspondiente, así, con 
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fecha veintidós de abril de dos mil cuatro la referida autoridad designó a personal de la 

Unidad de Audiencia y Apertura a Pruebas a efecto de verificar la prueba ofrecida por la 

sociedad demandante. Por ello, a las catorce horas treinta minutos de ese mismo día los 

auditores designados se presentaron a la dirección proporcionada para la verificación de 

pruebas, lugar en que la señora Rosa María Juárez Pérez, en su carácter de contadora de la 

sociedad demandante manifestó que la documentación ofrecida no se encontraba disponible 

en dicho lugar, esto a pesar de haber sido puesta a la disposición de la Administración 

Tributaria en el escrito presentado por la demandante el veinte de abril de dos mil cuatro 

[é]. 

 

En virtud de las consideraciones expuestas, es evidente que la Administración Tributaria 

salvaguardó los Derechos de Audiencia y Defensa de la sociedad Terracerías y 

Pavimentaciones, Viviendas e Inversiones, Sociedad Anónima de Capital Variable, ya que 

como se relacionó, se le concedió a dicha sociedad los términos establecidos por la Ley 

para que mostrara su inconformidad con la fiscalización realizada y para la aportación de 

pruebas, plazos que como se observa de la revisión del expediente administrativo no fueron 

respetados por la sociedad fiscalizada, no obstante la Administración Tributaria obvió tal 

circunstancia y le dio el trámite de Ley. 

 

Finalmente, resulta improcedente el argumento de haberse violado los Derechos de 

Audiencia y Defensa por haber realizado la visita de la verificación de pruebas el mismo 

día del nombramiento de los auditores para dicha diligencia, ya que como se expuso en 

párrafos anteriores, se concedió a la sociedad demandante el plazo para audiencia y 

apertura a pruebas, y por otra parte, el artículo 139 incisos 2 y 3 del Código Tributario 

obligan a todo contribuyente a llevar en orden su contabilidad formal. A ello hay que 

agregar que el artículo 244 literal g) del mismo cuerpo normativo establece como un 

incumplimiento a las obligaciones formales de un contribuyente, el no informar a la 

Administración Tributaria el lugar en el que mantendrá físicamente los libros o registros 

exigidos por dicha Ley. 
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En conclusión, la demandante estaba obligada a llevar en orden su contabilidad formal y la 

Dirección General de Impuestos Internos en cualquier momento podía requerirle dicha 

información, la cual debería estar en orden y a disposición, más aún si la sociedad 

demandante ofreció sus registros contables como prueba en el proceso de fiscalización. Por 

otra parte, debe informar a la Administración Tributaria el lugar en donde mantendrá dicha 

información y en ese sentido si la misma ya no se encontraba en el lugar proporcionado, 

debió notificar conforme a la Ley a dicha Administración sobre dicho cambio de lugar. 

 

Por tanto, de todo lo expuesto se advierte que no ha existido violación a los Derechos de 

Audiencia y Defensa en la actuación de la parte demandada ya que no se le causó 

indefensión a la sociedad demandante. 

 

3.3) Sobre la violación al artículo 174 del Código Tributario incisos 1, 2 y 5, en virtud de 

que el supervisor y el coordinador que participaron en el proceso de fiscalización no 

estaban designados en el auto de designación. 

 

La parte actora alegó que el auto de designación que ordenó el proceso de fiscalización del 

día veintisiete de mayo de dos mil dos, modificado por los emitidos el veinticuatro de junio 

de dos mil dos y el veinticinco de noviembre de dos mil tres, únicamente se encomendó a la 

señora Marta Elizabeth Rosales Vásquez para que procediera a fiscalizar a la sociedad 

demandante; sin embargo, además de la referida señora intervinieron los señores Sergio 

Mario Miranda Ortíz en calidad de coordinador y el señor N.M. Morán, en calidad de 

supervisor, sin que ninguna de las actuaciones de ellos haya sido autorizadas conforme a lo 

prescrito en el artículo 174 del Código Tributario incisos 1,2 y 5, lo cual a su juicio, ha 

viciado flagrantemente el procedimiento liquidatorio, y en consecuencia la resolución que 

determinó a cargo de la sociedad demandante Impuesto sobre la Renta y multa por evasión 

intencional de dicho impuesto. 

 

La Dirección General de Impuestos Internos en el informe justificativo de legalidad 

manifestó no compartir dicho argumento, ya que quien firmó el informe de auditoría de 

fecha quince de marzo de dos mil cuatro que contenía el resultado de la fiscalización 
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efectuada fue la auditora Marta Elizabeth Rosales Vásquez, quien según auto de 

designación y sus subsecuentes modificaciones era la auditora asignada para tal efecto, y la 

participación de los señores coordinador y supervisor como autoridades delegadas por parte 

del Subdirector General valoran los hechos verificados en la fiscalización realizada y dan 

su aval a los mismos. 

 

 

NULIDADES EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO : INTERVENCIÓN 

EN EL PROCEDIMIENTO Y EJERCICIO DEL DERECHO DE DEFENSA DE LAS 

PARTES IMPIDE ALEGARLAS 

 

 

Antes de entrar a determinar la procedencia o no de la irregularidad procesal planteada, es 

necesario aclarar que las ilegalidades de índole procesal al igual que las nulidades de este 

tipo se inspiran bajo el principio de relevancia o trascendencia de la misma, y en su 

oportuno planteamiento en la vía procesal. 

El proceso al igual que el procedimiento administrativo, es una herramienta que tiende a la 

protección de derechos y satisfacción de pretensiones, procura mantener su existencia hasta 

lograr su finalidad. Lo expresado conlleva la creación de medios de filtración legales que 

eviten u obstaculicen el cumplimiento de este propósito, y es aquí en donde las nulidades 

procesales cumplen esa función: las mismas aseguran al administrado una posibilidad de 

defensa ante los vicios que se puedan manifestar a lo largo del procedimiento 

administrativo, claro, aún estos vicios deben ser analizados detenidamente bajo el principio 

de relevancia o trascendencia de las nulidades. 

 

Lo anterior implica que las ilegalidades de índole procesal al igual que las nulidades de este 

tipo, tal es el caso que nos ocupa, deben de alguna manera provocar un efecto tal que 

genere una desprotección ostensible en la esfera jurídica del administrado desprotección 

entendida como una indefensión indiscutible que cause un daño irreparable al desarrollo de 

todo el procedimiento y genere una conculcación clara de los principios constitucionales 

que lo inspiran. 
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Además del principio de relevancia, las ilegalidades de índole procesal deben ser alegadas 

en su oportunidad, esto para evitar dilaciones innecesarias en el desarrollo del 

procedimiento administrativo. Lo antes señalado no implica una subsanación de la nulidad, 

pues la continuidad del procedimiento penderá única y exclusivamente de la incidencia o 

consecuencias que genere la ilegalidad no alegada oportunamente, pero puede suceder que 

la ilegalidad procesal no genere las consecuencias de indefensión señaladas y por el 

contrario la misma sea subsanada por alguna de las actuaciones de las partes, así por 

ejemplo aquella parte que no ha sido notificada legalmente de una demanda interpuesta en 

su contra pero que se presenta a contestarla en el tiempo. 

 

Resulta así, que si la sociedad demandante ha intervenido activamente y ha ejercido su 

derecho de defensa, no existe fundamento para declarar la nulidad de una actuación 

irregular. Ello se encuentra en concordancia con el principio de trascendencia, en virtud del 

cual el vicio del que adolece el acto debe provocar una lesión a la parte que lo alega, tal 

como se reconoce en el Código de Procedimientos Civiles, al expresarse que "(...) no se 

declarará la nulidad si apareciere que la infracción de que trata no ha producido ni puede 

producir perjuicios al derecho o defensa de la parte que la alega o en cuyo favor se ha 

establecido" -artículo 1115 Código de Procedimientos Civiles derogado, pero aplicable 

según el artículo 706 del Código Procesal Civil y Mercantil-. 

 

En el presente caso, la Dirección General de Impuestos Internos ejerció su facultad de 

fiscalización por medio de un cuerpo de auditores. El coordinador y el supervisor son 

integrantes de la organización administrativa de la referida Dirección; sin embargo no 

fueron designados como auditores en el procedimiento de fiscalización seguido a la 

sociedad demandante, por lo que sus intervenciones en el procedimiento se encuentran al 

margen de la legalidad tal como lo indica la sociedad demandante. 

 

No obstante, tal como se expuso en las líneas que anteceden las ilegalidades de carácter 

procedimental deben fundarse en un perjuicio concreto en la esfera jurídica de la 

demandante y no simplemente en la defensa de la legalidad. 
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En el caso de autos, consta en la documentación aportada a este Tribunal que durante el 

procedimiento de fiscalización la parte demandante intervino de forma oportuna ejerciendo 

su defensa y contradicción respecto del informe realizado por la auditora designada, por lo 

que no se puede afirmar que exista o se derive una afectación negativa en su esfera jurídica. 

Finalmente, se debe considerar que la actuación de recolección de información es un 

trámite procedimental y no de carácter decisorio, ya que la decisión final y valoración de la 

información recabada la realizó la auditora nombrada para el efecto, tal como consta a folio 

[é] del expediente administrativo remitido por la Direcci·n General de Impuestos 

Internos. 

 

De lo expresado se desprende que si bien existió una conducta inadecuada por parte de la 

Dirección General de Impuestos Internos, al participar en el procedimiento personas ajenas 

a la auditora nombrada por ésta, dicha actuación no implicó una afectación de los Derechos 

de Defensa y Contradicción que la sociedad demandante efectivamente ejercitó en el 

procedimiento de fiscalización, por lo que el argumento de ilegalidad invocado por la 

sociedad actora debe ser desestimado. 

 

4. Conclusion. 

Esta Sala considera que en la resolución dictada por la Dirección General de Impuestos 

Internos no existen los vicios de ilegalidad esgrimidos por la parte actora, y en 

consecuencia la resolución pronunciada por el Tribunal de Apelaciones de los Impuestos 

Internos ahora también de Aduanas que confirma tal actuación también es legal, y así deben 

declararse mediante el fallo de esta Sentenciaò. 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 183-2005, DE FECHA  

20/06/2011) 

 

 

 

 

ANTICIPO O PAGO A CUENTA DEL IMP UESTO SOBRE LA RENTA 
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ASPECTOS GENERALES 

 

ñobjeto y limites de la pretensión 

REFINERÍA PETROLERA ACAJUTLA, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL 

VARIABLE, que se abrevia REFINERÍA PETROLERA ACAJUTLA, S.A. DE C.V., o 

simplemente R.A., S.A. de C.V., pretende que se declare la ilegalidad de los siguientes 

actos: (a) la resolución número l2302-TMR-267M-2003, emitida a las diez horas del 

veintiocho de julio de dos mil tres, mediante la cual la DGII determinó a cargo de la 

sociedad demandante una multa por no enterar el pago o anticipo a cuenta del Impuesto 

Sobre la Renta correspondiente a los meses de julio, octubre y diciembre de dos mil; y, (b) 

la resolución Inc. No. R0308003 M, emitida a las once horas quince minutos del veinte de 

septiembre de dos mil cuatro, mediante la cual el TAII confirmó la multa impuesta por la 

DGII. 

 

El objeto de la controversia se circunscribe en determinar si los ingresos percibidos por la 

sociedad actora para los meses de julio, octubre y diciembre de dos mil, cuyo origen se 

encuentra en la liquidación del déficit originado por el subsidio de la venta a menor precio 

del diesel preferencial destinado para el transporte público y el gas licuado para uso 

doméstico, forman parte o no de los ingresos brutos de dicha sociedad, y, por lo tanto, 

establecer, si los mismos deben incluirse en la base imponible para el cálculo del Anticipo o 

Pago a Cuenta del Impuesto Sobre la Renta (TSR) de los meses aludidos. 

 

Delimitado el objeto de la discusión, esta Sala debe pronunciarse sobre los siguientes 

argumentos que sustentan la pretensión contencioso administrativa: 

 

El importe recibido por la sociedad actora para la amortización del déficit del mes de mayo 

de dos mil, en aplicación del Acuerdo Ejecutivo 519, no constituye un ingreso bruto ya que 

dicho valor dinerario no proviene del giro ordinario del negocio para el cual fue creada, y a 

su vez, no es registrado como ingreso en el Sistema Contable Interno que posee, por lo que 

no debe tenerse como parte integrante de la base imponible para determinar el monto del 

Anticipo o Pago a Cuenta del ISR. 
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La violación del artículo 3 de la Constitución relativo a la vulneración del Principio de 

Igualdad a partir del supuesto trato diferenciado de la DGII a la demandante en cuanto al 

cálculo del Anticipo o Pago a Cuenta y la estimación de la base imponible del mismo frente 

a otros contribuyentes sociales. 

 

c) La inconformidad de la parte actora con el Informe de Auditoría, que constituye la base 

de decisión de los actos impugnados y que califica como ingreso bruto el importe recibido 

para la amortización del déficit neto como resultante de la liquidación de subsidios en los 

períodos mensuales de julio, octubre y diciembre de dos mil, en aplicación del Acuerdo 

Ejecutivo 519. 

 

La supuesta inconstitucionalidad en la aplicación del artículo 105-A de la LISR ðaplicable 

para los períodos de imposición fiscalizadosð en el sentido que al imponerse la sanción a 

la sociedad actora no se determinó su dolo o culpa en la infracción atribuida, y que en 

virtud de la disposición citada, se impone una multa confiscatoria. 

 

La afirmación de la demandante que a partir de la configuración del hecho generador del 

ISR, al haberse liquidado la obligación principal ðISRð, no tiene cabida la exigibilidad 

de responsabilidad para el pago de una obligación accesoria ðAnticipo o Pago a Cuentað, 

ya que ésta última se ha extinguido con la principal. 

 

2. Del anticipo o pago a cuenta del impuesto sobre la renta (isr): naturaleza y determinación 

de su base imponible 

El Anticipo o Pago a Cuenta del ISR constituye un mecanismo de prelación de pago que se 

apoya de manera operativa en la anticipación de ingresos a la Hacienda Pública mediante la 

realización de pagos fraccionados con el fin de abonar, anticipadamente, el pago del ISR a 

causarse en el período de imposición legal. 

Debe aclararse que este sistema o modalidad de pago esta conferido, por configuración 

normativa, únicamente a las personas jurídicas sujetas u obligadas al pago del ISR. 
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Para el grueso de las rentas que ayudan a formar la base imponible para el cálculo del 

mencionado impuesto, la Ley del Impuesto Sobre la Renta (LISR) previó como mecanismo 

de anticipación del pago del ISR, los ingresos a cuenta; así, los incisos primero y tercero del 

artículo 72 de la mencionada ley ðya derogados pero aplicables para los períodos de 

imposición fiscalizadosð, señalaban: 

ñSe establece el sistema de recaudaci·n del impuesto por medio del pago o anticipo a 

cuenta, el cual consiste en enteros obligatorios hechos por personas jurídicas de derecho 

privado y público domiciliadas (...). 

Los enteros se determinaran por períodos mensuales y en una cuantía del 1.5% de los 

ingresos brutos obtenidos por rama económica que serán regulados por el Reglamento y 

deberán verificarse a más tardar dentro de los 10 días hábiles que sigan al del cierre del 

período mensual correspondiente, mediante formularios que proporcionará la Dirección 

General" 

La aplicación efectiva del mecanismo del Anticipo o Pago a Cuenta se hace depender de 

dos condiciones, una objetiva y otra subjetiva: la primera, que las rentas satisfechas se 

encuentren entre las sujetas a retención por el legislador, y la segunda, que la persona 

jurídica que las abona o satisface esté obligada a realizar el pago anticipado. Si se cumplen 

ambas condiciones nacerá, a cargo del que paga, la obligación de ingresar a cuenta, según 

la determinación legal en cuanto a su base imponible. 

 

La justificación de los anticipos o pagos a cuenta en la estructura jurídica del pago del ISR, 

reside en diversas consideraciones, entre las que cabe destacar las siguientes: 

a) el Anticipo o Pago a Cuenta aproxima la exacción del ISR al momento de la percepción 

o generación de la renta, con el consiguiente mayor grado de flexibilidad del sistema fiscal 

en relación con la coyuntura económica, aumentando así su capacidad estabilizadora; y, 

 

b) el Anticipo o Pago a Cuenta permite que las contribuyentes sociales puedan graduar su 

esfuerzo tributario a lo largo del período impositivo a medida que vayan percibiendo la 

renta, con lo que consiguen evitar el problema de liquidez que puede originar el pago de la 

deuda tributaria de una sola vez. 
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a) De la naturaleza jurídico tributaria del Anticipo o Pago a Cuenta del ISR 

Esta Sala considera que la obligación del Anticipo o Pago a Cuenta constituye una 

Obligación Tributaria Formal, ya que tiene como objeto buscar el cumplimiento y la 

correcta determinación de una concreta obligación tributaria sustantiva: el pago del ISR. 

Las obligaciones formales son impuestas por la normativa a los (obligados tributarios, 

deudores o no del tributo, y cuyo cumplimiento está relacionado con el desarrollo de 

actuaciones o procedimientos tributarios tendientes, desde una perspectiva general, a 

permitir y desarrollar la investigación, determinación y recaudación de los tributos. 

Al respecto, el artículo 7 de la LISR ðaplicable para los períodos de imposición 

fiscalizadosð, señalaba que: "son obligados formales todas las personas que por 

disposición de la ley deban dar, hacer o no hacer algo encaminado a asegurar el 

cumplimiento de la obligación tributaria sustantiva o sea del pago del impuesto". 

 

 

NORMATIVA TRIBUTARIA APLICABLE PARA DETERMINA LA BASE DE 

CÁLCULO MONETARIO Y DELIMITAR EL CONTENIDO DE LOS INGRESOS 

BRUTOS  

 

 

b) De la base imponible del Anticipo o Pago a Cuenta del ISR 

El artículo 72 inciso tercero de la LISR establecía que: "Los enteros se determinaran por 

períodos mensuales y en una cuantía del 1.5% de los ingresos brutos obtenidos por rama 

económica que serán regulados por el Reglamento (...)". 

 

Existe, por lo tanto, una remisión al Reglamento de la Ley del Impuesto Sobre la Renta 

(RLISR) a efecto de que dicho cuerpo normativo delimite la base imponible de los enteros 

a realizar en concepto de Pago a Cuenta. Es por lo anterior que el artículo 142 del 

mencionado reglamento (ya derogado pero aplicable al presente caso) establecía lo 

siguiente: 
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"Para calcular el 1% de los ingresos brutos obtenidos por el contribuyente provenientes de 

su actividad económica a efecto de enterar el pago o anticipo a cuenta no se deberán 

incluir en el período mensual los intereses, premios y otras utilidades que provengan 

directamente de los depósitos en dinero pagados o acreditados por las instituciones 

financieras a una persona jurídica así como también los ingresos no gravables, los 

dividendos y los intereses provenientes de títulos valores a que se refiere el Art. 70 de la 

ley". 

Haciendo una abstracción de las disposiciones referidas (LISA y su Reglamento), la base 

imponible del Anticipo o Pago a Cuenta constituye la dimensión o magnitud del 

presupuesto objetivo de la obligación formal de enterar a cuenta, que se juzga como 

determinante de la capacidad económica relativa, respecto del cumplimiento de la 

obligación sustantiva de pago del ISR, bajo la modalidad que la normativa tributaria ha 

diseñado. 

De manera concreta, la base imponible del Anticipo o Pago a Cuenta se ve expresada en 

dinero. 

Así, la configuración normativa tributaria ha determinado una base de cálculo monetaria, a 

efectos de la aplicación del porcentaje del 1.5% para la determinación del entero mensual 

de Pago a Cuenta del ISR. Esta base imponible la constituyen los ingresos brutos. 

Cabe aclarar que, si bien es cierto el referido reglamento considera el 1% de los ingresos 

brutos como base imponible para el cálculo del Pago a Cuenta, por jerarquía normativa, la 

base imponible a considerar es el 1.5% de los ingresos brutos, tal como lo prescribe la LISR 

en su artículo 72. 

 

Sin embargo, el artículo 142 del RLISR es de suma importancia ya que éste delimita el 

contenido de los ingresos brutos base del cálculo del entero a cuenta. La disposición 

analizada señala que los ingresos brutos mencionados provienen ðno exclusivamenteð de 

la actividad económica del contribuyente social sometido a la obligación formal del Pago a 

Cuenta. Es de hacer notar que la norma prescrita no ha hecho distingos en cuanto a que la 

actividad económica que genere los ingresos base para el cálculo del entero a cuenta, sea de 

carácter ordinaria o extraordinaria. 
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Por el contrario, el legislador sí delimitó, específicamente, qué ingresos a la esfera 

patrimonial del contribuyente no debían computarse como ingresos brutos, a efectos de la 

configuración de la base imponible para el cálculo de la obligación formal de pago a 

cuenta. 

El mencionado artículo 142 del RLISR contenía una enumeración taxativa de fuentes u 

orígenes de ingresos que no constituían ingresos brutos: intereses, premios y otras 

utilidades que provengan directamente de los depósitos en dinero pagados o acreditados por 

las instituciones financieras a una persona jurídica así como también los ingresos no 

gravables, los dividendos y los intereses provenientes de títulos valores a que se refiere el 

artículo 70 de la LISR (Retenciones de Rentas provenientes de Depósitos). 

Si bien es cierto la definición de ingreso bruto no está considerada expresamente en la ley, 

esta Sala, guardando las proporciones y respetando la finalidad de cada una de las materias, 

contable y tributaria, mediante una interpretación lógica de la norma que establece la base 

imponible del Anticipo o Pago a Cuenta del ISR, determina que todo aquel ingreso de 

peculio a la esfera de disposición patrimonial del contribuyente social que no se encuentre 

en los supuestos específicamente determinados en el artículo 142 del RLISR, deben ser 

considerados como ingresos brutos a efecto de constituir la base imponible para el cálculo 

del Anticipo o Pago a Cuenta. 

 

En concordancia sistemática con los principios que rigen la materia tributaria en su 

vertiente formal y sustantiva, la estimación normativa de la base imponible del Pago a 

Cuenta solo puede ser restrictiva respecto de aquellos supuestos de imposición por 

obligaciones formales y sanciones constitutivas de desproporcionalidad, ilegalidad e 

injusticia. El criterio de esta Sala en la delimitación establecida, no transgrede tales 

principios ni los derechos en que se concretan. 

 

 

INGRESOS BRUTOS : INGRESOS PERCIBIDOS POR EL DÉFICIT ORIGINADO 

POR EL SUBSIDIO DE LA VENTA A MENOR PRECIO DEL DIESEL 

PREFERENCIAL DESTINADO PARA EL TRANSPORTE PÚBLICO Y EL GAS 

LICUADO PARA USO DOMÉSTICO  
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c) Del tratamiento contable de la amortización del déficit generado por la aplicación del 

Acuerdo Ejecutivo 519 en relación al control de precios del diesel y gas licuado 

 

La sociedad demandante ha argumentado que la amortización del déficit en los períodos 

mensuales de julio, octubre y diciembre de dos mil, en aplicación del Acuerdo Ejecutivo 

519, no constituye un ingreso bruto, aduciendo que dicho valor dinerario no proviene del 

giro ordinario del negocio para el cual fue creada, y que el mismo no es registrado como 

ingreso en el Sistema Contable que posee. 

El argumento precedente carece de fundamento jurídico y fáctico. El mencionado importe 

económico es parte de los ingresos brutos percibidos por la sociedad actora y por lo tanto es 

un valor integrante de la base imponible para determinar el monto del Anticipo o Pago a 

Cuenta del Impuesto Sobre la Renta. 

La sociedad actora verificó materialmente el ingreso ða su esfera de disposición 

patrimonialð de la cantidad de dinero proveniente de la liquidación del déficit generado 

por la aplicación del Acuerdo Ejecutivo 519 en relación al control de precios del diesel y 

gas licuado. 

La aseveración de la demandante en cuanto a que la referida amortización no fue registrada 

como ingreso por ventas, según el sistema contable con el que cuenta, ya que tal valor no es 

facturado bajo el concepto de venta de los productos o servicios atinentes al giro ordinario 

de su negocio, resulta incongruente con el hecho real y efectivo del ingreso de dinero ð

independientemente de su fuente y fuera de las exclusiones taxativas del artículo 142 del 

RLISRð a la esfera patrimonial de la demandante. 

El valor entregado a la sociedad actora por parte del Ministerio de Economía tiene por 

finalidad asumir parte de los costos y gastos de la producción y comercialización de los 

productos sujetos a los precios controlados por virtud del subsidio. 

El Informe de Auditoría base de los actos impugnados determina que al investigar el 

tratamiento contable que la contribuyente social le dio a los pagos para la amortización del 

déficit por subsidio, se comprobó que éstos no son contabilizados como ingresos, primero, 

porque dicha contribuyente no emite la factura correspondiente por los pagos recibidos, y, 
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segundo, porque el sistema contable computarizado que se utiliza para registrar las 

operaciones de ingresos, solamente puede ser afectado a través del sistema de facturación, 

lo que hace que dichos ingresos ðen puridad contableð , sean controlados en la cuenta de 

compras. 

Este tribunal es del criterio que tal registro contable no determina que materialmente la 

amortización del déficit por concepto de subsidio no sea un ingreso efectivo para la 

sociedad actora; por ende, la técnica contable de dicha sociedad no puede prevalecer 

desvirtuando al hecho económico mismo. La contabilidad como técnica e instrumento 

probatorio a efectos fiscales, se encuentra en función de la norma jurídica, es decir, 

supeditada a la determinación normativa de los supuestos de las obligaciones tributarias 

formales y sustantivas. 

En este punto, la contabilidad, sometida al juicio de valoración normativa, únicamente 

constituye una herramienta para determinar la verosimilitud del hecho contable del cual se 

da constancia, con la realidad que regula la norma en su sentido y alcance efectivo. 

Cuando existe confrontación entre la prueba contable de un hecho y su determinación 

normativa, ha de prevalecer el supuesto de hecho en el sentido y forma que la ley prevé y 

no como contablemente se ha hecho constar. 

El hecho que el sistema contable que posee la sociedad actora para garantizar el registro de 

su actividad mercantil y el interés fiscal, fue aprobado por la Superintendencia de 

Sociedades y Empresas Mercantiles, no significa que todo lo registrado en tal sistema sea 

fiel y correspondiente con lo que materialmente ocurre en la actividad económica y fiscal 

de dicha sociedad. 

 

Esta Sala no pone en duda la legalidad de la autorización del sistema contable de la 

demandante; sin embargo, dicha autorización ha versado sobre la idoneidad y precisión de 

las exigencias mínimas en la estructura, funcionamiento y organización de los instrumentos 

del sistema de contabilidad de la demandante, mas no del contenido y constancia de hechos 

económicos y fiscales que en determinado momento puedan plasmarse en cada libro o 

partida de dicho sistema. 

Por ende, la contabilidad contiene la prueba de la realización de un hecho económico, pero 

éste no tiene por que agotarse con lo establecido en los libros de contabilidad. 
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La contabilidad puede ser una prueba que enerve presunciones iuris tantum en la 

determinación de responsabilidades frente a obligaciones tributarias formales y sustantivas, 

y, a su vez, puede ser utilizada por el sujeto pasivo a su favor. Concluir de forma distinta, 

sería tanto como dejar en manos de la Administración Pública el reconocimiento del valor 

probatorio a la contabilidad según la prueba operase a su favor o en contra suya. 

A pesar de lo anterior, en algunas ocasiones, la determinación normativa de los supuestos 

de ciertas obligaciones tributarias formales y sustantivas se constituye como una específica 

valoración fiscal, tal como el caso sub júdice: la determinación normativa de los hechos 

económicos que no componen económicamente los ingresos brutos, como base imponible 

para el cálculo del Anticipo o Pago a Cuenta del ISR, están determinados concretamente en 

el artículo 142 del RLISR, aplicable a los períodos de imposición fiscalizados. 

En casos bajo el sentido planteado, se puede recurrir a la contabilidad del sujeto pasivo, 

como primer paso lógico para determinar la veracidad de la pretensión del mismo, sin 

embargo, siempre se necesitará una prueba fehaciente para corroborar si lo ahí reflejado 

corresponde a la realidad, que va más allá de la mera anotación contable, acto este, que 

puede no ofrecer una visión cierta de la realidad económica del sujeto pasivo. 

 

Así, se evidencia que los ingresos percibidos por la sociedad actora para los meses de julio, 

octubre y diciembre de dos mil, cuyo origen se encuentra en la liquidación del déficit 

originado por el subsidio de la venta a menor precio del diesel preferencial destinado para 

el transporte público y el gas licuado para uso doméstico, forman parte de los ingresos 

brutos de dicha sociedad, y por lo tanto, dichos ingresos debieron incluirse en la base 

imponible para el cálculo del Anticipo o Pago a Cuenta del Impuesto Sobre la Renta para 

los períodos mensuales correspondientes. 

 

 

ALEGAR VULNERACIÓN AL DERECHO DE IGUALDAD PARA EL CÁLCULO DEL 

PAGO A CUENTA Y LA ESTIMACIÓN DE LA BASE IMPONIBLE DEL MISMO, 

REQUIERE PROBAR LA DIFERENCIACIÓN ARBITRARIA COMETIDA POR LA 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
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3. De la supuesta vulneración al principio de igualdad 

El derecho de igualdad, estatuido en el artículo 3 de la Constitución, constituye la facultad 

subjetiva que posee toda persona a obtener un trato igual, que obliga y limita a los poderes 

públicos a respetarlo, y exige que los supuestos de hecho iguales sean tratados 

idénticamente en sus consecuencias jurídicas. 

 

En relación al derecho de igualdad, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que lo que 

está constitucionalmente prohibido es el tratamiento desigual carente de razón, es decir, que 

la Constitución Salvadoreña prohíbe la diferenciación arbitraria, la que existe cuando no es 

posible encontrar para ella un motivo razonable, que surja de la naturaleza de la realidad o 

que sea concretamente comprensible. Así, el principio de igualdad debe entenderse como la 

exigencia de razonabilidad de la diferenciación. 

 

Lo que está constitucionalmente prohibido ðen razón del derecho a la igualdadð es el 

tratamiento desigual carente de razón suficiente, es decir, la diferenciación arbitraria: 

aquella que existe cuando no es posible encontrar ðpara su establecimientoð un motivo 

razonable, que surja de la naturaleza de la realidad o que, al menos, sea concretamente 

comprensible. 

 

La igualdad designa un concepto relacional, no una cualidad, aquella se refiere 

necesariamente a uno o varios rasgos o cualidades discernibles, lo que obliga a recurrir a un 

término de comparación ðque la doctrina ha denominado tertium comparationis; y que si 

bien no viene impuesto por la naturaleza de las realidades que se comparan, sí goza de un 

basamento fáctico. 

 

Por ello, la parte que alegue la violación al derecho de igualdad en la relación jurídica 

subyacente o sustantiva, debe encaminarse a establecer, no solo la desigualdad aludida, sino 

además los motivos por los cuales se sostiene que esa diferenciación o equiparación no está 

justificada. 
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En concreto, la alegación de la violación al principio de igualdad requiere de dos elementos 

esenciales: por un lado, un término válido de comparación que ponga de manifiesto la 

identidad sustancial de los supuestos o situaciones determinadas y, por el otro, que se haya 

puesto de manifiesto un criterio inmotivado o con una motivación ðintuito personaeð en 

la aplicación de la norma. 

En el caso sub júdice, la parte actora ha referido la violación del artículo 3 de la 

Constitución en relación a la vulneración del Principio de Igualdad, señalando que la DGII 

ha realizado un trato diferenciado, respecto de otras contribuyentes sociales, para el cálculo 

del Pago a Cuenta y la estimación de la base imponible del mismo. 

 

Sin embargo, sobre este punto la demandante se ha limitado a expresar que la imposición 

de la multa a R.A., S.A. de C.V. "es resultado de un criterio de interpretación de la 

Administración Tributaria, el cual no es aplicado a todos los contribuyentes ya que a otros 

contribuyentes que se encuentran en igual situación (...) la Dirección General ha aceptado 

que la compensación por reconocimiento del déficit en relación a precios controlados, son 

parte del costo y les manda que así lo registren para efectos fiscales y financieros" (folio 

[é]). 

 

Concluye la demandante estableciendo que: "La Dirección General actuó contra el 

principio de igualdad ante la ley cuando a unos contribuyentes que están en situación 

similar a la de la apelante aplique diferentes criterios, con el agravante de imponer multas, 

actuación que se vuelve arbitraria y caprichosa" (folio [é]). 

A su vez, la demandante pretende probar la vulneración acotada con la presentación de la 

copia simple de una nota, referencia 10101EF-NEX-0036- 99 del veintiocho de julio de mil 

novecientos noventa y nueve (folios [é]), a la cual se le ha ocultado el nombre del 

destinatario, donde consta que se notificó al ignorado receptor una modalidad operativa a 

implementar para el tratamiento contable-fiscal de la facturación y las notas de crédito 

recibidas por las distribuidoras de CEL. 

 

Respecto a la alegación analizada en el presente número, esta Sala establece que la 

sociedad actora únicamente ha afirmado la existencia de una desigualdad arbitraria, sin 
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embargo: (a) no concretiza los elementos fácticos que subyacen en la circunstancia o 

situación desigual objetada, (b) no individualiza el criterio diferenciador relevante y 

contrario a la determinación normativa y constitucional que ha propiciado el injustificado 

trato desigual alegado, (c) no identifica ni concretiza ðen su sentido y alcanceð la 

actuación de la Administración que genera la vulneración invocada, (d) no identifica los 

sujetos a los cuales se les ha favorecido con un trato diferencial en detrimento suyo, y; (e) 

no equipara o contrapone su situación jurídica con la de las supuestas personas ðnaturales 

o jurídicasðfavorecidas en detrimento suyo, para considerar la existencia de un criterio 

normativamente relevante, que habilita a tratarlas de manera idéntica. 

En conclusión, la parte actora, con los argumentos expresados, no ha probado la violación 

al principio de igualdad alegado. 

 

 

 

 

LIQUIDACIÓN OFICIOSA DEL IMPUESTO : FASES DEL PROCEDIMIENTO 

 

 

4. Del informe de auditoría 

La parte actora ha manifestado una inconformidad con el Informe de Auditoría que 

constituye la base de decisión de los actos impugnados. Dicha inconformidad se dirige a 

objetar la calificación de ingreso bruto que la Auditora Fiscal designada por la 

Administración Tributaria realizó respecto el importe recibido ðpor la sociedad actorað 

para la amortización del déficit neto de los períodos mensuales de julio, octubre y 

diciembre de dos mil, en aplicación del Acuerdo Ejecutivo 519. 

 

En el número 2 supra, esta Sala emitió el pronunciamiento pertinente, respecto de la 

naturaleza del importe económico aludido y su calificación de ingreso bruto a efecto de la 

determinación de la base imponible del Anticipo o Pago a Cuenta del ISR, por cuanto la 

calificación realizada en el Informe de Auditoría objetado, en su contenido, por la 
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demandante, es concordante con la normativa que rige la determinación y cumplimiento de 

la obligación formal de Anticipo o Pago a Cuenta del ISR. 

 

Por otra parte, conviene realizar el análisis de un particular argumento de la sociedad 

actora, que objeta directamente el valor vinculante del Informe de Auditoría, no desde la 

perspectiva de su contenido (consideración de fondo), sino, desde su validez formal 

(consideración de forma) respecto del procedimiento administrativo en el que se ha 

pretendido hacer valer dicho informe. 

 

La demandante manifiesta que la DGII siguió un procedimiento de fiscalización, el cual 

finalizó con la imposición de una multa, sin embargo, al apelar tal resolución, el TAII 

revocó la misma por no haberse observado el procedimiento reglado. 

 

Posteriormente, la DGII inició un procedimiento sancionatorio que finalizó con la 

imposición de la multa que es parte de los actos impugnados en esta sede. El fundamento 

de tal sanción fue el mismo Informe de Auditoría del procedimiento que ðsegún la 

demandanteð había sido declarado viciado en su forma y que permitió la revocatoria de la 

primera sanción. 

 

Así, la actora refiere que: "no obstante dicha revocatoria, la DGII, volvió sobre el mismo 

punto usando como base el mismo informe ya revocado, por tanto no podía ser válido para 

emitir la Sanci·n referida (...) (folio [é]). 

 

Adicionalmente, expresa que a partir de la revocación de la resolución que impuso la 

primera multa "quedó revocado el acto que le dio origen que fue el nombramiento de la 

auditora SANDRA PATRICIA MERINO MORENO (...)" (folio [é]). 

 

Frente a los argumentos planteados por la sociedad actora, esta Sala puntualiza lo siguiente: 

 

a) De la normativa procedimental aplicable, en sede administrativa, al caso de mérito 
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El Código Tributario se encuentra vigente desde el uno de enero de dos mil uno. Dicho 

cuerpo legal, en su artículo 280, consigna: "Las normas tributarias de este Código se 

regirán de conformidad con las siguientes reglas: 

Las normas sustantivas referentes a hechos generadores de carácter periódico, regirán a 

partir del ejercicio de imposición del año dos mil uno. 

Las normas relativas a procedimientos serán aplicables de manera inmediata una vez 

vigentes, pero las actuaciones y etapas en trámite y los plazos que hubieren iniciado bajo la 

vigencia de la ley precedente, culminarán o concluirán de acuerdo con esta última". 

 

Al analizar el caso sub júdice, si bien es cierto que en la fiscalización realizada a la 

sociedad actora, en el período impositivo del uno de abril de mil novecientos noventa y 

nueve al treinta y uno de diciembre de dos mil uno, se atendieron, como normas sustantivas 

que imponen y exigen el cumplimiento de la obligación formal del Anticipo o Pago a 

Cuenta del ISR, los artículos 72 y 73 de la LISR y 142 del Reglamento de dicha ley ð

aplicables para los períodos de imposición fiscalizadosð, respecto de las normas 

procedimentales que fijan tanto el procedimiento de fiscalización como el de imposición de 

sanciones por infracciones ðincumplimiento de obligaciones formales, debe atenderse la 

normativa vigente contenida en el Código Tributario, esto, a partir del hecho que el 

procedimiento de fiscalización inició el once de julio de dos mil uno [fecha en que se 

notific· el auto de designaci·n a la Auditora Fiscal (folio [é] del expediente 

administrativo de la DGII)]. 

 

b) Del procedimiento de liquidación oficiosa del impuesto: fases de fiscalización y 

liquidación oficiosa del impuesto 

El control, inspección, investigación y fiscalización de las obligaciones tributarias -

formales y sustantivas- de los contribuyentes, se ejerce por medio de la práctica de un 

procedimiento administrativo compuesto por dos fases: fiscalización y liquidación oficiosa 

del impuesto. 
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La fase de fiscalización inicia con el auto de designación de auditores y concluye con la 

emisión del informe de auditoría, fase que hoy se encuentra delimitada de forma expresa en 

el penúltimo inciso del artículo 174 del Código Tributario. 

Luego de concluida dicha fase, inicia la liquidación oficiosa del impuesto como etapa 

contradictoria, la cual implica la configuración de un procedimiento de audiencia y apertura 

a pruebas, según el artículo 186 del Código Tributario. 

La doctrina y el derecho comparado denominan y delimitan los alcances de cada etapa del 

procedimiento acotado: a la fiscalización le denominan inspección de los tributos; y a la 

fase contradictoria y de liquidación propiamente dicha, le denominan liquidación del 

tributo. 

Ahora, bajo el supuesto que en la fase de fiscalización se constate el incumplimiento de 

obligaciones tributarias formales ðconfiguración de una infracciónð, la imposición de la 

correspondiente sanción deberá realizarse previo el procedimiento establecido en el artículo 

260 del Código Tributario. En este caso, siempre se configuran e identifican dos etapas 

concretas: la fase de fiscalización y la fase contradictoria de audiencia y apertura a pruebas 

para la imposición de sanciones aisladas. 

Ambas fases componen un solo procedimiento ðdualista en su naturalezað, pero son 

independientes y autónomas respecto de su contenido y de los resultados del ejercicio de las 

facultades que cada una importa y representa: (1°) la fase de fiscalización como ejercicio de 

las facultades de control, inspección, investigación y fiscalización, y, (2°) la fase de 

liquidación oficiosa del impuesto, y, en su caso, la fase de imposición de sanciones 

aisladas, como ejercicio de la facultad de determinación oficiosa de impuestos y de la 

facultad sancionadora, respectivamente. 

 

 

REVOCATORIA DE LA FASE CONTRADICTORIA DE AUDIENCIA Y APERTURA 

A PRUEBAS PARA LA IMPOSICIÓN DE SANCIONES AISLADAS NO INVALIDA  

EL INFORME DE AUDITORIA 

 

 

c) Del informe de auditoría objetado por la demandante 
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La parte actora ha presentado una copia simple de la resolución del TAII por medio de la 

cual se revocó la resolución de la DGII que imponía una sanción contra la demandante. Es 

evidente que el fundamento de tal decisión fue el hecho de que la sociedad demandante, al 

momento de imponérsele la sanción acotada, no fue requerida para que subsanara el 

incumplimiento cometido, en los momentos señalados en el artículo 261 número 2 del 

C·digo Tributario (folio [é]). 

 

Los vicios del procedimiento que fundamentan la revocatoria pronunciada por el TAII, se 

circunscriben y limitan a la fase contradictoria de audiencia y apertura a pruebas para la 

imposición de sanciones aisladas, y no a la fase de fiscalización. Los momentos señalados 

para subsanar el incumplimiento de la infractora se encuentran incrustados en la fase de 

imposición de la sanción, mientras que el Informe de Auditoría que evidencia el 

incumplimiento de la obligación formal de pago a cuenta, y el nombramiento de la 

Auditora Fiscal para tal cometido (Auto de Designación), se encuentran adheridos a la fase 

de fiscalización. 

 

Por lo anterior, esta Sala considera que la DGII, al retomar el Informe de Auditoría del 

procedimiento que había sido declarado viciado en su forma para imponer la multa que es 

parte de los actos controvertidos en esta sede, no ha violentado ningún derecho a la parte 

actora, ya que la revocatoria pronunciada por el TAII únicamente invalidó la fase 

contradictoria de audiencia y apertura a pruebas para la imposición de sanciones aisladas. 

 

 

INCUMPLIMIENTO DE OBLIGACIÓN GENERA LA IMPOSICIÓN DE SANCIONES 

ESTABLECIDAS EN LA LEY 

 

 

5. Del nexo de culpabilidad entre la conducta de la demandante y la infracción atribuida, y 

la supuesta multa confiscatoria impuesta en virtud del artículo 105-a de la LISR 
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La parte actora ha se¶alado que: ñen este caso la Direcci·n General de Impuestos Internos 

en la resolución impugnada no especificó el dolo ni la conducta antijurídica y lesiva, todo 

se determin· en base a criterio" (folio[é]). 

 

Adicionalmente, la demandante establece que existe una inconstitucionalidad en la 

aplicación del artículo 105-A de la LISR ðaplicable para los períodos de imposición 

fiscalizadosð aduciendo que en virtud de dicha disposición, se impuso una multa 

confiscatoria. 

 

Respecto de lo argumentado por la demandante, esta Sala puntualiza lo siguiente: 

a) Doctrinariamente, por infracción administrativa se ha entendido aquel comportamiento 

contraventor de lo dispuesto en una norma jurídica al que se apareja una sanción 

consistente en la privación de un bien o un derecho, y que no aparece calificado en el 

ordenamiento jurídico como delito o falta. 

Concretamente, la infracción administrativa tributaria supone la violación a las normas que 

imponen y exigen el cumplimiento, bajo un sentido y forma concreta, de las obligaciones 

tributarias sustantivas y formales del sistema jurídico fiscal vigente o aplicable. El Derecho 

Tributario marca de esta forma los límites objetivos de estas infracciones. 

El Anticipo o Pago a Cuenta constituye una Obligación Tributaria Formal. Al respecto, el 

artículo el artículo 72 inciso sexto de la LISR ðaplicable para los períodos de imposición 

fiscalizadosð señala que ante el incumplimiento de dicha obligación, el infractor incurrirá 

en las sanciones previstas en dicha ley, según su naturaleza. 

 

Por lo anterior, el artículo 105-A del cuerpo normativo en referencia ha determinado que: 

"Cuando los sujetos obligados al anticipo o pago a cuenta que de conformidad con el inciso 

6° del Art. 72 no declararen ni pagaren en el término establecido lo que corresponde en tal 

concepto, se les aplicará una multa equivalente al 50% de la suma dejada de enterar. 

Igual sanción se aplicará a dichos sujetos cuando omitieren por cualquier circunstancia 

presentar la declaración respectiva". 

Atendiendo la disposición citada, se concluye que la infracción a que alude el artículo 72 

inciso sexto de la LISR, constituye una infracción de mera actividad, es decir, que no 
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requiere que la acción vaya seguida de un resultado separable espacio-temporalmente de la 

conducta. 

b) En relación a la objeción de la actora en cuanto a la falta de adecuación de su conducta a 

los elementos típicos de la infracción que se le atribuye, esta Sala concretiza que no basta la 

existencia de la conducta constitutiva de la infracción para la imposición de la multa, 

puesto que es necesario la existencia de un nexo de culpa, dolo o negligencia para ello. 

Lo anterior no implica, sin embargo, que la Administración deba en cada caso, a priori, 

establecer la prueba de la negligencia o dolo para imponer la sanción. 

Hay casos en los cuales la conducta a sancionar es un hecho material fácilmente 

comprobable (infracción de mera actividad), aquí el nexo de culpabilidad ha de establecerse 

cuando, al brindársele al administrado la oportunidad de exponer las razones por las cuales 

incurrió en dicha conducta, éste expone si hubo fuerza mayor o caso fortuito, que lo eximan 

de dolo o culpa. 

La Administración, en aras de respetar este principio y la presunción de inocencia, está 

obligada a valorar las razones que éste señale, a fin de establecer si de ellas se desprenden 

motivos razonables que exoneren de la culpabilidad o negligencia al contribuyente. 

En el caso sub júdice, se ha demostrado la existencia de la infracción atribuida a la 

contribuyente social, y que la misma tuvo la oportunidad, en sede administrativa, de 

exponer y probar el aspecto subjetivo de su conducta. Sin embargo, ésta no expuso razón 

alguna que justificara los motivos de su incumplimiento, y tampoco lo hace en esta sede 

con los argumentos que corresponden a este punto. La mera afirmación de la inadecuación 

de su conducta al tipo sancionatorio es insuficiente para apreciar la falta de tipicidad. 

 

Por lo anterior, se concluye que la multa impuesta por el concepto antes mencionado es 

legal, por consiguiente, también lo es el acto que la confirma. 

 

 

MULTA IMPUESTA AL CONTRIBUYENTE POR LA SUMA DEJADA DEPERCIBIR 

EN CONCEPTO DE PAGO A CUENTA, NO CONSTITUYE UNA SANCIÓN 

PECUNIARIA CONFISCATORIA 
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c) El artículo 106 inciso 5° de la Constitución establece que "Se prohíbe la confiscación ya 

sea como pena o en cualquier otro concepto (é) 

 

La jurisprudencia constitucional ha señalado que la confiscación puede entenderse en un 

sentido restringido y en otro amplio. En el primero, atiende al apoderamiento, por el 

Estado, de todos los bienes de una persona, sin compensación alguna a favor de ésta, 

apoderamiento realizado a título de supuesta sanción al comportamiento o conducta del 

titular de los bienes confiscados, pero que en realidad se realiza a título de represalia o 

venganza (Sentencia de 6-IX-1999, Inc. 23-1998). En el segundo sentido ðmás 

adecuadoð, no se limita a los casos de desapoderamiento de la totalidad o de una parte 

sustancial de los bienes de una persona, sino que se aplica a todo acto que altere un derecho 

patrimonial de forma arbitraria. 

 

Miguel Marienhoff afirma que hay dos tipos de confiscación, la expresa, que se concreta en 

la confiscación penal propiamente dicha, y la confiscación de hecho o indirecta, que deriva 

de normas sean civiles, administrativas o fiscales irrespetuosas del derecho de propiedad 

establecido en la Constitución. Así, una ley o disposición civil, administrativa o fiscal, 

puede resultar confiscatoria si al establecer una sanción pecuniaria o al exigir el pago de un 

tributo, lo hace en forma opresiva, fijando al respecto un monto cuyo porcentaje exceda de 

determinado límite razonable o absorba todo o gran parte del capital o renta de quien 

resulte obligado a semejante pago o contribución; por lo cual la norma punitiva que no 

guardase relación con el hecho o conducta reprimido y con las circunstancias del caso, sería 

irrazonable, derivando de ahí su posible inconstitucionalidad. 

 

En ese orden de ideas, la sanción administrativa consistente en multa, puede ser calificada 

como confiscatoria cuando absorba una parte sustancial de la propiedad o de la renta del 

infractor. La razonabilidad de la imposición se debe establecer en cada caso concreto, 

según exigencias de tiempo y lugar y según los fines identificables en cada sanción 

pecuniaria. 
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En el presente caso, esta Sala determina que la multa impuesta a la sociedad actora, por una 

cuantía equivalente al cincuenta por ciento (50%) de la suma dejada de enterar en concepto 

de pago a cuenta, no constituye una sanción pecuniaria confiscatoria. Mediante una 

interpretación lógica de la norma sancionadora (artículo 105-A LISR), y teniendo como 

base el contraste de las consecuencias de su sentido y alcance con la realidad objetiva de la 

demandante, este Tribunal considera que la capacidad económica de la misma no se ha 

visto agotada, ni superada, de manera desproporcionada e irrazonable; la multa impuesta es 

razonablemente asequible en atención a la capacidad económica de la demandante, y se 

vuelve una consecuencia adecuada y proporcionada, en su naturaleza como en su magnitud, 

a la correspondencia normativa directa entre la infracción comedida y la sanción aparejada 

a la misma. 

 

 

IMPUESTO SOBRE LA RENTA : DIFERENCIAS ENTRE PAGO O ANTICIPO A 

CUENTA 

 

 

6. De las obligaciones de pago o anticipo a cuenta y pago del impuesto sobre la renta (ISR) 

La sociedad actora ha determinado que, a partir de la configuración del hecho generador del 

ISR, al haberse liquidado la obligación principal ðISRð, no tiene cabida la exigibilidad 

de responsabilidad del pago de una obligación accesoria ðPago o Anticipo a Cuentað, ya 

que ésta última se ha extinguido con la principal. 

 

La doctrina en materia tributaria ha señalado que la obligación formal del Anticipo o Pago 

a Cuenta supone la descomposición del ISR, respecto de las personas jurídicas, en dos 

obligaciones diferentes. Por un lado, la obligación tributaria principal, que surge de la 

realización del hecho imponible, y por el otro, la correspondiente a los ingresos a cuenta, 

que constituye una obligación distinta a la principal y autónoma. 

 

Este Tribunal determina que la obligación de pago a cuenta y la obligación del pago del 

ISR, constituyen obligaciones tributarias diferentes y autónomas respecto, por ejemplo, de 
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su naturaleza, nacimiento y base imponible para su cálculo; sin embargo, aún cuando es 

marcada la diferencia en los puntos ilustrativos, ambas obligaciones ðaunque con la 

utili zación de diferentes mediosð se relacionan en su fin: el pago anual del ISR. 

 

En cuanto a su naturaleza, la obligación del Anticipo o Pago a Cuenta constituye una 

obligación tributaria formal, mientras que la del pago del ISR constituye una obligación 

tributaria sustantiva. 

 

Respecto del nacimiento de cada una de las obligaciones mencionadas, la del Anticipo o 

Pago a Cuenta del ISR nace, con carácter general, para la entidad pagadora del ISR, no en 

el momento del devengo, sino en el de la exigibilidad de las rentas sujetas al ingreso a 

cuenta (artículo 73 de la LISR, vigente para los períodos impositivos fiscalizados, y, 152 

del Código Tributario); mientras que la del pago del ISR nace a partir de la media noche del 

último día del ejercicio o período impositivo de que se trate (artículos 43 de la LISR y 41 

del RLISR, vigentes para los períodos impositivos fiscalizados, y, artículos 264 del Código 

Tributario y 139 del Reglamento de Aplicación del Código Tributario). 

 

c) En relación a la base imponible, la obligación formal del Pago o Anticipo a Cuenta posee 

como tal el 1.5 % de los ingresos brutos de la persona jurídica obligada al entero a cuenta 

(artículo 72 inciso 3° de la LISR, vigente para los períodos impositivos fiscalizados, y, 151 

inciso 3° del Código Tributario), mientras que la obligación del pago del ISR posee como 

base imponible el 25% de la renta gravable de la persona jurídica obligada a dicho pago 

(artículo 41 de la LISR, vigente para los períodos impositivos fiscalizados, y, 41 de la 

LISR, hoy vigente). 

 

Este tribunal concluye que el principio de accesoriedad que rige principalmente en materia 

de Derecho Privado, y por el cual se concibe que lo accesorio sigue la suerte de lo principal 

en relación a la extinción de las obligaciones, no es aplicable al presente caso, ya que las 

obligaciones tributarias objeto de análisis son diferentes en su génesis, organización y 

delimitación de los medios respecto del fin de la tributación en materia de renta. 
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Tales diferencias llevan a que cada obligación, una formal y otra sustantiva, se revistan de 

autonomía ðpor su misma naturalezað en el momento en que se vuelven exigibles y, 

cuando se ejecuta la correspondiente sanción, en virtud de su incumplimiento. 

 

No se niega la relación teleológica de ambas obligaciones, pero se reafirma su 

independencia en las consecuencias de su exigibilidad, por lo que es erróneo concebir ð

como lo señala la parte actorað que al haberse liquidado la obligación de pago del 

Impuesto Sobre la Renta no se puede exigir el Pago o Anticipo a Cuenta, aduciendo que 

®ste ¼ltimo se ha extinguido con la obligaci·n principal.ò 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 255-R-2004, DE FECHA  

22/02/2011) 

 

 

 

 

BANCO CENTRAL DE RESERVA DE EL SALVADOR  

 

INEXISTENCIA DE OBLIGACIÓN DE PAGO DE IMPUESTOS MUNICIPALES 

CUANDO NO POSEE LA CALIFICACIÓN DE SUJETO PASIVO EN LA TARIFA DE 

ARBITRIOS MUNICIPALES DE SAN SALVADOR 

 

"La Institución demandante pretende que se declare la ilegalidad de los siguientes actos 

administrativos: 1) El pronunciado por la Gerencia Financiera Unidad de Fiscalización de 

la Alcaldía Municipal de San Salvador a las diez horas del dieciséis de noviembre de dos 

mil seis, en el que se resuelve aplicar el impuesto municipal complementario determinado 

para los ejercicios dos mil dos, dos mil tres y dos mil cuatro; y 2) El Acuerdo del Concejo 

Municipal de San Salvador referencia SE-290108-10.2, tomado en sesión del día 

veintinueve de enero de dos mil ocho, en el que acuerda declarar no ha lugar el recurso de 

apelación interpuesto por el señor [...], en su calidad de apoderado general administrativo y 

judicial de [la demandante], y confirma la resolución emitida por la Gerencia Financiera 

Unidad de Fiscalización, el día dieciséis de noviembre de dos mil seis. 
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Hace recaer la ilegalidad de las resoluciones impugnadas, principalmente en los siguientes 

aspectos: 

Quebrantamiento del Principio de reserva de ley, por aplicación ilegal de la Tarifa de 

Arbitrios de la Municipalidad de San Salvador. 

Violación al artículo 18 inciso tercero de la Ley General Tributaria Municipal, en relación 

con el 158 y 159 de dicha norma; y 

Errónea interpretación del numeral 03.1 de la Tarifa de Arbitrios Municipales de San 

Salvador. 

La decisión en la presente sentencia, estará delimitada a establecer si la Demandante es 

sujeto pasivo de Impuestos Municipales, y por lo tanto se encuentra en la obligación al 

cumplimiento de los actos administrativos impugnados. [...] 

 

3)  Relacion cronológica en sede administrativa. 

Consta [...], memorándum dirigido a la Institución demandante, de fecha dos de marzo de 

dos mil seis, en el que le solicitan exhibición de sus originales de la siguiente 

documentación: Declaraciones de Impuestos Municipales y de Renta de los ejercicios 

financieros de los años dos mil dos, dos mil tres y dos mil cuatro; Estados Financieros con 

sus respectivos anexos; y Libro de Estados Financieros de los mismos años. En fecha 

veintiuno de marzo de dos mil seis, se ordena citación con la documentación requerida, 

generándose diferentes reuniones entre el Gerente del Banco Central de Reserva de El 

Salvador y los Agentes Fiscalizadores de la Alcaldía Municipal [...], no haciéndose entrega 

de la documentación solicitada. Posteriormente, el Jefe Interino del Departamento 

Financiero de la Institución Demandante, remite al Jefe del Departamento de Fiscalización, 

nota donde de adjunta diskette que contiene las Leyes que justifican las deducciones que 

efectúan en la base tributaria [...]. 

Resultado del análisis de la documentación presentada, en fecha tres de octubre de dos mil 

seis [...], se notifica Auto de Verificación Tributaria, ante el cual presenta escrito la 

Institución Demandante el dieciocho de octubre de dos mil seis, en el que manifiesta que no 

puede ser considerada como empresa financiera, sino que es una entidad autónoma exenta 

de impuestos, ante ello, el dieciséis de noviembre de dos mil seis, se decretó el primer acto 
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administrativo impugnado [...], del cual se apeló, dando origen al segundo acto 

administrativo. 

4) Analisis del caso. 

Del Principio de Reserva de Ley. 

La Institución Demandante manifiesta que hay quebrantamiento del principio de reserva de 

ley al aplicarse ilegalmente la Tarifa de Arbitrios de la Municipalidad de San Salvador. 

El concepto de la reserva de ley se ha entendido como una garantía, en el sentido que un 

determinado ámbito vital de la realidad, dependa exclusivamente de la voluntad de los 

representantes y los ciudadanos. La Sala de lo Constitucional ha expresado al respecto de la 

reserva de ley: "es un medio para distribuir la facultad de producir disposiciones jurídicas 

entre los órganos y entes públicos con potestad para ello, otorgándole preferencia a la 

Asamblea Legislativa en relación con ciertos ámbitos de especial interés para los 

ciudadanos (...) como modo de asegurar, por otro lado, que su adopción venga acompañada 

necesariamente de un debate público en el que puedan concurrir libremente los distintos 

representantes del pueblo" (Sentencia de Inconstitucionalidad ref. 27-99 de fecha seis de 

septiembre de dos mil uno). 

El principal problema en el área de la reserva de ley es determinar qué materias están 

incluidas en dicha zona. En atención a lo anterior, la Sala de lo Constitucional agrega en la 

sentencia antes relacionada lo siguiente: "El punto de partida es la idea que la reserva de ley 

no está constituida sobre un único objeto, sino que se mueve en diferentes ámbitos 

formando un conjunto heterogéneo, alcanzando aspectos relacionados básicamente con el 

patrimonio, la libertad, la seguridad y la defensa. Con relación al primero, están reservados 

a ser establecidos por ley, v. gr., los impuestos y la expropiación forzosa, (...) también está 

reservada a la ley la elaboración del catálogo de los delitos y las penas, como supuestos que 

habilitan al Estado a privar de la libertad, vía pena de prisión, o a afectar el patrimonio, vía 

pena de multa (...). Finalmente, vinculados a la seguridad y defensa, se pueden entender 

reservadas a la ley la limitación a los derechos fundamentales, la configuración esencial del 

proceso jurisdiccional y el mantenimiento tanto de la paz social como de la seguridad -

material y jurídica- de la generalidad". 

Suscribiéndonos al presente caso, los artículos 2 y 11 de la Ley General Tributaria 

Municipal definen en su orden que: "Las leyes y ordenanzas que establezcan tributos 



 

Volver al índice Ą 

municipales determinarán en su contenido: el hecho generador del tributo; los sujetos 

activo y pasivo; la cuantía del tributo o forma de establecerla; las deducciones, las 

obligaciones de los sujetos activo, pasivo y de los terceros; las infracciones y sanciones 

correspondientes; los recursos que deban concederse conforme esta Ley General; así como 

las exenciones que pudieran otorgarse respecto a los impuestos. 

Dichas leyes y ordenanzas deberán fundamentarse en la capacidad económica de los 

contribuyentes y en los principios de generalidad, igualdad, equitativa distribución de la 

carga tributaria y de no confiscación"""".Y , 

«La obligación tributaria municipal es el vínculo jurídico personal que existe entre el 

Municipio y los contribuyentes o responsables de los tributos municipales, conforme al 

cual, éstos deben satisfacer una prestación en dinero, especies o servicios apreciables en 

dinero, al verificarse el hecho generador de la obligación tributaria, en el plazo 

determinado por la ley u ordenanza que lo establezca o en su defecto, en el estipulado en 

esta Ley (...)» 

Los artículos transcritos supeditan el nacimiento de la obligación tributaria ðen su sentido 

material o sustantivoð a la existencia o realización del hecho generador, es decir, que el 

génesis o la causa de la obligación tributaria es el hecho generador. 

Cuando el legislador define a las exenciones (delimitadas dentro de la reserva de ley), 

presupone la existencia de la obligación tributaria sustantiva, y cuando define a esta última, 

presupone la existencia del hecho generador. En otras palabras, en un orden lógico, la 

realización del hecho generador da nacimiento a la obligación tributaria sustantiva y, 

necesariamente, la exención sólo procederá cuando exista esa obligación. 

El ordenamiento jurídico salvadoreño regula la figura de la exención de la siguiente 

manera: «Exención es la dispensa legal de la obligación tributaria sustantiva» (artículo 64 

del Código Tributario) y «Exención tributaria es la dispensa legal de la obligación tributaria 

sustantiva o pago del tributo, establecida por razones de orden público, económico o 

social» (artículo 49 de la Ley General Tributaria Municipal). 

La descripción objetiva que el legislador ha considerado como elemento material para el 

presente caso, se encuentra regulada en los artículos 1 en relación con el 87 de la Ley 

Orgánica del Banco Central de Reserva de El Salvador, los cuales establecen en su orden: « 

Art. 1.- El Banco Central de Reserva de El Salvador, creado como institución pública de 
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crédito de carácter autónomo, se regirá en lo sucesivo por las disposiciones de la presente 

Ley. 

El Banco Central de Reserva de El Salvador que en el texto de esta Ley podrá denominarse 

"el Banco Central", o "el Banco", es una institución pública autónoma de carácter técnico, 

de duración indefinida, con personalidad jurídica y patrimonio propio». Y, «Art. 87.- El 

Banco está sujeto al pago de toda clase de impuestos. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, estarán exentos de toda clase de 

impuestos fiscales, vigentes o por establecerse los negocios, actos, contratos y obligaciones 

financieras que el Banco realice como resultado de las atribuciones y funciones que esta 

Ley establece. Sin embargo, el Banco podrá emitir títulos valores gravables y no gravables 

por el impuesto sobre la renta de acuerdo con las condiciones del mercado de dichos 

instrumentos». 

El legislador, ha establecido claramente a la Institución Demandante como Sujeto Pasivo de 

toda obligación tributaria en aquellos servicios que reciba de ésta, exceptuando de dicho 

pago aquellos negocios, actos, contratos y obligaciones financieras que el Banco realice 

como resultado de sus atribuciones y funciones establecidas. Según lo analizado en el 

Expediente Administrativo, los auditores objetaron los siguientes rubros: como concepto de 

Reserva Laboral no reflejados en el Balance General correspondiente; Activos invertidos en 

otras jurisdicciones; Mobiliario y Equipo de Recreación; Títulos Valores Garantizados por 

el Estado, exentos de Impuestos de los que no se presentó documentación probatoria de la 

adquisición y tenencia de los mismos; tampoco se reflejó la Reserva Legal en los Estados 

Financieros; asimismo la Institución Demandante no presentó la documentación probatoria 

en concepto de los Bienes en Fideicomiso, o la tenencia de los mismos, habiéndose 

notificado en legal forma dichos valores objetados a la Demandante, quien hizo caso omiso 

y no desvirtuó ni presentó la prueba en su oportunidad, no dando cumplimiento al inciso 

segundo del artículo 87, sin embargo, la Institución demandante señala que la autoridad 

demandada violó el artículo 18 inciso tercero de la Ley General Tributaria Municipal, en 

relación con los artículos 158 y 159 de dicha norma. 

Los artículos 18, 158 y 159 de La Ley General Tributaria Municipal señalan: 

""""""SUJETO PASIVO DE LA OBLIGACION TRIBUTARIA MUNICIPAL 
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Art. 18.- inciso tercero: El Estado de El Salvador, sus Instituciones Autónomas incluyendo 

CEL y ANTEL, y los Estados Extranjeros serán sujetos pasivos de las tasas por los 

servicios municipales que reciban. Las Instituciones Autónomas que realicen actividades 

industriales, comerciales o de servicios, con excepción de las de seguridad social, serán 

también sujetos pasivos de impuestos municipales. 

Actualizacion de tarifas de arbitrios municipales con esta ley 

Art. 158.-Los Municipios de la República de conformidad a esta Ley, deberán actualizar 

sus tarifas tributarias en base a lo establecido en los artículos 126 y 127, en lo referente a 

los impuestos, y de acuerdo a los incisos segundo y tercero del artículo 130, en lo que 

corresponde a tasa. 

Inciso segundo derogado (1),(2) 

Inciso tercero derogado (2) 

Las ordenanzas referentes a las contribuciones especiales, se emitirán en ocasión de 

decidir la realización de las obras públicas o actividades especiales del Municipio, 

atendiendo los límites que establece el inciso segundo del artículo 146 de esta Ley. 

Art. 159.-Mientras no entren en vigencia las leyes y ordenanzas de creación de tributos 

municipales que deben emitirse de conformidad con esta Ley, los Municipios aplicarán sus 

actuales Tarifas de Arbitrios Municipales, y respecto a las tasas por los servicios a que se 

refiere el artículo 131 de esta Ley, la tarifa establecida en el Decreto número 519 del 5 de 

diciembre de 1980, publicado en el Diario Oficial número 230, Tomo número 260 de la 

misma fecha."""" 

También señalan las autoridades demandadas que en el artículo 18 inciso 3º de la Ley 

General Tributaria Municipal no se encuentra cobertura para incluir a [la demandante] 

como sujeto pasivo, ya que sería reforzar esta interpretación, debiendo delimitarse con lo 

establecido en los artículos 158 y 159, no siendo aplicable según su ver la Tarifa de 

Arbitrios de la Municipalidad de San Salvador. 

El conflicto, antinomia o concurso de normas jurídicas que señala la Institución 

Demandante, se presenta cuando entre dos o más normas existe contradicción entre sí; pero 

en el presente caso, entre las dos normas relacionadas no existe contradicción, pues cada 

una de ellas tiene un ámbito de validez diferente. 
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Respecto a la errónea interpretación del numeral 03.1 de la Tarifa de Arbitrios de la 

Municipalidad de San Salvador, dicha normativa señala: 

03.1 Empresas financieras 

Considérense empresas financieras, las instituciones de crédito, los bancos privados, 

sucursales de bancos extranjeros, asociaciones de ahorro y préstamo, empresas que se 

dediquen a la compra y venta de valores, empresas de seguros y cualquier otra, que se 

dedique a operaciones de crédito, financiamiento, afianzadoras, montepíos o casas de 

empeño y otras similares. Pagarán conforme la siguiente tabla» 

Nos encontramos en la necesidad de establecer en esta oportunidad si [la demandante], 

como sujeto tributario se encuentra dentro de los sujetos que la tarifa establece. Se observa 

que la controversia se suscita básicamente al hecho que las autoridades demandadas han 

calificado a la demandante como sujeto pasivo de la obligación tributaria de Impuestos 

Municipales, y que realiza el hecho generador descrito en la normativa aplicable en el 

presente caso, como es el art. 18 inc. 3° de la Ley General Tributaria Municipal, y el art. 

03.1 de la Tarifa de Arbitrios de la Municipalidad de San Salvador, como Empresa 

Financiera, frente al artículo 1 de la Ley Orgánica del Banco Central de Reserva, que la 

determina como Institución Pública de crédito de carácter autónoma. 

Las apreciaciones efectuadas por la Municipalidad de San Salvador en cuanto a la tipicidad 

del hecho imponible, no corresponde a la determinada en la Tarifa de Arbitrios de la 

Municipalidad de San Salvador para [la demandante]. La tipicidad del hecho imponible es 

una situación tomada como hipótesis condicionante el cual debe estar señalado con todos 

los elementos que lo componen, y deben permitir con certeza inequívoca su adecuación a 

los elementos establecidos por el legislador en la norma. El hecho generador debe de estar 

descrito de una forma completa en el precepto normativo, pues con ello, entre otras 

finalidades, cumple con dar certeza jurídica al nacimiento de la obligación tributaria, y 

permite individualizar a los tributos en su género (tasas, impuestos o contribuciones 

especiales) o en su especie (diversas tasas entre sí, o impuestos entre sí o contribuciones 

especiales entre sí). 

Por lo expuesto, la Institución demandante no tiene la calidad de Empresa financiera, por lo 

tanto, sin un sujeto pasivo no existe el hecho generador ni impuesto correspondiente, pues 

es aquel quien ejecuta el hecho generador con sus actos, quien se obliga con la 
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municipalidad correspondiente. Resulta por lo tanto innecesario determinar la naturaleza de 

las actividades que realizó la demandante y que no proporcionó la documentación 

correspondiente, puesto que no tiene la calidad de sujeto pasivo en la Tarifa de Arbitrios de 

la Municipalidad de San Salvador, pues su función es pública en cuanto a los negocios, 

actos, contratos y obligaciones financieras que el Banco realice como resultado de las 

atribuciones y funciones que la Ley le establece. Por lo tanto si la Municipalidad desea 

gravar a la demandante con un Impuesto Municipal, debe promulgar la reforma a la Ley 

específica, a fin de que no se violente la Legalidad Tributaria y por ende la Seguridad 

Jurídica de los administrados, en relación a la exención otorgada a la demandante, por su 

propia naturaleza. 

5) Conclusión. 

Del estudio del Expediente Administrativo y disposiciones legales, ésta Sala concluye que 

las resoluciones emitidas por las autoridades demandadas son ilegales, puesto que a la 

Institución Demandante no le es otorgada la calidad de Sujeto Pasivo en la Tarifa de 

Arbitrios de la Municipalidad de San Salvador, por lo que deberá declarársele exenta de la 

determinación de la obligación a la que fue sujeta por medio de las resoluciones 

impugnadas." 

(SALA DE LO CONT ENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 129-2008, DE FECHA  

20/07/2011) 

 

 

 

 

 

 

BASES DE LICITACIÓN  

 

INSTRUMENTO JURÍDICO QUE FIJA LOS EXTREMOS CONTRACTUALES Y 

PROCEDIMENTALES DE LA LICITACIÓN 

 

ñObjeto y límites de la pretensión 
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CPK CONSULTORES, S.A. DE C.V. pretende que se declare la ilegalidad de los 

siguientes actos emitidos por el Consejo Directivo del ISSS: (a) la resolución de 

adjudicación de la "LICITACIÓN PÚBLICA NÚMERO O-009/2005, MEJORAMIENTO 

DE LA UNIDAD MÉDICA DE ILOPANGO, ISSS-LLAVE EN MANO", del diecinueve 

de diciembre de dos mil cinco; y, (b) la resolución del recurso de revisión, en la cual se 

confirma la decisión descrita en la letra anterior. 

 

En síntesis, los argumentos esgrimidos por la demandante para sustentar la pretensión 

contencioso administrativa, son los siguientes: 

 

1°) La autoridad demandada no requirió de CPK CONSULTORES, S.A. DE C.V. la 

subsanación de documentos, cuando por virtud de la LACAP y las Bases de Licitación 

estaba obligado a ello. 

 

2°) ASTALDI S.p.A., Sucursal El Salvador, tercero beneficiario con los actos impugnados, 

no presentó las constancias ðen la forma exigida en las Bases de Licitaciónð para 

acreditar su experiencia en instalaciones eléctricas e instalación de aire acondicionado, 

construcción de edificaciones y diseño; sin embargo, le fueron dados los puntos máximos 

en la evaluación de tales requisitos, lo que permitió la valoración de su oferta para la 

posterior adjudicación. 

La demandante sostiene lo anterior a partir de las siguientes consideraciones: 

la autoridad demandada equívocamente sostuvo que el Convenio de la Haya Sobre la 

Eliminación del Requisito de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros valida las 

constancias presentadas por ASTALDI S.p.A. para acreditar la experiencia requerida en las 

Bases de Licitación, las cuales estaban redactadas en idioma italiano, apostilladas y con una 

traducción al castellano libre e incompleta y no de acuerdo con el artículo 24 de la Ley del 

Ejercicio Notarial de la Jurisdicción Voluntaria y de Otras Diligencias; y, 

ASTALDI S.p.A. presentó constancias de desarrollo de proyectos "Llave en Mano", las 

cuales erróneamente fueron tomadas como proporcionales a las constancias 

individualmente solicitadas para cada uno de los rubros de experiencia determinados en las 

Bases de Licitación: acreditación de experiencia en diseño de proyecto de construcción, en 
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construcción de edificaciones de proyectos y en la ejecución de contratos de obra bajo la 

modalidad "Llave en Mano". 

 

3°) La demandante manifiesta que existió una mala valoración de los criterios para la 

adjudicación, ya que su oferta era "técnicamente mejor y con un precio en más de medio 

mill·n de d·lares inferior (...)" (folio[é] vuelto) a la de ASTALDI S.p.A. 

 

4°) La demandante señala que la resolución de adjudicación a ASTALDI S.p.A. carece de 

motivación. 

 

A partir de cada uno de los argumentos enumerados, la demandante concibe, 

imbíbitamente, la vulneración a los principios de Libre Competencia e Igualdad y 

Racionalidad del Gasto Público contemplados en los artículos 2 inciso segundo letras b) y 

c) del RLACAP y 55 del RLOAFE, y, la aplicación errónea de las Bases de Licitación. 

 

2. De la licitación pública, las bases de licitación y la subsanación de documentos en el 

procedimiento licitatorio 

La licitación pública constituye un procedimiento administrativo de selección de 

contratistas, realizado por entes públicos en ejercicio de la función administrativa, por 

medio del cual éstos invitan públicamente a una cantidad indeterminada de posibles 

interesados para que, con arreglo a las bases de licitación y condiciones pertinentes, 

formulen ofertas de entre las cuales se seleccionará la más conveniente al interés público a 

partir del análisis de los aspectos técnicos y económico financieros de las mismas. 

Durante el procedimiento licitatorio se siguen determinados requisitos legales que le 

otorgan validez y tienden a asegurar la mayor transparencia, legalidad y legitimidad del 

mismo. Un procedimiento de licitación dirigido conforme a Derecho es garantía de una 

sana administración, salvaguarda de los intereses de la comunidad, de los intereses y 

derechos de los particulares y también de aquél o aquellos que ordenan o ejecutan obras o 

servicios con dineros públicos. 
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La adjudicación constituye el acto culminante del procedimiento licitatorio por medio del 

cual el ente público determina, declara y acepta la propuesta más conveniente, habilitando 

la futura celebración del contrato. 

 

De lo dicho pueden establecerse dos premisas básicas: (a) el procedimiento de licitación 

tiene un carácter público y constituye una expresión no solo de la legalidad de la voluntad 

administrativa formada en el mismo, sino de garantía de los particulares; y, (b) éste debe 

realizarse con estricto apego a la normativa aplicable [Ley de Adquisiciones y 

Contrataciones de la Administración Pública (LACAP) y su Reglamento] y a las Bases de 

Licitación. 

 

a) De las Bases de Licitación, su contenido y su vinculación preceptiva para los Ofertantes. 

Las Bases de Licitación o pliego de condiciones, como se les conoce en la doctrina, 

configuran el instrumento jurídico que fija los extremos contractuales y procedimentales de 

la licitación, entre ellos su objeto y las condiciones para ser admitido a la misma. Dichas 

condiciones, que encuentran su origen en las necesidades mediatas e inmediatas que se 

pretenden llenar por la Administración, son fijadas unilateralmente por ésta. 

Dicho instrumento debe redactarse en forma clara y precisa a fin de que los interesados 

conozcan en detalle el objeto de las obligaciones contractuales, los requerimientos y las 

especificaciones de las mismas para que las ofertas comprendan todos los aspectos 

pertinentes, armonicen con ellos y sean presentadas en igualdad de condiciones. 

Las bases prescriben, por regla general, cuatro postulados en su contenido: 1°) el objeto 

licitado, el cual se debe definir mediante elementos cualificativos y cuantitativos de 

individualidad que se ciñan a las necesidades de la Administración Pública; 2°) las 

exigencias relativas a los sujetos y a las propuestas u ofertas, lo cual hace referencia a las 

condiciones jurídicas de capacidad y habilitación técnica financiera ðcomo condiciones 

mínimas de un oferente frente a la potencial ofertað, junto con la determinación de los 

requerimientos de la oferta en concreto (condiciones formales, técnicas y económicas para 

la presentación de la oferta, admisión y posterior valoración para una eventual 

adjudicación); 3°) las cláusulas obligatorias o prohibitivas, las cuales pueden tener un 

carácter expreso o implícito, dado que las mismas regularmente ya se encuentran 



 

Volver al índice Ą 

contenidas en disposiciones legales positivas, o aún devienen de los principios generales 

del derecho, y las directrices contractuales; y, 4°) la fijación de actos y afectaciones 

procedimentales, que sientan las reglas del procedimiento a seguir, lo que incluye el 

ejercicio de ciertos derechos y cumplimiento de solemnidades por el carácter especial para 

la presentación de las ofertas. 

Tales postulados, en buena medida, se ven retomados en los artículos 44 y 45 de la LACAP 

(contenido de las Bases de Licitación). 

A partir del análisis del contenido de las Bases de Licitación, se evidencia que las mismas 

constituyen un derecho positivo derivado de una relación precontractual. Así, éstas 

componen un plus o infra orden normativo que sienta los elementos primigenios de una 

licitación, calificada por las particularidades de su objeto y sujetos intervinientes, elementos 

que no se encuentran en oposición al orden normativo general, sino que constituyen un 

complemento de éste. 

La licitación pública posee principios rectores que determinan el cumplimiento adecuado y 

eficaz del procedimiento, los cuales se materializan mediante los actos realizados por la 

Administración. 

Las Bases de Licitación dan cumplimiento al principio de igualdad, por el cual todos los 

oferentes deben tener un trato igualitario frente a la Administración, así: a) debe existir una 

consideración de las ofertas en plano de igualdad y concurrencia frente a los demás 

oferentes; b) deben respetarse los plazos establecidos en el desarrollo del procedimiento, 

evitando así favorecer a alguno de los concurrentes; c) la Administración Pública debe 

cumplir las normas positivas vigentes; d) debe notificarse oportunamente a todos los 

concurrentes; e) las Bases de Licitación, además de ser claras respecto de las estipulaciones 

habilitantes y límites para la admisión del oferente y la participación de su propuesta para 

su posterior valoración, deben ser inalterables, a fin de respetar el establecimiento de 

condiciones generales e impersonales; y, f) deben indicarse, con exactitud, las deficiencias 

formales subsanables que puedan afectar la postulación. 

DOCUMENTOS: SUBSANACIÓN POR LOS OFERENTES REQUIERE QUE ESTOS 

SE ENCUENTREN CALIFICADOS TAXATIVAMENTE COMO SUSCEPTIBLES DE 

SUBSANACIÓN 
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b) De la subsanación de documentos según las bases de licitación. 

La valoración de una oferta encaminada a una eventual adjudicación supone el 

cumplimiento de todos los requisitos formales especificados en las Bases de Licitación. 

En éstas, se establece con claridad cuáles son los documentos solicitados por el ente 

público que pueden ser subsanados, si en un primer momento no son presentados en 

cumplimiento de los requisitos formales fijados como condición de su admisión. 

Al respecto, el artículo 44 letra v) de la LACAP señala: 

"Las bases de licitación o de concurso contendrán por lo menos las indicaciones siguientes: 

v) Los errores u omisiones subsanables si lo hubieren". 

 

En el mismo sentido, el artículo 48 inciso segundo del Reglamento de la Ley de 

Adquisiciones y Contrataciones de la Administración Pública (RLACAP) determina que la 

Comisión de Evaluación de Ofertas, en caso de la omisión de algunos documentos por parte 

de los licitantes, "solicitará por escrito los documentos que deberán agregarse o completarse 

y el plazo con que contará para la subsanación, siempre y cuando se haya establecido en las 

bases" (el subrayado es nuestro). 

A partir de las anteriores disposiciones se concluye que la subsanación de documentos por 

los ofertantes parte de un solo presupuesto: que en las Bases de licitación se haya 

determinado, específicamente, qué documentos, presentados en forma deficiente por el 

oferente, son susceptibles de subsanación. 

Esta es una manifestación de la potestad discrecional de la Administración Pública, ya que 

la determinación del contenido de las Bases de Licitación es una decisión unilateral, por 

supuesto, sometida a los parámetros legales establecidos en la LACAP y su reglamento, y 

los principios constitucionales que informan el procedimiento administrativo. 

En el caso sub júdice, CPK CONSULTORES, S.A. DE C.V. alega, fundamentalmente, que 

la autoridad demandada no le requirió la subsanación de documentos, cuando por virtud de 

la LACAP y las Bases de Licitación estaba obligada a ello. 

Al respecto, consta en las Bases de la Licitación, relativas al presente caso, que la autoridad 

demandada, en cuanto a la determinación de los documentos subsanables en el 

procedimiento licitatorio, señaló: "Para los efectos de la presente Licitación, serán 
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subsanables: 1. La falta de sellos en las Copias de la Oferta Técnica y Económica; 2. La 

no presentación de copia o fotocopia de la oferta; 3. La declaración jurada (artículos 25 y 

26 de la LACAP); 4. Solvencia del Régimen Salud del ISSS; 5. Solvencias Régimen IVM del 

ISSS; 6. Solvencia (s) extendida únicamente por la AFP (s) donde cotiza; 7. Solvencia 

Municipal, del lugar del domicilio que consta en la escritura de constitución de la 

sociedad, o del lugar del nuevo domicilio si hubiere habido cambio del mismo; 8. 

Fotocopia del Testimonio de la Escritura Pública de Constitución de la Sociedad y sus 

modificaciones si las hubiere, Nómina de la Junta Directiva de la Sociedad; 9. Original o 

Fotocopia LEGIBLE certificada por un Notario de los Estados Financieros básicos: 

Balance General inscrito en el Registro de Comercio y Estado de Resultados de los últimos 

dos ejercicios contables, debidamente auditados por un auditor externo autorizado por el 

Consejo de la Vigilancia de la Contaduría Pública; 10. Referencias bancarias: Crediticias 

o Cuentas de Ahorro o Inversiones del Ofertante; y, 11. Constancia del Área de 

Notificaci·n y Actualizaci·n de Proveedores de la UACIò (folios 115 y 116 del tomo 1 del 

Expediente Administrativo). 

En el Acta de la Comisión Evaluadora de Ofertas (folios [é] del tomo 22 del Expediente 

Administrativo), en el apartado relativo al incumplimiento de los requerimientos de las 

Bases de Licitación (folio [...] del tomo 22 del Expediente Administrativo), se establece que 

CPK CONSULTORES, S.A. DE C.V.: 

"No cumple con lo establecido en el numeral 8.5 EXPERIENCIA DE LA LICITANTE O 

SUBCONTRATISTAS EN INSTALACIONES ELÉCTRICAS, subnumeral 8.5.2, de los 

términos técnicos de la Base de Licitación, que literalmente expresa "Por cada proyecto 

reportado, se deberá anexar constancia original o copia certificada de parte de la empresa 

constructora o subcontratista en experiencia en Instalaciones Eléctricas. No se tomarán en 

cuenta las experiencias que no se acompañen con dicha constancia". La empresa No 

Cumple, pues no presenta constancias en original o copia certificada, por lo tanto se le 

asignan cero puntos (0.0)" (el subrayado es nuestro). 

"No cumple con lo establecido en el numeral 8.10 EXPERIENCIA DE LA EMPRESA O 

DEL PROFESIONAL ENCARGADO EN EL SUMINISTRO, INSTALACIÓN Y PUESTA EN 

FUNCIONAMIENTO DEL EQUIPO MÉDICO HOSPITALARIO, subnumeral 8.10.2, de 

los términos técnicos de la Base de Licitación, que literalmente expresa: Por cada proyecto 
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reportado, se deberá anexar constancia original o copia certificada de parte de la empresa 

constructora o subcontratista en la experiencia en el suministro, instalación y puesta en 

funcionamiento del equipo médico. No se tomarán en cuenta las experiencias que no se 

acompañen con dicha constancia". La empresa No Cumple, pues las constancias que 

presenta, son fotocopias a color, pero sin la debida Certificación Notarial, por lo tanto se 

le asignan cero puntos (0.0)" (el subrayado es nuestro). 

 

Tal como se puede apreciar, los documentos requeridos a la demandante para acreditar la 

experiencia en instalaciones eléctricas e instalación y puesta en funcionamiento de equipo 

médico hospitalario que, en un caso, no presentó, y en otro, lo hizo sin cumplir las 

formalidades exigidas por las Bases de Licitación, no se encontraban dentro de los 

documentos que las Bases habían calificado taxativamente como subsanables. 

Tal como al inicio se señaló, las Bases de Licitación son el instrumento jurídico que fija los 

extremos procedimentales de la licitación y los requisitos formales para la admisión de los 

participantes y la valoración de su oferta; en este sentido, CPK CONSULTORES, S.A. DE 

C.V. estaba obligada a presentar la documentación que le fue exigida, bajo las condiciones 

y formalidades establecidas en las respectivas Bases de Licitación, y no en otra forma. 

 

El liego de condiciones formales establecidas para la admisión de la oferta y su posterior 

valoración para una eventual adjudicación, no dependen de la voluntad y criterio de los 

participantes, sino que, impuestas tales condiciones ðunilateralmente por la 

Administraciónð, éstos se someten, voluntariamente, al cumplimento irrestricto de las 

mismas. Así, verificado el incumplimiento de los requisitos necesarios para la admisión y 

posterior valoración de la oferta, ya sea porque son aspectos no subsanables o, de serlo, en 

el plazo fijado para ello, no lo fueron, la propuesta deficiente debe ser expulsada del curso 

del procedimiento licitatorio. 

En relación con este punto es pertinente referirse al artículo 52 inciso tercero de la LACAP, 

el cual establece que: "Será de exclusiva responsabilidad del ofertante, que las ofertas sean 

recibidas en tiempo y forma, de conformidad con lo establecido en las bases de licitación o 

de concurso". 
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El mismo artículo 48 inciso segundo del RLACAP determina que la Comisión de 

Evaluación de Ofertas, en caso de la omisión de algunos documentos por parte de los 

participantes en el procedimiento licitatorio, "solicitará por escrito los documentos que 

deberán agregarse o completarse y el plazo con que contará para la subsanación, siempre 

y cuando se haya establecido en las bases". 

 

En el caso sub júdice, los documentos que determinaron el declive de la oferta de CPK 

CONSULTORES, S.A. DE C.V. no estaban sujetos a subsanación, por lo que es errónea la 

afirmación de la demandante al establecer que el artículo 48 del RLACAP supera lo 

establecido en las Bases de Licitación y que la lista de los documentos subsanables 

establecidos en las misma era enunciativa y no taxativa. 

Las Bases de Licitación y la LACAP son correspondientes y unísonas en cuanto a la 

obligación de establecer específicamente los documentos susceptibles de subsanación. La 

normativa aplicable y la especificidad de las Bases de Licitación determinan con claridad 

los documentos sujetos a subsanación, por lo que es coherente que la presentación de 

ofertas de los participantes sean acordes a lo requerido. 

En conclusión, la autoridad demandada no solicitó la subsanación de los documentos que 

alega la parte actora, ya que los mismos no podían serlo a partir de las mismas Bases de 

Licitación. 

 

 

 

 

DOCUMENTACIÓN APOSTILLADA : ADMISIÓN EN LA PRESENTACIÓN DE 

OFERTAS CONFORME A LO DETERMINADO EN LAS BASES DE LICITACIÓN 

 

 

3. De la validez de las constancias de experiencia en desarrollo de proyectos exigidas a 

ASTALDI S.p.A., SUCURSAL EL SALVADOR, tercero beneficiario con los actos 

impugnados 



 

Volver al índice Ą 

La demandante alega que la autoridad demandada equívocamente sostuvo que el Convenio 

de la Haya Sobre la Eliminación del Requisito de Legalización de Documentos Públicos 

Extranjeros valida las constancias presentadas por ASTALDI S.p.A., tercero beneficiario 

con los actos impugnados, para acreditar la experiencia requerida en las Bases de 

Licitación, las cuales estaban redactadas en idioma italiano, apostilladas y con una 

traducción al castellano libre e incompleta y no de acuerdo con el artículo 24 de la Ley del 

Ejercicio Notarial de la Jurisdicción Voluntaria y de Otras Diligencias. 

 

En relación con este punto, se evidencia que en las Bases de Licitación, en el apartado 10-

03 PREPARACIÓN Y PRESENTACIÓN DE LAS OFERTAS, entre otros requisitos 

formales para la presentación de las ofertas, se determinó que sería "admitida la 

documentación apostillada, es decir, que cumpla con lo establecido en la Convención sobre 

Eliminación de Requisitos de Legalización de Documentos Extranjeros, suscrito en La 

Haya el 5 de octubre de 1961, siempre que el país de origen de la documentación sea 

signatario de tal convenci·n" (folio [é] del tomo 1 del Expediente Administrativo). 

El convenio al que se hace referencia fue suscrito por nuestro país el cinco de octubre de 

mil novecientos sesenta y uno, ratificado el doce de septiembre de mil novecientos noventa 

y seis, y publicado en el Diario Oficial No. 194, tomo 333, el dieciséis de octubre de mil 

novecientos noventa y seis. En tal sentido, dicha normativa se encuentra vigente. 

El artículo 1 letra e) del mencionado cuerpo normativo determina: 

"El presente Convenio se aplicará a los documentos públicos que hayan sido autorizados en 

el territorio de un Estado contratante y que deban ser presentados en el territorio de otro 

Estado contratante. 

Se considerarán como documentos públicos en el sentido del presente Convenio: (...) 

c) Los documentos notariales". 

Las constancias presentadas por ASTALDI S.p.A. estaban redactadas en idioma italiano, 

apostilladas y traducidas al castellano por un notario de nacionalidad italiana; en tal sentido, 

dicho documento notarial posee validez de acuerdo con el convenio señalado y con la 

autorización de su presentación bajo tal modalidad según las Bases de Licitación. 
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Consecuentemente, no cabe objeción respecto al valor del documento aludido ya que la 

determinación jurídica de las Bases de Licitación sobre este punto se imponen por sí 

mismas. 

 

 

CONTRATO LLAVE EN MANO : OBJETO 

 

 

Por otra parte, alega la sociedad demandante que ASTALDI S.p.A. presentó constancias de 

desarrollo de proyectos "Llave en Mano", la cuales erróneamente fueron tomadas como 

proporcionales a las constancias individualmente solicitadas para cada uno de los rubros de 

experiencia determinados en las Bases de Licitación: acreditación de experiencia en diseño 

de proyecto de construcción, en construcción de edificaciones de proyectos y en la 

ejecución de contratos de obra bajo la modalidad "Llave en Mano". 

Doctrinariamente, el contrato llave en mano tiene por objeto la confección de una obra 

material, incluyendo el suministro de equipos e instalación, en condiciones tales que el 

contratante pueda ponerla en marcha al momento en que se le entrega. Dicha obra material, 

puede ser mueble o inmueble. 

Así, cuando el contratista se compromete a suministrar equipos, plantas, redes, centrales, 

estaciones, subestaciones y bienes similares, debidamente instalados y en funcionamiento 

en los sitios designados por la entidad contratante, comprometiéndose a realizar todas las 

obras de construcción, instalación, montaje, ensamblaje, ensayos y demás que se requieran, 

se configura un contrato llave en mano. 

Al respecto, el artículo 105 inciso primero de la LACAP determina que "Podrá acordarse 

mediante resolución razonada la celebración del Contrato Llave en Mano, siempre que se 

comprueben las ventajas de esta modalidad de contratación, con respecto a las otras 

estipuladas en esta ley o que se tratare de la ejecución de proyectos extraordinariamente 

complejos; en los que fuere evidente la ventaja de consolidar en un solo contratista todos 

los servicios de ingeniería, provisión de equipo y construcción, teniendo en cuenta las 

ventajas de esta modalidad respecto a los costos que puede tener el proyecto de celebrarse 

la contratación en la forma ordinaria" (el subrayado es nuestro). 
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Como se aprecia, la principal característica de esta modalidad de contratación consiste en la 

fusión, en una sola persona ðel contratistað de la concepción, diseño y ejecución de la 

obra. 

 

 

POSIBILIDAD DE LOS OFERENTES DE ACREDITAR EXPERIENCIA MEDIANTE 

CONSTANCIA QUE EVIDENCIE LA EXPERIENCIA DE ESTOS EN CADA UNO DE 

LOS ASPECTOS TÉCNICOS A EVALUAR 

 

 

Ahora, en el caso sub júdice, las Bases de Licitación determinaron la obligación de 

acreditar experiencia, por parte de los oferentes, en el diseño de proyectos de construcción, 

construcción de edificaciones de proyectos y en ejecución de contratos de obra bajo la 

modalidad "Llave en Mano". 

Tal experiencia puede acreditarse, en su conjunto, mediante la presentación de constancias 

de la realización de proyectos llave en mano, ya que dicha modalidad contractual, por su 

misma naturaleza, concibe la realización de un conjunto coordinado de actividades 

tendientes a entregar una obra lista para funcionar, lo que involucra, implícitamente, el 

suministro de materiales, maquinaria y equipos, su movilización, la realización de las obras 

civiles, la instalación, montaje, la financiación, y la puesta a punto y en funcionamiento de 

la obra proyectada. Todo esto hace que, al ejecutarse un contrato llave en mano, se tenga 

constancia de la experiencia en cada uno de los rubros que involucra. 

Si bien es cierto que las Bases de Licitación, en lo relativo a la evaluación técnica de la 

oferta (capacidad administrativa y técnica), determinaron individualmente como aspectos a 

evaluar la experiencia en diseño de proyecto de construcción, en construcción de 

edificaciones de proyectos y en la ejecución de contratos de obra bajo la modalidad "Llave 

en Mano", y a cada uno de ellos se le determinó un puntaje máximo a obtener en la 

correspondiente evaluación, nada obsta, por finalidad práctica, que la Administración 

Pública, bajo un criterio lógico y concordante con los extremos formales de las Bases de 

Licitación determine el cumplimiento de tales requerimientos por medio de la presentación 
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de una constancia, que adecuadamente evidencie la experiencia en cada uno de los aspectos 

técnicos a evaluar. 

 

En este caso, la constancia de la realización de proyectos bajo la modalidad llave en mano 

efectivamente da razón de la experiencia mencionada, por la naturaleza que incumbe dicha 

modalidad contractual. 

 

Por ende, es errónea la aseveración de la demandante de que la presentación de constancias 

de la realización de proyectos bajo la modalidad llave en mano no da constancia de la 

experiencia en los rubros individualmente determinados en las Bases de Licitación. Razón 

fundamental es que la esencia de este tipo de contratos es la complejidad y amalgama de 

trabajos y servicios especializados. 

 

 

ADJUDICACIÓN : ELECCIÓN DE LA MEJOR OFERTA AL INTERÉS Y BENEFICIO 

PÚBLICO RESPETANDO AQUELLOS REQUISITOS QUE GARANTICEN LA 

REGULARIDAD O LEGALIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

 

 

4. De los criterios de juicio para la adjudicación 

En las Bases de Licitación, además de especificaciones de carácter jurídico, financiero, 

administrativo y técnico, se hacen constar criterios o parámetros que permiten a la 

Administración efectuar la evaluación de las ofertas. Con ello, se permite un grado de 

predictibilidad y seguridad respecto del oferente acerca de la posible ponderación 

porcentual de su propuesta, pero, de igual forma, fija las pautas que orientan la toma de 

decisión por parte de la Administración, la cual no podrá desbordar sus estipulaciones. 

El artículo 55 inciso primero de la LACAP, impone a la Comisión de Evaluación de Ofertas 

una obligatoria sujeción a los criterios de evaluación contenidos en las bases al realizar el 

cotejo y análisis de cada uno de los aspectos técnicos y financieros de las ofertas. Su 

actividad, incluso, va más allá de la mera comprobación de la suficiencia técnica, moral y 
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financiera de cada uno de los participantes, pues comprende, además, la elección de la 

"mejor oferta" al interés y beneficio público, y no la "menos onerosa". 

Esta constituye una actividad de valoración exclusiva de la Administración, que se traduce 

en muchos casos en una estimación porcentual, resultando ganador aquél que ha cumplido 

todos los requisitos establecidos en las bases y su oferta se ha mostrado conveniente a 

efectos de satisfacer el interés general, obteniendo por tanto el porcentaje mayor. 

 

El análisis que realiza la Administración al evaluar los diferentes rubros y otorgar un 

determinado porcentaje, se encuentra limitado, entre otras razones, por el objeto de la 

licitación. En éste sentido ha de recibir una mayor consideración la oferta que satisfaga de 

mejor manera las precisiones contenidas en las bases respecto a los bienes o servicios 

solicitados, por sobre aquellas que se muestren imprecisas o difusas. 

Como ha quedado establecido, durante el proceso licitatorio se cumplen determinados 

requisitos que le dan validez y tienden a asegurar la transparencia y legitimidad del mismo. 

En apego a tales exigencias las bases deben establecer los criterios de valoración de las 

ofertas y los porcentajes asignados a cada uno. 

Esos requisitos, necesarios para llegar a emitir el acto de adjudicación, constituyen una 

garantía de la regularidad o legalidad de la actividad administrativa. Su inobservancia o 

deficiencia afecta la validez del acto. 

En el caso sub júdice, la demandante manifiesta que existió una incorrecta valoración de los 

criterios para la adjudicación, ya que su oferta era "técnicamente mejor y con un precio en 

más de medio millón de dólares inferior (é)" a la de ASTALDI S.p.A., tercero beneficiario 

con los actos impugnados. 

En los diversos sistemas comparados, vigentes o no, se han presentado diversas acepciones 

en torno a la naturaleza del procedimiento de licitación y los criterios determinantes para la 

adjudicación. Un sector de la doctrina clásica argentina, no obstante reconocer que la 

naturaleza jurídica de la adjudicación era la de la "aceptación de la propuesta más 

ventajosa", terminaba identificando esa ventaja con el precio más bajo o con las mejores 

condiciones. (MARIENHOFF, M. S., Tratado de Derecho Administrativo T. III-A, 4ª 

edición, Abeledo-Perol, Buenos Aires, 1998, págs. 243 y 250). 
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Es esta situación la relevante en el presente caso, pues la naturaleza jurídica de la 

adjudicación y la valoración de los elementos de juicio que conlleven a su determinación, 

variarán según el legislador otorgue un margen de apreciación a la Administración para 

tomar la mejor decisión, la cual, según el diseño del sistema de contratación de la LACAP 

está basada en la mejor oferta y no, en palabras de Héctor J. ESCOLA, en una 

"automaticidad irreflexiva". 

 

Así, la mejor oferta es la que cumple la mayor expectativa de la Administración respecto 

los aspectos técnicos, económicos y financieros del co-contratista y no necesariamente la de 

menor costo económico. En otras palabras, existe una discrecionalidad técnica otorgada a la 

Administración para proceder a la adjudicación. 

En atención a lo aludido, el artículo 48 incisos tercero y cuarto del RLACAP establece: 

"Para efectuar el análisis de las ofertas, la Comisión de Evaluación de Ofertas deberá 

tomar en cuenta únicamente los factores y criterios indicados en las bases de licitación o 

de concurso. A cada factor deberá establecérsele los criterios de evaluación y su 

ponderación en forma clara, los que deberán ser objetivos, mensurables o cuantificables y 

no arbitrarios. 

Los factores que pueden tomarse en cuenta para la evaluación con ponderación son, entre 

otros: los criterios técnicos de capacidad y experiencia, tanto del ofertarte, como de su 

personal permanente, su situación financiera y sus potenciales de producción, los méritos 

académicos y la experiencia del personal que se encargará de ejecutar el contrato, las 

cuantificaciones de producción, la metodología y el programa de trabajo" (el subrayado es 

nuestro). 

En el presente caso, el Acta de la Comisi·n de Evaluaci·n de Ofertas (folios [é] del tomo 

22 del Expediente Administrativo), en el apartado relativo a la evaluación total de los 

requerimientos de las Bases de Licitación relativos a los antecedentes legales, financieros y 

capacidad administrativa y t®cnica de los ofertantes (folio [é] del tomo 22 del Expediente 

Administrativo), establece que CPK CONSULTORES, S.A. DE C.V. obtuvo un puntaje 

final de 85.62, ubicándose en el tercer lugar de cuatro posibles, definidos del mayor puntaje 

al menor. 
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El resultado de la evaluación realizada a las sociedades ofertantes se fundó en la estimación 

del cumplimiento de los requerimientos de las Bases de Licitación, sobre la base de una 

calificación máxima de 100 puntos. 

Al respecto, tal como se detalla en el Acta de la Comisión de Evaluación de Ofertas 

aludida, las sociedades ofertantes en contienda con la demandante obtuvieron los puntajes 

finales siguientes: ASTALDI S.p.A. 94.27, COPRECA, S.A. 87.65, y CASTANEDA 

INGENIEROS, S.A. DE C.V. 84.61. 

 

Al realizar un examen del cumplimiento de los requerimientos de las Bases de Licitación se 

evidencia que ASTALDI S.p.A. satisface de mejor forma los parámetros legales y 

financieros y la capacidad administrativa y técnica sometidos a evaluación para la 

correspondiente adjudicación. Dicha sociedad, en virtud del puntaje obtenido, se ubica en el 

primer lugar de la evaluación por encima de COPRECA, S.A. (segundo lugar) y de la 

sociedad demandante (tercer lugar). 

En tal sentido, el puntaje obtenido por CPK CONSULTORES, S.A. DE C.V. (85.62) no fue 

el suficiente para satisfacer los criterios legales, financieros, administrativos y técnicos que 

fueron sometidos a valoración por la Comisión Evaluadora de Ofertas. 

Por lo anterior, la Comisión aludida determinó recomendar al Consejo Directivo del ISSS 

"No adjudicar a: CPK CONSULTORES, S.A. DE C.V. por haber obtenido menor puntaje 

en la evaluación". 

El hecho de que la oferta de CPK CONSULTORES, S.A. DE C.V. fuese económicamente 

inferior que la de ASTALDI S.p.A. no constituye un elemento de juicio que determine la 

adjudicación automática e irreflexiva a su favor. El elemento de juicio económico-

financiero solamente es uno más de los elementos a evaluar para determinar, en conjunción 

sistemática con los restantes criterios legales de adjudicación, cual es la oferta más 

ventajosa al interés público. 

 

Así, el resultado de la evaluación de cada uno de los requerimientos de las Bases de 

Licitación determinó que la oferta de la demandante no cumplió las exigencias para la 

adjudicación. La aseveración de que su oferta era técnicamente mejor y con un precio 
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económicamente inferior a la de ASTALDI S.p.A., no determina, por sí misma, que dicha 

propuesta contractual sea la mejor al interés público. 

 

5. De la fundamentación de la adjudicación 

Finalmente, la demandante señala que la resolución de adjudicación a ASTALDI S.p.A. 

carece de motivación. 

 

a) De la motivación de los actos administrativos. 

El acto administrativo está configurado por una serie de elementos ðobjetivos, subjetivos 

y formalesð que deben concurrir en debida forma para que se constituya como válido. 

Basta la concurrencia de vicios en uno de los elementos para que el acto como tal se torne 

ilegal. 

Uno de los elementos objetivos del acto es su motivación, la cual, desde la doctrina 

administrativa, se concibe como la exteriorización o expresión de los motivos que han 

llevado al autor del acto a adoptarlo. Su función es esencial, pues permite, en ciertos casos, 

revelar un posible vicio de desviación de poder, ya que la medida de los motivos de la 

emisión de la actuación administrativa no solo constituye la expresión de su causa, sino 

también de su finalidad. 

La motivación es una consecuencia del Principio de Legalidad que rige a la Administración 

la cual requiere de una norma habilitante para toda su actuación. En tal sentido, la 

motivación del acto administrativo exige que la Administración plasme en sus resoluciones 

las razones de hecho ðfundamentos fácticosð y de derecho ðfundamentos jurídicosð 

que la determinaron a adoptar su decisión. 

La ratio essendi de la motivación permite ejercer un control de legalidad, constatando si las 

razones de la actuación administrativa están fundadas en Derecho y si se ajustan a los fines 

que persigue la normativa aplicable. 

La jurisprudencia constitucional ha determinado que, si bien es cierto, la obligación de 

motivación no se encuentra expresamente determinada en una disposición constitucional, 

vía interpretativa, de los artículos 1 y 2 de la Constitución se deriva la seguridad jurídica y 

la protección, conservación y defensa en un procedimiento administrativo o proceso 

jurisdiccional de los derechos constitucionales. Así, pues, la falta de motivación de una 
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resolución, administrativa o jurisdiccional, implica una violación a la seguridad jurídica y al 

derecho de defensa. 

b) De las finalidades de la motivación y su trascendencia para la validez del acto 

administrativo. 

La doctrina coincide en otorgar a la motivación las siguientes finalidades, bajo un carácter 

principal: 

Desde el punto de vista interno, asegurar la seriedad en la formación de la voluntad de la 

Administración. 

Desde el terreno externo o formal, constituye una garantía para el interesado que podrá así 

impugnar en su caso el acto, atacando las bases en que se funda. 

Con ello, la motivación también incide en el control jurisdiccional, en tanto posibilita el 

análisis del criterio de decisión que indujo a la Administración a resolver en determinado 

sentido. 

La motivación cumple, por tanto, una macro función informativa, consistente en identificar 

inequívocamente, y trasladar al interesado y potencial recurrente, el fundamento jurídico y 

fáctico de la decisión, a fin de que pueda ser oportunamente controvertida. 

En este orden de ideas, la motivación escasa o defectuosa no determina indefectiblemente 

la declaración de invalidez del acto administrativo que adolezca de tal vicio, ya que ésta 

consecuencia queda condicionada a valorar si: (a) la falta de fundamentación quebró el 

orden interno de formación de voluntad de la Administración, 

(b) produjo un menoscabo o ruptura en los derechos de contradicción y defensa del 

interesado, y (c) incidió en la posibilidad de control judicial. 

Lo anterior implica que no basta una motivación escasa o defectuosa per se, para dictar 

como regla general la ilegalidad de una decisión de la Administración. Es necesario 

establecer en cada caso si una motivación distinta hubiese generado un cambio en la 

decisión de la Administración y en la esfera Jurídica del administrado. 

En el caso sub júdice, la resolución de la autoridad demandada mediante la cual se adjudicó 

a ASTALDI S.p.A., tercero beneficiario con los actos controvertidos, el proyecto 

"MEJORAMIENTO DE LA UNIDAD MÉDICA DE ILOPANGO, ISSS-LLAVE EN 

MANO", no ha quebrado el orden interno de formación de voluntad del ente demandado, 

no ha producido un detrimento o violación de los derechos de contradicción y defensa de la 
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sociedad demandante, y tampoco ha incidido en el examen de legalidad de dicha decisión 

ante este tribunal jurisdiccional, pues en la misma se han consagrado las razones en las 

cuales se fundamenta: "1°) ADJUDICAR POR RECOMENDACIÓN DE LA COMISIÓN 

EVALUADORA DE OFERTAS (é) A LA .EMPRESA "ASTALDI S.P.A. SUCURSAL 

EL SALVADOR" (...) POR CUMPLIR CON LAS EVALUACIONES DE LA PARTE I. 

ANTECEDENTES LEGALES, PARTE II. ANTECEDENTES FINANCIEROS Y PARTE 

III. CAPACIDAD ADMINISTRATIVA Y TÉCNICA, POR SER LA EMPRESA QUE 

ALCANZÓ EL MAYOR NÚMERO DE PUNTOS (94.27) (...) 2°) NO RECOMENDAR A 

LAS EMPRESAS: CPK CONSULTORES, S.A. DE CV., POR HABER OBTENIDO 

MENOR PONTAJE EN LA EVALUACIÓN (..)" [Transcripción del acuerdo #2005-

1684.DIC, contenido en el acta 3084, emitido por el Consejo Directivo del ISSS en la 

sesión ordinaria del diecinueve de diciembre de dos mil cinco (folios 11,013 y 11,014 del 

tomo 22 del Expediente Administrativo)]. 

La resolución aludida ha sido objeto de impugnación en esta sede judicial. La parte actora 

considera que la Administración ha actuado de forma ilegal y ataca las bases en que se 

funda dicha actuación: "El supuesto sustento fáctico para no adjudicar a CPK, es que tenía 

puntuación menor (...) la adjudicación no tuvo real motivación, pues no se dice porque CPK 

obtuvo menor puntaje ni porque ASTALDI habría cumplido como para agenciarse la 

adjudicaci·n" (folio [é] de la demanda). 

Resulta evidente que una motivación distinta a la establecida en la actuación impugnada no 

hubiese generado un cambio en la decisión de la Administración y en la esfera jurídica de la 

sociedad demandante, en concordancia con la valoración de los criterios técnicos para la 

adjudicación realizada por la autoridad demandada. 

Por consiguiente, esta Sala concluye que no existe la falta de motivación de la actuación 

administrativa impugnada, tal y como lo sostiene la sociedad demandante. 

A partir de los puntos analizados en los números 2 al 5 supra la demandante concibió, 

imbíbitamente, la vulneración a los principios de Libre Competencia e Igualdad y 

Racionalidad del Gasto Público y la aplicación errónea de las Bases de Licitación. Sin 

embargo, en vista que tales puntos fueron refutados, la vulneración aludida, de igual forma, 

es desestimada bajo los mismos argumentos que imposibilitan acoger la pretensión de 

ilegalidad.ò 
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(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIV O/Sentencias Definitivas, 134-2006, DE FECHA  

04/05/2011) 

 

 

 

 

BIENES O PRODUCTOS VENCIDOS 

 

OFRECIMIENTO, DONACIÓN O PUESTA A CIRCULACIÓN AL PÚBLICO ES 

SANCIONADO CON INFRACCIÓN REGULADA POR LA LEY DE PROTECCIÓN AL 

CONSUMIDOR 

 

ñLa parte actora pide se declare la ilegalidad del acto emitido por el Tribunal Sancionador 

de la Defensoría del Consumidor, a las trece horas cuarenta y dos minutos del dieciséis de 

octubre de dos mil seis, mediante el cual se sancionó a la referida sociedad, con la cantidad 

de doscientos setenta y cinco dólares de los Estados Unidos de América ($275.00), 

equivalentes a dos mil cuatrocientos seis colones con veinticinco centavos de colón 

(¢2,406.25), en concepto de multa por la supuesta infracción al artículo 44 letra a) de la Ley 

de Protección al Consumidor. 

 

Hace recaer la ilegalidad de la resolución esencialmente en la transgresión de: 

1) Principio de Tipicidad, artículo 14 de la Ley de Protección al Consumidor. 

2) Falta de unidad de criterio en la aplicación del numeral 4.8.1 literal VI de la 

Norma Salvadoreña Obligatoria General para el Etiquetado de Alimentos Preenvasados 

NSO 67.10.01.03. 

3) Articulo 63 de la Ley de Protección al Consumidor [é] 

 

3. Sobre la tipicidad. 

La Tipicidad es la coincidencia del comportamiento con el descrito por el legislador. 

Cuando no se integran todos los elementos descritos en el tipo legal, se presenta el aspecto 

negativo llamado atipicidad que es la ausencia de adecuación de la conducta al tipo legal 

sujeto a sanción. 
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El artículo 14 de la Ley de Protección al Consumidor regula que "Se prohíbe ofrecer al 

público, donar o poner en circulación a cualquier otro título, toda clase de productos o 

bienes con posterioridad a la fecha de vencimiento o cuya masa, volumen, calidad o 

cualquier otra medida especificada en los mismos se encuentre alterada". A su vez, el 

artículo 44 letra a) del mismo cuerpo normativo prescribe que: "Son infracciones muy 

graves, las acciones u omisiones siguientes: a) Ofrecer al consumidor bienes o productos 

vencidos o cuya masa, volumen y cualquier otra medida especificada en los mismos se 

encuentre alterada, así como el incumplimiento de los requisitos de etiquetado de productos 

de acuerdo a lo que establece el Art. 28 de esta misma ley;". Finalmente, la Norma 

Salvadoreña Obligatoria General para el Etiquetado de Alimentos Preenvasados NSO 

67.10.01.03, numeral 4.8.1 literal VI, establece que no se requiere la identificación de la 

fecha de duración mínima para los productos de confitería consistente de azúcares 

aromatizados y/o coloreados y gomas de mascar. 

 

De lo establecido en las normas en comento, se deduce que la conducta prohibida es el 

ofrecimiento, donación o puesta en circulación de cualquier clase de productos o bienes, 

con posterioridad a la fecha de su vencimiento. Es decir, que la conducta sancionada es el 

ofrecimiento al público de un bien o producto de consumo que se encuentre vencido. Y que 

la Norma Salvadoreña para el Etiquetado de Alimentos, únicamente se refiere a que los 

productos de confitería no requieren tener identificación de la fecha mínima de duración. 

 

Sin embargo, de la lectura del acta de inspección levantada por los dos delegados 

autorizados de la Defensoría del Consumidor a las doce horas veinticinco minutos del seis 

de julio de dos mil seis, en el establecimiento propiedad de la demandante, se hizo constar 

que se encontraron una bolsa de diez piezas de caramelos suaves confitados, deemint certs 

marca ADAMS con fecha de vencimiento dos de marzo, tres bolsas del mismo producto 

con fecha de vencimiento dos de mayo, trece bolsas con fecha dos de junio, quince bolsas 

con fecha de vencimiento uno de julio y doce bolsas con fecha de vencimiento dos de julio 

todas del a¶o dos mil seis [é]. 
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Es evidente que el anterior hallazgo se adecúa a la conducta prohibida regulada en el 

artículo 14 de la Ley de Protección al Consumidor, por lo que el incumplimiento observado 

constituyó prueba del ilícito, y a pesar que la normativa referente al etiquetado no obliga a 

que tal información se coloque individualmente en los productos de confiterías, los 

encontrados por la autoridad demandada si tenían la fecha de vencimiento impresa en su 

envoltorio, la cual a la fecha de ofrecimiento a los consumidores ya hab²an expirado [é], 

conducta que se encuentra sancionada por la Ley de Protección al Consumidor. En 

consecuencia, debe desestimarse este punto de ilegalidad alegado por la parte actora. 

 

4. De la falta de unidad de criterio de juzgamiento del tribunal sancionador. 

La Sociedad demandante alegó falta de unidad de criterio de juzgamiento por parte del 

Tribunal Sancionador de la Defensoría del Consumidor, debido a que en el caso 382/06 se 

aceptó como válido el planteamiento de que la Norma Salvadoreña Obligatoria General 

para el Etiquetado de Alimentos Preenvasados NSO 67.10.01.03 numeral 4.8.1 literal VI no 

exige la identificación de la fecha de duración mínima para los productos de confitería 

consistente de azúcares aromatizados y/o coloreados y gomas de mascar. 

 

Esta Sala, en la sentencia definitiva pronunciada a las once horas cincuenta minutos del día 

treinta de mayo de dos mil ocho, en el proceso marcado bajo la referencia 98-T-2004 

estableció que: "El principio stare decisis surge como consecuencia de un precedente 

sentado por los jueces en las decisiones judiciales. Sin embargo, debe diferenciarse del 

principio del precedente, pues éste consiste en el uso generalizado de las decisiones 

anteriores como guía a la hora de adoptar otras decisiones. Por su parte el principio stare 

decisis añade el que los jueces se hallen efectivamente vinculados ðy no sólo orientadosð 

por los principios derivados de ciertos precedentes; es decir, reglas de aplicación para el 

Derecho. 

 

En este orden de ideas, surge también el concepto del autoprecedente, el cual es la decisión 

judicial originada por el mismo Tribunal, que lo obliga a someterse a sus propias 

decisiones. Sin embargo, a pesar de que el principio stare decisis tiende a la consistencia y 

uniformidad de las decisiones, esto no implica que sea inflexible el mismo tribunal en sus 



 

Volver al índice Ą 

propios fallos, pues tal conducta llevaría a la petrificación de la jurisprudencia. Así la 

doctrina señala "un mismo órgano no puede modificar arbitrariamente el sentido de sus 

decisiones en casos sustancialmente iguales y que cuando el órgano en cuestión considere 

que debe apartarse de sus precedentes, tiene que ofrecer para ello una fundamentación 

suficiente y razonable" (Aragonés Alonso, P.: Proceso y Derecho Procesal (Introducción); 

Madrid, 1997, pág. 517)." 

 

En el caso bajo análisis, ha quedado establecido que la autoridad demandada sancionó a la 

demandante porque se comprobó que ésta había puesto a la venta productos con fecha 

posterior a la de su vencimiento, adecuándose a lo establecido en los artículos 14 y 44 letra 

a) de la Ley de Protección al Consumidor, y no porque se exigiera que se irrespetara la 

norma relacionada con el Etiquetado o se exigiera que todo producto de confitería tenga la 

referida fecha; sino porque aun y cuando no era exigible por la norma de Etiquetado en 

comento, tales productos tenían colocados las respectivas fechas de vencimiento, las cuales 

ya habían caducado al momento de su ofrecimiento a la venta del público. En consecuencia, 

este Tribunal estima que la autoridad demandada fundamentó legalmente su decisión, ya 

que advirtió violación a la Ley de Protección al Consumidor la cual está llamado a proteger, 

por lo que su conducta es apegada a derecho aún cuando haya interpretado de manera 

distinta a la realizada en casos anteriores. Por lo expuesto, este argumento de ilegalidad 

también debe ser desestimado. 

 

 

DELEGADOS DE LA DEFENSORÍA DEL CONSUMIDOR : PRESENTACIÓN DEL 

CARNÉ PROPORCIONADO POR LA DEFENSORÍA DEL CONSUMIDOR LOS 

FACULTA PARA REALIZAR INSPECCIONES O DILIGENCIAS 

 

 

5. De la falta de legal nombramiento para ejecutar la inspección. 

La inspección realizada por la Defensoría del Consumidor tiene como objeto verificar y 

comprobar el cumplimiento de exigencias, cualidades y requisitos previamente 

establecidos, ejerciendo control y vigilancia, para el presente caso, de los proveedores de 
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bienes susceptibles de consumo. Teniendo como principal finalidad la verificación de la 

fecha de vencimiento en los bienes de consumo. Tal inspección tiene carácter preventivo 

tanto para la protección de la salud de los consumidores, como el respeto de los intereses 

económicos y sociales de los mismos. 

 

Es de resaltar que tal inspección es un medio de verificación y comprobación, en la cual 

existe la posibilidad de señalar irregularidades encontradas al momento de efectuada, las 

cuales sirven de insumo para que la Defensoría del Consumidor denuncie ante el Tribunal 

Sancionador de la Defensoría del Consumidor el aparente cometimiento de infracciones 

previstas en la Ley. Denotando de esta manera ser un medio de prueba anticipada y no así 

la atribución directa de una infracción. 

 

La facultad para realizar inspecciones por parte de la Defensoría del Consumidor se 

encuentra regulada en el artículo 58 letra f) de la Ley de Protección al Consumidor, el cual 

expresa, "La Defensoría tendrá las competencias siguientes: f) Realizar inspecciones, 

auditorías y requerir de los proveedores los informes necesarios para el cumplimiento de 

sus funciones". La misma normativa, en el artículo 63 establece que "La Defensoría contará 

con los funcionarios y empleados que las necesidades del servicio requieran. Al presidente 

le corresponde la máxima autoridad de la Defensoría y la titularidad de sus competencias. 

 

En ningún caso los funcionarios ni el personal de la Defensoría realizarán los actos que 

legalmente correspondan al titular del mismo, salvo lo dispuesto en esta ley o por 

delegación expresa por escrito». 

 

De las mencionadas disposiciones se deduce la delegación de funciones, para el caso, de 

inspección por parte del Presidente de la Defensoría del Consumidor al personal de la 

misma. No así, la formalidad exigible para tal delegación, así como lo expone la apoderada 

de la parte actora. 

 

Por otra parte, el artículo 20 del Reglamento de la Ley de Protección al Consumidor regula 

las formalidades exigidas a los delegados de la Defensoría al momento de realizar 
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funciones de vigilancia e inspección, estableciendo que "Para realizar toda inspección y 

diligencia, los empleados o funcionarios de la Defensoría deberán identificarse con el carné 

que se les proporcionará y acreditar su intervención con la autorización que para tal efecto 

emita la Defensoría". 

 

La sociedad demandante manifestó que la notificación de la delegación es necesaria para 

garantizar el ejercicio de los derechos de todo administrado. Aseveró, que la omisión de tal 

acto administrativo tendría como consecuencia la carencia de facultades para realizar la 

inspección, y por ende la ineficacia de la misma y de la sanción impuesta. Afirmó, que 

cuando la conducta de la Defensoría del Consumidor se inscribe dentro del marco de un 

operativo tendente a alcanzar un determinado propósito, su ejecución debe realizarse 

conforme al procedimiento garantizador correspondiente, para que tanto el objetivo al que 

se dirigió cuanto la manera de procurarlo quede legitimado. 

 

Al tenor de la disposición del Reglamento ya mencionada, no existe al momento de realizar 

la inspección, obligación de notificar el nombramiento de los delegados de la Defensoría 

del Consumidor, y solo se exige el acreditar tal facultad. En tal sentido, no existe norma 

expresa que exija la mencionada notificación. No obstante, la apoderada de la parte 

demandada expresa que con tal formalismo se garantizan derechos, sin exponer de manera 

específica el o los derechos que se garantizan con el mismo, mencionando, únicamente el 

velar por un debido proceso. 

 

En el presente caso, los delegados de la Defensoría del Consumidor, hicieron constar en el 

acta de inspección de las doce horas veinticinco minutos del cinco de julio de dos mil seis 

(folio [é] del expediente administrativo) que: "Presentes en la tienda y lugar arriba 

descrito previa identificación como Delegadas de la Defensoría del Consumidor...», en tal 

sentido, y sin prueba que demuestre lo contrario, los delegados acreditaron su calidad y 

actuaron acorde a las formalidades exigibles en el artículo 20 del Reglamento mencionado. 

Al no ser exigible por Ley la notificación de delegación sino solo la acreditación de ésta, 

los delegados de la Defensoría del Consumidor dieron cumplimiento a las formalidades 
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establecidas en el Reglamento de la Ley reguladora de la materia, en tal sentido esta Sala 

no observa vulneración a algún derecho. 

 

Finalmente, como ya se expresó, la inspección en materia de consumo denota carácter de 

prueba anticipada, la cual puede ser rebatible en el mismo procedimiento administrativo. En 

tal sentido, con el procedimiento sancionador realizado por el Tribunal Sancionador de la 

Defensoría del Consumidor se garantizó un debido proceso, en el cual existió etapa 

contradictoria, comunicación y participación de la sociedad demandada previo a la 

atribución de la infracción y por ende a la imposición de la sanción. De todo lo anterior se 

colige que los delegados de la Defensoría del Consumidor, al momento de realizar la 

inspección actuaron conforme a las facultades conferidas por la Ley, consecuentemente, la 

falta de notificación impugnada por la parte actora no atenta el debido proceso. 

 

6. Conclusión. 

Por todo lo antes expuesto, esta Sala concluye que la resolución impugnada es legal, ya que 

no existen las violaciones alegadas por la sociedad actora, debiéndose declarar así en el 

fallo de la presente sentenciaò. 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 232-2007, DE FECHA  

15/06/2011) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

CADUCIDAD  DE LOS CONTRATOS ADMINISTRATIVOS  

 

INTERPOSICIÓN DEL RECURSO DE REVISIÓN EN EL PROCESO DE LICITACIÓN 

PÚBLICA 



 

Volver al índice Ą 

 

"En el caso bajo estudio, la sociedad demandante interpuso Recurso de Revisión 

impugnando la resolución que declaró caducados los contratos G-111/2002 y G-129/2002, 

pronunciada por el Director General del Instituto Salvadoreño del Seguro Social el 

veintinueve de agosto de dos mil tres. Tal como sostiene la sociedad actora, ésta interpuso 

el referido recurso en aplicación de los artículos 76 y 77 de la Ley de Adquisiciones y 

Contrataciones de la Administración Pública. Así, el Titulo IV Disposiciones Especiales 

sobre las Formas de Contratación, de la Ley de Adquisiciones y Contrataciones de la 

Administración Pública, regula una serie de actuaciones relativas a la contratación así como 

los diferentes tipos de contratos que la Administración puede realizar. Además el Capítulo 

IV de dicho Título prescribe, en el artículo 76 que "De toda resolución pronunciada en los 

procedimientos de contratación regulados por esta Ley, que afectaren los derechos de los 

particulares, procederá el recurso de revisión, interpuesto en tiempo y forma". Por su parte, 

el artículo 77 de la referida Ley prescribe la forma de interposición y resolución de dicho 

recurso, y en el inciso final del mismo regula que el proceso de contratación queda 

suspendido durante el lapso comprendido entre la interposición del recurso y la resolución 

de éste. 

De lo expuesto se colige, que el recurso de revisión procede para todas aquellas decisiones 

emitidas por la Administración que afecten a los particulares, pero durante todas las etapas 

previas a la formalización de los contratos. Consecuentemente, aquel no podría ser 

interpuesto una vez que el contrato en cuestión ya haya sido suscrito y se encuentre en 

etapa de ejecución. 

Lo anterior permite concluir que luego que el Director General del Instituto Salvadoreño 

del Seguro Social resolvió declarando caducados los contratos números G-111/2002 y G-

129/2002, no existían recursos pendientes que promover, pues la referida resolución fue 

dictada en la fase de ejecución de la Licitación Pública relativa a la "CONTRATACIÓN 

DE SERVICIO CON SISTEMA AUTOMATIZADO PARA PRUEBAS DE TAMIZASE 

A DONANTES DE SANGRE DEL ISSS", por lo que el recurso de revisión no se 

encontraba previsto para el caso particular. Esta Sala ha considerado en reiteradas 

ocasiones que frente a los recursos no previstos en la Ley aplicable a la materia, o que aún 

estando previstos no procedan para el caso particular -en definitiva un recurso no reglado-, 
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la Administración en cumplimiento de su obligación constitucional de dar respuesta a las 

peticiones que se le formulen puede emitir actos administrativos, los que de ningún modo 

se consideran automáticamente impugnables mediante la acción contencioso-

administrativa. 

De este modo, los actos provocados por la interposición de un recurso no reglado 

constituyen actos reproductorios de un acto definitivo y firme, y por consiguiente no son 

impugnables en esta sede mediante la acción contencioso administrativo, de conformidad 

con lo prescrito en el artículo 7 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 

De lo expuesto en los párrafos anteriores se colige que el acto que resolvió el recurso de 

revisión interpuesto por la parte actora, que fue admitido ante esa jurisdicción, no es 

susceptible de revisión en esta sede y debe ser declarado inadmisible en el fallo de esta 

sentencia. Por lo que únicamente se procederá al análisis del acto pronunciado el 

veintinueve de agosto de dos mil tres. [...] 

4. De los derechos violados. 

4.1 Del debido proceso. 

El artículo 11 de la Constitución establece en su inciso primero que "Ninguna persona 

puede ser privada del derecho a la vida, a la libertad, a la propiedad y posesión, ni de 

cualquier otro de sus derechos sin ser previamente oída y vencida en juicio con arreglo a las 

leyes,....". Esta disposición constitucional consagra lo que se conoce como derecho de 

audiencia, el cual, es un concepto abstracto en virtud de cual se exige que, antes de 

procederse a limitar la esfera jurídica de una persona o a privársele de un derecho, debe ser 

oída y vencida en juicio con arreglo a las leyes. 

En relación al debido proceso, esta Sala ha razonado en diversas ocasiones que en sede 

administrativa éste se manifiesta, entre otros, en el derecho a ser oído en el procedimiento 

administrativo. 

El debido proceso encuentra concreción cuando los administrados plantean sus alegatos y 

tienen una real oportunidad de probarlos, y consecuentemente son tomados en cuenta por la 

Administración Pública al momento de resolver. Ello se verifica cuando las pruebas son 

valoradas, aceptadas o rechazadas en función de razones y argumentos que, convenzan o 

no, permiten conocer el sentido de la voluntad administrativa y el juicio lógico que la 
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fundamenta (Sentencia dictada a las ocho horas del trece de julio de dos mil uno, en el 

juicio de referencia 46-F-2000). 

 

4.2 Sobre la ley de adquisiones y contrataciones de la administracion pública. 

Según lo regulado en el artículo 1 de la Ley de Adquisiciones y Contrataciones de la 

Administración Pública, su objeto consiste en "(...) regular las adquisiciones y 

contrataciones de obras, bienes y servicios, que deben celebrar las instituciones de la 

Administraci·n P¼blica para el cumplimiento de sus fines, (é) , quedando sujetos a la 

misma -de conformidad con el artículo 2 de la Ley en comento- "(...) las personas naturales 

o jurídicas, nacionales o extranjeras, al ofertar o contratar obras, bienes y servicios 

requeridos por las instituciones de la administraci·n p¼blica. (é) 

De conformidad con el artículo 17 de la Ley en estudio, "La máxima autoridad de una 

institución, sea que su origen provenga de elección directa, indirecta o de designación, tales 

como (...), Directores de instituciones descentralizadas o autónomas, a quienes 

generalmente se les atribuye la representación legal de las instituciones de que se trate (t.), 

en adelante para los efectos de esta ley, se les denominará el titular o los titulares". 

Además, el artículo 21 regula que "Los contratos regulados por esta Ley determinan 

obligaciones y derechos entre los particulares y las instituciones como sujetos de Derecho 

Público para el cumplimiento de sus fines." Y, el artículo 22 del cuerpo legal en estudio 

prescribe que los regulados por dicha Ley son: obra pública, suministro, consultoría, 

concesión y arrendamiento de bienes muebles. 

El Capítulo IV de la Ley de Adquisiciones y Contrataciones de la Administración Pública, 

denominado CESACION Y EXTINCION DE LOS CONTRATOS, establece en el artículo 

93 que los contratos regulados por dicha Ley se extinguen por las causales siguientes: 

caducidad, mutuo acuerdo de las partes contratantes, por revocación, por rescate y por la 

demás causas que se determinen contractualmente. 

Concretamente, el artículo 94 literal b) de la Ley en estudio establece: "Los contratos 

también se extinguen por cualquiera de las causales de caducidad, sin perjuicio de las 

responsabilidades contractuales por incumplimiento de las obligaciones. 

Son causales de caducidad las siguientes: (...) 
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h. La mora del contratista en el cumplimiento de los plazos o por cualquier otro 

incumplimiento de sus obligaciones contractuales, y cuando las multas hubiesen alcanzado 

un monto equivalente al 12% del valor total del contrato, incluyendo en su caso, 

modificaciones posteriores; (...)". 

Finalmente, el artículo 161 de la Ley de Adquisiciones y Contrataciones de la 

Administración Pública, establece: "Para resolver las diferencias o conflictos que surgieren 

durante la ejecución de los contratos, se observará el procedimiento establecido en este 

capítulo, en particular el arreglo directo y el arbitraje de árbitros arbitradores." Y, el articulo 

163 de la referida Ley establece que "Por el arreglo directo, las partes contratantes 

procuraran la solución de las diferencias sin otra intervención que la de ellas mismas, sus 

representantes y delegados especialmente acreditados, dejando constancia escrita en acta de 

los puntos controvertidos y de las soluciones, en su caso." 

 

 

FORMAS DE TERMINACIÓN DE LOS CONTRATOS ADMINISTRATIVOS 

 

 

En el contrato administrativo, una de las partes, la Administración del Estado, debe actuar 

dentro de su giro y competencia especifica; la contraparte es un sujeto de derecho o 

ciudadano, comprometido a la prestación de un servicio público. Puede decirse entonces 

que "El contrato administrativo es una especie dentro del género de los contratos, con 

características especiales, tales como que una de las partes es una persona jurídica estatal, 

que su objeto es un fin público y que contiene cláusulas exorbitantes del derecho privado". 

Estas cláusulas son las que otorgan a la Administración derechos frente a su contratante, los 

cuales serían nulos o ilícitos dentro del derecho privado. Estos pueden terminar por dos 

distintas razones: 1) "cesación de sus efectos"; y, 2) "Extinción". En el primer supuesto el 

contrato termina normalmente y en el segundo concluye en forma anormal (Sentencia de la 

Sala de lo Contencioso Administrativo Referencia No. 83-D-2000 pronunciada a las doce 

horas del nueve de octubre de dos mil tres). 

Ambas formas han sido recogidas por nuestra Ley de Adquisiciones y Contrataciones de la 

Administración Pública, en los artículos 92 y 93. Para el caso que nos ocupa los contratos 
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regulados por esta Ley se extinguen por "la caducidad", por mutuo acuerdo de las partes 

contratantes, por revocación, por rescate, y, por las demás causas que se determinen 

contractualmente. 

5.1 De la caducidad 

La caducidad es una especie dentro del género de las formas de extinción de los contratos, 

que pone fin a su ejecución. Según el tratadista Roberto Dromi: "...La caducidad es un 

modo de extinción anormal de la relación contractual administrativa, porque interrumpe el 

curso de un contrato que se halla en ejecución. La caducidad procede cuando el contratista 

particular ha incurrido en incumplimiento imputable o atribuible de las obligaciones a su 

cargo. 

La caducidad pone fin a la ejecución del contrato, extinguiendo la relación contractual, es 

decir, privando al contratista del ejercicio de los derechos que le habían sido conferidos por 

el contrato...". (Roberto Dromi; Editorial de Ciencia y Cultura, Ciudad de Argentina 

"Derecho Administrativo", séptima edición, pág. 417). 

 

 

TRATO DIRECTO : MEDIO PARA RESOLVER LAS DIFERENCIAS O 

CONFLICTOS QUE SURGIEREN DURANTE LA EJECUCIÓN DE LOS CONTRATOS 

 

 

5. Aplicación al caso en debate. 

a) Sobre los medios de solución de conflictos. 

La parte actora alega violación al Debido Proceso y a las disposiciones de la Ley de 

Adquisiciones y Contrataciones de la Administración Pública, que regulan la aplicación del 

trato directo y el arbitraje como medios para resolver las diferencias o conflictos que 

surgieren durante la ejecución de los contratos (artículo 161). Dicho argumento está basado 

principalmente sobre la interpretación de que el Director General del Instituto Salvadoreño 

del Seguro Social no tenía competencia para aplicar directamente el artículo 94 de la Ley 

de Adquisiciones y Contrataciones de la Administración Pública. En otras palabras, la 

sociedad demandante considera que los medios de solución de conflictos debieron ser 

aplicados previo a declarar caducado el contrato en base al artículo 94 ya mencionado. 
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El trato directo constituye una forma alterna de solución de las controversias contractuales 

prevista por la Ley de Adquisiciones y Contrataciones de la Administración Pública. Dicho 

mecanismo coadyuva a una posible solución, pero de ninguna manera constituye una 

obligación para la Administración de acceder a las peticiones de la contratista. Asimismo, 

se aclara que, siendo el trato directo un mecanismo alterno, éste debe entenderse como un 

medio que procede única y exclusivamente cuando la Ley no ha dispuesto una solución 

previa al caso concreto. 

En el presente caso, la Ley dispuso que ante el incumplimiento reiterado y constatado del 

contratista en la ejecución contractual, procede la declaratoria de la caducidad del contrato 

por parte de la Administración. 

b) Sobre la caducidad. 

La autoridad demandada alega incumplimiento reiterado de las obligaciones contractuales 

por parte de la [demandante]. De la revisión del expediente administrativo y de la 

documentación agregada al proceso aparece que del informe del Departamento de 

Aseguramiento de la Calidad (DACACI) se desprendieron las razones por las cuales la 

Sociedad [demandante], no cumplió con el contrato ni con las observaciones dadas por 

dicho departamento en lo que respecta a la contratación del servicio automatizado para 

pruebas de tamizaje de donantes de sangre, así como los resultados de las pruebas de 

laboratorio que se elaboraron en torno al servicio suministrado y las inconsistencias que del 

mismo se derivaron. [...]. 

Bajo la teleología de la Ley de Adquisiciones y Contrataciones de la Administración 

Pública, la potestad para declarar la caducidad del contrato administrativo por 

incumplimiento imputable al contratista le corresponde al órgano administrativo 

contratante, quien podrá ejercitarla de manera ágil y oportuna, respetando naturalmente, los 

principios constitucionales del debido proceso. 

En los términos de los autores Eduardo García de Enterría y Tomás Ramón Fernández: "La 

Ley reserva igualmente a la Administración la facultad de resolver en forma unilateral y 

ejecutoria cuantas incidencias surjan entre la Administración y el contratista en la ejecución 

de un contrato por diferencia en la interpretación de lo convenido, mediante expediente 

contradictorio (es decir, con intervención y audiencia del contratista). Precisamente en esto 

estriba la justificación de esta potestad de interpretación unilateral de los contratos 
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administrativos". Y continúa "Se trata, en efecto, de evitar que las posibles divergencias 

entre la Administración y el contratista puedan traducirse en un perjuicio para el interés 

público, como inevitablemente ocurriría si, producidas éstas, hubiera de quedar en suspenso 

la ejecución de la obra o la prestación del servicio hasta tanto se resolviese en firme la 

controversia por el Juez competente..." (Eduardo García de Enterría y Tomás Ramón 

Fernández, Curso de Derecho Administrativo 1, Pág. 725). 

Naturalmente, antes de declarar la caducidad del contrato administrativo es necesario 

tramitar un procedimiento en el que se recojan los elementos de juicio que van a servir de 

fundamento a la decisión. Es decir, no basta que se alegue el incumplimiento del contratista 

para que la Administración declare, ipso facto, la caducidad del contrato. Tal declaración 

debe estar precedida de un procedimiento administrativo, en el curso del cual resulte 

comprobado el incumplimiento y su imputabilidad al contratante. 

En el presente caso, tratándose de un contrato de prestación de servicios, cuya finalidad es 

el interés social, en caso que el contratista incumpla con lo pactado, el contrato lleva 

imbíbito cláusulas exorbitantes de la Administración Pública, como la potestad de 

terminación unilateral por medio de la figura de la "Caducidad del Contrato". Además, no 

puede dejarse de mencionar que en la Ley de Adquisiciones y Contrataciones de la 

Administración Pública, el régimen de las infracciones administrativas no está 

indudablemente sistematizado, ya que las infracciones y sanciones contractuales se 

encuentran dispersas a lo largo de la Ley. En lo correspondiente al caso, el artículo 85 de la 

mencionada Ley prescribe "Cuando el contratista incurriese en mora en el cumplimiento de 

sus obligaciones contractuales por causas imputables al mismo, podrá declararse la 

caducidad del contrato o imponer el pago de una multa por cada día de retraso, (...)". De lo 

reseñado resulta evidente que la caducidad no está prevista expresamente como sanción, 

sino como una manera de finalizar el vínculo contractual existente entre la Administración 

y el administrado contratado para ejecutarlo. 

c) Aplicación al caso bajo análisis. 

De la terminación unilateral del contrato declarada por el Director General del instituto 

Salvadoreño del Seguro Social, ésta Sala ha constatado con la revisión del expediente 

administrativo llevado en sede administrativa, que dicha autoridad ha respetado el derecho 

de audiencia, defensa y debido proceso de la Sociedad [demandante], pues le generó un 
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espacio procesal a la sociedad a efecto que le sirviera para pronunciarse en torno a la 

intención de darlo por terminado. Así aparece a folios [...], el escrito presentado en fecha 

veinte de mayo de dos mil tres por la sociedad actora, mediante el cual la referida sociedad 

tuvo una oportunidad real de defender su postura, y de presentar las pruebas que estimara 

procedentes; sin embargo, ni en sede administrativa ni en sede judicial presentó la prueba 

oportuna para desvanecer las quejas y deficiencias alegadas por la autoridad demandada. 

En otras palabras, la terminación unilateral del contrato se efectuó previa audiencia del 

contratante, respetando el procedimiento mínimo que debe preceder a la declaratoria de 

caducidad. 

7. Conclusion. 

Habiéndose establecido que el acto emitido por el Director General del Instituto 

Salvadoreño del Seguro Social dictado el veintinueve de agosto de dos mil tres, no adolece 

de los vicios de ilegalidad invocados, es procedente declarar la legalidad del mismo 

mediante el fallo de esta sentencia." 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 163-G-2003, DE FECHA  

02/05/2011) 

 

 

 

 

CALIFICACIONES TRIBUTARIAS  

 

DIFERENCIA ENTRE INSTITUCIÓN DE CRÉDITO Y COMERCIANTE SOCIAL 

 

"4. Aplicación al caso. 

El punto de controversia se circunscribe a establecer si la actividad realizada por la 

[sociedad demandante], se enmarca como "Institución de Crédito" como alega el 

demandante o si por el contrario encaja en la categoría de "Comerciante Social Individual", 

que es la asignada por la autoridad demandada. [...] 

En el presente caso estamos frente a una clase de tributos, a saber, los impuestos 

municipales, del cual se exigen algunos elementos esenciales, determinantes, siendo éstos 

la identidad (o identificación) de la prestación, así como los relativos a su entidad (o 
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cuantificación). La ley debe regular en qué supuestos se origina el deber de pagar un tributo 

(hecho imponible), quién está obligado a pagarlo (sujetos pasivos), cuánto hay que pagar 

(base, tipo, cuota). 

Es así que la Tarifa General de Arbitrios del Municipio de Santiago de María fue creada 

mediante el Decreto número 429, publicada en el Diario Oficial número 9, Tomo N° 294, 

del quince de enero de mil ochocientos ochenta y siete, el cual además regula en el artículo 

3 las diferentes actividades que dan lugar al nacimiento de la obligación de pago de 

impuestos en dicha Municipalidad; el numeral 2 del referido artículo, bajo el subtítulo 

Agencias y Sub-agencias, literal m) categoriza a las Instituciones de Crédito y 

organizaciones auxiliares, imponiéndoles el pago de cien colones al mes; posteriormente en 

el literal t) consigna a las oficinas de sucursales de recaudadores de capitalización de 

ahorro, seguros, construcciones y otras similares, las cuales tienen cada una al mes, la 

obligación tributaria de cancelar cien colones; por su parte el literal y) del mismo artículo 

regula que: "A las Agencias y Sub-Agencias que no aparecen gravadas expresamente en 

este número, se les aplicara el arbitrio establecido en el n° 23 de este artículo" 

Entiéndase con ello que de no estar descrita la actividad realizada por una persona natural o 

social en dicha disposición, de forma subsidiaria se aplicara la tarifa acordada para los 

comerciantes sociales o individuales, quienes deberán pagar dependiendo su activo, cada 

una al mes: a) Hasta de ¢2,000.00, tres colones; b) De más de ¢2,000.00 hasta ¢5,000, 

cinco colones (...) ch) De más de ¢10,000.00 más un colón por millar o fracción sobre el 

excedente de ¢10,000.00. 

Tomando en cuenta la naturaleza del punto en debate en el presente caso, resulta 

conveniente definir qué se entiende por cada uno de estos términos: "Institución de 

Crédito" "Caja de Crédito" "Comercio" y "Comerciante". 

Una Institución de Crédito es aquella Organización cuya actividad principal es captar 

recursos y conceder créditos; por lo que recibe del público depósitos u otros fondos 

reembolsables y concede créditos por cuenta propia. Dentro de éstos están los Bancos, las 

Cajas de Ahorro y las Cooperativas de Ahorro y Crédito. 

Las Cajas de Crédito por su parte son sociedades cooperativas de responsabilidad limitada 

organizadas en forma anónima, cuya finalidad principal es la concesión de créditos a sus 

socios. Mientras que Comercio se puede entender como toda negociación o actividad que 
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busca la obtención de ganancia o lucro en la venta, permuta o compra de mercaderías. 

Siendo comerciante entonces aquel que hace el comercio. 

Procede ahora indicar que la Tarifa General de Arbitrios del Municipio de Santiago de 

María establece en su artículo 29 a quienes se les aplicaría la tarifa establecida para los 

comerciantes sociales, regulando que le será aplicable a los negocios, empresas o 

actividades conocidas como almacenes, abarroterías, ferreterías, supermercados, compañías 

o empresas eléctricas y otros similares así como a todos aquellos negocios o actividades en 

general que no aparecen gravados expresamente en dicha Tarifa. 

Una vez se ha definido las categorías en estudio, se pasa a analizar cuál es la actividad que 

realiza la parte actora a fin de interpretar que categoría impositiva le corresponde, y 

finalmente si la asignada por la autoridad demandada es la correspondiente. 

4.1.1 Sobre la actividad realizada por LA CAJA DE CREDITO DE SANTIAGO DE 

MARIA.  

De conformidad con lo manifestado por la Caja de crédito, ésta es una sociedad organizada 

en forma de Sociedad Anónima, de Responsabilidad Limitada y de Capital Variable, y fue 

constituida legalmente el dieciocho de septiembre del año mil novecientos cuarenta y dos, 

ante los oficios del Notario [...]. Su finalidad es la captación de depósitos de socios y la 

concesión de préstamos a estos y al público, a fin de contribuir a su mejoramiento 

económico, mediante la satisfacción de sus necesidades crediticias y otros servicios 

financieros propiciando el desarrollo de la localidad. 

En concordancia con lo anterior, de la lectura de la copia certificada de la Escritura de 

Constitución de dicha Sociedad, que corre agregada [...], se extrae en su cláusula tercera 

que su finalidad social es: la captación de depósitos de sus socios y la concesión de 

préstamos a sus socios y
.
 al público a fin de contribuir a su mejoramiento económico; 

mediante la satisfacción de sus necesidades crediticias y otros servicios financieros, 

propiciando así el desarrollo de la localidad. Así mismo en su quinta cláusula menciona que 

la Caja está facultada legalmente para realizar varias operaciones dentro de las que se puede 

destacar están: a) Recibir depósitos en Cuenta de Ahorro y a Plazo de sus socios; b) 

Conceder todo tipo de préstamos; c) Descontar Letras de Cambio, Pagarés, y otros 

documentos que representen obligaciones de pago; y d) Emitir y administrar tarjetas de 

crédito. 
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ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DEBE APLICAR IMPUESTOS MUNICIPALES 

PREVIO ANÁLISIS DE LA ACTIVIDAD REALIZADA POR EL CONTRIBUYENTE 

 

 

De lo anterior se determina que la [sociedad demandante], realiza una actividad que encaja 

en el rubro de Institución de Crédito, ya que realiza actos financieros en ningún momento 

compra o vende mercadería. De ahí que la actividad desarrollada por la demandante no 

puede encajar en el concepto de "COMERCIANTE", pues tal como se dijo anteriormente 

este término se refiere a la negociación o actividad que busca la obtención de ganancia o 

lucro en la venta, permuta o compra de mercaderías. 

De ahí que, en virtud del Principio de Legalidad Tributaria y de Verdad Material, cuando la 

Administración Tributaria procede a ejercer su poder de imperio al exigir impuestos a los 

sujetos pasivos de la obligación tributaria, debe tener en cuenta que al hacerlo no desarrolla 

una facultad discrecional, sino una actividad jurídica de aplicación de normas que exige 

como presupuesto objetivo, el encuadre o subsunción del hecho generador predeterminado 

legalmente. Por lo que, al tener la Administración Tributaria la Tarifa General de Arbitrios 

a favor del Municipio de Santiago de María, debió proceder a aplicar el impuesto municipal 

analizando que la actividad realizada por el contribuyente se apegara totalmente a la 

establecida en la Tarifa. 

Al revisar el contenido de los Estados de Cuenta emitidos a la parte actora y que constan 

agregados [...], se observa que las autoridades demandadas tasaron el impuesto tomando 

como base la calificación de Comerciante Social. En consecuencia, esta Sala estima que 

existe clara vulneración al principio de legalidad tributaria sin olvidar el principio de 

verdad material por la errónea calificación del contribuyente a quien se le aplicó el articulo 

3 numeral 2 literal y) de la Tarifa General de Arbitrios del Municipio de Santiago de María, 

en lugar del que por Ley correspondía. 

Habiéndose determinado lo anterior, este Tribunal no entrará a conocer los demás 

argumentos de ilegalidad alegados por la parte actora, pues sería inoficioso ya que de 

ninguna manera cambiarían el fallo de la presente sentencia. 
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Finalmente, con relación al acto administrativo emitido por el Concejo Municipal 

demandando, debido a que éste confirma la calificación determinada en el acto originario, 

adquiere como consecuencia la ilegalidad contenida en el mismo. 

5.-. Consideraciones sobre la medida para el restablecimiento de los derechos violados. 

En vista que este Tribunal decretó oportunamente la medida cautelar de suspensión de los 

efectos de los actos administrativos impugnados, la sociedad demandante no vio 

modificada perjudicialmente su esfera jurídica patrimonial, ya que la autoridad demandada 

no pudo hacer efectivos los cobros en base a la errónea calificación de "comerciante social" 

correspondientes a los impuestos de los períodos comprendidos desde el uno de febrero 

hasta el treinta y uno de mayo de dos mil siete, la cual ya no podrá hacerse efectiva. Sin 

embargo, si la autoridad demandada quiere proceder a determinar oficiosamente los 

impuestos a cargo de la [sociedad demandante], para los períodos tributarios 

controvertidos, deberá realizar el procedimiento establecido en el artículo 106 de la Ley 

General Tributaria Municipal bajo la categoría de Institución de Crédito que es la que le 

corresponde, tal como ha quedado establecido a lo largo de la presente sentencia. 

Respetando además lo previsto en el artículo 107 del mismo cuerpo normativo y en plena 

sujeción a todos los derechos y demás garantías constitucionales y legales." 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 285-2007, DE FECHA  

10/06/2011) 

 

 

 

 

 

 

 

 

CIERRE DE ESTABLECIMIENTO PARA LA VENTA DE BEBIDAS 

ALCOHÓLICAS  

 

REQUIERE QUE LA AUTORIDAD MUNICIPAL EXTERIORICE LOS 

RAZONAMIENTOS QUE LA INDUJERON A TOMAR TAL DECISIÓN 
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"El señor Zúniga Hidalgo demanda en el presente proceso al Concejo Municipal de 

Ahuachapán por la emisión de los siguientes actos : a) Acuerdo número Once de fecha 

veinte de febrero de dos mil ocho, mediante el cual se ordena el cierre definitivo de su 

establecimiento denominado "Restaurante y Cervecería El Bohemio"; y b) Acuerdo número 

Cinco, suscrito el veinticinco de abril de dos mil ocho, que resolvió declarar inadmisible el 

recurso de revocatoria interpuesto. 

 

Los motivos de ilegalidad aducidos por el demandante contra los actos administrativos 

controvertidos han quedado descritos en el apartado concerniente a los argumentos 

jurídicos de la pretensión. [é] 

2. Normativa legal aplicable. 

Los hechos acaecidos en sede administrativa se encuentran sometidos a lo regulado por la: 

a) Ley Reguladora de la Producción y Comercialización del Alcohol y Bebidas 

Alcohólicas; b) Ordenanza Reguladora de la Actividad de Comercialización de Cervezas y 

Otras Bebidas Alcohólicas del Municipio de Ahuachapán, departamento de Ahuachapán; y 

c) el Código Municipal. [é] 

 

B) En cuanto al cierre del establecimiento comercial. 

El demandante aduce que la orden de cierre es un acto arbitrario ya que este carece de 

motivación alguna. Que no existe un fundamento veraz que justifique su actuación. 

Este Tribunal considera ineludible hacer una breve reflexión sobre la motivación de las 

sanciones administrativas. 

En reiteradas ocasiones esta Sala ha manifestado que el acto administrativo está 

configurado por una serie de elementos -objetivos, subjetivos y formales- que deben 

concurrir en debida forma para que el acto se constituya válido. La doctrina establece que 

basta la concurrencia de vicios en uno de los elementos para que el acto como tal se torne 

ilegal. 

Uno de los elementos objetivos del acto es su motivación, cuya función, como señala 

García-Trevijano Fos, es esencial, pues permite desenmascarar un posible vicio de 

desviación de poder. Este elemento es una consecuencia del Principio de Legalidad que rige 

a la Administración, que requiere de una norma habilitante para toda su actuación. 
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La motivación del acto administrativo exige que la Administración plasme en sus 

resoluciones las razones de hecho y de Derecho que le llevaron a adoptar su decisión. La 

Ratio essendi de la motivación permite ejercer un control de legalidad, constatando si estas 

razones están fundadas en Derecho y si se ajustan a los fines que persigue la normativa 

aplicable. 

La doctrina coincide en otorgar a la motivación como principales finalidades: desde el 

punto de vista interno, asegurar la seriedad en la formación de la voluntad de la 

Administración; desde el terreno externo, formal, constituye una garantía para el interesado 

que podrá así impugnar en su caso el acto, atacando las bases en que se funda. Con ello, la 

motivación también incide en el control jurisdiccional, en tanto posibilita el análisis del 

criterio de decisión que indujo a la Administración a resolver en determinado sentido. 

 

Así, se sostiene que la finalidad de la motivación: "...es la de facilitar a los interesados el 

conocimiento de las razones por las que se legitima su derecho y permitir asimismo la 

posterior fiscalización de la legitimidad del acto por los tribunales de justicia..."; "...la 

motivación cumple, por tanto, una función informativa, consistente en identificar 

inequívocamente, y trasladar al interesado y potencial recurrente, el fundamento jurídico y 

fáctico de la decisión, a fin de que pueda ser oportunamente contestado...". (Marcos M. 

Fernando Pablo: La Motivación del Acto Administrativo. Editorial Tecnos S.A., Madrid, 

1993). 

 

La jurisprudencia de la Sala de lo Constitucional ha expresado que: "(...) el incumplimiento 

a la obligación, de motivar, adquiere connotación constitucional, pues su inobservancia 

incide negativamente en la seguridad jurídica y defensa, ya que ese vacío en las 

resoluciones, no le permite a los administrados observar el sometimiento de las autoridades 

a la ley, ni permite el ejercicio de medios de defensa, especialmente el control por la vía de 

los recursos" (Sentencia de Amparo número 988-2002 de las quince horas y once minutos 

del día nueve de junio de dos mil tres). 

 

Por lo tanto la obligación de motivar la resolución no puede considerarse cumplida con la 

mera emisión de una declaración de voluntad de la autoridad, sino que deben exteriorizarse 
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los razonamientos que cimienten la decisión de los funcionarios, debiendo ser lo 

suficientemente clara para que sea comprendida por aquel a quien va dirigida, es decir que 

conste de modo razonablemente cuál ha sido el fundamento jurídico esencial de la decisión 

adoptada. 

Expuestos los anteriores lineamientos es procedente analizar si el Acuerdo número Once, 

ha sido suficientemente motivado. 

 

El demandante argumenta que no existen elementos de prueba que sustenten la decisión del 

ente colegiado. 

De conformidad a lo prescrito en el artículo 4 numeral 12 y 14 del Código Municipal 

compete a los Municipios la regulación de la actividad de los establecimientos comerciales, 

industriales, de servicio y otros similares, así como la regulación del funcionamiento de 

restaurantes, bares, clubes nocturnos 

 

En el artículo 4 numeral 12 del Código Municipal, se le otorga a la Administración 

Municipal la facultad para regular el funcionamiento de restaurantes, bares, clubes 

nocturnos y otros establecimientos dedicados a la venta de bebidas alcohólicas. Es decir, 

que la Administración Pública, en el desempeño de sus funciones legales, tiene la potestad 

de intervenir en las actividades de los particulares, condicionando o limitando el ejercicio 

de sus derechos subjetivos e intereses legítimos, por razones de interés general, ello con el 

objeto de garantizar la seguridad ciudadana, contribuir a la preservación de la moral y de 

los derechos e intereses de la comuna. 

 

La potestad antes aludida se encuentra contemplada en el artículo 2 del citado Código el 

cual expresa: «El Municipio constituye la Unidad Política Administrativa primaria dentro 

de la organización estatal, (...) el cual como parte instrumental del Municipio está 

encargado de la rectoría y gerencia del bien común local, en coordinación con las políticas 

y actuaciones nacionales orientadas al bien común general, gozando para cumplir con 

dichas funciones del poder, autoridad y autonomía suficiente (...)». 
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Por su parte la Ordenanza Reguladora de la Actividad de Comercialización de Cervezas y 

otras Bebidas Alcohólicas del Municipio de Ahuachapán, departamento de Ahuachapán en 

su artículo 9 expresa: « Las denuncias de los vecinos comprobadas por medio de la 

inspección en el negocio denunciado, será causal suficiente para iniciar el proceso legal del 

cierre del negocio o suspensión de la Licencia; idéntica situación se producirá si se 

comprobase que el titular del negocio no ha obtenido la renovación de la Licencia dentro 

del plazo descrito en el Art. 3 de esta Ordenanza». 

 

De lo expuesto en el acto administrativo, ð el cual esta agregado a folios [é] del 

expediente judicial ð se establece que en el mismo se ha dejado constancia de las 

siguientes circunstancias: 

 

El Concejo Municipal primero citó los artículos que lo facultan para actuar dentro del 

Municipio, luego expresó que es una obligación para la Municipalidad el velar por la 

tranquilidad y el sano esparcimiento y que esta se ha interrumpido según informes 

extendidos por la Policía Nacional Civil y por los Inspectores de Catastro de dicha Comuna 

ya que en el Restaurante y Cervecería El Bohemio se prestan servicios sexuales, se realizan 

actos ilícitos que van en contra de la moral y de las buenas costumbres de la Ciudad. Por lo 

que se acordó cerrar el mismo. 

Se procedió a revisar el expediente administrativo, constatando en el mismo lo siguiente: 

Informe que el Inspector de Turno de la Policía Nacional Civil le rindió al Director de dicha 

Institución en la que le da a conocer que el negocio del señor Zúniga Hidalgo está operando 

fuera del horario establecido para ello. 

Nota suscrita el siete de diciembre de dos mil siete, por dos Inspectores de la Alcaldía 

Municipal de Ahuachapán, dirigida al Encargado de Catastro en la que informan que en 

cumplimiento a la Ordenanza Reguladora de la Actividad de Comercialización de Cervezas 

y otras Bebidas Alcohólicas de la inspección realizada al establecimiento se percataron que 

el demandante no tiene permiso de higiene y salubridad que da la Unidad de Salud, 

tampoco porta autorización para tener servicio de barra show y que en el mismo también se 

da la prostitución. 
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Denuncias anónimas realizadas por parte de la población hacia el sistema de emergencia 

911 manifestando desordenes y hasta hechos delictivos en el negocio del demandante 

provocados por personas que visitan esos centros. (fs [é]) Las cuales tambi®n se pueden 

revisar a folios [é] del expediente judicial. 

 

Es pertinente acotar que en los alrededores del lugar donde funciona un negocio en el cual 

se venden bebidas alcohólicas merodean individuos que, por su dependencia a tales 

bebidas, piden o roban a los transeúntes, le faltan al respeto a los ciudadanos, realizando 

actos que transgreden las buenas costumbres, lo que atenta contra la tranquilidad, seguridad 

e integridad del vecindario. 

Entonces lo anterior ha constituido la base legal para que el Concejo Municipal de 

Ahuachapán cerrara de forma definitiva el negocio del señor Zuniga Hidalgo. La 

Municipalidad ha tomado en consideración el derecho a la integridad física y a la seguridad 

de los vecinos del lugar donde está situado el mencionado establecimiento. 

En consideración a lo anterior este Tribunal estima que el Acuerdo Municipal número Once 

emitido por el Concejo Municipal de Ahuachapán en la que se declara el cierre del 

establecimiento propiedad del demandante, no adolece del vicio de ilegalidad invocado por 

el actor, ya que exteriorizo los razonamientos que lo indujeron a tomar tal decisión. De ahí 

que este Tribunal debe declarar legal el mismo". 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 131-2008, DE FECHA  

23/12/2011) 

 

 

 

 

 

 

COMISIÓN EJECUTI VA HIDROELÉCTRICA DEL RÍO LEMPA  

 

PRONUNCIAMIENTOS QUE ORDENAN REVOCAR EL ACTO ADJUDICATARIO 

EN EL PROCESO DE LICITACIÓN REQUIEREN UNA DEBIDA 
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FUNDAMENTACIÓN Y SER EMITIDOS DE CONFORMIDAD A LO EXIGIDO EN 

LAS BASES DE LICITACIÓN 

 

ñLa sociedad OEK de Centroam®rica S.A de C.V., ha manifestado que la autoridad 

demandada, por medio de los actos descritos en el preámbulo de esta Sentencia, incumplió 

con el principio de legalidad pues no aplicó las Instrucciones de IL-13: "Discrepancias y 

errores aritméticos en las ofertas". 

 

Según observa la sociedad demandante, la información proporcionada por O&M 

Mantenimiento y Servicios S.A. de C.V. en el cuadro de precios sección 4.2 Capítulo XXII 

estaba incompleta; de manera que la autoridad debió de aplicar el procedimiento requerido 

en el apartado IL-13. 

 

Sobre el principio de legalidad se ha dicho que este "es una norma rectora de la 

Administración en virtud del cual, toda actuación de ésta ha de presentarse necesariamente 

como ejercicio de un poder atribuido previamente por ley, la que lo construye, delimita y 

otorga fuerza vinculante a los actos administrativos." (Sala de lo Constitucional, Sentencia 

del veintiséis de noviembre de dos mil uno, Ref. 703- 1999); entendiéndose ley en su 

sentido pleno: las normas o disposiciones vinculantes creadas para dirigir el accionar de la 

Administración Pública y que delimitan los actos administrativos, para el caso en particular, 

las bases de licitación pública. 

 

La Sala llevará a cabo el análisis de: a) el acto administrativo del diez de enero de dos mil 

siete ðacto originario impugnado en esta sedeð, acompañado del recurso de revisión 

interpuesto por O&M Mantenimiento y Servicios S.A. de C.V.; y b) el acto de adjudicación 

del veintiuno de diciembre de dos mil seis, ya que forman parte intrínseca del acto 

originario. Por ser consecuencia del primer acto, posteriormente se determinará sobre el 

efecto del segundo acto impugnado. 

 

Todo lo anterior con el propósito de conocer el proceder de la Administración Pública y 

determinar si esta actuó apegada a las disposiciones legales aplicables al caso. 
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3.2. Por medio del escrito presentado el ocho de enero de dos mil siete ([é] del 

procedimiento de licitación), el tercero beneficiario O&M Mantenimiento y Servicios S.A. 

de C.V., interpuso recurso de revisión del acuerdo número VI de la sesión No 3216 de 

fecha veintiuno de diciembre de dos mil seis, en la que se adjudicó a la sociedad 

demandanteð OEK de Centroamérica S.A de C.V.ð la Licitación Pública No CEL-2408 

"Servicios de Limpieza y de apoyo para las instalaciones de CEL". 

 

Dentro de los argumentos más trascendentales para este proceso, el tercero beneficiario 

fundamentó su pretensión en: a) que la Comisión de Evaluación de Ofertas cambió el 

contenido de la oferta del "Cuadro de Precios Personal y Tiempo estimado a contratar para 

trabajos eventuales"; y b) que se adjudicó la licitación a la sociedad demandante, en 

desobediencia a las correspondientes bases de licitación (Folio 26 de la Oferta Técnica-

Económica Original de O&M Mantenimiento y Servicios S.A. de C.V.). 

 

Al analizar el acto administrativo de fecha dieciocho de enero de dos mil siete ðacto 

originario impugnado en esta sede (fs. 208 a 210 del expediente de licitación pública), y el 

informe de la Comisión Especial de Alto Nivelð resolución en la cual se fundamenta el 

acto del dieciocho de enero de dos mil siete (folio 202 a 207 del expediente de licitación 

pública)-, la Sala observa que la Administración Pública revocó el acto de adjudicación ya 

que para la Comisión Especial de Alto Nivel, no existía error aritmético en el formulario de 

oferta de la tercera beneficiaria. 

 

Según explica la Comisión Especial de Alto Nivel (folios 204 y siguientes del expediente 

de bases de licitación), en la parte IV Formulario de Oferta sección 4.2 "Cuadro de 

Precios": "...se requería cotizar la cantidad de personal en la columna "Número de 

Personas", que laborará cada una de ellas, un número de meses establecido en la columna 

"Período (meses)...". De lo anterior se colige entonces, que cada persona requerida en la 

columna "Número de Personas"ðuno, dos, cuatro u ocho personasð, laborarían el número 

de meses comprendidos en el período ahí expresado ðdos, tres o cuatro mesesð. 
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Seguidamente, continúa la Comisión Especial de Alto Nivel: "...indicando en la columna 

"Precio por mes (...)" el precio que el ofertan te cobrará por cada mes laborado para la 

cantidad de personas indicada en la columna "Número de personas"...". o sea, el precio que 

el ofertante cobraría al mes, según la cantidad de personas indicadas en la columna 

"Número de Personas". 

 

Y finaliza la Comisión Especial de Alto Nivel manifestando: "...En la columna "Monto 

Total del Período (...) se debe reflejar el monto total que el oferente cobrará por la cantidad 

de personas indicada para el período requerido". De lo anterior se entiende, que en la 

columna "Monto total del Período", se indicaría el precio total que el oferente cobraría por 

la cantidad de personas indicadas ðdos, cuatro u ocho personasð para el período 

requerido ðdos, tres o cuatro mesesð. 

 

Materializando lo anterior al caso, la Sala aplicó la explicación de la Comisión Especial de 

Alto Nivel a cada uno de los rubros descritos en el cuadro de precios presentado por la 

sociedad tercera beneficiaria. A manera ejemplificativa, se expone el siguiente rubro: El 

tercero ofreció ocho ayudantes generales con un salario de doscientos cuarenta y cuatro 

dólares con veinte centavos por mes, si el período es de tres meses, significa que el monto 

total del período ascendería a cinco mil ochocientos sesenta dólares con sesenta centavos. 

 

El total obtenido discrepa con la cantidad manifestada por la tercera beneficiaria: 

setecientos treinta y dos dólares con sesenta centavos; y la Sala coincide con la sociedad 

demandante que la referida cantidad dividida entre ocho personas, no puede ser considerada 

como un salario legal. 

 

De igual manera la Sala cotejó el cuadro de precios ofrecido por la sociedad demandante 

(folio 45 del documento de oferta ofrecido por OEK de Centroamérica S.A de C.V.) y 

confirmó que esta presentó los precios de acuerdo al procedimiento descrito en los párrafos 

anteriores. 
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3.2.1 Las instrucciones de IL-13 "Discrepancia y Errores Aritméticos", fueron aplicadas por 

la Comisión de Evaluación de Ofertas, por ser el procedimiento a seguir ante una 

discrepancia y error aritmético en la oferta. 

En la recomendación que elaboró la Comisión de Evaluación de Ofertas para adjudicar el 

servicio a la sociedad demandante (folio 160 del expediente de licitación), la Comisión de 

Evaluación de Ofertas, expuso en el cuarto párrafo que la diferencia de veinticinco mil 

ochenta dólares con sesenta y dos centavos detectado en el capítulo XXII, se debía a que, 

en el cuadro de precios presentado por la tercera beneficiaria (folio 26 de la oferta técnica 

económica de O&M Mantenimiento y Servicios S.A. de C.V.), no se tomaron en cuenta, el 

número de personas que ofrecía como parte del "Monto total Ofertado"; por lo tanto, la 

Comisión de Evaluación de Ofertas multiplicó el monto por mes, por el período de tres 

meses y por el número de personas contratadas para llevar a cabo el trabajo. 

 

La Comisión de Evaluación de Ofertas hizo bien en aplicar el procedimiento IL-13 al 

cuadro de la tercera beneficiaria y la alteración fue de acuerdo con las bases de licitación. 

Además, la Comisión de Evaluación de Ofertas no tenía por qué consultar a la sociedad 

tercera beneficiaria, puesto que el numeral 7) de IL 14 "Evaluación de Ofertas" únicamente 

exige la consulta, para aclarar especificaciones técnicas, documentación legal o 

documentación presentada inadecuadamente y no para modificar los precios o aspectos 

sustanciales de la oferta, como es el caso en cuestión; lo anterior por el simple hecho que 

son operaciones aritméticas subsanables por medio del procedimiento ya descrito. 

 

3.2.2. El contenido de las bases de licitación tiene como finalidad específica, fijar los 

extremos de participación y condiciones de realización de las facultades de la 

Administración Pública, es por ello que las mismas constituyen un derecho positivo 

derivado de una relación precontractual. 

 

De lo anterior manifestado, este Tribunal considera, que la decisión de la Comisión de 

Evaluación de Ofertas de aplicar el procedimiento IL13 en el cuadro de precios de O&M 

Mantenimiento y Servicios S.A. de C.V. , sí estuvo apegada a derecho; por esta razón la 

Sala es de la opinión, que el acto de pronunciado por la Junta Directiva de la Comisión 
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Ejecutiva Hidroeléctrica del Río Lempa el dieciocho de enero de dos mil siete, en el cual 

decide revocar la adjudicación de la licitación a OEK de Centroamérica S.A de C.V. , no 

tiene un verdadero asidero legal. 

 

La Junta Directiva de la Comisión Ejecutiva Hidroeléctrica del Río Lempa, no debió de 

aceptar los argumentos propuestos por la Comisión Especial de Alto Nivel, para revocar el 

acto del veintiuno de diciembre de dos mil seis. 

 

Más aún, la resolución del dieciocho de enero de dos mil siete no se encuentra lo 

suficientemente motivada. La motivación es la exteriorización o explicación del motivo 

(causa jurídica) de un acto que pretende -poner de manifiesto la "juridicidad" del acto 

emitido- (Tratado de Derecho Administrativo; Marienhoff, Miguel S.; tomo II; página 330). 

Dentro de su importancia se encuentra: a) reconocer si el acto se apega a los respectivos 

antecedentes de hecho y derecho; 6) facilita la interpretación del acto; y c) garantiza un 

mejor control judicial. (Tratado de Derecho Administrativo; tomo III página 335). 

 

A la anterior definición, es importante agregar lo manifestado por el Dr. Agustín Gordillo 

sobre la motivación del acto administrativo: "El acto puede tener sustento en el 

ordenamiento jurídico en cuanto al objeto que decide, pero no explicitar en su motivación 

las razones por las cuales dicho objeto está en efecto en concordancia con el orden jurídico; 

ello constituye igualmente falta de fundamentación." ("Tratado del Derecho 

Administrativo"; Gordillo, Agustín; Buenos Aires, Fundación del Derecho Administrativo, 

2004, Octava Edición, tomo tres, Pág. IX-35). 

 

Al analizar el acto originario impugnado en esta sede ([é] y el Informe de la Comisi·n 

Especial de Alto Nivel [é], la Sala considera que los argumentos de la Administraci·n 

Pública no han sido suficientes para desvirtuar lo expresado en el acto administrativo del 

veintiuno de diciembre de dos mil seis, que autorizó la adjudicación a la sociedad 

demandante. Lo expresado por la autoridad demandada en el acto administrativo 

impugnado, no es lo suficientemente claro y carece de una explicación sólida como en la 
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que se basó la Administración Pública, al momento de adjudicar la licitación a OEK de 

Centroamérica S.A de C.V. 

 

La Sala de lo Constitucional ha manifestado en su jurisprudencia: "si bien es cierto que la 

obligación de motivación no se encuentra expresamente determinada en una disposición 

constitucional, encontramos, vía interpretativa, disposiciones como los arts. 1 y 2 Cn., de 

los que se deriva la seguridad jurídica y la protección en la conservación y defensa en juicio 

de los derechos constitucionales. Así pues, la falta de motivación de una resolución judicial, 

implica una violación a la seguridad jurídica y al derecho de defensa en juicio" (Sentencia 

del veinticinco de agosto de mil novecientos noventa y nueve; Amparo 197-1998). 

 

La motivación del acto debe ser cierta y de buena fe; seria, adecuada y suficiente e 

íntimamente relacionada con la decisión que se pretende; caso contrario, es como si el acto 

no hubiese sido motivado. Por lo tanto, al carecer el acto del dieciocho de enero de dos mil 

siete de este requisito, la Sala lo declara ilegal. 

4. Conclusión 

Por considerar que el acto originario impugnado por la sociedad demandante, no fue 

emitido de conformidad a lo exigido en las bases de licitación y por carecer de una 

motivación clara y suficiente, esta Sala concluye que el mismo es ilegal; en consecuencia, 

el acto del siete de febrero de dos mil siete, tambi®n es ilegal.ò 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 246-2007, DE FECHA  

26/08/2011) 

 

 

 

 

 

 

 

CONCEJOS MUNICIPALES  
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COMPETENCIA PARA CONOCER DEL RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTO 

CONTRA LAS ACTUACIONES DE LA MUNICIPALIDAD CUANDO ÉSTA EJERZA 

SU POTESTAD SANCIONADORA CONTRA EL ADMINISTRADO 

 

ña) De los recursos administrativos. 

En el caso sub judice, el recurso de apelación interpuesto por la demandante, que consta 

agregado a folios [é], por escrito dirigido al Concejo Municipal de Apopa, presentado el 

dieciocho de enero de dos mil ocho, expresa, entre otros puntos, en el párrafo cuarto del 

mismo « (...) Que en vista de tal denegativa la cual me causa agravios, vengo en base al 

artículo 137 del Código Municipal a interponer RECURSO DE APELACIÓN para ante el 

Concejo Municipal, a fin de que se haga una nueva valoración de las razones de hecho y 

derecho que sirven de fundamento para denegar mi solicitud (...) PIDO: Me admita este 

escrito.- Se me admita el presente RECURSO DE APELACIÓN.- Se reconsidere .fáctica y 

legalmente la resolución y se emita nueva resolución ordenando la expedición de la 

Licencia solicitada (...)». 

 

En respuesta al referido escrito, el Concejo Municipal, por acuerdo número ciento 

veintiocho, agregado a folios [...], resuelve: «(...) ii) Que el referido recurso de apelación 

no obstante haber sido interpuesto en tiempo y que la resolución recurrida es de las que la 

Ley permite tal recurso, el mismo ha sido interpuesto ante el Concejo Municipal de Apopa, 

cuando lo correcto debió haber sido interponerlo ante la autoridad que dictó la resolución 

recurrida, es decir ante la señora Alcaldesa Municipal de Apopa, de conformidad con lo 

que establece el artículo 137 del Código Municipal, en sus incisos primero y segunda- iii) 

Que el artículo 988 del Código de Procedimientos Civiles establece: "La apelación deberá 

proponerse por escrito ante el mismo juez que pronunció la sentencia y nunca de palabra o 

en la notificación." La misma lógica sigue el Artículo 137 del Código Municipal, al 

establecer que el recurso debe interponerse ante la misma autoridad que dictó la 

resolución y que sea esta autoridad la que de cuenta o informe al Concejo Municipal del 

recurso interpuesto; y finalmente de conformidad a lo regulado en el Artículo 989 del 

Código de Procedimientos Civiles, solo en caso de que sea denegada por la autoridad de 

primera instancia la apelación, puede el agraviado instaurarla ante el Tribunal Superior 



 

Volver al índice Ą 

directamente (...) Acuerda: No ha lugar por inadmisible, el recurso de apelación 

interpuesto por la señora Martha Gladys Ayala, en contra de la resolución de las nueve 

horas del día diez de enero del año dos mil ocho, por medio de la cual se le deniega la 

emisión de licencia para la venta de bebidas alcohólicas en un negocio de su propiedad 

(é)è. 

 

El Código Municipal establece en el artículo 137 literalmente lo siguiente: 

«De las resoluciones del Alcalde o del funcionario delegado se admitirá recurso de 

apelación para ante el Concejo, dentro de los tres días hábiles siguientes a su notificación. 

Interpuesto el recurso de apelación, el Alcalde dará cuenta al Concejo en su próxima 

sesión, quien designará a uno de sus miembros o algún funcionario para que lleve la 

sustanciación del recurso y lo devuelva oportunamente para resolver. 

Admitido el recurso por el Concejo se notificará al apelante y se abrirá a prueba por el 

término de ocho días hábiles. Transcurrido el término de prueba, el encargado de la 

sustanciación, devolverá el expediente al Concejo para que resuelva en su próxima sesión. 

Si el Concejo no emite la resolución respectiva en los términos del inciso anterior o 

habiendo sido emitida ésta, no es notificada al peticionario se considerará que la 

resolución es favorable al mismo». 

 

Esta Sala ha sostenido en reiteradas oportunidades que los recursos son los instrumentos 

que la ley provee para la impugnación de las resoluciones, a efecto de subsanar los errores 

de fondo o de forma en que se haya incurrido al dictarlas; y constituyen una garantía para 

los afectados por las actuaciones de la Administración, en la medida que les asegura la 

posibilidad de reaccionar ante ellas y, eventualmente, de eliminar el perjuicio que 

comportan. 

Es así, que la ley crea expresamente la figura del recurso administrativo como un medio de 

defensa para deducir, ante un órgano administrativo, una pretensión de modificación o 

revocación de un acto dictado por ese órgano o por un inferior jerárquico. 

De tal forma que los recursos administrativos se convierten en la vía utilizada por los 

administrados para solicitar a la Administración Pública la modificación de una resolución 

administrativa que afecta su esfera jurídica, y que se considera ilegal. En consecuencia, la 
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finalidad de los mismos es que la Administración procure dar una respuesta del fondo de lo 

controvertido por el administrado y no enfrascarse en meros formalismos para no resolver 

la petición. 

En el caso bajo análisis, la demandante fundamentó su pretensión en el hecho que la 

autoridad demandada resolvió declarar inadmisible el recurso de apelación por un simple 

formalismo. El Concejo Municipal de Apopa fundamenta su decisión en que la recurrente 

no interpuso el recurso conforme lo establece la ley, ya que lo dirigió al Concejo Municipal 

y no a la autoridad que corresponde, según señala el citado artículo 137 del Código 

Municipal y lo relaciona con el artículo 988 del Código de Procedimientos Civiles. 

El llamado a conocer del recurso de apelación, bajo el contexto del artículo 137 del Código 

Municipal, es el Concejo Municipal, órgano al que se dirigió la petición. Ampararse, 

únicamente, para rechazar el recurso, en que no fue dirigido al funcionario que emitió el 

acto, resulta ser un argumento contrario al principio antiformalista y al derecho a la tutela 

administrativa. 

Cuando un administrado no dirige su petición impugnativa al funcionario emisor; en virtud 

del principio señalado, es obligación de la autoridad receptora trasladar la solicitud, sin 

dilación alguna, al ente que la ley respectiva le atribuye competencia. 

En tal sentido, por ser los recursos administrativos una garantía para el particular, desde una 

interpretación finalista, los requisitos formales no pueden convertirse en obstáculos para su 

admisión, cuando son valorados en forma no acorde con su razón de ser y finalidad, y, 

además, contraria a la protección de los derechos fundamentales. Por lo que si el legislador 

ha instituido un sistema de recursos, la Administración debe potenciar su utilización, y no 

vedar el acceso a los mismos bajo interpretaciones restrictivas o formalistas. 

No obstante, en el caso de estudio, aún y cuando se ha constatado que el escrito de 

interposición cumplía con el requisito básico que guía la existencia de los recursos 

administrativos, cual es exponer la inconformidad de la recurrente con una clara finalidad 

impugnativa de una resolución que le causa agravio, es importante aclarar que el recurso no 

puede valorarse únicamente bajo el aspecto formal, sino debe examinarse, singularmente 

para cada caso, la pertinencia del mismo. 
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En tal sentido, es preciso considerar que el artículo 137 del Código Municipal, base tanto 

para interponer el recurso de apelación como para denegarlo, es parte integrante del 

apartado que regula el ius puniendi o potestad sancionadora de la municipalidad, en el cual 

se establecen las sanciones en las que puede incurrir el administrado, los procedimientos 

que debe ejecutar la Administración al ejercer su potestad sancionadora y los recursos que 

proceden contra la misma. 

 

La potestad sancionadora de la Administración Pública tiene cobertura en el artículo 14 de 

la Constitución de la República, que prescribe la facultad punitiva del Órgano Judicial y, 

por excepción, la de la Administración. Dicha potestad se ejerce dentro de un determinado 

marco normativo y se vincula al cumplimiento del debido proceso, es así que la autoridad 

administrativa podrá sancionar, mediante resolución o sentencia y previo el debido proceso, 

las contravenciones a las leyes, reglamentos u ordenanzas. 

 

En razón de lo anterior, y como ha quedado evidenciado, los recursos señalados en los 

artículos 135, 136 y 137 del Código Municipal proceden contra las actuaciones de la 

municipalidad cuando ésta ejerza su potestad sancionadora contra el administrado.ò 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Interlocutorias, 92-2008, DE FECHA  

14/04/2011) 

 

 

 

 

CONSEJO SUPERIOR DE SALUD PÚBLICA 

 

TRASLADO DE DETERMINADO LABORATORIO CLÍNICO SIN LA 

AUTORIZACIÓN DEL CONSEJO SUPERIOR DE SALUD PÚBLICA NO 

CONSTITUYE UN HECHO SANCIONADO CON MULTA 

 

ñLa parte actora impugna la resoluci·n emitida por el Consejo Superior de Salud P¼blica, 

de las diez horas quince minutos del doce de mayo de dos mil cinco, en la cual resolvió: 

Ratificase la multa de ciento catorce dólares de los Estados Unidos de América con 
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veintinueve centavos de dólar, equivalentes a un mil colones, impuesta por la Junta de 

Vigilancia de la Profesión en Laboratorio Clínico, a Laboratorio Clínico Guadalupe, 

Sociedad Anónima de Capital Variable, que puede abreviarse Laboratorio Clínico 

Guadalupe, S.A. de C.V., propietaria del establecimiento denominado Laboratorio Clínico 

Guadalupe, por haber trasladado dicho establecimiento sin autorización de ese Consejo, 

incumpliendo lo establecido en el artículo 14 letra "v" del Código de Salud. Dicha multa 

deberá ser enterada en la Colecturía de ese Consejo, dentro del plazo de ocho días hábiles 

contados a partir del día siguiente al de la notificación respectiva, caso contrario se 

procederá al cierre del establecimiento. 

 

La sociedad demandante hace caer su pretensión en que se le ha violado el derecho de 

propiedad, establecido en el artículo 568 del Código Civil en relación con el artículo 2 de la 

Constitución de la República, pues con el acto impugnado se le limitó su esfera de gozar y 

disponer libremente de su derecho de dominio, y también consideró que en el 

procedimiento administrativo sancionador que se le instruyó, la autoridad demandada violó 

la garantía de audiencia establecida en el artículo 11 de la Constitución de la República, y 

que la conducta que se le acredita no está contemplada en las infracciones que enumeran 

los artículos 284, 285 y 286 del Código de Salud. 

 

2. Análisis jurídico. 

i) Normativa aplicable. 

El Código de Salud, de conformidad a lo expresado en su artículo 1: "tiene por objeto 

desarrollar los principios constitucionales relacionados con la salud pública y asistencia 

social de los habitantes de la República y las normas para la organización, funcionamiento 

y facultades del Consejo Superior de Salud Pública, del Ministerio de Salud Pública y 

Asistencia Social y demás organismos del Estado, servicios de salud privados y las 

relaciones de éstos entre sí en el ejercicio de las profesiones relativas a la salud del pueblo". 

 

En ese sentido, dicho Código establece: 

En el artículo 5 inciso primero: "Se relacionan de un modo inmediato con la salud del 

pueblo, las profesiones médicas, odontológicas, químico farmacéuticas, médico veterinaria, 
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enfermería, licenciatura en el laboratorio clínica, Psicología y otras a nivel de licenciatura. 

Cada una de ellas serán objeto de vigilancia por medio de un organismo legal, el cual se 

denominará según el caso, Junta de Vigilancia de la Profesión Médica, Junta de Vigilancia 

de la Profesión Odontológica, Junta de Vigilancia de la Profesión Químico Farmacéutico, 

junta de Vigilancia de la Profesión Médico Veterinaria, Junta de Vigilancia de la Profesión 

de Enfermería, junta de Vigilancia de la Profesión de Laboratorio Clínico y Junta de 

Vigilancia de la Profesión en Psicología. 

 

En el artículo 14 letras "d" y "v": Son atribuciones del Consejo: 

"d) Autorizar previo informe favorable de la Junta de Vigilancia respectiva, la apertura y 

funcionamiento de droguerías, farmacias, laboratorios farmacéuticos, laboratorios 

biológicos, laboratorios clínico-biológicos, gabinetes radiológicos, hospitales, clínicas de 

asistencia social, gabinetes ópticos, laboratorios de prótesis dental y ventas de medicinas 

en lugares donde no existe farmacia o que éstas se encuentren a más de 2 kilómetros del 

lugar donde se pretende abrirlas y los dedicados al servicio y atención de la salud; y a su 

clausura por infracciones a este Código o sus reglamentos. 

 

Estos establecimientos son de utilidad pública en consecuencia el cierre de los mismos, 

sólo podrá efectuarse por resolución del Consejo. 

 

v) Autorizar los traslados o cambios de domicilio de los establecimientos mencionados, en 

el literal d) del Art. 14". 

En el artículo 278: "Infracción contra la salud es toda acción u omisión que viole las 

disposiciones, prohibiciones y obligaciones establecidas en el presente Código y sus 

Reglamentos". 

En el artículo 279: "Las infracciones a las disposiciones del presente Código y sus 

Reglamentos, se clasifican en tres categorías: graves, menos graves y leves". 

En el artículo 281: "Cuando la falta fuere de las establecidas en el Art. 285, de este Código 

o fuere una falta menos grave a las disposiciones de los reglamentos respectivos, se 

impondrá al infractor la pena de multa". 
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En el artículo 285: "Son infracciones menos graves contra la salud: 

Expedir certificados, constancias, dictámenes u otros documentos falsos sobre el estado de 

salud o causas del deceso de una persona; 

Suscribir certificados, constancias, dictámenes e informes preparados por terceras 

personas sin haber examinado o presenciado los hechos consignados en tales documentos; 

Obtener beneficios económicos directos de los propietarios de laboratorios clínicos, 

biológicos, gabinetes radiológicos, farmacias, droguerías y otros establecimientos en los 

cuales se ejerciten actividades técnicas auxiliares y complementarias de sus respectivas 

profesiones por los servicios que prestaren a sus pacientes; 

Expender sustancias medicinales en especie, calidad o cantidad no correspondientes a la 

receta médica o diversa a la declarada o que ya hubiere perdido su eficacia terapéutica; si 

de esto resultare grave daño a la salud o causare la muerte se volverá una infracción 

grave; 

Anunciar o aplicar fármacos inocuos, atribuyéndoles acción terapéutica; 

Anunciar características técnicas de sus equipos o instrumental que induzcan al engaño; 

Delegar a su personal auxiliar, facultades, funciones o atribuciones propias de su 

profesión; 

Desobedecer o incumplir las disposiciones emanadas de las autoridades de salud, sobre 

actos que ordene hacer u omitir para lograr el adecuado mantenimiento del servicio de 

agua potable en zonas rurales; 

Cortar o suspender el servicio de agua potable en las poblaciones, asentamientos rurales o 

a personas naturales; 

Arrojar basura u otros desechos nocivos para la salud en las vías públicas, parques, 

predios públicos y privados y en lugares no autorizados para ello; 

Establecer en el área urbana, establos, porquerizas, gallineros o cualquier otro tipo de 

criadero o mantenimiento de animales; 

No modificar, reparar o demoler parcial o totalmente, las viviendas, edificios o 

construcciones, cuando esto ha sido ordenado por el Ministerio; 

No cumplir con las normas de salud en las operaciones sobre los alimentos o actividades 

relacionadas con las mismas; 
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No someterse a los exámenes clínicos para dedicarse a la manipulación de alimentos y no 

portar los comprobantes correspondientes; 

Instalar o modificar un establecimiento para procesar alimentos sin la licencia respectiva; 

 

Impedir el ingreso e inspección de los Delegados del Ministerio; 

Impedir la toma de muestras o especies que sean requeridas por los Delegadas del 

Ministerio 

Impedir a Delegados del Ministerio que tomen muestras de alimentos que fueren 

necesarias; 

 

Introducir al país, productos alimenticios que carezcan de inscripción en el registro 

correspondiente; 

Hacer falsa propaganda sobre las cualidades de los alimentos o productos y que induzcan 

a error o engaño al público, sobre tales cualidades; 

No acatar las recomendaciones que den las autoridades de salud, sobre la higiene del 

procesamiento; calidad en las materias primas que se utilicen y productos que se 

fabriquen; 

 

No cumplir con el aislamiento, cuarentena, tratamiento u observaciones que establezca el 

Ministerio; 

No cumplir con las disposiciones del Código Sanitario Panamericano y su Reglamento y 

otros acuerdos internacionales; 

No obtener previamente la autorización del Ministerio para la instalación y 

funcionamiento de los establecimientos a que se refiere el artículo ciento uno del presente 

Código; 

 

No obtener la autorización del Ministerio para la construcción, instalación y 

funcionamiento a que se refiere el artículo 97; 

Impedir o dificultar la inspección ordenada por el Consejo en consultorios, clínicas, 

laboratorios clínicos, centros de trabajo, lugares o locales en donde se ejercen profesiones 

o cargos relacionados con la salud; 
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Ejercer actos que no sean propios del ejercicio de su profesión; por parte de los Regentes 

de Farmacias o en cargados de la venta de medicinas; 

La producción y distribución de productos medicamentosos y de belleza, sin la inscripción 

en el respectivo registro al igual que la contaminación, adulteración o falsificación de los 

referidos artículos; 

No proporcionar al Ministerio los informes solicitados por éste dentro del plazo que les 

establezca; 

Omitir el examen psicológico para la investigación de la sífilis en toda mujer embarazada; 

Hacer propaganda de productos farmacéuticos no autorizados por el Consejo Superior de 

Salud Pública o en contravención a las disposiciones del presente Código y los 

Reglamentos respectivos; 

 

Mandar a elaborar el sello de profesional o de un establecimiento sin la autorización 

correspondiente de la Junta respectiva o del Consejo; 

Los fabricantes, que elaboren el sello de un profesional; sin que se les presente la 

autorización escrita de la respectiva Junta o del Consejo; 

Revelar los secretos de las resoluciones tomadas en sesiones de Junta Directiva o de los 

organismos colegiados relacionados con la Salud; 

La infracción a los artículos 68, 70 y 157 del presente Código; 

 

36) Todas las demás acciones u omisiones de la misma naturaleza o análogas que 

contravengan disposiciones de este Código y de los Reglamentos respectivos". 

 

En el artículo 287 letra "c": Las sanciones disciplinarias que se impondrán a los que 

cometan las infracciones señaladas en los artículos anteriores son las siguientes: 

 

c) Multa de mil a cien mil colones, según la gravedad de la infracción". 

En el artículo 290: "EL Consejo será competente para conocer en Primera Instancia de las 

infracciones que por este Código y sus Reglamentos le competa y en Segunda Instancia de 

las resoluciones pronunciadas por las juntas y el Ministerio". 
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En el artículo 293: "Las sanciones establecidas en el presente título se sustanciarán en 

forma sumaria". 

En el artículo 333: "En todo lo que no estuviere previsto en el presente Código se aplicarán 

las normas procesales civiles, cuando no se opongan a la naturaleza de las actuaciones 

administrativas. En lo que respecta a decisiones o resoluciones que deban tomar las 

autoridades de Salud correspondientes y que no estuvieren expresamente previstas en este 

Código, se aplicarán las normas propias de la materia de Salud o las de Deontología en su 

caso, como también las de doctrinas que fueren aplicables". 

 

II) Análisis del caso. 

Para determinar la licitud o la ilicitud del acto impugnado, se pasará al análisis de las 

causas de ilegalidad argumentadas por la parte actora. 

Aduce la sociedad demandante que "la conducta que se le acredita (...) no está contemplada 

en las infracciones que enumeran los artículos 284, 285 y 286 del Código de Salud". 

Según se desprende de la resolución de las diez horas quince minutos del doce de mayo de 

dos mil cinco (folio 59 del expediente administrativo), y certificaciones notariales de la 

misma (folios 20 y 62 de este expediente), el Consejo Superior de Salud Pública ratificó "la 

multa (...) impuesta por la Junta de Vigilancia de la Profesión en Laboratorio Clínico, a la 

sociedad Laboratorio Clínico Guadalupe, S.A. de CV, propietaria del establecimiento 

denominado Laboratorio Clínico Guadalupe inscrito al número ochocientos, por haber 

trasladado dicho establecimiento sin autorización de este Consejo, incumpliendo lo 

establecido en el art²culo 14 literal "vò del C·digo de Salud". 

 

La autoridad demandada impuso dicha sanci·n de conformidad con el art²culo 287 letra "cò 

del Código de Salud, que prevé la multa de ciento catorce dólares de los Estados Unidos de 

América con veintinueve centavos de dólar (equivalentes a un mil colones), a once mil 

cuatrocientos veintiocho dólares de los Estados Unidos de América con cincuenta y siete 

centavos de dólar (equivalentes a cien mil colones), según la gravedad de la infracción. 

La pena de multa está contemplada en el artículo 281 del Código de Salud, el cual establece 

que se le impondrá al infractor, cuando la falta cometida sea de las infracciones menos 
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graves contra la salud establecida en el artículo 285 de dicho Código, o una menos grave a 

las disposiciones de los reglamentos respectivos. 

La última disposición legal supra citada no contempla como supuesto de hecho el traslado 

de determinado laboratorio clínico sin la autorización del Consejo Superior de Salud 

Pública, tal como lo tipificó dicho Consejo; consecuentemente, el acto atribuido a 

Laboratorio Clínico Guadalupe, Sociedad Anónima de Capital Variable, que puede 

abreviarse Laboratorio Clínico Guadalupe, S.A. de C.V., no es merecedor de la sanción de 

multa prevista en los artículos 281 y 287 letra "c" del Código de Salud. 

 

En tal sentido, el acto imputado, fundamento de la sanción impuesta por la autoridad 

demandada, es atípico. 

La tipicidad, vertiente material del principio de legalidad, impone el mandato al legislador 

de plasmar explícitamente en la norma los actos u omisiones constitutivos de un ilícito 

administrativo y de su consecuencia. Pero también, exige al aplicador el ejercicio racional 

de adecuación del acto u omisión al tipo descrito en la norma constitutivo de infracción, 

con la imposición respectiva de la consecuencia prevista en su caso. 

 

Para que la actividad sancionadora de la Administración Pública sea legal, necesita en el 

caso concreto, primeramente, verificar que el acto u omisión sancionable se halle 

claramente definido como infracción en el ordenamiento jurídico; sólo acertado esto, debe 

adecuar las circunstancias objetivas y personales determinantes del ilícito. Este es el 

ejercicio inherente a la tipicidad. 

 

En el caso sub júdice, el acto imputado a Laboratorio Clínico Guadalupe, Sociedad 

Anónima de Capital Variable, que puede abreviarse Laboratorio Clínico Guadalupe, S.A. 

de C.V. (haber trasladado su establecimiento sin estar autorizado), no es una conducta 

regulada en el artículo 285 del Código de Salud como infracción menos grave contra la 

salud; por consiguiente, tampoco es sancionable por aplicación de los artículos 281 y 287 

letra "c" de dicho Código. 

 

Conclusión. 
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De lo anterior, se concluye que la actuación del Consejo Superior de Salud Pública no 

estaba apegada a lo que la misma ley le facultaba, y habiéndose violentado el principio de 

tipicidad, es procedente declarar la ilegalidad de la resolución impugnada. 

Establecida la ilegalidad de la resolución impugnada, es improcedente el análisis del resto 

de alegaciones planteadas. 

 

 

INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS : MEDIDA ALTERNA 

UTILIZADA ANTE LA IMPOSIBILIDAD MATERIAL O LEGAL DE EJECUCIÓN DE 

LA SENTENCIA  

 

 

Indemnización por daños y perjuicios. 

La parte actora solicitó en la demanda de mérito que se declarara la ilegalidad del acto 

impugnado y que este Tribunal se pronunciara sobre las costas procesales, daños y 

perjuicios. 

Respecto de la indemnización por daños y perjuicios, debe señalarse que la Ley de la 

Jurisdicción Contencioso Administrativa establece en el artículo 34 inciso segundo que: "Si 

la sentencia no pudiere cumplirse por haberse ejecutado de modo irremediable, en todo o en 

parte el acto impugnado, habrá lugar a la acción civil de indemnización por daños y 

perjuicios contra el personalmente responsable, y en forma subsidiaria contra la 

Administración". 

 

Lo anterior implica, que "La indemnización por daños y perjuicios constituye una medida 

secundaria y supletoria ante la imposibilidad material o legal de lograr una restauración 

normal de la situación vulnerada. Se instituye con ella una modalidad distinta de 

restablecimiento del derecho, para no dejar al administrado en indefensión ante los daños 

ocasionados por el accionar ilegal de la Administración" (Sentencia de las ocho horas y 

diecisiete minutos del ocho de diciembre del dos mil. Ref. 77-P-98). 
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En el presente caso, mediante auto de las diez horas diez minutos del dieciséis de agosto de 

dos mil cinco, esta Sala decretó la suspensión provisional de la ejecución de los efectos del 

acto impugnado en el sentido de no exigirse el pago de la multa impuesta, mientras se 

encontrara en trámite el presente juicio, medida que fue confirmada mediante auto de las 

doce horas del catorce de noviembre del mismo año. En razón de lo anterior, dado que el 

acto impugnado no ha sido consumado, y que por tanto no existe imposibilidad fáctica del 

resarcimiento in natura del daño causado, el fallo de este Tribunal habrá de encaminarse a 

declarar como medida para el restablecimiento del derecho violado que la autoridad 

demandada no podrá realizar el cobro de la multa y todo lo que sea su consecuencia; 

consecuentemente resulta improcedente la acción civil de indemnización por daños y 

perjuicios solicitada por la parte actora.ò 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 111-2005, DE FECHA  

05/09/2011) 

 

 

 

 

CONSUMIDORES 

 

DEFENSA EFECTIVA DE SUS INTERESES NO EQUIVALE A OBTENER UN 

RESULTADO FAVORABLE ANTE LAS DENUNCIAS HECHAS CONTRA 

PROVEEDORES CUANDO LAS MISMAS NO CONSTITUYEN UN FRAUDE O 

ABUSO EN EL MERCADO QUE PERJUDIQUEN SU ESFERA JURÍDICA 

 

ñEl demandante pretende se declare la ilegalidad de la resolución de las nueve horas del 

veintiséis de abril de dos mil cinco, mediante la cual se declaró sin lugar la denuncia que 

interpuso contra la sociedad SERVICREDIT, S.A. DE C.V. 

Hace recaer la ilegalidad del acto administrativo en la violación a los artículos 1 y 4 de la 

Ley de Protección al Consumidor, actualmente derogada. [é] 

 

3. Normativa aplicable al caso en debate 
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El marco jurídico aplicable al presente caso es la Ley de Protección al Consumidor (LPC), 

contenida en el Decreto Legislativo número 666, de fecha 14 de marzo de 1996, publicado 

en el Diario Oficial número 58, tomo número 330, del día 22 de marzo del mismo año, 

derogada por el Decreto Legislativo número 776, del 18 de agosto de 2005, publicado en el 

Diario Oficial número 166, tomo 368, del 8 de septiembre del mismo año, que contiene la 

vigente Ley de Protección al Consumidor. 

Específicamente, conciernen al caso en debate las siguientes disposiciones: 

a) Artículo 1: "La presente Ley tiene por objeto salvaguardar el interés de los 

consumidores, estableciendo normas que los protejan del fraude o abuso dentro del 

mercado". 

b) Artículo 4: "El Órgano Ejecutivo en el Ramo de Economía será el encargado de aplicar 

las disposiciones de esta Ley, a través de la Dirección General de Protección al 

consumidor". 

 

4. Análisis de la pretensión 

Los principios de congruencia procesal e imparcialidad judicial exigen que los fundamentos 

de la pretensión deban ser fijados y probados por el demandante. 

Por tanto, es preciso, en primer lugar, analizar la correcta configuración de la pretensión 

contencioso administrativa como presupuesto indispensable para conocer el fondo de la 

cuestión planteada. 

 

De conformidad con el artículo 10 letras ch) y e) de la LJCA, la parte actora debe expresar 

en su demanda el derecho protegido por las leyes o disposiciones generales que considera 

violado, así como la exposición razonada de los hechos que motivan la acción, es decir, de 

la pretensión de declarar ilegal el acto o actos impugnados. 

La primera de estas exigencias está vinculada con la legitimación activa en el proceso 

contencioso administrativo; es decir, la declaración de ilegalidad de los actos de la 

Administración Pública sólo puede pedirse por los titulares de un derecho que se considere 

infringido y por quienes tienen un interés legítimo en ello. 

Se instituyen así, en cuanto a la legitimación activa, tres condiciones: la existencia de un 

acto que por producir un agravio es impugnable, la de un sujeto que se encuentre frente a 
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éste en condición de titular de un derecho o interés legítimo y, por último, que este derecho 

o interés se encuentre protegido por el ordenamiento administrativo. 

 

Como consecuencia de esta última condición, el actor debe identificar en su demanda los 

derechos que considera violados y que estén protegidos por las disposiciones legales en que 

funde su pretensión. Este requisito se cumple por medio de un argumento suficiente que 

permita determinar el fundamento jurídico de la pretensión planteada, por lo que no basta 

denunciar en abstracto la violación a determinados derechos o categorías jurídicas, sino que 

hace falta establecer las concretas razones por las cuales se considera que la violación a 

esos derechos protegidos por el ordenamiento jurídico es consecuencia de los actos que se 

pretenden impugnar. 

En el presente caso, en el escrito mediante el cual se cumplen las prevenciones formuladas 

en el auto de las ocho horas diez minutos del diecinueve de julio de dos mil cinco (folio 6), 

el actor invoca la violación a los artículos 1 y 4 de la LPC derogada, y al respecto se limitó 

a señalar (folios 8 y 9): 

"(...) en el presente caso la DPC no defendió mis intereses, ya que simplemente se limito 

(sic) a aceptar por ciertos los argumentos de la parte denunciada, sin realizar una verdadera 

investigación del caso, es decir, la DPC violó mi derecho de defensa que por Ley les (sic) 

corresponde tutelar en mi favor, en mi calidad de consumidor. Además en la Auditoría que 

realizaron solo revisaron dos cuentas, y en mi denuncia yo solicité la auditoría de todas mis 

cuentas, entre otras cosas". 

 

"(..) no se defendieron mis intereses, es decir, no hubo una efectiva defensa de mi persona. 

La DPC no ahondo (sic) en la investigación, además no investigó todos los hechos 

denunciados, y simplemente acepto (sic) como ciertos (sic) las declaraciones de 

SERVICREDIT, S.A. DE C.V., olvidándose de la defensa del consumidor que por ley les 

corresponde". 

Como se aprecia, las afirmaciones: "la DPC no defendió mis intereses", "no se ha realizado 

una verdadera investigación", "la DPC violó mi derecho de defensa que por Ley les (sic) 

corresponde tutelar en mi favor, en mi calidad de consumidor", "no hubo una efectiva 

defensa de mi persona", "no se ahondó en la investigación", y, "simplemente aceptó -
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refiriéndose a la DPC- como ciertas las declaraciones de SERVICREDIT S A DE C.V., 

olvidándose de la defensa del consumidor que por ley les corresponde", son, a todas luces, 

argumentos abstractos y apreciaciones subjetivas que redundan en la mera inconformidad 

del actor con la decisión de la Administración Pública, carentes de una concreción objetiva 

traducida en la presentación de las razones jurídicas y fácticas que evidencien la existencia 

de un nexo causal directo entre los efectos del acto impugnado ðla declaratoria de sin 

lugar de la denuncia interpuestað y un agravio en la esfera jurídica del demandante. 

 

En otras palabras, el señor José Ernesto Romero Ramos, respecto a las anteriores 

afirmaciones, omitió puntualizar las razones concretas por las que el acto impugnable es 

ilegal; es decir, no expresa con precisión el agravio que la declaración de sin lugar de la 

denuncia interpuesta por su persona contra un tercero le produce en la esfera de sus 

derechos, lo que ataca  la adecuada configuración de su pretensión. Por tal razón, este 

tribunal se encuentra imposibilitado de pronunciarse al respecto, de modo que procede 

desestimar los motivos de ilegalidad transcritos en el anterior párrafo por falta de 

argumentación jurídica. 

 

En cuanto al motivo de ilegalidad consistente en que la autoridad demandada no investigó 

todos los hechos denunciados, se advierte que la misma carece del contenido mínimo 

necesario para efectuar el correspondiente examen, pues no se precisan cuáles son los 

hechos a que se refiere ni, principalmente, las razones por las cuales tal circunstancia es 

capaz de producir un agravio en los derechos del demandante a tal punto de viciar el acto 

impugnado. De esta manera, tampoco es procedente pronunciarse sobre el particular. 

Cabe destacar que la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, en el artículo 44, 

sólo faculta a esta Sala a suplir de oficio las omisiones de las partes si pertenecen al 

derecho, es decir, lo concerniente a la invocación de las disposiciones jurídicas aplicables o 

categorización de los derechos que se consideran violados, todo lo cual se encuentra dentro 

del principio procesal de aplicación general denominado iura novit curia. 

 

Lo anterior implica que este tribunal está inhibido para suplir de oficio la queja deficiente 

en cuanto a los hechos y/o alegaciones de las partes, lo cual incide en la configuración de la 
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pretensión. Es a la parte actora a quien le corresponde expresar de manera completa, lógica 

e inequívoca las razones jurídicas y fácticas por las que considera que un acto 

administrativo le causa agravio. Completar de oficio deficiencias como las señaladas, 

traería como consecuencia una auténtica violación al principio de igualdad procesal y al 

derecho de defensa, categorías jurídicas de rango constitucional, cuyo respeto y 

observancia corresponde garantizar a este tribunal. 

 

Vale aclarar, además, que el traslado conferido a la parte actora, en virtud del artículo 28 de 

la LJCA, no constituye una oportunidad para sanear una pretensión deficiente, pues 

introducir nuevos hechos o argumentos provocaría una ampliación de la demanda que, 

como ha dicho esta Sala en abundante jurisprudencia, en atención al derecho de defensa y 

el principio de igualdad procesal de las partes, puede tener lugar hasta antes que la 

autoridad demandada rinda su informe justificativo. 

 

Ahora bien, sin perjuicio de estar en presencia de una queja deficiente respecto a las 

aseveraciones antes transcritas, y en un claro esfuerzo por brindar una respuesta al 

demandante en virtud de su derecho a la tutela judicial efectiva, esta Sala considera posible 

pronunciarse sobre el motivo de ilegalidad del acto impugnado descrito por el demandante 

en los siguientes términos. Aduce que la DPC violó su derecho a obtener la defensa de sus 

intereses como consumidor-categoría contenida, según él, en los artículos 1 y 4 de la LPC, 

actualmente derogada- al declarar sin lugar la denuncia interpuesta por su persona, porque 

en la auditoría que realizó la citada Dirección y que motivó su decisión, sólo se revisaron 

dos de sus cuentas, mientras que en su denuncia había solicitado auditoría de todas aquellas 

que estuviesen a su nombre. 

 

El artículo 1 de la LPC derogada señalaba "La presente Ley tiene por objeto salvaguardar el 

interés de los consumidores, estableciendo normas que los protejan del fraude o abuso 

dentro del mercado" (el subrayado es propio); mientras que el artículo 4 establecía que el 

Ministerio de Economía, por medio de la Dirección General de Protección al Consumidor, 

era la entidad a quien correspondía la aplicación de dicha normativa. 
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En este sentido, el artículo 5 de la citada ley preveía una serie de facultades otorgadas a la 

citada Dirección, entre ellas, sancionar, de conformidad con la ley de la materia y su 

reglamento, las infracciones a la misma, y procurar la solución de controversias entre 

proveedores y consumidores por medio de la conciliación y arbitraje. El ejercicio de dichas 

acciones tenía por objeto que el Ministerio de Economía, por medio de la DPC, protegiese 

en forma efectiva el interés de los consumidores, propiciando, a su vez, la sana 

competencia en el mercado. 

Como lo expresa Carlos Martínez de Aguirre, en el derecho comparado, legislación y 

doctrina la protección del interés de los consumidores parte de una consagración abstracta 

de los derechos de éstos, lo que se ha denominado derechos básicos de los consumidores. 

 

La consagración de estos derechos tiene un carácter prevalentemente programático, 

primero, porque precisan de un desarrollo legal para alcanzar la plenitud de su eficacia, 

tanto en un sentido preventivo como correctivo; segundo, porque mediante ellos se 

establecen los objetivos a conseguir por una política jurídica de protección a los 

consumidores; y, tercero, porque proporciona un marco de referencia teórico a las 

actuaciones de los poderes públicos dirigidas a conseguir esos objetivos y a sus concretas 

plasmaciones normativas. 

 

En consonancia con lo anterior, el artículo 7 de la LPC, actualmente derogada, establecía 

un catálogo general de derechos del consumidor, entre los cuales destacaban la posibilidad 

de exigir que se respetasen los derechos plasmados en dicha normativa, y a presentar ante 

las autoridades competentes las denuncias de violaciones a la citada ley. 

 

Precisamente, la denuncia interpuesta por un consumidor provocaba que la DPC utilizara 

los mecanismos previstos en la norma para propiciar una solución al conflicto originado por 

el supuesto menoscabo de sus derechos por acciones u omisiones imputables a un 

proveedor. Incluso, la denuncia podía dar lugar al ejercicio del ius puniendi estatal ðpues 

la defensa del consumidor constituye un bien jurídico de interés público, a tenor del artículo 

101 de la Constitución-, mediante la instrucción de un procedimiento administrativo 

sancionador ante evidencias de la existencia de una infracción a la LPC, actualmente 
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derogada, que podía desembocar en una sanción a cargo del proveedor infractor y, en 

ciertos casos, en el resarcimiento al consumidor. 

 

Como se aprecia, este derecho a la denuncia se concretiza, más allá de los intereses 

particulares que se persiguen, en la colaboración que un consumidor brinda a la 

Administración para procurar el cumplimiento de un interés de carácter público, 

corrigiendo, así, acciones u omisiones de proveedores que implican el irrespeto a los 

derechos de los consumidores y, por ende, del marco normativo que los reconoce, en el 

entendido que está labor de defensa propicia, aún en la vigente LPC, el desarrollo 

económico y social (artículo 101 inciso 2° de la Constitución). 

 

Sin embargo, es claro que los hechos denunciados por un consumidor no gozan de una 

presunción de veracidad inatacable por el simple hecho de ser el sujeto destinatario de la 

protección del Estado, pues nada impide que su exposición esté cargada de apreciaciones 

subjetivas provocadas por malestares o meras inconformidades, al margen de la existencia 

de una infracción a la ley, que es lo que se pretende prevenir o corregir con el despliegue de 

las actuaciones del órgano competente. 

 

Así, la defensa de los intereses del consumidor y, específicamente, de su derecho a 

presentar denuncias, no debe ser entendida como la incondicional atención de cualquier 

tipo de petición proveniente del consumidor por su simple calidad de tal, con independencia 

de la veracidad de los hechos y de la finalidad y naturaleza de la solicitud. Sin duda, las 

peticiones del consumidor debían ser coherentes con las facultades otorgadas a la DPC -

pues su accionar no podía exceder el contenido de las normas habilitantes, ni prescindir de 

ellas-, respetuosas de las demás disposiciones contenidas en la LPC, actualmente derogada, 

y del resto del ordenamiento jurídico, y, sobre todo, motivadas por la transgresión 

inminente o efectiva a los derechos reconocidos en la norma al consumidor. 

 

No es posible concebir la defensa de los intereses "ilegítimos" del consumidor por ausencia 

de un fraude o abuso en el mercado que le perjudique en su esfera jurídica; ni, menos aún, 

la atención favorable de solicitudes irracionales o denuncias infundadas que pretendan el 
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simple despliegue de actuaciones del Estado con el único objeto de retardar o evadir 

legítimas obligaciones contractuales con un proveedor. Tampoco la satisfacción de un 

conflicto en esta materia puede consentir un menoscabo a los derechos de presunción de 

inocencia y defensa del proveedor, cuyo respeto está exigido, incluso, por normas de rango 

constitucional. 

 

Con tales antecedentes, en el presente caso, el actor aduce que la DPC violó su derecho a 

obtener la defensa de sus intereses como consumidor, al no realizar dicha Dirección una 

auditoría sobre la totalidad de las cuentas a su nombre, adquiridas con SERVICREDIT, 

S.A. DE, C.V., sino, únicamente, sobre las cuentas vigentes al momento de su denuncia. 

 

Según el petitorio contenido en la denuncia, agregada en el expediente administrativo, el 

actor, efectivamente, solicitó a la DPC que realizara una auditoría de todas sus cuentas y, en 

especial, sobre cuatro de ellas, a fin de constatar si los pagarés que respaldaban la 

correspondiente obligación estaban firmados en blanco. Seguidamente, solicitó que, a partir 

de la auditoría en cuestión, se estableciera con exactitud la cantidad adeudada de los 

créditos 5-099058-00 y 2-099058-80, con sus respectivos intereses, siendo éstos los únicos 

vigentes al momento de interponer su denuncia, según señala el actor en su exposición. 

Todo lo anterior motivado por el supuesto cometimiento de un cobro indebido, la firma de 

pagarés en blanco y por otra infracción, todas previstas en el artículo 25 de la LPC 

derogada, atribuidas a la proveedora SERVICREDIT, S.A. DE C.V. 

 

En otras palabras, las diligencias solicitadas por el consumidor tenían un carácter 

instrumental, pues a partir de ellas lo que se pretendía -por lo menos, objetivamente- era 

comprobar la existencia de infracciones a la LPC, actualmente derogada, y, a partir de ello, 

obtener, de parte de la DPC, el despliegue de los mecanismos previstos en la ley para su 

corrección. 

 

Precisamente, el artículo 34 inciso segundo del Reglamento de la LPC derogada, en 

concordancia con el artículo 26 de dicha ley, prescribía "La Dirección podrá practicar 
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inspecciones o auditorías, para verificar si se ha incurrido o no en lo establecido en el Art. 

25 letra a) de la Ley ð práctica abusiva " (el subrayado es propio). 

 

De esta manera, en atención a la denuncia del señor José Ernesto Romero Ramos y con el 

fin de determinar la existencia de infracciones a la ley, consta en el expediente 

administrativo respectivo que el dieciséis de noviembre de dos mil cuatro, la DPC, a través 

de una delegada, realizó una auditoría sobre la cuenta corriente con número de referencia 

01-05- 099058-00, y sobre la cuenta a plazos con número de referencia 2-099058-80, 

ambas a nombre del actor y las únicas vigentes á dicha fecha, concluyendo que los saldos 

de capital, así como los intereses aplicados en dichas cuentas, habían sido determinados 

correctamente por parte de  la empresa proveedora, lo cual se estableció en el acto 

controvertido. Con tal resultado y en virtud del fin perseguido con dicho proceder, es
 
claro 

que no existía razón alguna para efectuar una auditoría sobre otras cuentas que ya habían 

sido canceladas por el demandante. 

 

Por su parte, en cuanto a verificar si los pagarés firmados por el actor estaban en blanco, la 

DPC, en la resolución que  se impugna, manifestó haber constatado, mediante la auditoría 

realizada en las oficinas de la proveedora, que los créditos del actor se encontraban 

respaldados por un solo pagaré, el cual ya había sido presentado como documento base de 

la acción ejecutiva en el juicio ejecutivo mercantil promovido por el licenciado Raúl 

Alberto García Mirón, en su calidad de apoderado general judicial de SERVICREDIT, S.A. 

DE C.V., no habiéndose comprobado, por tanto, la existencia de la infracción respectiva. 

 

De esta manera, la DPC, en ejercicio de sus facultades y en atención a su deber de defender 

el interés y los derechos del consumidor, realizó las acciones necesarias para atender la 

solicitud del actor hecha en su denuncia por supuestas infracciones a la LPC derogada. Sin 

embargo, a partir de la auditoría realizada, la autoridad demandada obtuvo los elementos 

suficientes para determinar que no era posible atribuir las infracciones invocadas por el 

demandante al proveedor ni, por tanto, continuar con un procedimiento administrativo 

sancionatorio; de manera que en el acto impugnado decidió declarar sin lugar la denuncia 

interpuesta. 
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Como se ha señalado, la salvaguarda efectiva de los intereses de los consumidores y de sus 

derechos no equivale a obtener el resultado deseado o esperado por éstos con 

independencia de la realidad de los hechos, lo que parece concebir el demandante, según su 

escrito de traslado (folio 43). Esta defensa, más bien, trasciende al interés de constatar si el 

correcto desarrollo del mercado ha sido alterado o no por un fraude o abuso en detrimento 

de los derechos del consumidor mediante las actuaciones de un proveedor, totalmente al 

margen de ideales o inconformidades. Y sólo en caso de existir una posible infracción o 

conflicto se debe utilizar el resto de mecanismos previstos en la ley - conciliación, arbitraje, 

procedimiento administrativo sancionador- para solucionar y/o corregir dicha situación. 

 

De lo anterior se colige que el motivo de ilegalidad analizado también consiste en una mera 

inconformidad del demandante con el resultado de la investigación efectuada por la DPC, 

y, por tanto, no constituye un vicio que afecte la legalidad de la resolución cuestionada. 

 

En este sentido, el derecho del demandante a obtener la defensa de sus intereses como 

consumidor, según las razones expuestas en su demanda, no ha sido transgredido por la 

autoridad demandada al declarar ésta sin lugar la denuncia interpuesta contra 

SERVICREDIT, S.A. DE C.V. Por esta raz·n, no existe el vicio de ilegalidad invocado.ò 

(SALA DE LO CON TENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 121-2005, DE FECHA  

08/02/2011) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO  
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FACULTAD SANCIONADORA DE LA ADMINISTRACIÓN 

 

De los contratos colectivos de trabajo 

De conformidad con el artículo 268 del Código de Trabajo, el Contrato Colectivo de 

Trabajo tiene por objeto regular, durante su vigencia, las condiciones que regirán los 

contratos individuales de trabajo en las empresas o establecimientos de que se trate; y los 

derechos y obligaciones de las partes contratantes, del cual sólo puede haber uno, y cuyas 

estipulaciones serán aplicables a todos los trabajadores de la empresa que lo hubieren 

suscrito, aunque no pertenezcan al sindicato contratante, y también a los demás trabajadores 

que ingresen a tal empresa durante la vigencia del contrato o convenios colectivos de 

trabajo, conforme lo estipula el inciso final del art. 272 de dicho cuerpo normativo. 

 

En ese sentido, ante la existencia de un Contrato Colectivo de Trabajo, significa que, 

independientemente de los motivos o causas que se aleguen como justificativas de la 

sanción, ha de cumplirse siempre con la exigencia del proceso previo que señala el artículo 

11 de la Constitución, de tal forma que se otorgue al interviniente la posibilidad de exponer 

sus razonamientos, controvertir la prueba en su contra y ejercer la defensa de su derecho. 

 

 

PROCEDIMIENTO SANCIONATORIO EN LOS CONTRATOS COLECTIVOS DE 

TRABAJO 

 

 

En razón que la normativa aplicada por la autoridad demandada hace referencia al 

procedimiento sancionatorio regulado en el Contrato Colectivo de Trabajo, se hacen las 

siguientes consideraciones en razón de la facultad sancionatoria de la Administración 

Pública: 

La facultad sancionatoria de la Administración tiene cobertura constitucional en el artículo 

14. Su actuar se encuentra sujeto al principio de legalidad que recoge también la 

Constitución de la República en el artículo 86 al señalar que "los funcionarios del gobierno 

son delegados del pueblo y no tienen más facultades que las que expresamente les da la 
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ley". En virtud de la sujeción a la ley, la Administración sólo puede actuar cuando aquella 

la faculte, ya que toda acción administrativa aparece como un poder atribuido previamente 

por ella. En consecuencia, la Administración sólo podrá imponer las sanciones a las que la 

Ley dé cobertura, y en la forma en que la misma lo regule. 

 

Esta Sala ha señalado en reiteradas decisiones (entre otras, sentencia definitiva de las nueve 

horas del día veintiuno de marzo de dos mil tres, referencia 182-A-2001), que el origen 

común de la potestad sancionadora jurisdiccional y administrativa en el denominado ius 

puniendi del Estado justifica el traslado de principios aplicables en materia penal al ámbito 

administrativo sancionador. 

 

Al respecto, Pérez Royo sostiene: "actualmente constituye opinión absolutamente 

mayoritaria que las diferencias entre las sanciones administrativas y las jurídico-penales 

propiamente dichas no son sustanciales, sino puramente formales. Por ello se solicita 

unánimemente la aplicación de los principios fundamentales del Derecho Penal -claro está- 

matizados al derecho administrativo, sobre todo la de aquellos que suponen una limitación 

del poder punitivo del Estado, a la sanción administrativa". 

De tal manera, la traslación de principios del derecho penal al derecho administrativo 

sancionador no es automática, y debe cada uno de ellos ser matizados conforme a los 

principios que rigen ésta segunda materia, ellos son: 

 

1- Una acción u omisión: el comportamiento positivo u omisivo del administrado vulnera 

un mandato o una prohibición contenida en la norma administrativa; 

 

2- La sanción: para que este comportamiento sea constitutivo de infracción es necesario que 

el ordenamiento legal reserve para el mismo una reacción de carácter represivo; y 

 

3- La tipificación: el comportamiento inequívoco del infractor, así como la sanción prevista 

para el mismo, deben aparecer descritos con suficiente precisión en una norma con rango 

de ley. 
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En conclusión la sanción administrativa tal y como lo señala el citado autor Luciano Parejo 

Alfonso, es pues "un infligido a un administrado en ejercicio de la correspondiente potestad 

administrativa por un hecho o una conducta constitutiva de infracción, es decir tipificado 

legal y previamente como tal". 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRA TIVO/Sentencias Definitivas, 120-2006, DE FECHA  

26/01/2011) 

 

 

 

 

CONTRATO DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  

 

INCUMPLIMIENTO DE CONTRATO DENTRO DEL PLAZO PACTADO EN LAS 

BASES DE LICITACIÓN HABILITA A LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA A HACER 

EFECTIVA LA GARANTÍA DE MANTENIMIENTO DE OFERTA 

 

ñObjeto y limites de la pretensión 

a) Actos impugnados: Resolución del diecisiete de noviembre de dos mil ocho, en la que se 

estableció que al no desvirtuarse el incumplimiento de la entrega extemporánea de la 

Garantía de Cumplimiento de Contrato, se procedería a hacer efectivo el reclamo a la 

aseguradora. 

b) Límites de la pretensión: El fondo de la controversia sobre la que recaerá esta sentencia 

se circunscribe a establecer si existe la violación al principio de legalidad y al debido 

proceso por no haberse otorgado derecho de audiencia y defensa a la demandante. 

 

2. Análisis del caso 

i) Las bases de licitación y el contrato como régimen aplicable 

En primer lugar es oportuno realizar un breve análisis introductorio del principio de 

legalidad al que está sujeta la Administración Pública. 

 

Bajo el sistema de la vinculación positiva del principio de legalidad, la ley pasa de ser una 

limitante, a ser habilitante de las actuaciones de la Administración Pública. Con ello, la 
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Administración sólo puede ejecutar aquellos actos que la Ley le permite y en la forma en 

que ésta lo regule. Bajo este esquema la Ley es la única habilitante de su actuación, la 

Administración sólo puede realizar las actuaciones que tengan cobertura legal. En este 

sentido, los actos administrativos deben entonces emerger al mundo jurídico respetando esa 

sujeción a la Ley, amparados en la denominada "cadena de legalidad": NORMA-

POTESTAD-ACTO. 

 

En los términos del autor Luciano Parejo: "las potestades son, en último término y dicho 

muy simplificadamente, títulos de acción administrativa....." En el caso que se analiza, la 

sociedad demandante considera que existió violación al principio de legalidad ya que la 

funcionaria demandada pretende hacer efectiva la garantía de cumplimiento de contrato 

cuando de conformidad a lo que establece la ley ésta es un accesorio del contrato, cuya 

exigencia procede al incumplirse con la finalidad principal del mismo, la cual en este caso 

lo constituía la entrega del producto correspondiente al código 701072, obligación que la 

demandante ha cumplido eficazmente. 

 

En atención a lo anteriormente señalado, este Tribunal recurre al texto del artículo 33 de la 

LACAP que literalmente reza: "Garantía de Mantenimiento de Oferta (..) La Garantía de 

Mantenimiento de oferta se hará efectiva en los siguientes casos: b) Si no se presentase la 

Garantía de Cumplimiento de Contrato dentro del plazo determinado en las bases de 

licitación o de concurso (...)"; el anterior precepto normativo claramente es un habilitante 

para que la Administración Pública haga efectiva la referida garantía cuando no se 

cumpliere con el plazo pactado en el contrato. 

 

Asimismo, se debe tomar en cuenta que el régimen aplicable en los casos de licitación lo 

constituyen además de la LACAP, las bases de licitación ðcuyo contenido es el programa 

precontractual en el que se formulan cláusulas específicas dictadas unilateralmente por la 

Administración, las cuales son de alcance general y particular dependiendo de su 

contenidoð y el propio contrato. 
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Refiriéndonos a las bases habrá que tener en cuenta que estas prescriben por regla general 

cuatro postulados en su contenido: 

 

a) el objeto licitado se define mediante elementos cualificativos y cuantitativos de 

individualidad que se ciñen a las necesidades de la Administración Pública; 

b) Regulan exigencias relativas a los sujetos y no a las propuestas, lo expuesto, hace 

referencia a las condiciones jurídicas de habilitación -que lleva inmersa la calificación de 

capacidad-, la habilitación técnica y financiera como condiciones mínimas de un licitante 

frente a la potencial oferta; 

c) cláusulas obligatorias o prohibitivas, las cuales pueden tener un carácter expreso o 

implícito, dado que las mismas regularmente ya se encuentran contenidas en disposiciones 

legales positivas, o aún devienen de los principios generales del derecho y las directrices 

contractuales ï en lo que hace referencia a voluntad por ejemplo-; y, 

d) Siempre existe una fijación de actos y afectaciones procedimentales, que sientan las 

reglas del juego a seguir, lo anterior incluye el ejercicio de ciertos derechos, solemnidades a 

llenar por el carácter especial del objeto licitado, etc. 

Lo antes expuesto se encuentra en la Ley de Adquisiciones y Contrataciones de la 

Administración Pública (artículo 44). 

El contenido de las bases de licitación tiene como finalidad específica, fijar los extremos de 

participación y condiciones de realización de las facultades de la Administración Pública, 

es por ello que las mismas constituyen un derecho positivo derivado de una relación 

precontractual. 

Dichas bases constituyen un plus o infraorden normativo que sienta los elementos 

primigenios de una licitación, calificada por las particularidades de su objeto y sujetos 

intervinientes, elementos que no se encuentran en oposición al orden normativo general, 

sino que constituyen un complemento de éste. 

En las bases del caso que se estudia, en el apartado titulado "FORMALIZACIÓN DE 

CONTRATO" se establece: 

 

"3.2. "Garantía de cumplimiento de contrato. 
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El contratista al que se le adjudique esta licitación, deberá rendir a favor del ISSS una 

Garantía de Cumplimiento de Contrato por un monto equivalente al 10% sobre el valor de 

contrato, la que deberá estar vigente a partir de la suscripción del mismo hasta tres meses 

después de su vencimiento." 

 

"3.3 "Plazos para presentación. 

La garantía deberá presentarla el Contratista en el Departamento Jurídico de 

Contrataciones, ubicado en la UACI, dentro del término de quince (15) días hábiles 

contados a partir del día siguiente a la firma del contrato, el cual podrá ser ampliado por la 

UACI en caso fortuito o fuerza mayor" 

 

Por otra parte en la fase contractual, quedó establecido en la cláusula novena del contrato 

suscrito entre las partes, titulada "GARANTIA DE CUMPLIMIENTO DE CONTRATO" 

que "Para garantizar el cumplimiento de las obligaciones contraídas en virtud de este 

contrato, la contratista deberá presentar a satisfacción del Instituto en el Departamento 

Jurídico de Contrataciones ubicado en las instalaciones de la UACI, dentro de quince (15) 

días hábiles contados a partir del día siguiente a la firma del contrato, (...) una Garantía de 

cumplimiento de Contrato por un monto del DIEZ POR CIENTO sobre el valor total del 

contrato (...)" 

 

En razón de lo anterior se concluye que de conformidad a las bases de licitación del caso en 

análisis y lo pactado en el contrato, la adjudicataria tenía un plazo de quince días hábiles 

para cumplir con esta obligación, el referido plazo de conformidad a lo establecido en el 

contrato podría ampliarse por motivos de fuerza mayor o caso fortuito por la UACI, sin 

embargo, al no cumplirse con la obligación en el plazo, la ley habilitaba expresamente a la 

Administración Pública a hacer efectiva la garantía. 

 

En razón de lo anterior esta Sala concluye que no ha existido la violación al principio de 

legalidad alegada por la parte actora. 
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GARANTÍA DE MANTENIMIENTO DE OFERTA : EFECTIVIDAD POR 

INOBSERVANCIA DEL PLAZO PACTADO PARA EL CUMPLIMIENTO DEL 

CONTRATO REQUIERE DE UN PROCEDIMIENTO PREVIO QUE GARANTICE EL 

DERECHO DE AUDIENCIA 

 

 

3. De la violación al debido proceso 

Tal y como ha sido aceptado por la parte actora la Garantía de cumplimento de contrato fue 

presentada el trece de marzo de dos mil ocho, al ser extemporánea la presentación de la 

referida garantía la autoridad demandada emitió resolución de fecha veinticuatro de junio 

de dos mil ocho en la que concedía tres días a la adjudicataria para que se pronunciara 

respecto del señalamiento de extemporaneidad. (11 exp. Administrativo) 

 

El treinta de junio de dos mil ocho la sociedad demandante presentó escrito ante la 

Administración Pública en el que exponía entre otros puntos su inconformidad con el 

señalamiento de extemporaneidad atribuido, ya que consideraba que al haberse cumplido 

con la obligación principal contra²da, no era procedente hacer efectiva la garant²a. (fs.[é] 

exp. Administrativo) 

 

El diecisiete de noviembre de dos mil ocho, se emitió el acto que ahora se impugna, y en el 

que la Administración Pública decidió hacer efectivo el reclamo a la aseguradora ya que la 

sociedad demandante no desvirtuó ni justificó el incumplimiento de la entrega 

extempor§nea de la Garant²a de Cumplimiento de Contrato. (fs. [é] exp. Administrativo). 

 

Por lo anterior la sociedad demandante estima que existió violación al debido proceso 

específicamente al derecho de audiencia y defensa, ya que la autoridad demandada se limitó 

pedirle su pronunciamiento respecto a hacer efectiva la garantía de cumplimiento de 

contrato, y alega que ello no puede constituir un procedimiento en el que pudieran aportarse 

pruebas o controvertir los señalamientos. 
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Respecto de lo dicho esta Sala hace las siguientes consideraciones: La potestad 

sancionatoria de la Administración se materializa en actuaciones que se traducen en un mal 

infligido por ésta a un administrado como consecuencia de una conducta tipificada 

previamente en la norma como infracción administrativa y cuya finalidad es reprimir una 

conducta contraria a Derecho y restablecer el orden jurídico alterado por la acción del 

infractor. 

 

En dicho sentido para el ejercicio de tal potestad la Administración Pública debe hacer 

valer ciertas garantías a los administrados, configurando cuando no existe procedimiento en 

la ley a aplicar uno de conformidad a lo que establece la Constitución. A ese respecto la 

Sala de lo Constitucional de esta Corte ha dicho que "cuando se hace referencia al derecho 

de audiencia, nuestra Constitución utiliza el término "privación", y se ha entendido que 

todo "acto privativo" debe estar precedido de un procedimiento en el que se haya 

garantizado el derecho de audiencia así como las restantes categorías que integran del 

"debido proceso"(...). 

 

En consecuencia, siendo que las sanciones administrativas se consideran actos que 

restringen o limitan los derechos de los administrados, en virtud de una medida definitiva y 

no provisional, también encajan en la categoría de actos privativos y por lo tanto su 

imposición debe ir precedida de un procedimiento constitucionalmente configurado". Lo 

anterior implica que toda restricción o privación de Derecho supone brindar a los 

administrados que se ven vulnerados en su esfera jurídica, la posibilidad de defenderse y 

exponer sus razonamientos de manera eficaz, para lo cual de no existir un procedimiento 

regulado en la ley, la Administración Pública, está en la obligación de hacer saber al 

administrado la causa de la restricción que se está haciendo a sus derechos, y facilitarle la 

oportunidad de defenderse ante las imputaciones que se le atribuyen. 

 

En el caso planteado la Administración Pública ha actuado en ejercicio de la autotutela 

ejecutiva, que le deviene del artículo 33 de la LACAP, y en base a lo pactado por ambas 

partes previamente en las bases de licitación y el contrato. No obstante, antes de emitir el 

acto mediante el que limitó derechos la sociedad demandante le dio la oportunidad para que 
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manifestara la razón del retraso en la entrega de la garantía para la que se había establecido 

una fecha de mutuo acuerdo, etapa de la cual hizo uso la sociedad, pero sin aportar los 

elementos necesarios para justificar el incumplimiento. 

Por todo lo anteriormente dicho esta Sala concluye que por las razones expuestas no ha 

existido la violación al debido proceso ni las garantías de audiencia y defensa alegadas por 

la demandante.ò 

(SALA DE L O CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 41-2009, DE FECHA  

01/11/2011) 

 

 

 

CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS PROFESIONALES O TÉCNICOS  

 

ESTABILIDAD LABORAL CONDICIONADA POR EL PLAZO ESTABLECIDO EN 

EL CONTRATO 

 

ñLa parte actora impugna la legalidad de la resolución emitida el veintiuno de diciembre de 

dos mil siete, por el Director General de Aduanas, mediante la cual se determinó no renovar 

el contrato del señor V. G. para prestar sus servicios al Ministerio de Hacienda, a partir del 

día uno de enero de dos mil ocho. 

 

Hace recaer la ilegalidad de dicho acto en la violación de: el Derecho de Audiencia, artículo 

II en relación con el 8 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos Pacto de San 

José, artículo 1 y 4 de la Ley Reguladora de la Garantía de Audiencia de los Empleados 

Públicos no Comprendidos en la Carrera Administrativa, Derecho de Defensa, Presunción 

de Inocencia, Debido Proceso, Estabilidad Laboral, Seguridad Jurídica, artículos 55 y 61 

Ley del Servicio Civil, Falta de Motivación del Acto administrativo impugnado, los 

artículos 1, 2, 10, 11, 15, 16, 52 y 219 inc. 2° de la Constitución de la República, artículo f 

literal d) del Protocolo Adicional a la Convención Americana Sobre Derechos Humanos en 

materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales -Protocolo de San Salvador- en 

relación con el artículo 24 del Pacto de San José, artículos 83 literal c) de las Disposiciones 
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Generales de Presupuesto y el artículo 4 literales a), d), e) h) j) y k) de la Ley de Ética 

Gubernamental. 

 

El fondo de la controversia sobre la que recaerá esta sentencia se circunscribe a establecer 

la legalidad del acto por medio del cual se comunicó la decisión de la Administración 

Pública de no renovar el contrato suscrito con el señor V. G.. Es decir, si al demandante se 

le violentaron los derechos y disposiciones antes invocadas por la falta de un procedimiento 

previo a que le separara del cargo que desempeñaba. 

 

Análisis del caso. 

El señor David V. G. suscribió con la Dirección General de la Renta de Aduanas, contrato 

de prestación de servicios número 105/2007, en el que se estableció en la cláusula segunda 

que el contratista se comprometía a laborar durante el período comprendido del uno de julio 

al treinta y uno de diciembre de dos mil siete como auditor fiscal, de acuerdo a lo 

establecido en los artículos 83 y 84 de las Disposiciones Generales de Presupuesto vigente 

para esa fecha (folios [...]del expediente administrativo). 

 

En acto emitido el veintiuno de diciembre de dos mil siete por el Director General de 

Aduanas, hace del conocimiento del señor V. la decisión de dar por terminada la relación 

laboral, y por consiguiente que el contrato no sería renovado (folios [...] del expediente 

judicial y [...] del expediente administrativo). 

 

2.1 La terminación de las relaciones laborales que tienen su origen en un contrato. 

Entre los aspectos que generan mayor controversia al aplicador del derecho, se encuentra el 

determinar el marco o régimen jurídico aplicable a la configuración, al desarrollo y sobre 

todo, a la finalización de las relaciones laborales entabladas entre el Estado -centralizado o 

descentralizado-, los Municipios y sus servidores públicos. 

 

Para la consecución de sus fines el Estado necesita la concurrencia de personas naturales, 

que se denominan servidores públicos, entendidos como toda persona que colabora o 

contribuye a que se lleven a cabo las distintas funciones estatales. La relación entre los 



 

Volver al índice Ą 

servidores públicos y el Estado, se puede originar a partir de la celebración de un contrato 

individual de trabajo, de un acto administrativo de nombramiento, o bien, de un contrato de 

prestación de servicios profesionales o técnicos. Independientemente cómo se haya 

originado el vínculo, entre las partes derivarán derechos y obligaciones, los cuales estarán 

sujetos a regímenes distintos. 

 

En el caso de autos, se impugna de ilegal el acto mediante el cual se dio por terminada la 

relación laboral originada de un contrato de prestación de servicios. De ahí que no se está 

ante un acto sujeto al control del Código de Trabajo, pues él mismo es claro en su artículo 2 

al señalar que "No se aplica este Código cuando la relación que une al Estado, Municipios e 

Instituciones Oficiales Autónomas o Semiautónomas con sus servidores, fuere de carácter 

público y tuviere su origen en un acto administrativo (..); o emane de un contrato para la 

prestación de servicios profesionales o técnicos". Tampoco se está ante un acto sometido a 

la Ley del Servicio Civil, ya que ésta en su artículo 4 estipula "No estarán comprendidos en 

la carrera administrativa los funcionarios y empleados siguientes: (..) s) Las personas que 

prestan al Estado cualquier clase de servicio mediante contrato (..)". 

 

Lo anterior, no implica de manera alguna que el vínculo laboral que nace de ese "contrato 

de prestación de servicios" se encuentra a expensas de la voluntad de la Administración 

Pública. Pues el legislador ha previsto para la terminación anormal de este tipo de 

contratos, la aplicación de la Ley Reguladora de la Garantía de Audiencia de los Empleados 

Públicos no comprendidos en la Carrera Administrativa, la cual establece en los artículos 1 

y 2 que para privar de su empleo a un servidor público, éste debe ser previamente oído y 

vencido en juicio, y en aquellos casos en que las leyes secundarias no hayan previsto un 

procedimiento específico se deberá aplicar lo prescrito en la Ley en comento. 

 

En tal sentido la Sala de lo Constitucional de esta Corte, en reiterada jurisprudencia ha 

sostenido que el Derecho de Audiencia reconocido en el artículo 11 de la Constitución, es 

considerado como un derecho de contenido procesal que ha sido establecido en primer 

lugar como la máxima protección efectiva de los demás derechos consagrados a favor de 

los gobernados en la normativa constitucional, y en segundo lugar como un derecho 
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relacionado con las restantes categorías jurídicas subjetivas protegibles, las cuales no 

podrán afectarse sino es a través de un proceso o procedimiento de conformidad con la Ley 

y en el que se otorguen las esenciales oportunidades de defensa. 

 

Es así incuestionable que si se pretende poner fin a un contrato civil de prestación de 

servicios antes de que el mismo cumpla su plazo, debe procederse de conformidad a lo 

regulado en la Ley Reguladora de la Garantía de Audiencia de los Empleados Públicos no 

Comprendidos en la Carrera Administrativa. 

 

2.2 La Estabilidad Laboral en las relaciones originadas por un contrato. 

Establecido lo anterior interesa centrarse en la estabilidad laboral que se origina mediante la 

suscripción de un contrato civil de prestación de servicios profesionales o técnicos. Se ha 

sostenido que, la estabilidad laboral implica el derecho de conservar un trabajo o empleo 

independientemente que el servidor esté sujeto a la posibilidad de traslado de funciones o 

de un cargo a otro. Asimismo, se ha afirmado en muchas decisiones que la estabilidad es 

relativa, pues el empleado no tiene derecho a una completa inamovilidad, quedándole 

únicamente la facultad de conservar su cargo sin limitación de tiempo, siempre que 

concurran -entre otros-factores, los siguientes: que subsista el puesto de trabajo; que el 

empleado no pierda su capacidad física o mental para desempeñar el cargo; que el cargo se 

desempeñe con eficiencia; que no se cometa falta grave que la Ley considere como causal 

de despido; que subsista la institución para la cual se presta el servicio y que además, el 

puesto no sea de aquellos que requieran particular confianza, ya sea personal o política. 

 

Ahora bien, debe entenderse que tal derecho surte plenamente sus efectos frente a 

remociones o destituciones arbitrarias o caprichosas realizadas con transgresión de la 

Constitución y las leyes. De acuerdo a lo anterior, no es posible la separación de un 

servidor público -sea empleado o funcionario- cuando el mismo no represente 

confiabilidad, no dé garantía de buen acierto al trabajo o concurran otras razones 

justificativas de despido, sin que se haya dado estricta observancia de la Constitución y las 

leyes con las excepciones que éstas establecen. No obstante lo anterior, se insiste que el 

derecho a la estabilidad laboral de ninguna manera supone inamovilidad absoluta, pues la 
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Constitución no puede asegurar el goce de tal derecho a quienes den motivo para decretar 

su separación o destitución. 

 

En relación a la estabilidad laboral de las personas que se encuentran vinculadas al Estado 

por medio de un "contrato", se ha sustentado que son titulares de dicha categoría jurídica en 

virtud de encontrarse dentro de una relación de supra-subordinación de carácter público -y 

por las funciones que desempeñan, que son propias de la actividad estatal-, sin embargo, se 

ha establecido que en estos casos, dicha estabilidad está sujeta además, a la vigencia del 

plazo de dicho con trato. 

 

En efecto, el marco jurídico de la relación de supra-subordinación entre el empleado 

público y la Administración es, precisamente, el contrato suscrito de común acuerdo entre 

los sujetos que se obligan; de tal suerte que el empleado público sabe desde el momento de 

su ingreso las condiciones de éste, puesto que mientras no se incorpore a la Ley de Salarios, 

sus derechos y obligaciones emanan directamente de las cláusulas del contrato. 

 

Desde la perspectiva trazada, es pertinente apuntar para efecto de conocimiento del caso 

concreto, que la estabilidad laboral del empleado público que presta sus servicios a través 

de un contrato, está condicionada al plazo de vigencia de aquél, el cual de acuerdo al 

artículo 83 número 9 de las Disposiciones Generales de Presupuestos, no puede durar más 

allá del treinta y uno de diciembre de cada año, ni prorrogarse más de dos meses una vez 

firmada su vigencia. Lo anterior implica, que una vez finalizado el contrato, la prórroga en 

comento debe realizarse por resolución y únicamente puede durar un plazo de dos meses -

como máximo-, mientras se suscribe el nuevo contrato. 

 

Dentro de ese contexto se afirma que los servidores públicos sujetos a un contrato con el 

Estado tienen el derecho constitucional de impedir su remoción arbitraria y discrecional por 

parte de sus superiores dentro de la vigencia del contrato o de su eventual prórroga; de lo 

cual se colige que, una vez extinguido dicho marco jurídico referencial esta clase de 

empleado público deja de tener estabilidad laboral, pues no incorpora dentro de su esfera 

jurídica un derecho subjetivo a ser contratado otra vez o a ingresar forzosamente a la 
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Administración a través de una plaza ya finalizada la vigencia del contrato o su 

circunstancial prórroga. 

 

3. Conclusión. 

Por todo lo anterior se concluye que en el caso de autos no ha existido violación al Derecho 

de Audiencia, Defensa, Debido Proceso, Presunción de Inocencia, Seguridad Jurídica y 

Estabilidad Laboral, ya que no existió un despido, sino que se perfiló la finalización de una 

contratación por prestación de servicios debido al vencimiento del plazo, pues como se ha 

expuesto en el régimen contractual media la voluntad del servidor público quien suscribe el 

contrato, que es el acuerdo de voluntades por excelencia. 

Lo anterior implica, que la "Estabilidad Laboral" del señor David Velásquez González, se 

encontraba condicionada por el plazo establecido en el contrato, el cual venció el treinta y 

uno de diciembre de dos mil siete, por lo que el acto impugnado mediante el cual se decidió 

no renovar el contrato al demandante es legal.ò 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 98-2008, DE FECHA  

08/03/2011) 

RELACIONES:  

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 97-2008, DE FECHA 

26/08/2011) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

CONTRATOS ADMINISTRATIVOS  
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TERMINACIÓN REQUIERE DE UN PROCEDIMIENTO PREVIO CONFORME A LA 

LEY, RESPETANDO LOS DERECHOS DE SEGURIDAD JURÍDICA, LEGALIDAD, 

AUDIENCIA, DEFENSA Y DEBIDO PROCESO 

 

ñLa parte actora pide se declare la ilegalidad del Oficio n¼mero 118/2005/UCP de fecha 

treinta y uno de marzo de dos mil cinco suscrito por el Ministro de Salud Pública y 

Asistencia Social, mediante el cual dio por terminado el contrato de Consultoría de 

"Asistencia Técnica a Largo Plazo para Asesorar el Desarrollo de los Procesos de 

Participación Ciudadana y de Contraloría Social en las Comunidades Beneficiarias por los 

Servicios Esenciales de Salud y Nutrición" por considerar que hubo incumplimiento a las 

obligaciones contractuales derivadas del contrato relacionado. 

 

Hace recaer la ilegalidad de la resolución esencialmente en las siguientes disposiciones: 

1) Artículos del 92 al 100 de la Ley de Adquisiciones y Contrataciones de la 

Administración Pública. 

2) Artículos 2, 11, 12 y 14 de la Constitución de la República. [é] 

 

3. Sobre los derechos violados. 

El demandante alega que con la emisión del acto impugnado se violaron los Derechos 

Constitucionales de Seguridad Jurídica, Legalidad, Audiencia, Defensa y Debido Proceso, 

ya que a pesar de las reuniones realizadas entre los meses de enero y marzo de dos mil 

cinco para llegar a un acuerdo con la autoridad demandada, el treinta y uno de marzo de dos 

mil cinco, el señor Ministro de Salud Pública y Asistencia Social de forma unilateral y 

arbitraria, sin que hubiese procedimiento previo que garantizara sus derechos consideró que 

se habían incumplido las obligaciones contractuales y por ello dio por terminado el contrato 

denominado "Asistencia Técnica a Largo Plazo para Asesorar el Desarrollo de los Procesos 

de Participación Ciudadana y de Contraloría Social en las Comunidades Beneficiarias por 

los Servicios Esenciales de Salud y Nutrición" y emitió un acto carente de motivación y 

fundamento jurídico. 

3.1 Sobre la Seguridad Jurídica. 
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Al respecto debe analizarse que la Seguridad Jurídica constituye un derecho fundamental, 

que tiene toda persona frente al Estado y un deber primordial que tiene el mismo Estado 

hacia el gobernado, entendido como un deber de naturaleza positiva, traducido no en un 

mero respeto o abstención, sino en el cumplimiento de ciertos requisitos, condiciones, 

elementos o circunstancias exigidas por el propio ordenamiento jurídico, a fin de que la 

afectación de la esfera jurídica del gobernado sea válida, esto quiere decir que los 

gobernados tengan un goce efectivo y cabal de sus derechos. 

La seguridad jurídica implica una actitud de confianza en el derecho vigente y una 

razonable previsibilidad sobre su futuro, es la que permite prever las consecuencias de las 

acciones del hombre así como las garantías de orden constitucional de que gozan tales 

actos. 

En consonancia con lo anterior, por seguridad jurídica debe entenderse la certeza que posee 

el individuo de que su situación jurídica no será modificada más que por procedimientos 

regulados y autoridad competente, ambos establecidos previamente. 

 

3.2. Sobre el Principio de Legalidad. 

Esta Sala ha manifestado en sentencias anteriores que: "La conexión entre el Derecho y el 

despliegue de las actuaciones de la Administración, se materializa en la atribución de 

potestades, cuyo otorgamiento habilita a la Administración a desplegar sus actos. Como 

afirma Eduardo García de Enterría, "sin una atribución legal previa de potestades la 

Administración no puede actuar, simplemente... (...)"; "Si la Administración pretende 

iniciar una actuación concreta y no cuenta con potestades previamente atribuidas para ello 

por la legalidad existente, habrá de comenzar por proponer una modificación de esa 

legalidad, de forma que de la misma resulte la habilitación que hasta ese momento faltaba". 

 

El punto central a establecer, es que el Principio de Legalidad en su manifestación de 

circulación positiva se encuentra recogido en nuestro ordenamiento jurídico con rango 

constitucional. Es así que el artículo 86 inciso final de la Constitución de la República 

señala que: "los funcionarios del gobierno son delegados del pueblo, y no tienen más 

facultades que las que expresamente les da la Ley". El reconocimiento de este principio 

implica, que la Administración Pública en el país puede ejecutar sólo aquellos actos que el 
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bloque jurídico le permite, y en la forma que en el mismo se regule; es decir, sólo pueden 

dictarse actos con el respaldo de una previa potestad. 

 

Por lo que la administración está sometida a las reglas de derechos, recogidas en la 

Constitución y en las Leyes. Este principio, impone a las autoridades, la obligación de ceñir 

todas sus decisiones al contenido de las reglas jurídicas preestablecidas y los principios no 

escritos que conforman el ordenamiento jurídico, aplicándose tanto a los actos 

administrativos individuales, como a los actos administrativos generales; por consiguiente, 

las medidas o decisiones de carácter particular requieren para su validez, estar subordinados 

a las normas generales. Los actos administrativos generales, deben tener su fundamento en 

la Constitución y en las Leyes, por consiguiente nada valdría si la efectividad del Principio 

de Legalidad no estuviera garantizada contra posibles violaciones del mismo. Los 

administrados pueden acudir a los órganos jurisdiccionales competentes, para pedir la 

anulación de los actos administrativos ilegales u oponer como defensa, la excepción de 

ilegalidad cuando se haya intentado contra ellos una demanda fundada en un acto 

administrativo que ellos estiman ilegal. 

 

El Principio de Legalidad aplicado a la Administración Pública ha sido reconocido en 

reiterada jurisprudencia por este Tribunal, sosteniéndose que en virtud del mismo la 

Administración sólo puede actuar cuando la Ley la faculte, ya que toda acción 

administrativa se nos presenta como un poder atribuido previamente por la Ley y por ella 

delimitado y construido. Todo lo anterior, resume el ámbito de competencia de la 

Administración Pública, la cual solo puede dictar actos en ejercicio de atribuciones 

previamente conferidas por la Ley, y de esta manera instaurar el nexo ineludible acto-

facultad-Ley. La habilitación de la acción administrativa en las distintas materias o ámbitos 

de la realidad, tiene lugar mediante la correspondiente atribución de potestades, entendidas 

como sinónimo de habilitación. 

 

3.3 Sobre el Debido Proceso, Audiencia y Defensa. 

En cuanto al Debido Proceso, éste es entendido como un conjunto de Principios o garantías 

inherentes a todo ser humano, a efecto de ser juzgado por un juez natural y competente, 
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mediante la sustanciación de un procedimiento preestablecido por la Ley, el cual debe ser 

público y en el que tiene derecho a exponer sus razones, las cuales deben ser oídas a efecto 

de obtener una legal y justa aplicación del derecho. Esta Sala ha expresado en repetidas 

ocasiones que, en sede administrativa el debido proceso se enfoca primariamente, en el 

derecho a ser oído durante el procedimiento administrativo. El debido proceso se presenta 

cuando los administrados plantean sus argumentos de descargo, tienen oportunidad de 

probarlos y, posteriormente, son retornados por la Administración Pública, la cual en el 

acto administrativo debe hacer palpable el juicio lógico que fundamenta el mismo. 

 

El Debido Proceso ha sido entendido como un proceso en el que se respetan a las partes 

todos los derechos de naturaleza procesal constitucional que le asisten, entre los que 

destacan el Derecho de Audiencia, la Igualdad Procesal y la Presunción de Inocencia. Para 

considerar la existencia del Debido Proceso, es necesario que éste haya sido sustanciado 

conforme a la Constitución y además que se respete íntegramente el Derecho de Audiencia, 

ya que éste es un elemento esencial y configurativo para la protección de los derechos de 

los gobernados. 

 

Puede decirse entonces, que existe violación del Derecho de Audiencia, cuando el 

administrado no ha tenido oportunidad real de defensa, privándosele de un derecho sin el 

procedimiento judicial o administrativo que lo garantice, o cuando en el mismo no se 

cumplen las formalidades esenciales -procesales o procedimentales- establecidas en las 

leyes que desarrollan el derecho de audiencia. En sede administrativa el debido proceso se 

enfoca en el derecho a ser oído en el procedimiento administrativo. 

 

3.4 Sobre la motivación. 

Todo lo expuesto en los literales que anteceden, tiene estrecha relación con la motivación 

de las resoluciones, respecto de la cual, las leyes, la jurisprudencia y doctrina, coinciden en 

apuntar que la misma es un elemento esencial del acto administrativo que consiste en la 

expresión racional del juicio de la Administración, constituyendo una obligación de la 

administración de hacer públicas las razones de hecho y de derecho en las cuales 
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fundamenta su decisión. Así lo ha sostenido este Tribunal en reiteradas oportunidades, ya 

que la motivación permite ejercer un control de legalidad de los actos administrativos. 

 

4. Aplicación al caso en debate. 

Partiendo de los considerandos anteriores y teniendo claro la legislación aplicable al caso 

en estudio, es pertinente realizar un análisis a la luz de la Ley de Adquisiciones y 

Contrataciones de la Administración Pública. Así, los contratos de Consultoría, se 

encuentran regulados bajo el Titulo IV Capítulo III de dicha Ley. 

 

Por otra parte, el Capítulo IV del Título V establece las formas de cesación y extinción de 

los contratos regidos por dicha Ley, al cual debe someterse todo contrato que de 

conformidad a la misma están dentro de su ámbito de aplicación. 

 

Ahora bien, en relación al Principio de Legalidad es menester aclarar que la referencia al 

necesario seguimiento de un proceso conforme a ley previa, tal cual lo prescriben los 

artículos 11 inciso primero y 15 de la Constitución de la República, no supone una remisión 

plena, ilimitada y absoluta a la legislación secundaria pues, a pesar de que el principio de 

legalidad rige la actividad estatal, tal principio no hace referencia sólo a la legalidad 

secundaria, sino que se extiende al sistema normativo como unidad, es decir, la legalidad 

supone respeto al orden jurídico en su totalidad, lo que comprende desde luego a la 

Constitución. 

 

En el presente caso el Ministro de Salud Pública y Asistencia Social por medio de Oficio 

Número 118/2005/UCP, de fecha treinta y uno de marzo de dos mil cinco dio por 

terminado el contrato de consultoría de "Asistencia Técnica a Largo Plazo para Asesorar el 

Desarrollo de los Procesos de Participación Ciudadana y de Contraloría Social en las 

Comunidades Beneficiarias por los Servicios Esenciales de Salud y Nutrición" por 

considerar que hubo incumplimiento a obligaciones contractuales. 

 

Sobre el punto del incumplimiento del contrato, esta Sala hace las siguientes 

consideraciones: 
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a) Los contratos administrativos constituyen una especie dentro del género de los contratos, 

caracterizado por elementos especiales, tales como que una de las partes intervinientes es 

una persona jurídica estatal, que su objeto está constituido por un fin público o propio de la 

Administración y que llevan insertas explícita o implícitamente cláusulas exorbitantes del 

derecho privado, asimismo, estos constituyen Ley entre las partes, por lo cual no es válido 

pretender su modificación sobre la base de los resultados más equitativos que se obtendrían 

modificando su contenido a lo convenido en el mismo. 

 

b) El artículo 93 de la Ley de Adquisiciones y Contrataciones de la Administración Pública 

establece como causales de extinción de los contratos las siguientes: la caducidad, por 

mutuo acuerdo de las partes contratantes, por revocación, por rescate y por las demás 

causas que se determinen contractualmente. 

 

Sin embargo, de la lectura del Oficio 1l8/2005/UCP impugnado en esta sede (folio [é]), 

mediante el cual se dio por terminado el contrato de consultoría de "Asistencia Técnica a 

Largo Plazo para Asesorar el Desarrollo de los Procesos de Participación Ciudadana y de 

Contraloría Social en las Comunidades Beneficiarias por los Servicios Esenciales de Salud 

y Nutrición", así como de la revisión de la certificación del expediente administrativo 

proporcionada por la parte demandada, se advierte que la referida autoridad no llevó a cabo 

un procedimiento previo conforme a la Ley, no concedió audiencia al demandante ni le 

permitió ejercer su defensa, antes de dar por terminado el referido contrato. Tal situación 

confirma que el acto adversado fue dictado sin ningún trámite ni procedimiento; en 

consecuencia, ha quedado demostrado que el acto que declaró terminado el contrato a favor 

del licenciado López Ramírez se produjo por una decisión unilateral de la parte demandada, 

punto que no fue contradicho ni desvirtuado por la autoridad demandada. 

 

En ese sentido, es oportuno señalar lo que ha sostenido en reiteradas decisiones esta Sala, al 

considerar que en un Estado de Derecho, no puede desde ninguna perspectiva aceptarse que 

un acto administrativo -máxime un acto desfavorable- se lleve a cabo prescindiendo total y 

absolutamente de procedimiento, privando por ende al administrado de toda participación y 

posibilidad de defensa. 
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Es oportuno agregar que el Ministro de Salud Pública y Asistencia Social, no hace alusión 

en la resolución impugnada a ninguna de las causales aplicables a este tipo de contratos 

para darlo por terminado, violentando así la Ley de Adquisiciones y Contrataciones de la 

Administración Pública, que es la normativa a la cual se encontraba sometido el contrato en 

comento, al emitir un acto administrativo carente de motivación, esto es sin razonar o 

explicar los fundamentos de hecho y de derecho que le llevaron a tomar tal decisión, y que 

era perjudicial para el demandante. 

 

Por otra parte, la autoridad demandada ha alegado incumplimiento de contrato por parte del 

demandante ya que éste solicitó una modificación del mismo, en términos que -aducen- 

ellos no podían aceptar, y que por tanto procedió a darlo por terminado. Sin embargo, de lo 

expuesto en párrafos que preceden se concluye, que la justificación alegada por el Ministro 

de Salud Pública y Asistencia Social no es suficiente para dar por terminado de forma 

unilateral el contrato en cuestión, ya que no existió en el caso de autos, alguna de las 

causales legales para la terminación del mismo. Por el contrario de la revisión del 

expediente administrativo y de lo expuesto por la Administración en su informe 

justificativo de legalidad, se advierte que fue la autoridad demandada quien incumplió con 

las cláusulas del contrato, específicamente con la cláusula décima que establecía: "El 

contratante de conformidad con los términos de Referencia, proporcionará o facilitará al 

Consultor la información requerida en forma oportuna, para la realización de los servicios 

objeto de este contrato, y el apoyo logístico, mobiliario y el espacio necesario para el 

desarrollo de la Consultoría" . Lo anterior se afirma en virtud de que, como la 

Administración Pública reconoce en sus informes, existió retraso en la entrega de los 

manuales que se emplearían en la capacitación de los comités de contraloría social de los 

Servicios Esenciales de Salud y Nutrición, los cuales nunca fueron entregados a raíz de 

cambios en la UCP-PAM. 

 

En consecuencia este Tribunal, debe declarar la ilegalidad del oficio número l18/2005/UCP 

de fecha treinta y uno de marzo de dos mil cinco dictado por el Ministro de Salud Pública y 

Asistencia Social, ya que como se ha establecido la autoridad demandada debió llevar a 
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cabo un procedimiento previo en el cual se respetaran los Derechos de Seguridad Jurídica, 

Legalidad, Audiencia, Defensa y Debido Proceso, para dar por terminado el contrato con el 

licenciado López Ramírez. 

 

Sobre la medida para el reestablecimiento del derecho violado. 

Este Tribunal ha sostenido sobre la ilegalidad de los actos administrativos, que de 

conformidad al artículo 32 inciso segundo de la Ley de la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa, cuando se declare la ilegalidad total o parcial del acto impugnado, se 

dictaran en su caso las providencias para el pleno restablecimiento del derecho violado. Se 

instituye de esta manera en el contencioso administrativo un mecanismo para que la Sala 

pueda restablecer plenamente los derechos del demandante que hubieran sido violados por 

el acto impugnado. En tal sentido, frente a una sentencia estimatoria de su pretensión, el 

demandante tendrá derecho a que el Tribunal ordene las providencias necesarias a efecto 

que se le restituya la situación jurídica vulnerada por el acto declarado ilegal. Significa 

entonces que la declaratoria de ilegalidad del acto por parte de este Tribunal conlleva como 

consecuencia inmediata la extinción de todos los efectos que el acto hubiera producido, así 

como también el cese de los efectos que al momento en que se dicte la sentencia esté 

produciendo. Es decir, que las medidas que se adopten, cuando así sea procedente, han de 

perseguir que el restablecimiento de todas las condiciones que en la esfera jurídica del 

demandante hubieran sido alteradas por el acto impugnado sea in natura, esto es, 

devolviendo las cosas al exacto estado en el que originalmente se encontraban. 

En el presente caso, esa reparación in natura ya no es posible, pues la consultoría contratada 

no pudo finalizarse. Por ello, como medida para restablecimiento del derecho violado, 

únicamente queda expedito el derecho al demandante de promover ante el tribunal 

competente, el correspondiente proceso para la indemnizaci·n por da¶os y perjuiciosò. 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 84-2005, DE FECHA 

26/05/2011) 

 

 

CRÉDITO FISCAL  
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ANULACIÓN REQUIERE PARA SU COMPROBACIÓN LA PRESENTACIÓN DE LA 

NOTA DE CRÉDITO 

 

ñEl demandante pretende que se declare la ilegalidad de la resolución emitida por la 

Dirección General de Impuestos Internos el doce de octubre de dos mil cuatro, así como de 

la resolución pronunciada por el Tribunal de Apelaciones de los Impuestos Internos y de 

Aduanas el veinticinco de mayo de dos mil cinco. 

 

Mediante la primera, se determina a favor del demandante remanente de crédito fiscal por 

la suma de tres mil seiscientos treinta y cuatro dólares ($3,634.00), equivalentes a treinta y 

un mil setecientos noventa y siete colones con cincuenta centavos de colón (¢31,797.50), 

respecto del período tributario de septiembre de dos mil uno, para ser utilizado en el 

siguiente período tributario de octubre de ese mismo año. Asimismo, en el referido acto se 

determina, a cargo del actor, la suma de noventa y cuatro mil ochocientos cincuenta y un 

dólares ($94,851.00), equivalentes a ochocientos veintinueve mil novecientos cuarenta y 

seis colones con veinticinco centavos de colón (¢829,946.25), en concepto de Impuesto a la 

Transferencia de Bienes Muebles y a la Prestación de  Servicios, respecto del período 

tributario de octubre de dos mil uno. Adicionalmente, en la misma resolución se multa al 

demandante con la cantidad de cincuenta mil quinientos noventa y tres dólares con 

cincuenta centavos de dólar ($50,593.50), equivalentes a cuatrocientos cuarenta y dos mil 

seiscientos noventa y tres colones con trece centavos de colón (¢442,693.13), por diversas 

infracciones cometidas a la Ley de Impuesto a la Transferencia de Bienes Muebles y a la 

Prestación de Servicios y al Código Tributario, respecto de los períodos tributarios de 

septiembre a diciembre de dos mil uno. 

 

En la otra resolución controvertida, se confirma el remanente de crédito fiscal a favor del 

demandante para el período tributario de septiembre de dos mil uno; el impuesto 

determinado para el período de octubre de ese mismo año y las multas por evasión 

intencional del impuesto ðen el período tributario de octubre de dos mil unoð y por 

omitir registrar operaciones en el libro de ventas a contribuyentes ðrespecto de los 

períodos tributarios de septiembre y octubre de dos mil unoð. De igual forma, revoca la 



 

Volver al índice Ą 

multa impuesta por llevar en forma indebida los libros de compras y ventas del Impuesto a 

la Transferencia de Bienes Muebles y a la Prestación de Servicios, respecto de los períodos 

tributarios de octubre, noviembre y diciembre de dos mil uno. 

 

El pretensor alega que los actos impugnados transgreden los derechos fundamentales de 

propiedad, igualdad y seguridad jurídica. 

Afirma que al cobrarle una suma dineraria con base en un acto administrativo que 

contraviene la ley, no se le está permitiendo disponer libremente de sus bienes. 

Expresa que el Tribunal demandado, sin mayor razonamiento, resolvió en forma diferente a 

la que había decidido en casos similares que oportunamente le fueron citados. 

Señala que las autoridades demandadas estaban en la obligación de respetar el 

ordenamiento jurídico para que la afectación de su esfera fuese válida y eficaz. 

También, estima violentados los artículos 18 letra e) y 48 letra h) de la Ley del IVA, por 

cuanto la Dirección demandada fraccionó los efectos del hecho imponible, cuya base, en la 

prestación de servicios, es el valor total de la contraprestación y no una fracción de ella. 

 

2. Examen de legalidad 

De conformidad con el inciso primero del artículo 2 de la LJCA "Corresponderá a la 

jurisdicción contencioso administrativa el conocimiento de las controversias que se susciten 

en relación con la legalidad de los actos de la Administración Pública" (subrayado suplido). 

Ello significa que atañe a este Tribunal verificar la correspondencia existente entre el 

ordenamiento jurídico y los actos administrativos sometidos a su conocimiento. 

Pero para poder realizar el referido análisis, es imprescindible que el actor señale de forma 

ineludible los elementos fácticos y jurídicos en que funda su pretensión, cual es la 

declaratoria de ilegalidad del acto controvertido. 

Es por esa circunstancia que el artículo 10 de la LJCA en las letras e) y ch), 

respectivamente, establece, como requisitos de la demanda, la exposición razonada de los 

hechos que motivan la acción y la expresión del derecho protegido por las leyes o 

disposiciones generales que se considera violado. 
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En otros términos, corresponde a la parte actora expresar de manera completa, lógica, clara 

e inequívoca las razones de hecho y de derecho por las que considera que un acto 

administrativo no ha sido dictado con observancia del ordenamiento jurídico. 

De lo contrario, la Sala se encuentra inhibida de realizar el examen de legalidad respectivo. 

Esta exigencia guarda estrecha relación con el principio dispositivo que informa a la LJCA, 

en virtud del cual tanto la iniciación del proceso como la configuración de la pretensión 

corresponden al administrado, de tal forma que el juez no puede comenzar oficiosamente el 

juicio, ni alterar los planteamientos realizados por el actor. 

 

Así, el artículo 44 de la LJCA únicamente faculta a esta Sala para suplir de oficio las 

omisiones de las partes si pertenecen al derecho. Dicha disposición retoma el principio 

procesal según el cual el juez conoce el derecho (iura novit curia), lo que constriñe a decidir 

de acuerdo con el ordenamiento jurídico positivo, aunque las partes no hayan expresado las 

disposiciones en que amparan sus derechos subjetivos o hayan invocado normas distintas a 

las que el juzgador estima aplicables al caso concreto. 

 

No obstante, ello no exime al demandante del cumplimiento del requisito establecido en la 

letra ch) del artículo 10 de la. LJCA, puesto que para la conformación adecuada de la 

pretensión es preciso establecer un nexo entre el acto cuya legalidad se discute y la norma 

de la que supuestamente se ha apartado la Administración. 

Consecuentemente, este Tribunal no puede suplir de oficio las deficiencias que inciden en 

la pretensión, tanto en lo relativo a los hechos como en las alegaciones esbozadas por las 

partes. 

Completar de oficio defectos como los señalados, implicaría transgredir los principios de 

igualdad procesal y congruencia, así como el derecho de defensa. 

Respecto del principio de congruencia, el artículo 32 de la LJCA indica que "La sentencia 

recaerá exclusivamente sobre los asuntos que han sido controvertidos...", es decir, aunque 

la Sala advierta que el acto adolece vicios de ilegalidad distintos a los denunciados por la 

parte actora, se encuentra vedada para declararlos de manera oficiosa. 
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En el caso bajo análisis, la parte demandante aduce una serie de ilegalidades y 

transgresiones a derechos fundamentales sobre los cuales no ha aportado elementos que 

permitan cotejarlos con los actos administrativos en disputa. 

Por tal circunstancia, el análisis de esta sentencia únicamente se limitará a determinar el 

momento preciso en que se originó el impuesto liquidado mediante los actos impugnados, 

así como a establecer la validez de la supuesta anulación de un crédito fiscal por parte del 

administrado 

 

1. Sobre la fijación del hecho imponible 

Doctrinariamente, el impuesto se define como el tributo exigido por el Estado a los sujetos 

que se encuentran en las situaciones que la ley determina como hechos generadores o 

imponibles, sin que éstos reciban contraprestación alguna. 

Por su parte, el artículo 13 del Código Tributario indica que impuesto es el tributo exigido 

sin contraprestación, cuyo hecho generador está constituido por negocios, actos o hechos de 

naturaleza jurídica o económica que ponen de manifiesto la capacidad contributiva del 

sujeto pasivo. 

Bajo estos términos, la Ley del IVA instaura un impuesto aplicable a la transferencia, 

importación, internación, exportación y al consumo de los bienes muebles corporales; 

prestación, importación, internación, exportación y el autoconsumo de servicios ðartículo 

1 -.El hecho generador, denominado también hecho imponible o hecho jurídico tributario, 

es el presupuesto fáctico al cual la ley vincula el nacimiento de la obligación tributaria 

 

De conformidad con el artículo 16 inciso primero de la Ley del IVA (texto vigente al 

momento en que fueron emitidos los actos cuya legalidad se discute), constituyen hecho 

generador del impuesto las prestaciones de servicios provenientes de actos, convenciones o 

contratos en que una parte se obliga a prestarlos y la otra se obliga a pagar como 

contraprestación una renta, honorario, comisión, prima, regalía o cualquier forma de 

remuneración. 

Asimismo, el inciso primero del artículo 17 de la referida ley, expresa que los servicios son 

todas aquellas operaciones onerosas que no consisten en la transferencia de dominio de 

bienes muebles corporales. 
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Según el artículo 18 letras a) y e) de la Ley del IVA, las prestaciones de servicios como 

hecho generador del impuesto se entienden ocurridas y causado el impuesto, según cuál 

circunstancia de las señaladas a continuación ocurra primero: a) "cuando se emita alguno de 

los documentos señalados en los artículos 97 y 100 de esta ley"; y, e) "cuando se pague 

total o parcialmente la remuneración, se acredite en cuenta o se ponga a disposición del 

prestador de los servicios, aunque sea con anticipación a la prestación de ellos". 

Efectivamente, antes de las reformas hechas a la Ley del IVA en el año 2000, los artículos 

97 y 100 de la misma aludían a los comprobantes de crédito fiscal y a las notas de débito y 

crédito. 

Al respecto, el artículo 107 del Código Tributario, en lo pertinente, preceptúa que los 

contribuyentes del Impuesto a la Transferencia de Bienes Muebles y a la Prestación de 

Servicios están obligados a emitir y entregar, por cada operación, a otros contribuyentes 

"Comprobante de Crédito Fiscal", tanto por las transferencias de dominio de bienes 

muebles corporales como por las prestaciones de servicios que ellos realicen. 

 

En el presente caso, el actor argumenta que el hecho generador del Impuesto a la 

Transferencia de Bienes Muebles y a la Prestación de Servicios, aplicable a la realización 

de obras de construcción en el proyecto Quitasol-El Poy, para el ejercicio fiscal dos mil 

uno, ocurrió el treinta y uno de enero de ese mismo año, fecha en la que recibió el primer 

anticipo por el servicio y se emitió el crédito fiscal número doscientos treinta y seis. 

 

Consta a folio 119 del expediente judicial, duplicado del comprobante de crédito fiscal 

número 000236, emitido a favor del prestatario "José Cartellone CCSA", en concepto de 

"Flete Por Transportes Obra Quipoy". 

El artículo 114 letra a) número 7) del Código Tributario exige a los emisores de 

comprobantes de crédito fiscal que consignen en los mismos la descripción de los bienes y 

servicios, especificando las características que permitan individualizar e identificar 

plenamente tanto el bien como el servicio comprendido en la operación. 

Por flete se entiende el alquiler de un medio de transporte determinado, mientras que la 

construcción consiste en la edificación o realización de una obra de ingeniería o 

arquitectura. 
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Esto significa que el flete y la construcción son dos actividades o servicios diferentes, y 

que, por tanto, deben ser gravadas con el impuesto respectivo en forma individual. 

En otros términos, si el comprobante de crédito fiscal número 000236 hubiese sido emitido 

por obras de construcción, como afirma el demandante, dicha situación debería constar en 

el texto del mismo, pero en su lugar se alude al servicio de flete. 

Por tal circunstancia, se descarta que el hecho generador del impuesto aplicable al servicio 

de obras de construcción en análisis haya ocurrido el treinta y uno de enero de dos mil uno. 

 

2. Respecto de la anulación del crédito fiscal 261 

En otro punto, el actor aduce que para la liquidación del impuesto se retomó un crédito 

fiscal anulado. 

El inciso primero del artículo 110 del Código Tributario establece, en lo pertinente, que 

cuando con posterioridad a la emisión de un crédito fiscal ocurran ajustes o diferencias en 

los precios, descuentos, intereses devengados, bonificaciones u otras modificaciones en la 

operación, o cuando se produjeren devoluciones de dinero o se anulen o rescindan 

operaciones efectuadas, el transferente de bienes o prestador de servicios deberá expedir 

nuevos comprobantes de crédito fiscal o notas de débito o crédito, según corresponda, que 

modifiquen los documentos emitidos anteriormente. 

 

Ello obedece al hecho que la anulación de un documento que da lugar a una tributación, 

debe acreditarse de forma certera, a fin de garantizar la adecuada recaudación de los 

ingresos que conforman la Hacienda Pública, de conformidad con el artículo 223 ordinal 4° 

de la Constitución. 

 

A folio 120 del presente expediente, se encuentra agregado el comprobante de crédito fiscal 

número 000261, emitido en triplicado, cuya supuesta anulación fue registrada en el Libro 

de Ventas autorizado al actor por la Dirección General de Impuestos Internos (folio 282 del 

expediente administrativo remitido por el Tribunal demandado). 

 

Sin embargo, el señor Hernández Chacón no cumplió el mandato establecido en el ya 

citado artículo 110 del Código Tributario, cuyo inciso segundo estipula que se emitirán 
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Notas de Débito por las cantidades que aumentan tanto los valores como el impuesto antes 

documentado, y se emitirán Notas de Crédito cuando se produzcan disminuciones en estos. 

Como ya se mencionó, el inciso primero de la norma en referencia alude al reemplazo de 

un crédito fiscal por diversas circunstancias, entre ellas la anulación o rescisión de las 

operaciones efectuadas. 

En tal supuesto, lo procedente es la emisión de un nuevo crédito fiscal, si la operación se 

materializa con posterioridad o de una nota de crédito si el servicio ya no se presta, o si el 

bien mueble ya no es transferido. 

Pese a que el legislador determinó que las notas de crédito operan cuando disminuye el 

valor del bien o servicio y, consecuentemente, el del impuesto respectivo, no cabe duda que 

también proceden cuando se anula la operación, en cuyo caso el valor y el impuesto 

documentados originariamente disminuyen por completo, es decir, desaparecen en su 

totalidad. 

 

Las notas de crédito son comprobantes de índole contable y tributaria, que sirven para 

sustentar el otorgamiento de un descuento o bonificación, devolución de bienes, anulación 

de operaciones, etc., y cuyo objetivo es la modificación de comprobantes de pago emitidos 

con anterioridad. 

El Código Tributario, en el inciso final del artículo 110, señala que las notas de crédito 

deben hacer referencia al número de comprobante de crédito fiscal que es sujeto a 

modificación (o anulación), y cumplir con los requisitos determinados para el crédito fiscal. 

Se colige entonces que nuestra legislación establece con claridad la manera en que debe 

acreditarse que un crédito fiscal quedó sin efecto, cual es la emisión de una nota de crédito 

con las formalidades correspondientes. 

Además, según el inciso primero del artículo 203 del Código Tributario corresponde al 

sujeto pasivo o responsable comprobar la existencia de todos los hechos que alegue en su 

favor ðya sea que los declare o noð. 

 

Pese a ello, el actor pretendió que las autoridades demandadas tuviesen por anulado el 

comprobante de crédito fiscal número 000261, sin aportar la prueba idónea que nuestra 

legislación exige para respaldar tal afirmación. 
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Por tanto, dado que el señor Hernández Chacón incumplió el ordenamiento jurídico 

tributario, no es posible acreditar la anulación del crédito fiscal 000261, lo que supone que 

los ingresos amparados por el mismo debieron ser declarados y gravados con el Impuesto a 

la Transferencia de Bienes Muebles y a la Prestación de Servicios. 

Es menester recalcar que un crédito fiscal es un documento de suma importancia que refleja 

transacciones que pueden ser objeto de tributación, por lo que no basta el dicho del 

contribuyente para considerarlo anulado. 

Además, no debe perderse de vista que uno de los principios que rigen las actuaciones de la 

Administración Tributaria es el de eficacia ðartículo 3 letra g) del Código Tributarioð, el 

cual presupone que la finalidad recaudatoria debe realizarse con respeto de los derechos 

fundamentales de los administrados. 

Tanto en sede administrativa como en el transcurso de este proceso, el demandante tuvo la 

oportunidad de comprobar, con la respectiva documentación, que el crédito fiscal en 

comento fue anulado, pero dicha prueba nunca fue proporcionada, por lo que esta Sala 

desestima los argumentos planteados por la parte actora.ò 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 151-2005, DE FECHA  

31/05/2011) 

 

 

 

 

DEBIDO PROCESO 

 

ASPECTOS GENERALES 

 

ñLa demandante pretende que se declare la ilegalidad del acta de audiencia de recepci·n a 

pruebas emitida el dieciséis de diciembre de dos mil cinco por el Tribunal de la Carrera 

Docente, mediante la cual se absuelve a los denunciados José Héctor Segovia e Israel Díaz 

Elías, miembros de la Junta de la Carrera Docente del departamento de San Miguel. 

 

Hace recaer la ilegalidad en la violación a los siguientes aspectos: 
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1) El derecho al debido proceso, de conformidad con el artículo 14 de la Constitución de la 

República, ya que la autoridad demandada pronunció el fallo sin valorar las pruebas y sin el 

procedimiento establecido en la ley. 

 

2) El derecho de audiencia y defensa, establecidos en los artículos 86 inciso primero de la 

Ley de la Carrera Docente y 11 de la Constitución de la República, al haber hecho caso 

omiso el Tribunal demandado de las pruebas documentales presentadas. 

 

3) El incumplimiento a las formalidades que debe contener la sentencia, estipuladas en los 

artículos 84 de la Ley de la Carrera Docente y 427 del Código de Procedimientos Civiles, 

debido a que el Tribunal de la Carrera Docente, en un acta de audiencia de recepción de 

pruebas, emitió el fallo. 

 

4) El derecho de petición y respuesta, establecido en el artículo 18 de la Constitución de la 

República, al no entregarle el Tribunal demandado, el expediente solicitado para 

presentarlo a esta sede judicial. 

 

2. Normativa aplicable 

Ley de la Carrera Docente. 

Código de Procedimientos Civiles (ya derogado pero de aplicación directa al presente caso 

en virtud del artículo 706 del Código Procesal Civil y Mercantil). 

3. Análisis del caso 

Esta Sala procederá a valorar, conforme los argumentos presentados por las partes y las 

disposiciones legales invocadas, si el acto controvertido adolece de las ilegalidades 

planteadas por la parte actora. Antes de ello, se hacen las siguientes consideraciones: 

 

Del Debido Proceso. 

El debido proceso es un principio jurídico procesal o sustantivo según el cual toda persona 

tiene derecho a ciertas garantías mínimas, tendientes a asegurar un resultado justo y 

equitativo dentro del proceso, y a permitirle tener oportunidad de ser oído y hacer valer sus 

pretensiones frente al juez. 
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Este principio implica un proceso en el que se respeten a las partes todos los derechos de 

naturaleza procesal constitucional que le asisten, entre los que destacan: el derecho de 

audiencia, igualdad procesal y presunción de inocencia. 

 

Esta Sala ha manifestado en repetidas ocasiones que, en sede administrativa, el debido 

proceso encuentra su concreción cuando los administrados plantean sus alegatos y tienen 

una real oportunidad de probarlos y, consecuentemente, son tomados en cuenta por la 

Administración Pública al momento de resolver. Las pruebas son valoradas, aceptadas o 

rechazadas en función de razones y argumentos que, convenzan o no, permitan conocer el 

sentido de la voluntad administrativa y el juicio lógico que fundamenta el mismo, dentro 

del acto administrativo. 

 

Garantía de Audiencia y Derecho de Defensa. 

Los derechos de audiencia y defensa se encuentran íntimamente vinculados. El primero de 

ellos, regulado en el artículo 11 de la Constitución de la República, es un concepto 

abstracto que exige, antes de proceder a limitar la esfera jurídica de una persona o 

privársele de un derecho, ser oído y vencido previamente con arreglo a las leyes. 

Mientras que el derecho de defensa es de contenido procesal, que implica, para solucionar 

cualquier controversia, que los individuos contra quienes se instruye un determinado 

proceso tengan pleno conocimiento del hecho o actuación que se les reprocha, 

brindándoseles además una oportunidad procedimental de exponer sus razonamientos y de 

defender posiciones jurídicas a efecto de desvirtuarlos -principio del contradictorio- y sólo 

podrá privárseles de algún derecho después de haber sido vencidos con arreglo a las leyes, 

las cuales deben estar diseñadas de forma que posibiliten la intervención efectiva de los 

gobernados. 

 

Para que exista un debido proceso, es necesario que éste sea sustanciado conforme con la 

Constitución y que se respete íntegramente el derecho de audiencia, ya que éste es un 

elemento esencial y configurativo para la protección de los derechos constitucionales de los 

impetrantes. 
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En consecuencia, la finalidad de la garantía de audiencia que se concede a los gobernados 

mediante un determinado procedimiento, con todas las garantías como condición a la 

imposición de una pena, es doble. De una parte, supone dar al acusado la plena posibilidad 

de defenderse, al hacérsele saber el ilícito que se le reprocha, y al facilitarle el ejercicio de 

los medios de defensa que estime oportunos. La segunda finalidad es que la autoridad 

decisoria disponga de todos los elementos de juicio necesarios para emitir su resolución; y 

es que el conjunto de actuaciones en que se plasma el proceso, constituye el fundamento de 

la convicción de la autoridad que decide la situación que se haya conocido. 

 

 

TRIBUNAL DE LA CARRERA DOCENTE : FACULTADOS PARA EMITIR 

SENTENCIA POSTERIOR A LA AUDIENCIA DE RECEPCIÓN DE PRUEBAS, AL 

NO PRESENTARSE PRUEBA QUE FUNDAMENTE LA DECISIÓN A TOMAR 

 

 

4. Aplicación al caso en debate 

La demandante alegó que con el acto impugnado se le violentó el derecho al debido 

proceso, ya que la autoridad demandada pronunció el fallo sin la valoración de las pruebas 

y sin el procedimiento establecido en la ley. Asimismo, se vulneraban las formalidades que 

debe contener la sentencia, estipuladas en los artículos 84 de la Ley de la Carrera Docente y 

427 del Código de Procedimientos Civiles, al haber emitido dicho fallo en un acta de 

audiencia de recepción de pruebas. 

 

Al respecto, la autoridad demandada expresó que no pudo valorar prueba al momento de 

emitir sentencia debido a que, como consta en la misma resolución impugnada, la 

demandante no se presentó a la práctica de la diligencia a la que fue legalmente citada, 

misma que la Ley de la Carrera Docente contempla como el momento procesal para 

incorporar los elementos probatorios. Adicionalmente, corresponde al actor la carga de la 

prueba en virtud de lo establecido en el artículo 237 del Código de Procedimientos Civiles; 
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y, conforme con lo dispuesto en el artículo 83 de la Ley de la Carrera Docente -que ordena 

resolver concluida la audiencia de pruebas-, se absolvió a los denunciados. 

 

El artículo 84 de la Ley de la Carrera Docente regula los requisitos que una sentencia 

definitiva, emitida por la Junta de la Carrera Docente debe de contener, que para el caso son 

aplicables al Tribunal de la Carrera Docente, en virtud de las facultades que le establece el 

artículo 75 inciso tercero de dicha ley, para el procedimiento de remoción de los miembros 

de las Juntas de la Carrera Docente. En tal sentido, los requisitos a que se refiere el citado 

artículo 84 de ese cuerpo legal son: (1) la mención de la Junta, el lugar, día y hora en que se 

ha dictado, el nombre de los miembros, el del denunciante, el del defensor, las generales del 

denunciado y la enunciación de los hechos que han sido objeto del procedimiento; (2) la 

determinación precisa y circunstanciada del hecho denunciado; (3) la parte dispositiva con 

mención de las normas aplicables con exposición precisa de los motivos de hecho y de 

derecho en que los fundamentan; y, (4) La firma de los miembros de la Junta. Además, el 

inciso final de dicho artículo, se estipula que en la fundamentación de la sentencia se 

valorará la prueba producida en base a las reglas de la sana crítica y tomando en cuenta las 

formalidades establecidas en el procedimiento 

 

Asimismo, es procedente citar el artículo 105 de la Ley de la Carrera Docente el cual regula 

que en todo lo no previsto en la presente Ley se aplicará las normas del Derecho común. 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 427 del Código de Procedimientos Civiles, en 

fracción tercera, establecía que en la redacción de las sentencias definitivas de la primera ó 

única instancia se observarán las reglas siguientes: «3a.) en los "Considerandos" estimará el 

valor de las pruebas, fijando los principios en que descanse para admitir o desechar aquellas 

cuya calificación deja la ley a su juicio». Además, el artículo 428 del mismo cuerpo legal 

prescribe que las sentencias definitivas de los tribunales superiores serán por "Vistos", y se 

observarán en ellas las reglas la., 3a. y 4a. del artículo anterior; relacionarán brevemente y a 

fondo las pruebas presentadas y conducentes en la instancia; darán las razones y 

fundamentos legales que estimen procedentes, citando las leyes y doctrinas que consideren 

aplicables. 
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Esta Sala, antes de analizar la supuesta violación al debido proceso y el derecho de defensa 

y la garantía de audiencia alegados, considera oportuno valorar si los defectos de forma de 

la sentencia, que ha señalado la demandante, condicionan indefectiblemente la legalidad del 

acto, con base en las disposiciones citadas. 

 

El fallo emitido por el Tribunal de la Carrera Docente, procedimiento iniciado con la 

denuncia de la demandante en base a las causas del artículo 75 de la Ley de la Carrera 

Docente y que fue impulsado conforme el procedimiento común según el inciso tercero del 

citado artículo, no cumple en estricto sentido el artículo 84 inciso final de la Ley de la 

Carrera Docente en relación con el artículo 427 fracción tercera del Código de 

Procedimientos Civiles, antes enunciados, al no fundamentar y valorar la prueba producida 

en el proceso. 

 

Sin embargo, esta Sala ha establecido en reiteradas ocasiones que el Derecho no ha de 

pugnar por la protección de las formas en tanto meras formas, sino atender a la finalidad 

que las sustenta. El principio de instrumentalidad de las formas enuncia que las formas no 

constituyen un fin en sí mismas «sino que trascienden la pura forma y tienen por télesis 

última garantizar la defensa en el juicio. No hay nulidad de forma, si la desviación no tiene 

trascendencia sobre las garantías esenciales de defensa en juicio». (Luis A. Rodríguez: 

Nulidades Procesales, Editorial Universidad, Buenos Aires, 1994). 

 

En tal sentido, los defectos de forma o procedimentales no condicionan indefectiblemente 

la ilegalidad del acto final. Un vicio de forma acarrea nulidad del acto cuando por dicho 

vicio éste carece de los requisitos indispensables para alcanzar su fin, o cuando da lugar a la 

indefensión de los interesados en el procedimiento. 

 

Como es sabido, el procedimiento administrativo no es una mera exigencia formalista para 

la configuración del acto, sino que desempeña una función de garantía, en tanto le 

proporciona al administrado la oportunidad de intervenir en la emisión del acto que puede 

afectarle. Es así que los vicios de tramitación se traducen en ilegalidad del acto final, 
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cuando el acto: ha sido dictado prescindiendo totalmente de procedimiento; en aplicación 

de un procedimiento distinto al previsto por la Ley para el caso concreto; o ante la omisión 

de trámites o reglas esenciales que pongan en situación de indefensión al administrado 

 

En otros términos, los vicios de forma o procedimentales sólo producen ilegalidad del acto, 

cuando éste se haya dictado colocando al administrado en una situación de indefensión, es 

decir, con una disminución efectiva, real y trascendente de sus garantías. 

 

En virtud de lo anterior, no existe ilegalidad por la mera omisión, de formas, cuando el 

administrado ha tenido participación en el procedimiento administrativo, con oportunidades 

sucesivas y reales de defensa, y ha expuesto razones de descargo ante la Administración. 

 

En el presente caso, tal como consta en el acta de audiencia de recepción de pruebas de las 

siete horas cuarenta y cinco minutos del dieciséis de diciembre de dos mil cinco -acto 

impugnado-, el Tribunal demandado no tenía ningún género de prueba para valorar, por lo 

que actúo según el inciso segundo del artículo 83 de la Ley de la Carera Docente: 

«Concluida la audiencia, la Junta pronunciará la sentencia que corresponda». 

 

En consecuencia, el Tribunal de la Carrera Docente no incumplió las formalidades que 

establece el artículo 84 de la Ley de la Carrera Docente, en relación con la fracción tercera 

del artículo 427 del Código de Procedimientos Civiles, dado que no podía efectuar ninguna 

valoración por no haberse presentado prueba alguna que fundamentara y/o motivara la 

decisión a tomar a efecto de desvanecer o sustentar, según el caso. 

 

 

DERECHO DE DEFENSA: INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN CUANDO EN EL 

PROCEDIMIENTO LAS PARTES HAN SIDO LEGALMENTE NOTIFICADAS DE 

TODAS LAS ETAPAS PROCESALES LLEVADAS A CABO EN SEDE 

ADMINISTRATIVA  
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Por otra parte, en relación con la violación al debido proceso y, consecuentemente, al 

derecho de defensa y garantía de audiencia alegados por la impetrante, es procedente 

analizar si la autoridad demandada cumplió el marco regulatorio establecido para el proceso 

de remoción de miembros de la Junta de la Carrera Docente de San Miguel, iniciado por 

denuncia de la demandante con base en la causal primera del artículo 75 de la Ley de la 

Carrera Docente. 

 

A folio [é] del expediente administrativo, consta el auto de las nueve horas cinco minutos 

del uno de diciembre de dos mil cinco emitido por el Tribunal de la Carrera Docente, 

mediante el cual, de conformidad con el artículo 83 de la Ley de la Carrera Docente, se 

señaló para la celebración de la audiencia de recepción de pruebas las siete horas cuarenta y 

cinco minutos del dieciséis de diciembre de dos mil cinco. Auto que fue notificado, según 

costa en el acta de las catorce horas veintidós minutos del nueve de diciembre de dos mil 

cinco, a la se¶ora Mirna Elizabeth Zelaya (folio [é] del expediente administrativo). 

 

En vista que la práctica de la Audiencia de Recepción de Pruebas fue programada y 

legalmente notificada, esta Sala considera que la autoridad administrativa ofreció las 

garantías mínimas para que la demandante pudiera ejercer sus derechos, incluido el de 

presentar la prueba conducente a los hechos denunciados, durante la etapa prevista para tal 

fin. Todo con base en los artículos 83 antes citado y 237 del Código de Procedimientos 

Civiles, que impone al que alegue un derecho a su favor el deber de probarlo. Es decir, en 

el ejercicio del derecho de acción el «onus probandi incubit actor», siempre la carga de la 

prueba incumbe a quien lo alega. En tal sentido, la demandante fue legalmente notificada 

de cada una de las etapas procesales llevadas a cabo en la sede administrativa, teniendo la 

oportunidad real y verdadera de ejercer su derecho de defensa y la garantía de audiencia, 

por lo que no existe violación al derecho del debido proceso tal como ha sido alegado. La 

carga de la prueba corrió por cuenta de la actora y contó con los medios que para tal 

propósito le franqueaba la ley. De ahí que el acto controvertido del Tribunal demandado no 

est§ viciado de las ilegalidades se¶aladas por la parte actoraò. 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 89-2006, DE FECHA  

08/07/2011) 
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PRINCIPIOS PROCEDIMENTALES DEL DERECHO SANCIONADOR 

ADMINISTRATIVO  

 

ñ2. Del principio de legalidad y el debido proceso. 

Con respecto a este punto la sociedad actora alega que en el procedimiento administrativo 

seguido por la Dirección General de Impuestos Internos, se cometieron infracciones 

relacionadas con el debido proceso regulado en el artículo 11 de la Constitución de la 

República. 

 

Entre los principios o garantías del debido proceso tenemos: 

a) Que la persona sea juzgada por un juez natural; b) derecho a ser oído; c) duración 

razonable del proceso; d) publicidad del proceso; y, e) prohibición del doble juzgamiento. 

 

Además de los derechos que la Ley reconoce a las personas en sus relaciones con la 

Administración, se señalan algunos requisitos que los procedimientos administrativos 

sancionatorios deben observar para garantía del presunto responsable. 

 

Entre los principios que el Derecho Comparado y la Doctrina señalan, se encuentran: 

 

A ser notificado de los hechos que se le atribuyan, de las infracciones que tales hechos 

puedan constituir y de las sanciones que, en su caso, se le pudieran imponer, así como de la 

identidad del instructor, de la autoridad competente para imponer la sanción, y de la norma 

que atribuye tal competencia. 

A formular alegaciones y utilizar los medios de defensa admitidos por el ordenamiento 

jurídico que resulten procedentes. 

Se enumera además, como principios procedimentales específicos doctrinariamente 

aceptados del Derecho Administrativo Sancionador: 
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1°) La debida separación entre la fase instructora y la sancionadora, realizándose cada una 

por órganos distintos. 

 

2°) Que las medidas de carácter provisional adoptadas para asegurar la eficacia de la 

resolución final, se efectúen mediante acto motivado. La posibilidad efectiva de dicha 

adopción depende de la previsión de tales medidas en las normas reguladoras de los 

distintos procedimientos administrativos sancionadores. 

 

3°) De resolución de todas las cuestiones planteadas en el expediente sancionador y de 

interdicción de la declaración, como probados, de hechos distintos de los determinados 

(debe entenderse que con contradicción) en el curso del procedimiento, con independencia 

de su diferente valoración jurídica en la resolución final. 

 

4°) De la motivación de la resolución que ponga fin al procedimiento sancionador y 

ejecutividad de ella cuando ponga fin a la vía administrativa. 

 

Asimismo se añade el principio de Transparencia, que incluye los derechos que se pueden 

ejercer en cualquier momento del procedimiento: de conocimiento del estado de 

tramitación, de acceso a y obtención de copias de los documentos en él contenidos; los 

otros derechos, ejercitables durante el procedimiento hasta el trámite de audiencia, de 

formulación de alegaciones y aportación de documentos; y las reglas de formalización 

sistemática, secuencial y ordenada, de las actuaciones y diligencias y de su custodia por el 

órgano competente (instructor primero y resolutor después) hasta el archivo definitivo. 

 

Garantía de Defensa en el Debido Proceso. 

Sobre las notificaciones, se ha sostenido que: "La notificación constituye piedra angular del 

sistema de garantías de los derechos del administrado, especialmente en materia tributaria, 

y se considera que la obligación de notificar deviene el principio de seguridad jurídica y de 

la necesidad de hacer posible el Derecho de Defensa. Precisamente por su trascendencia, el 

legislador reviste de solemnidades al acto procesal de la notificación, lo cual constituye una 
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garantía en favor de la parte notificada, a fin que ésta pueda efectivamente hacer uso de los 

medios impugnatorios que la ley le franquea". 

 

En consecuencia, "el carácter estrictamente formal de las notificaciones comporta una 

consecuencia capital, y es el hecho que la notificación no realizada en debida forma no 

produce efectos, de lo cual se sigue que la propia resolución notificada tampoco podrá 

producirlos contra la interesada, ya que la notificación demora el comienzo de la eficacia 

del acto, de la misma manera ante una notificación defectuosa, no comienzan a correr los 

plazos para interponer los recursos pertinentes..." Se concluye así que la invalidez de una 

notificación conlleva su ineficacia. Se agrega que las notificaciones defectuosas, sólo 

pueden surtir efecto a partir de la fecha en que el interesado realice actuaciones que 

supongan que ha tenido conocimiento de la misma. 

 

La finalidad que se persigue es el funcionamiento de la garantía general del debido proceso, 

garantizando un proceso regular y legal ante un juez natural que no altere la defensa de las 

partes o de los derechos, en última instancia la nulidad procesal solo se dicta cuando el 

vicio en que se incurre causa indefensi·n o no puede ser subsanado.ò 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas,  247-2007, DE FECHA  

25/05/2011) 

 

 

 

 

DENEGACIÓN PRESUNTA DE SOLICITUD DE SAL VADOREÑO POR 

NATURALIZACIÓN  

 

ñLa parte demandante pretende que se declare la ilegalidad de la denegaci·n presunta a la 

solicitud para la calificación de salvadoreño por naturalización, presentada el ocho de enero 

de dos mil siete ante el Ministerio de Gobernación. 

Hace recaer la ilegalidad de tal actuación, esencialmente en los siguientes aspectos: 

Que la autoridad demandada no le notificó respuesta alguna a su solicitud para optar a la 

calidad de salvadoreño por naturalización, en contravención a lo estipulado por el art. 43 de 
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la Ley de Extranjería y la potestad de resolver favorable, ya que el apartarse o desobedecer 

en resolver, representa una violación a la potestad administrativa de autorización de dicha 

solicitud, la cual es reglada por dicha disposición, y siendo que cumplía con los requisitos 

constitucionales y legales para optar a dicha calidad y que la solicitud no posee trámites 

incidental de mera admisión, considera que habiendo transcurrido sesenta días hábiles se 

configura el silencio denegatorio respecto del fondo de la solicitud, es decir la denegatoria 

de la naturalización. 

Los argumentos de la autoridad demandada para sustentar la actitud silente es que la 

disposición que el demandante considera le ha sido violentada, es decir los arts. 38 y 43 de 

la Ley de Extranjería, no puede fungir como parámetro de control de legalidad, en vista que 

el mismo hace alusión únicamente a la situación jurídica de calidad de salvadoreño por 

nacimiento, elemento que es completamente diferente al que controvierte éste en sede 

judicial, el cual es calidad de salvadoreño por naturalización, y que no es verdad lo 

afirmado por el demandante, en cuanto a gozar automáticamente de un derecho a obtener la 

calidad o status de salvadoreño por naturalización, pues él únicamente se limitó a presentar 

su solicitud, sin cumplir con los otros requerimientos prescritos por la ley, 

consecuentemente, dicha autoridad no podía otorgarle dicha calidad con la simple 

presentación de la solicitud, omitiendo valorar el cumplimiento de tales requisitos, y que en 

las diligencias del demandante el último acto válido consiste en el traslado que se confirió 

al Fiscal General de la República y la opinión proporcionada por éste, que consta en el 

expediente administrativo. 

En el caso de mérito se hace imprescindible iniciar analizando la denegación presunta 

alegada por el demandante a las peticiones que hizo en su oportunidad, y de llegar a 

determinarse que en efecto hubo inactividad y silencio por parte de la Administración, se 

pasará a analizar lo solicitado por el demandante a la autoridad demandada, que de resultar 

de acuerdo a lo estipulado por el marco jurídico que la regula se conocerá del fondo del 

asunto, caso contrario se determinara lo que conforme a derecho corresponda, para lo cual 

se realizaran algunas valoraciones en relación a la técnica autorizatoria, pues de los alegatos 

de las partes se deduce que la naturaleza jurídica de la pretensión corresponde a aquellos 

actos constitutivos de dicha facultad y que el Derecho Administrativo atribuye a la 

Administración Pública. 
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2. Analisis del caso 

2.1De la Denegación Presunta 

Respecto a la figura de la denegación presunta, la Sala estima necesario efectuar las 

siguientes consideraciones: 

El Art. 18 de nuestra Constitución, consagra el denominado "Derecho de Petición y 

Respuesta"; en el sentido que el ejercicio del derecho de petición implica la correlativa 

obligación de los funcionarios estatales de responder o contestar las solicitudes que se les 

eleven; la contestación a que se hace referencia, no puede limitarse a dar constancia de 

haberse recibido la petición, sino que la autoridad correspondiente debe analizar el 

contenido de la misma y resolverla conforme a las potestades jurídicamente conferidas. 

Este Tribunal anteriormente ha señalado que el relacionado derecho «No implica que la 

respuesta deba ser favorable a las pretensiones del gobernado, solamente la de obtener 

una pronta respuesta. (...) Aunque el art. 18 Cn. no lo indique, la contestación a una 

solicitud debe ser congruente con ésta, porque resulta igualmente violatorio al derecho de 

petici·n cuando la respuesta es incongruente con lo pedido.(é)Cuando falta respuesta a la 

petición o reclamo del administrado, es inminente concluir que la Administración ha 

incurrido en una falta a su deber de resolver y de ella probablemente derive una violación 

al derecho constitucional de petición y respuesta» (Sala de lo Contencioso Administrativo 

en Sentencia con Referencia 63-0-2003 de las doce horas quince minutos del veintisiete de 

septiembre de dos mil cinco). 

Ahora bien, el ordenamiento procesal administrativo establece que corresponde a la 

jurisdicción contencioso administrativa el conocimiento de las controversias que se susciten 

en relación con la legalidad de los actos de la Administración Pública (art. 2 Ley de la 

Jurisdicción Contencioso Administrativa), de tal disposición se deduce que se atribuye a la 

jurisdicción contencioso administrativa la fiscalización de los actos de la Administración 

Pública, deviniendo entonces el acto administrativo como presupuesto necesario de la 

acción judicial. 

Es en base a la anterior exigencia, y con el propósito de resguardar la protección jurídica de 

los administrados ante una eventual pasividad de la Administración, que se erige la 

institución del silencio administrativo, como una garantía de los particulares frente a la 

demora de la Administración. El silencio administrativo debe entenderse como una 
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presunción legal, de consecuencias procesales, que habilita la revisión judicial del acto 

administrativo desestimatorio, por inactividad de la Administración; es decir, una ficción 

cuyo efecto es suplir la omisión o falta de resolución previa para habilitar la vía judicial, y 

en cuya virtud debe entenderse que la pretensión del administrado ha sido denegada, como 

si en realidad hubiere mediado resolución administrativa expresa. 

El cuerpo normativo en comento regula la figura del silencio administrativo en el art. 3 

literal b) de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa de la siguiente manera: 

"También procede la acción contencioso administrativa en los casos siguientes: contra la 

denegación presunta de una petición. Hay denegación presunta cuando la autoridad o 

funcionario no haga saber su decisión al interesado en el plazo de sesenta días, contados 

desde la fecha de la presentación de la solicitud". De acuerdo con la letra del texto legal 

trascrito, se establece que nuestro ordenamiento faculta o reconoce el ejercicio de una 

acción contencioso administrativa, fundada en la denegación presunta de una petición, 

siempre y cuando concurran las siguientes circunstancias: a) que el administrado haya 

formulado una petición a un funcionario, autoridad o entidad; b) que el funcionario, 

autoridad o entidad a quien se haya dirigido la petición, no haya hecho saber su decisión al 

interesado, en el plazo de sesenta días contados desde la presentación de la solicitud; y c) 

que lo impugnado sea el acto administrativo desestimatorio presunto, originado en virtud de 

la actitud silente de la Administración. 

En el caso subjúdice, los criterios antes relacionados se cumplen de la siguiente forma: 

El demandante presenta escrito de solicitud para que se le concediera la calidad de 

salvadoreño por naturalización, el día ocho de enero de dos mil siete. 

El Ministerio de Gobernación, se mantiene silente, y con fecha nueve de abril del mismo 

año, se configura el silencio desestimatorio presunto, por lo que a partir del diez de ese 

mismo mes y año, al impetrante se le abre el plazo para impugnar el acto administrativo 

presunto ante esta jurisdicción. 

Se impugna el acto desestimatorio presunto ante esta Sala el día dos de julio de dos mil 

siete. 

Habiendo establecido la configuración del silencio administrativo negativo, el cual a su vez, 

como se relaciona en los párrafos precedentes, es interpretado como una ficción legal de 

aplicación procesal, se confirma, entonces, que el Ministerio de Gobernación autoridad 
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competente en aquel momento, hoy Ministerio de Justicia y Seguridad Pública, respondió 

en forma negativa ð presuntamenteð a la petición de naturalización del [demandante]. 

Por lo que es procedente analizar por parte de este Tribunal si la Administración Pública 

actuó acorde a la ley al denegar la petición interpuesta por el demandante. 

 

2.2 Respecto a la Potestad Autorizatoria de la Administración. 

La Potestad Autorizatoria, o técnica autorizatoria, constituye una forma de limitación de la 

esfera jurídica de los particulares; en el sentido que, el legislador veda a estos el ejercicio 

de determinadas actividades, que sólo pueden llevarse a cabo, previa intervención de la 

Administración Pública, encaminada a constatar el cumplimiento de las condiciones 

previstas por el ordenamiento jurídico al efecto. Sobra decir que el legislador, mediante esta 

técnica, persigue algún fin de carácter público: recurre a ella para proteger determinados 

intereses colectivos, según la naturaleza de las actividades de que se trata. 

Es así como la potestad de conceder autorizaciones, lleva imbíbita la posibilidad de que la 

Administración Pública, impida el ejercicio de las actividades reguladas en los casos en que 

no exista la autorización debida, por lo que obtener una autorización en los casos que la ley 

lo prevé, se convierte en requisito sine qua  non para el despliegue de la actividad o 

ejercicio de los derechos que se pretenden. 

En ese mismo sentido afirma Trevijano Fos en su libro "Los Actos Administrativos", que la 

autorización afecta la validez del acto, de tal modo que la realización de la actividad sin la 

previa autorización constituye un acto ilícito si la actividad es material, o ilegal si la 

actividad es jurídica, en consecuencia, reitera que: "el sujeto que pretende obtener una 

autorización puede actuar sólo después de su expedición". Lo anterior implica que las 

autorizaciones producen efectos jurídicos "ex nunc", que es decir desde la emisión del acto 

de autorización que comienzan los efectos y por ende, puede desarrollarse la actividad o 

ejercitarse el derecho. 

En el caso particular, corresponde a una autorización por medio de la cual se otorga la 

naturalización, por lo que el extranjero sin el otorgamiento de la autorización que emite la 

Administración Pública, no puede ejercer los derechos que las leyes le confieren a tal 

calidad, consecuentemente su actuar cae en el campo de la ilegalidad; por lo cual este debe 
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solicitar la autorización correspondiente ante la autoridad compete de emitir la respectiva 

autorización. 

Cabe aclarar que cuando a la técnica autorizatoria de la Administración nos referimos, el 

beneficiario de un acto de esta naturaleza queda sujeto al régimen de Derecho 

Administrativo, no como simple ciudadano, sino como una especie de eslabón de la 

Administración o de actividades de ese género, situación que le distingue y caracteriza por 

razones de orden público y de interés general. 

En relación a la actualización del ejercicio de facultades, es pertinente traer a colación que 

ya la Sala de lo Constitucional de esta Corte ha expuesto: "....Lo anterior no implica que el 

legislador no pueda suprimir o transformar las instituciones jurídicas existentes, puede, sin 

introducir innovaciones substanciales en dichas instituciones, modificar las reglas que 

rigen los derechos que derivan de las mismas, puede someter a nuevas condiciones la 

conservación y eficacia del derecho (...)".puede hacer todo esto, siempre que no afecte la 

personalidad ni infiera daño a algún individuo (Sentencia de Amparo, con referencia 38-

S-93, de las diez horas del día catorce de enero de mil novecientos noventa y siete). 

Todo lo anterior implica, que el ordenamiento jurídico puede someter a nuevas condiciones 

la conservación y eficacia del derecho; y que es lícito, ante un cambio de régimen, la 

valoración de las referidas condiciones a efecto de dar o no una autorización. Se trata, 

simplemente, de una adecuación a las condiciones y exigencias del nuevo orden jurídico. 

Por ello es lícito que para el momento en que habría de surtir efectos la solicitud de la 

naturalización a favor del demandante, y previo a su otorgamiento, la Administración 

Pública, en este caso de Extranjería analizará y verificara si se cumplían con las 

condiciones requeridas por la normativa legal vigente. 

Ahora bien, para el caso de autos, dicho marco normativo que rige la materia, es la 

Constitución de la República y la Ley de Extranjería. 

La Constitución de la República, el Titulo IV relativo a la nacionalidad, trata el derecho a 

adquirir la nacionalidad por naturalización, lo cual al tenor literal del art. 92, expresa: 

ñPueden adquirir la calidad de salvadore¶os por naturalizaci·n: 

1
o
- Los españoles e hispanoamericanos de origen que tuvieren un año de residencia en el 

país; 

2
o
- Los extranjeros de cualquier origen que tuvieren cinco años de residencia en el país; 
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3
o
- Los que por servicios notables prestados a la República obtengan esa calidad del 

Órgano Legislativo; 

4
o
- El extranjero casado con salvadoreña o la extranjera casada con salvadoreño que 

acreditaren dos años de residencia en el país, anteriores o posteriores a la celebración del 

matrimonio. 

La nacionalidad por naturalización se otorgará por autoridades competentes de conformidad 

con la ley." 

De lo estipulado en la norma primaria, se colige que el primero de los presupuestos para 

optar a tal derecho, es el de la permanencia en el país tanto para españoles como para 

extranjeros, siendo para los primeros un año y para los segundos de cinco años. 

La misma disposición intenta equiparar la diferencia del referido requisito temporal, al 

estipular que si el último de dichas sujetos, es casado con salvadoreña o salvadoreño, la 

exigencia se aminora a dos años de residir en el país, sean estos anteriores o posteriores al 

matrimonio, debiendo acreditar tal situación. 

Ahora bien, el segundo presupuesto es el relativo a que se otorgue tal calidad, por medio de 

autoridad competente de conformidad con la ley. 

Dicha disposición no expresa quien es la autoridad competente, pues deja a la ley 

secundaria dicha determinación, por lo que el legislador debe armonizar con las 

disposiciones constitucionales, de conformidad con el mandato estipulado en el art. 271 de 

dicha ley primaria, así como que dicho régimen sea de carácter especial de acuerdo al 

también mandato establecido en el art. 100 de la misma. 

Así pues, se advierte que la Ley de Extranjería -en el art. 35 letra a- atribuye la competencia 

al "Ministro del Interior", la cual posteriormente fue traspasada al Ministerio de 

Gobernación, y hoy Ministerio de Justicia y Seguridad Pública, de conocer de las 

diligencias de las personas extranjeras, lo cual convierte a la Ley de Extranjería, en ley de 

la materia, se aclara, en razón que la autoridad demandada en el traslado conferido 

manifestó que la normativa invocada por la parte actora no es la aplicable al presente caso, 

lo cual no es atendible, en razón que la controversia se suscita en razón de la denegatoria 

presunta a la solicitud para optar a la calidad de salvadoreño por naturalización, y a ella se 

deberá atender en esta Sentencia. 
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De conformidad con dicho cuerpo normativo son extranjeros los nacidos fuera del territorio 

nacional, originario de otros Estados, que no han obtenido la calidad de salvadoreños por 

naturalización. 

Es decir que mientras dicha calidad no se otorga, las personas nacidas fuera del país son 

extranjeros para los efectos de dicha ley. 

 

 

PRESUPUESTOS PARA OPTAR A SOLICITAR LA CALIDAD DE SALVADOREÑO 

POR NATURALIZACIÓN 

 

 

A manera de conclusión, las disposiciones en comento, son acordes en determinar dos 

presupuestos a saber para optar a solicitar la calidad de salvadoreño por naturalización, el 

primero es, la permanencia en el país, es decir tener cinco años de residir en el país, para 

los extranjeros, lo cual es el caso que nos ocupa, pero tal exigencia se reduce a dos años de 

permanencia, cuando este, es casado con salvadoreño o salvadoreña, y el segundo es que 

debe ser solicitado ante la autoridad competente. 

Ahora bien, la segunda de las normas que rigen la materia, estipula las formalidades o 

requisitos que debe contener la solicitud, y los documentos que se deben presentar a fin de 

comprobar los presupuestos anteriores, así como el procedimiento para otorgar dicha 

calidad, por lo que conviene conocer, lo ocurrido en sede administrativa, a fin de 

determinar si el demandante cumplió con los requisitos relacionados en la normativa 

aplicable -Ley de Extranjería-, y poder determinar lo alegado por la autoridad demandada, 

en cuanto a que otorgar lo solicitado no es de forma automática, pues se debe cumplir lo 

estipulado en la norma. 

En ese sentido, el art. 38 de la Ley de Extranjería, exige los siguientes requisitos, que 

aunque son relativos a la calidad de salvadoreño por nacimiento, la norma los equipara para 

ambos casos, al estipularse en el art. 39, lo siguiente: "La solicitud para obtener la calidad 

de salvadoreño por naturalización, deberá contener además de los requisitos señalados en el 

artículo anterior, la expresión de su voluntad de adhesión, obediencia y sumisión a las leyes 
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y autoridades de la República de El Salvador, y además adjuntar certificación de la partida 

de matrimonio, en su caso". 

Entre tales requisitos se encuentran: La designación del Ministro a quien se dirige; Nombre 

del solicitante, edad, sexo, estado civil, nacionalidad, profesión u oficio, domicilio y lugar 

para oír notificaciones; Lugar y fecha de nacimiento; Nombre, edad, domicilio, profesión u 

oficio, nacionalidad y origen del cónyuge si fuere casado; Nombre, edad, domicilio, 

profesión u oficio, nacionalidad y origen de los padres; indicando si están vivos o son 

fallecidos; Lugar y fecha de ingreso al país; Nombre de las sociedades u organizaciones a 

que pertenezca o haya pertenecido en El Salvador y en su país de origen; Lugar y fecha; 

Firma del solicitante, o de quien comparezca por él, o de la persona que firma a su ruego. 

Además debe acompañar la documentación a que hace referencia ésta disposición. 

Por lo que conviene analizar el expediente administrativo a fin de determinar si el 

demandante cumplió con lo estipulado en el marco normativo relacionado. 

 

2.3 De lo ocurrido en sede administrativa 

De folios [...] corre agregada la solicitud de trámite para optar a la calidad de salvadoreño 

por naturalización, en la cual el interesado [demandante], expresa su voluntad de adhesión, 

obediencia y sumisión a las leyes y autoridades de la República, expresa sus datos 

personales conforme lo estipulado en el art. 38 de la Ley de Extranjería, con la excepción 

de haber omitido señalar el aspecto relativo a la pertenencia o no en asociaciones u 

organizaciones en el país, requisito necesario para los efectos de lo solicitado. 

En cuanto a la documentación que la ley exige que se adjunte a la solicitud, corren 

agregados del folio [...], la traducción de la transcripción de partida de nacimiento del 

[demandante], de folio [...] los siguientes documentos: solvencia de la Policía Nacional 

Civil en la que se hace constar que carece de procesos policiales judicializados pendientes a 

la fecha de la solicitud -ocho de enero de dos mil siete-; certificación de antecedentes 

penales, en la cual se menciona que no existen antecedentes de esa naturaleza en su contra; 

fotocopias del pasaporte tanto de este país como de la India, en el que consta ser de 

nacionalidad India y posee clase migratoria definitiva, así como el estado civil que es el de 

casado; la constancia del estado de salud, y exámenes médicos; Partida de Matrimonio, en 

la que consta que contrajo matrimonio civil con la señora [...] el día quince de noviembre 
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de dos mil tres; también figuran dos fotografías tamaño cédula. Todos los documentos 

exigidos por el art. 38 de la Ley de Extranjería. 

Asimismo, corren agregadas [...], diligencias realizadas por la autoridad demandada y otras 

instituciones involucradas quienes emitieron informes y constancias respectivamente, 

siendo la primera de ellas, el informe de fecha quince de enero de dos mil siete emitido por 

la Coordinadora de la Unidad de Extranjería del Ministerio de Seguridad Pública y Justicia, 

Dirección General de Migración y Extranjería, en el que manifiesta las secuencias 

cronológicas de la permanencia del [demandante], en el país, así como el otorgamiento de 

la Residencia Definitiva otorgada el veintiocho de agosto de dos mil seis, también se hace 

relación de dos vínculos matrimoniales de este con persona salvadoreña. 

Todo lo anterior ha sido consignado en el expediente bajo la referencia 57080, el cual fue 

remitido por la Unidad de Extranjería a la Unidad de Investigación de esa misma cartera de 

Estado el día veintidós de febrero de dos mil siete, quien emitió su informe el diecinueve de 

junio del mismo año, en el cual el Coordinador de dicha Unidad [...], hizo constar, entre 

otros aspectos que se visito el lugar de residencia del usuario, y en el cual funciona el 

Restaurante [...], de su propiedad donde se entrevistó a la señora [...], quien manifestó ser 

empleada del demandante y que en ese lugar solo se venden bebidas alcohólicas, quien le 

atendió desde unos barrotes del lugar, por lo que el día once de abril de dos mil siete envió 

oficio al Jefe de la Unidad de Investigación de la División de Fronteras de la Policía 

Nacional Civil, a fin de recabar información sobre las actividades laborales del 

demandante, y que con fecha doce de abril de ese mismo año, se envió oficio a la 

INTERPOL, también solicitando información del [demandante], institución última, quien 

respondió el siguiente día doce del mes y año, informando que no existen archivos a 

nombre del demandante a esa fecha [...]; por lo que se realizó una segunda visita al lugar de 

residencia del demandante, entrevistando a la señora [...], esposa del demandante. 

En dicho informe se concluyó que se verifico la legalidad de las actividades laborales que 

realiza el demandante, y que corren agregados al expediente administrativos [...], los 

documentos legales del establecimiento en referencia, aunque considera el informante que 

no son actividades que contribuyan al desarrollo del país por ser venta de bebidas 

alcohólicas, y que además se constató el vínculo marital, no así un arraigó familiar. 

Asimismo informa que no se obtuvo respuesta a la solicitud remitida a la Unidad de 
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Investigaciones de la División de Fronteras de la Policía Nacional Civil, el referido informe 

concluye que se deja a consideración de esa Dirección la calidad solicitada por el 

demandante, y recomienda que la Unidad de Extranjería, solicite al usuario el permiso 

vigente del Ministerio de Salud y Asistencia Social, como requisito para el funcionamiento 

del restaurante en referencia, propiedad del demandante. 

De igual forma corren agregados [...] la Partida de Matrimonio del [demandante], con la 

señora [...], celebrado el quince de noviembre de dos mil tres en la que consta que ésta es de 

nacionalidad salvadoreña, así también consta documentación personal y referencias de la 

misma [...]. 

Además, consta [...] las actas de entrevistas realizadas al [demandnte], -parte demandante- 

y la de su esposa [...], ambas de fecha trece de junio de dos mil siete. 

En las referidas actas el demandante manifestó que en mil novecientos noventa y nueve 

ingreso al país en calidad de turista, tiempo durante el cual trabajo en la empresa Duroflex, 

por lo que solicito residencia temporal con permiso de trabajo, permaneciendo dos años, y 

que fue en el año dos mil tres que conoció a la señora que ahora es su esposa, y luego inició 

los trámites para su propio negocio, y manifestó que no puede participar en política interna 

en su calidad de extranjero. 

Con fecha catorce de junio de dos mil siete, el relacionado Coordinador de la Unidad de 

Investigaciones, reitero su solicitud de fecha once de abril de ese mismo año, a la División 

de Fronteras de la Policía Nacional Civil, a fin de investigar al [demandante] [...]. 

Finalmente, corre agregado al expediente administrativo, la resolución de fecha seis de julio 

de dos mil siete, emitida por el Ministerio de Seguridad Pública y Justicia, mediante la cual 

admite la solicitud del demandante relativa a que se le conceda la calidad de salvadoreño 

por naturalización, en la cual se da por agregada la documentación presentada por el 

demandante, se manda a oír a la Fiscalía General de la República, por medio de traslado 

conferido a la misma el nueve de julio de dos mil siete [...]. Asimismo se ordenó
/
 publicar 

los edictos de conformidad con el art. 41 de la Ley de Extranjería [...], ambos son suscritos 

por el Ministro de Seguridad Pública y Justicia, los cuales consta fueron entregados al 

señor [...] - parte demandante-, el día diecisiete de marzo de dos mil nueve, en el cual el 

[demandante] firmó de recibido. 
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Ahora bien, de conformidad con la Ley de Extranjería el procedimiento a seguir para 

otorgar la calidad de salvadoreño por naturalización, está regulada del art. 41 al 55. 

Entre los cuales se estipula en el art. 43 lo siguiente: "Presentada la solicitud a que se 

refiere el art²culo 38 de esta ley, é.., el Ministro del Interior emitir§ resoluci·n 

reconociendo o denegando la calidad de salvadoreño por nacimiento, sin más trámite". 

De igual forma se estipula en el art. 41 del citado cuerpo normativo que presentada la 

solicitud a que se refieren los artículos 38 y 39 de esa ley, en su caso, y subsanadas las 

omisiones a que se refiere el artículo 40, el Ministro del Interior tramitará las diligencias, 

mandando a oír a la Fiscalía General de la República, y publicará por tres veces 

consecutivas en el Diario Oficial y otro de mayor circulación en el país, edictos en los que 

se expresen todas las circunstancias mencionadas en la solicitud, invitando a las personas 

que tuvieren conocimiento de algún impedimento legal para otorgar la calidad de 

salvadoreño por nacimiento o la calidad de salvadoreño por naturalización, a fin que 

puedan denunciarlo ante dicha cartera de Estado, y que tales edictos deben ser fijados en el 

término de quince días en el lugar más visible de esa oficina gubernamental y de la Alcaldía 

Municipal de la población del domicilio del interesado, debiendo agregar uno de dichos 

edictos en el expediente respectivo. 

Ahora bien, la autoridad competente tiene la facultad discrecional que de considerar 

necesario puede solicitar a las autoridades públicas o entidades privadas, los informes que 

crea convenientes respecto a lo solicitado. 

Por su parte el art. 42 estipula que la autoridad competente, transcurridos quince días 

después de la publicación de los edictos, agregará al expediente respectivo las denuncias de 

impedimentos legales que se les hubiesen remitido y los hará saber al interesado en 

conjunto con los que él mismo hubiese establecido, procediendo en todo lo demás en forma 

gubernativa, decidiendo sobre la existencia o inexistencia del impedimento denunciado. 

De lo regulado por el referido art. 42, se deduce la importancia de la publicación de los 

edictos, pues por medio de los mismos es que el público conoce de la petición del 

interesado, como una garantía de defensa tanto para este como para los ciudadanos, pues no 

se puede defender de lo que no se tiene conocimiento. 

De lo señalado en los párrafos precedentes se puede afirmar que efectivamente fueron 

realizadas por parte de la autoridad demandada las diligencias que ordena la normativa 
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relacionada, pues se abrió un expediente en el cual fueron encausadas las diligencias. 

Asimismo que la Administración Pública hizo uso de su facultad discrecional de pedir los 

informes que consideró convenientes, pero no figuran en el expedientes las publicaciones 

de los edictos entregados al demandante, y las subsiguientes diligencias no figuran 

realizadas, las cuales de hecho no se efectuaron, pues la autoridad demandada manifestó en 

el traslado conferido que el estado actual de las diligencias, eran hasta el traslado del Fiscal 

General de la República. 

En tal sentido, este Tribunal desconoce si efectivamente fueron publicados dichos edictos, y 

por tal razón no puede pronunciarse por la legalidad o ilegalidad de la denegatoria, pues no 

pueden suplirse de oficio las diligencias que son un eslabón dentro del procedimiento para 

la autorización solicitada, en virtud de ser un elemento de defensa y seguridad jurídica. 

 

 

ILEGALIDAD DE LA DENEGATORIA PRESUNTA SURGIDA POR LA ACTITUD 

SILENTE DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

 

 

Por lo anterior, se considera que es ilegal la denegatoria presunta surgida con motivo de la 

actitud silente de la Administración Pública, en este caso la Migratoria, en vista que no se 

atendió oportunamente la admisión de la solicitud, se aclara no nos referimos al 

otorgamiento como fondo de la solicitud, sino al hecho que previo la revisión de los 

presupuestos y requisitos demostrados por el demandante, aquella debió pronunciarse, lo 

cual no hizo, en tal sentido, no es legal la denegatoria de la naturalización, pues ni siquiera 

se admitió ni previno de considerar que existían inconsistencias o falta de requisitos, sino 

mediante el silencio administrativo lo convierte en una negativa de lo solicitado, por lo que 

deberá declararse la ilegalidad de dicha denegatoria. 

3. Conclusión 

Establecida que ha sido la denegatoria presunta a la solicitud presentada el ocho de enero 

de dos mil siete, se confirma que el acto es de aquellos cuya naturaleza es ficticia para los 

efectos procesales; en ese sentido, se entiende que la Administración Pública denegó al 

demandante la calidad de salvadoreño por naturalización, pues la referida solicitud fue 
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admitida hasta el seis de julio de dos mil siete, pero se notificó al demandante dos años 

después, es decir, hasta el diecisiete de mayo de dos mil nueve, después de trascurrido el 

término que estipula la Ley de la jurisdicción Contencioso Administrativa en el art. 3, que 

habilita a los administrados para impugnar el silencio administrativo, el cual se configuró el 

dos de mayo de dos mil siete. 

Ahora bien, sobre tal denegatoria, este Tribunal ha considerado que no es conforme a 

derecho, pues una cosa es admitir la solicitud y la otra es realizar las diligencias que ordena 

la ley a fin de determinar si es procedente o no otorgar lo pedido. 

En ese sentido, este Tribunal considera que no existen los elementos necesarios para 

pronunciarse sobre el fondo de la pretensión por parte de este Tribunal, pues se carece de 

los elementos probatorios que establece la normativa aplicable, en razón de ello 

corresponderá a la Administración Pública Migratoria, dictar lo que conforme a derecho 

corresponda una vez se finalice el procedimiento que ha quedado inconcluso, y se le brinde 

al solicitante todas las garantías de un debido proceso ceñido al marco normativo 

relacionado en esta Sentencia. En tal sentido se ordenará regresar las diligencias a la 

autoridad competente, a fin que el procedimiento iniciado el cual ha quedado en suspenso 

hasta el traslado del fiscal, se concluya y se dé al administrado la respuesta a su petición 

que conforme a derecho corresponda, y las garantías pertinentes." 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTR ATIVO/Sentencias Definitivas, 306-2007, DE FECHA 

09/03/2011) 

 

 

 

 

DENEGACIÓN PRESUNTA 

 

REQUISITOS PARA SU CONFIGURACIÓN 

 

ñA) De la denegación presunta. 

i) Como se¶ala Rafael Entrena Cuestas: ñfrente a una petici·n de un administrado, la 

Administración puede tomar varias actitudes, estas van desde resolver expresamente la 

petición en el tiempo señalado por la Ley, o bien, tomar una actitud de inacción. (Curso de 
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Derecho Administrativo Volumen I, Pág. 25 Editorial Tecnos, Undécima Edición, Madrid 

1995). 

La Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, establece que corresponde a esta 

jurisdicción el conocimiento de las controversias que se suscitan en relación con la 

legalidad de los actos de la Administración Pública (art. 2 de la Ley de la Jurisdicción 

Contencioso Administrativa). De tal disposición se deduce que se atribuye a la Jurisdicción 

Contencioso Administrativa la fiscalización de los actos expresos de la Administración 

Pública, deviniendo entonces el acto administrativo como presupuesto necesario de la 

acción judicial. 

En base a la anterior con el propósito de resguardar la protección jurídica de los 

administrados ante una eventual pasividad de la Administración, se erige la institución del 

silencio administrativo o denegación presunta, como una garantía de los particulares. 

Es importante señalar que la figura de la denegación presunta de una petición es una ficción 

legal de consecuencias procesales, que habilita la interposición de la acción contencioso 

administrativa cuando "la autoridad o funcionario no haga saber su decisión al interesado 

en el plazo de sesenta días, contados desde la fecha de presentación de la solicitud" (Art. 3 

literal b) de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa). 

De lo anterior se entiende que el silencio administrativo desestimatorio, o denegación 

presunta, se configura cuando un administrado hace una petición a la Administración, y 

ésta no le notifica resolución alguna transcurridos sesenta días hábiles contados a partir de 

la fecha de interposición de la petición. 

Ahora bien, para que la denegación presunta de una petición proceda, está condicionada a 

la observancia de tres requisitos: La existencia de una petición al ente o funcionario 

competente; la ausencia de notificación de una resolución a lo peticionado y el transcurso 

de un plazo determinado. 

 

Respecto al "plazo determinado" es importante establecer las dos posibilidades para 

contabilizar el mismo, siendo la primera que la Ley de la materia señale el plazo en que la 

Administración esté obligada a resolver y que expresamente establezca que transcurrido 

este término se entenderá que deniega la petición; mientras que en la segunda la 

configuración del silencio administrativo está regulado en una ley de aplicación general a la 
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actividad administrativa, tal es el caso de la Ley de la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa ( artículo 3). 

 

ii)  En el caso en estudio la petición de la que se origina la denegación presunta alegada, fue 

presentada el cinco de de enero de dos mil siete. Mediante la misma el señor José Matilde 

Cruz Castro solicitó al Alcalde Municipal de Santiago Nonualco se le renovara su licencia 

para poder vender bebidas alcohólicas durante el año dos mil siete, conforme a lo prescrito 

en el artículo 30 de la Ley Reguladora de la Producción y Comercialización del Alcohol y 

de las Bebidas Alcohólicas que señala que para establecer una venta de bebidas alcohólicas, 

el interesado deberá presentar una solicitud a la Alcaldía Municipal de la localidad, y está 

deberá resolver en un plazo no mayor de 30 días contados a partir de la fecha en que se 

presente la solicitud, si ésta llenase todos los requisitos. 

Al revisar el expediente administrativo, se constata que a folios [é], est§ agregada la 

solicitud realizada por el demandante, la cual fue presentada el cinco de enero de dos mil 

siete. Partiendo de tal situación al contabilizar los sesenta días hábiles exigidos por el 

artículo 3 letra b) de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, se determina 

que la denegación presunta se configuró el treinta de marzo del mismo año. 

No obstante, tambi®n se encuentra anexa a dicho expediente, a folios [é], resoluci·n 

pronunciada a las quince horas y diez minutos del once de enero de dos mil siete, por la 

Alcaldía Municipal de Santiago Nonualco; en la que textualmente dice: " (..) SE DENIEGA 

al señor JOSE MATILDE CRUZ CASTRO, de las generales expresadas al inicio, LA 

RENOVACION DE LA LICENCIA PARA LA VENTA DE BEBIDAS ALCOHOLICA 

ENVASADAS DURANTE EL AÑO DOS MIL SIETE, por lo que no podrá continuar 

funcionando en el negocio de su propiedad denominado: LOS ANGELES, ubicado sobre a 

CALLE JOSE SIMEÓN CAÑAS, BARRIO EL CALVARIO, de esta ciudad, EXCEPTO 

QUE DICHO NEGOCIO LO RETIRE A POR LO MENOS, LA DISTANCIA 

ESTABLECIDA POR LA REFERIDA LEY". 

Consta que tal negativa se le notificó a la parte actora el día doce de enero de mil siete, a las 

ocho de la mañana tal como consta en el acta de notificación consignada al reverso de la 

resolución antes aludida. 
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De lo anterior se podría deducir que el referido acto de comunicación rompió el silencio de 

la Administración Pública, haciendo concluir que no hubo inactividad por parte de la 

Alcaldía Municipal de Santiago Nonualco, y al contrario existió un acto expreso 

denegatorio. 

 

Sin embargo, debido a que el demandante en sus escritos ha reiterado que no hubo ninguna 

respuesta por parte de la Alcaldesa, este Tribunal considera de suma importancia analizar, 

si la notificación se realizó conforme a las formalidades de ley y si la misma cumplió con 

su finalidad. Haciéndose necesario, de forma previa, precisar ciertos aspectos que se tienen 

que considerar sobre la figura de la notificación. 

 

 

ACTO DE COMUNICACIÓN : FINALIDAD  

 

 

iii)  Es importante acotar que la notificación se define como el acto procesal mediante el 

cual se da a conocer al administrado una resolución que le atañe, ya sea con efectos 

negativos o positivos en su esfera jurídica. Es una especie del género "actos de 

comunicación", cuya finalidad radica en hacer del conocimiento a las personas 

involucradas en un proceso o procedimiento los actos de decisión, para que si lo considera 

conveniente ejerzan las acciones que crean pertinentes. 

 

Se dice que la notificación es el conocimiento real del acto, que incide totalmente en la 

decisión que pueda tomar el sujeto interesado respecto de la actuación comunicada. De ahí 

que la notificación va más allá de procurar el simple conocimiento de un acto, pues lo que 

en definitiva deja expedito, es la oportunidad de defensa de sus derechos o intereses 

legítimos que pudiesen estar en juego en la controversia de que se trate. 

Todas las providencias dictadas por un Tribunal o por la Administración, en tanto actividad 

procesal, están destinadas por su propia naturaleza a ser dadas a conocer a la parte o partes 

a quienes se refieran o a quienes puedan generar perjuicios. Los actos de comunicación 

posibilitan la defensa de derechos o intereses legítimos de la persona ante la actividad 
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procesal. Las notificaciones deben ser por ello ejecutadas de manera que sirvan en plenitud 

a su objetivo: que el destinatario pueda disponer lo conveniente para la mejor defensa de 

los derechos o intereses cuestionados. 

 

Se dice también que la notificación constituye la piedra angular en el sistema de garantías, 

por lo cual el legislador la reviste de una serie de formalidades, para que ésta pueda llevarse 

a cabo, siendo obligatorio el cumplimiento de las mismas para lograr su objetivo, el cual no 

es otro más que el destinatario tenga pleno conocimiento del acto en cuestión. 

 

Aunado a lo anterior este Tribunal ha indicado que la validez de un acto de notificación 

debe juzgarse además atendiendo a la finalidad a que está destinado. Es decir, que aún 

cuando exista inobservancia sobre las formalidades, si el acto logra su fin -que el interesado 

tenga pleno conocimiento del acto de que se trate - éste es válido y no podría existir 

nulidad. 

 

Los actos procesales de comunicación deben ajustarse a las regulaciones que el legislador 

establece (definición, determinación de condiciones, modo de ejecución y consecuencias de 

tales actos procesales, así como los limites o particularidades de algunos de ellos) éstas 

deben de estar encaminadas además a preservar los derechos que otorga la Constitución. 

 

En así como en los artículos 208 y 210 del Código de Procedimientos Civiles, se regulan 

las diferentes reglas que hay que seguir para que los actos de comunicación realizados 

tengan plena validez. Dentro de estas se señalan que toda citación o emplazamiento se hará 

en primer término a la parte en persona, y si no sé encuentra la misma, prevé la posibilidad 

de dejarla con persona diferente a la indicada como a su mujer, hijos, socios, dependientes 

o criados mayores de edad, dejándole la esquela que contiene un extracto breve y claro del 

auto y del escrito que lo motiva. 

 

Además prevé que de no encontrarse las personas antes señaladas se dejará la esquela a un 

vecino, y si éste no quisiere recibirla, se fijará en la puerta de la casa. 
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VALIDEZ REQUIERE QUE SE IDENTIFIQUE FEHACIENTEMENTE A LA 

PERSONA QUE RECIBE LA ESQUELA 

 

 

Tomando en cuenta lo antes expresado, al revisar el contenido del acta de notificación en 

referencia puede apreciarse que el notificador de la Alcaldía Municipal de Santiago 

Nonualco hizo constar que procedió a notificar la resolución emitida por la municipalidad 

al señor José Matilde Cruz Castro- propietario del expendio de aguardiente en el lugar 

donde se encuentra ubicado tal establecimiento -pero que al no encontrarse éste le notificó a 

otra persona, quien expuso que era el dependiente, quien no quiso identificarse, ni mucho 

menos firmar constancia de recibido, así como también se negó á recibir la esquela 

respectiva, manifestando que lo hacía por indicación de su patrono. 

 

De lo anterior este Tribunal considera que existe un vicio en el acto de comunicación 

debido a que el notificador al no poder siquiera identificar fehacientemente a la persona a 

quien pretendió entregar la notificación, limitándose a señalar que éste desarrollaba alguna 

actividad que lo vinculaba con el propietario del establecimiento - pues entendía que era el 

dependiente o el encargado del negocio -, incumplió no solo la forma sino además la 

finalidad de todo acto de comunicación, a saber, poner en conocimiento a la parte 

demandante del acto emitido por la Administración Pública. 

 

Entonces este Tribunal entiende que no existió eficacia en la notificación y por tanto no se 

cumplió el requisito previsto por la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, 

referente a que el acto administrativo una vez emitido tuvo que haber sido legalmente 

notificado. 

Desde esa perspectiva ante la falta de legal notificación del acto expreso emitido el once de 

enero de dos mil siete, que denegaba la licencia para la venta de bebida alcohólicas 

requerida por el actor, es atendible el alegato de éste respecto a la configuración de una 

denegación presunta. Consecuentemente, esta Sala confirma tal condición y procede a 

entrar a conocer la pretensi·n del actor respecto de la relacionada figura procesal.ò 
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(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 257-2007, DE FECHA  

28/01/2011) 

 

 

 

 

DERECHO A LA LIBRE ASOCIACIÓN  

 

IMPOSIBILIDAD QUE LA SUSPENSIÓN DE LA RETENCIÓN DE LA CUOTA DE 

AFILIACIÓN POR FALTA DE CONSENTIMIENTO EXPRESO DE LOS ASOCIADOS 

VULNERE TAL DERECHO 

 

ñLa ASOCIACIčN SALVADORE¤A DE EMPLEADOS PĐBLICOS PENSIONADOS 

POR EL INPEP (ASEPI) demandante pretende que se declare la ilegalidad de la 

suspensión, a partir de abril de dos mil cinco, de la retención de la cuota social de los 

afiliados de la misma por parte del Pagador General del INPEP. 

Hace recaer la ilegalidad del acto administrativo en las siguientes razones: 

Alega la violación de los artículos 4 letra c), 5 letra a) y 25 inciso segundo de los estatutos 

que regulan el funcionamiento de la asociación, los cuales tienen su fundamento en el 

derecho a la libre asociación consagrado en el artículo 7 de la Constitución; 

 

Que el acto impugnado afecta los derechos de los afiliados a la asociación, debido que 

afecta sus beneficios, en particular, el del fallecimiento de los afiliados; y, 

c) agrega que se disminuye el patrimonio de la asociación, y en forma maliciosa provoca la 

disolución de la misma, cuando ésta es una facultad exclusiva de la Asamblea General de 

Afiliados regulada en los artículos 33 y 34 de sus estatutos. 

 

2. Examen de legalidad 

2.1. Violación a los estatutos de una asociación conforme con el derecho de libre 

asociación. 
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El ordenamiento jurídico, conforme con el derecho a la libre asociación establecido en el 

artículo 7 de la Constitución, confiere capacidad normativa al grupo de personas que 

decidan constituir o crear una asociación. Tal capacidad se materializa ðluego del 

cumplimiento de requisitos legalesð en los estatutos que la rigen. En este sentido, los 

estatutos son normas subordinadas por el ordenamiento jurídico, y no son parte del mismo. 

 

De ahí que los estatutos de las asociaciones son normas de carácter privado ðconjunto de 

voluntadesð sujetas A la aprobación de la autoridad competente ðcomprobación de 

requisitos legalesð que tiene como finalidad el establecimiento con cobertura legal de una 

asociación con personería jurídica, que forma un régimen de derecho al cual se encuentran 

sometidas únicamente las personas adscritas a la misma, y no crea una norma general. 

El artículo 28 de la Ley de Asociaciones y Fundaciones sin fines de lucro establece que: 

«los estatutos de las asociaciones y fundaciones, constituyen el ordenamiento básico que 

rige sus actividades y serán de obligatorio cumplimiento para todos los administradores y 

miembros de las mismas, sin perjuicio de las disposiciones contenidas en la presente ley». 

La parte actora expresa que el Pagador General del INPEP viola los artículos 4 letra c), 5 

letra a) y 25 inciso segundo de sus estatutos, los cuales son una norma privada, vinculante 

exclusivamente a los miembros de la misma y de carácter plenamente organizativa. 

Dichos estatutos son normas que, exclusivamente, regulan las actividades y finalidades de 

la asociación. Tal regulación, aunque sea calificada ðsegún lo antes manifestadoð como 

capacidad organizativa otorgada a particulares, no genera normas jurídicas generales, sino 

que, normas jurídicas entre partes, es decir, los miembros adscritos a ésta. De ahí que la 

normativa alegada no es parte del ordenamiento jurídico formal y, por ende, no puede ser 

parámetro exclusivo de juzgamiento en el examen de legalidad de una pretensión sometida 

a la competencia de esta Sala. 

 

2.2. Violación al derecho de la libertad de asociación. 

En este punto es menester establecer los alcances del derecho de la libertad de asociación 

con respecto al acto impugnado. 
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La Sala de lo Constitucional ha considerado que: «(...) el derecho a la libre asociación 

comprende un aspecto positivo, que es la libertad de asociarse, y un aspecto negativo, que 

es la libertad de no asociarse. En su faceta positiva, consiste en la libertad de constituir 

asociaciones o de adherirse libremente a las ya existentes, sin que los órganos y entes 

públicos o los particulares puedan impedirlo arbitrariamente; y, en su perspectiva negativa, 

implica la exclusión de cualquier obligatoriedad de adhesión a una asociación determinada, 

esto es, la imposibilidad que el titular del derecho pueda ser compelido a formar parte de 

una asociación de naturaleza privada (..)». 

 

De ahí que se podría identificar una vulneración al mencionado derecho siempre y cuando 

el órgano público impida la adherencia o continuidad de uno o varios sujetos de una 

asociación, en el sentido de obstaculizarles, efectivamente, el acceso a ser parte de una 

asociación. 

A folios [é] del proceso se encuentra una nota dirigida a ASEPI, por medio de la cual el 

Pagador demandado solicitó el listado de miembros inscritos y la autorización de la 

retención por cada uno de ellos. Dicha solicitud, lejos de obstaculizar la continuidad en 

dicha asociación, es un mecanismo alterno para formalizar la situación irregular ðpor falta 

de consentimientoð en la que se encuentran cada uno de los miembros de ASEPI. 

Por otra parte, el artículo 86 inciso tercero de la Constitución establece que: «Los 

funcionarios del Gobierno son delegados del pueblo y no tienen más facultades que las que 

expresamente les da la ley». 

De conformidad con el principio de legalidad, la Administración Pública sólo puede actuar 

cuando la ley la faculte, ya que toda acción administrativa se presenta como una facultad 

atribuida previamente por la ley y, por ella, delimitada y establecida. 

La acción administrativa en las distintas materias o ámbitos de la realidad tiene lugar 

mediante la correspondiente atribución de potestades, entendidas como sinónimo de 

habilitación, es decir, una habilitación normativa a la Administración para que válidamente 

realice sus actuaciones. 

Las potestades que se encuentran conferidas a la Administración Pública para la 

consecución de sus fines están expresamente consignadas en el ordenamiento jurídico 

regulador de la actividad pública que está llamada a desarrollar; en consecuencia, los 
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titulares tienen la obligación de efectuarlas conforme con los lineamientos establecidos en 

la ley. 

En el presente caso, el Pagador General del INPEP suspende la retención de los afiliados de 

ASEPI, por la falta de autorización individualizada de la retención de la cuota de afiliación. 

Basa su acto en la recomendación emitida por la Superintendencia de Pensiones del quince 

de marzo de dos mil cuatro, el artículo 118 del Reglamento de la Ley Orgánica de 

Administración Financiera del Estado y los incisos 1° y 2° del artículo 3 de las 

Disposiciones Sobre Embargabilidad de Sueldos de los Empleados Públicos (Medidas 

Protectoras del Salario de los Empleados Públicos) ðDecreto Legislativo número 267, del 

veintidós de febrero de mil novecientos sesenta y tresð. 

De tales disposiciones, se determina que la autoridad demandada tiene la potestad para 

retener las cuotas de los adscritos a la asociación demandante, siempre y cuando se cuente 

con el consentimiento previo de cada uno de los sujetos, como soporte de la retención. 

Tal situación se comprueba con el hecho que las retenciones realizadas a aquellos sujetos 

que otorgaron la previa autorización fue realizada, pues la captación del ingreso de la 

asociación no fue suspendida en su totalidad, sino, disminuida a la cantidad relativa a las 

retenciones de los adscritos que habían expresado su voluntad. 

De lo anterior se colige que la suspensión de las retenciones realizadas por el Pagador 

General del INPEP no vulnera el derecho de libertad de asociación, ya que dicho 

funcionario, en cuanto a las retenciones efectuadas, actuó conforme con las facultades 

otorgadas por la ley". 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Defini tivas, 86-2005, DE FECHA  

04/04/2011) 
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DERECHO DE ASCENSO MILITAR  

 

RECHAZO DE SOLICITUD DE ASCENSO NO VULNERA DERECHOS AL 

ENCONTRARSE EL SOLICITANTE EN ESTADO DE RETIRO 

 

"De la demanda se determina que, el objeto del litigio es la pretensión de ilegalidad de los 

actos administrativos emitidos por el Ministerio de Defensa Nacional, en donde se declara 

sin lugar la solicitud presentada por el demandante, de ascenso al grado de Coronel y, se 

ratifica dicha resolución. 

 

Dentro de los argumentos de ilegalidad planteados por las partes intervinientes, este 

Tribunal advierte que la controversia del presente caso se circunscribe esencialmente a 

determinar si el Teniente Coronel José Ángel Avendaño Cruz, cumple con los requisitos 

tasados en la ley para ascender al grado de Coronel. De forma especifica, si ha existido una 

interpretación errónea del art. 28 de la Ley de Ascensos de la Fuerza Armada. 

 

Normativa aplicable 

Ley Orgánica de la Fuerza Armada; Ley de Ascensos de la Fuerza Armada--en adelante 

Ley de Ascensos--; Reglamento de la Ley de Ascensos Militares; Ley de la Carrera Militar; 

Ley del Instituto de Previsión Social de la Fuerza Armada; y, Constitución de la República 

ðCn,ð. 

3. Análisis del caso 

3.1 De las disposiciones legales invocadas por el demandante. 

La parte actora ha invocado los arts. 8 numeral 2°, 13, 42 y 214 de la Ley de la Carrera 

Militar. Y, de forma específica, alega la violación al art 28 de la Ley de Ascensos de la 

Fuerza Armada. 

 

En el presente caso, es importante dejar claro la vigencia de las Leyes aplicables. 

Así, la Ley de Ascensos de la Fuerza Armada, fue creada mediante Decreto Legislativo 

Número 452 de fecha quince de enero de 1976, Publicado en el Diario Oficial número 10 

Tomo 250 de fecha dieciséis del mismo mes y año. 
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La Ley en referencia, no se encuentra vigente, ya que fue derogada por la Ley de la Carrera 

Militar, mediante Decreto legislativo número 476 del dieciocho de octubre de 1995, 

publicado en el Diario Oficial número 222, Tomo 329, del treinta de noviembre de 1995. 

 

3.2. De la aplicación de las normas en el tiempo. 

Así las cosas, esta Sala estima conveniente señalar que como regla general la ley surte 

efectos hacia el futuro, es decir, se aplica a los actos y hechos jurídicos que surgen a partir 

de su vigencia. Cuando una nueva ley influye sobre el pasado, imponiendo sus efectos a 

hechos y actos ocurridos con anterioridad a su promulgación, se dice que dicha ley es 

retroactiva. 

 

La retroactividad es entonces la aplicación de la norma nueva a hechos o situaciones que 

tuvieron su origen bajo el imperio de la norma antigua. Es decir, hay retroactividad cuando 

la ley se aplica a un supuesto ocurrido antes de su vigencia, para modificarlo o restringirlo. 

 

Su contrafigura: la irretroactividad, se erige como un límite mediante el cual se prohíbe tal 

aplicación hacia el pasado. Así, una ley será irretroactiva si no afecta las consecuencias 

jurídicas de hechos anteriores, ya agotadas, en curso de producirse o incluso futuras. 

 

La irretroactividad enuncia entonces que las leyes deben proyectar sus efectos únicamente 

hacia el futuro, salvo excepciones. En nuestro marco constitucional la irretroactividad se 

establece como regla general, a la cual se oponen dos excepciones en los términos 

siguientes: "Las leyes no pueden tener efecto retroactivo, salvo en materias de orden 

público, y en materia penal cuando la nueva ley sea favorable al delincuente. La Corte 

Suprema de Justicia tendrá siempre la facultad para determinar, dentro de su competencia, 

si una ley es o no de orden público" (Art. 21 Cn.). 

 

En aplicación de tal precepto, la autoridad administrativa no puede aplicar retroactivamente 

una ley, más que en los supuestos antes enunciados (orden público y materia penal 

favorable al imputado). 
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En el presente caso, hay que hacer la distinción entre los hechos que dieron origen a los 

actos administrativos controvertidos. Así, los primeros se suscitaron entre los años de 1978 

al 1 de marzo de 1985, año en el cual, el demandante se retiró. Y, los segundos, en el año 

2007, cuando el demandante solicitó al Ministerio de la Defensa Nacional, por medio de 

escrito de fecha 12 de junio de 2007 (Fs. [é] y siguientes), se le ascendiera al grado 

inmediato de Coronel, y la autoridad demandada, por medio de los actos impugnados, 

denegó tal solicitud. 

 

No debe perderse de vista el hecho que, en el transcurso de esos años, las leyes relativas a 

la organización y funcionamiento militar, sufrieron transformaciones, tal y como quedó 

señalado con anterioridad. 

 

Esta Sala, en diversas ocasiones, se ha pronunciado sobre la validez de la aplicación de la 

legislación vigente al momento de la producción de los actos controvertidos. En ese 

sentido, siguiendo el criterio teleológico de las leyes y en armonía con los argumentos antes 

vertidos, este Tribunal efectivamente reconoce la potestad normativa que enmarca el actuar 

de la Administración Pública, que en este caso se traduce a la normativa vigente en los 

diferentes escenarios que atañen al presente proceso, así, se debe tomar en cuenta la 

normativa vigente al momento en que el administrado presentó su solicitud, es decir, la Ley 

de la Carrera Militar para efectos concernientes de procedencia de la misma; y, en su caso, 

valorar los requisitos señalados en la Ley vigente al momento de suscitarse los hechos que 

dieron origen a tal solicitud. En otras palabras, será de aplicación la ley vigente al momento 

de realizarse los hechos controvertidos, sin que la Ley de la Carrera Militar se pueda aplicar 

con efectos retroactivos para los hechos sucedidos con anterioridad a la vigencia de la 

misma. 

 

3.3. Marco General. 

Conforme al art. 211 de la Constitución, la Fuerza Armada es una institución permanente al 

servicio de la nación y es obediente, profesional, apolítica y no deliberante. El art. 213 de 

dicho cuerpo normativo establece que la misma forma parte del Órgano Ejecutivo y que 
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está subordinada a la autoridad del Presidente de la República en calidad de Comandante 

General de la institución. Además, su estructura, régimen jurídico, doctrina, composición y 

funcionamiento son definidos por la ley, los reglamentos y las disposiciones especiales que 

adopte el Presidente de la República. 

 

La carrera militar tiene asidero constitucional, es profesional, en ella sólo se reconocen los 

grados obtenidos por escala rigurosa y conforme a la ley (art. 214 Cn.) y sus miembros no 

podrán ser privados de sus grados, honores y prestaciones sino en los casos determinados 

por la ley (art. 215 Cn.). Finalmente, es atribución del Presidente de la República organizar, 

conducir y mantener la Fuerza Armada, conferir los grados militares y ordenar el destino, 

cargo, o la baja de los oficiales de la misma, de conformidad con la ley (art. 168 No. 11 

Cn.). 

3.4. Sobre el derecho al ascenso. 

Respecto al derecho al ascenso reconocido en el art. 214 de la Constitución, la Sala de lo 

Constitucional de la Corte Suprema de Justiciase se ha referido a éste, en la sentencia de 

amparo 274-2000 del tres de julio de dos mil uno, señalando concretamente que la carrera 

militar al igual que otro tipo de carreras, tiene como finalidad la eficiente realización de 

funciones estatales por el elemento humano que presta servicios al Estado en un régimen de 

supra- subordinación, cuya normativa secundaria regula los componentes esenciales de la 

estructura militar, entre los que se encuentran, sistema de educación, régimen disciplinario, 

derechos, prestaciones, deberes, traslados, requisitos para los ascensos de grado, y causales 

de terminación de la carrera castrense. 

 

Además reconoce que en el régimen militar, los honores, grados, y prestaciones son 

derechos que la Constitución consagra a favor de los miembros de la Fuerza Armada previa 

observación de la ley. Y por ello que el derecho de ascenso a un grado específico puede 

otorgarse, si se han cumplido todos los requisitos desarrollados por la normativa militar. 

 

3.5. Aplicación al caso de autos 

En atención a lo expuesto por la parte demandante, los informes de la autoridad demandada 

y la prueba aportada al proceso, esta Sala estima conveniente ða fin de dictar una decisión 
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ajustada a la normativa pertinenteð, que el análisis de este caso se realice desde dos 

perspectivas, una subjetiva y la otra objetiva, las que una vez concatenadas permitan el 

examen integral del caso que nos ocupa. 

 

La perspectiva subjetiva se circunscribe a dos aspectos: (i) determinar si el actor es titular 

del derecho al ascenso en la carrera militar, y (ii) a nivel más específico, determinar si el 

actor es titular del derecho al ascenso al grado de Coronel. La perspectiva objetiva, por su 

parte, atiende determinar si el Teniente Coronel Avendaño Cruz, cumplió los requisitos 

tasados en la ley para obtener el ascenso solicitado. 

 

La interrelación entre las dos perspectivas se ajusta al siguiente orden: (a) reseñar el 

régimen normativo de ascensos en la Fuerza Armada; (b) determinar si el actor es titular del 

derecho al ascenso en la carrera militar; y, (e) concluir si el actor es titular del derecho de 

ascenso al grado de Coronel. 

 

El orden anterior, atiende a que los puntos a examinar están lógicamente condicionados, ya 

que la reseña del régimen normativo de ascensos en la Fuerza Armada sirve de marco de 

referencia para el análisis del caso concreto que se conoce en este proceso; y, sólo en el 

supuesto que se resuelva afirmativamente respecto de la titularidad del demandante a un 

derecho de ascenso en la Fuerza Armada, es posible continuar en el análisis de fondo del 

mismo. 

 

a) Régimen normativo de los ascensos militares 

i) En relación al régimen normativo de los ascensos militares, la reseña necesariamente ha 

de partir del Art. 214 de la Constitución de la República que establece que la "carrera 

militar es profesional y en ella sólo se reconocen los grados obtenidos por escala rigurosa y 

conforme a la ley"; y, en el inciso segundo de la misma disposición se preceptúa que "Los 

militares no podrán ser privados de sus grados, honores y prestaciones, salvo en los casos 

determinados por la ley". 
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La disposición consagra una reserva legal respecto de los grados, honores y prestaciones 

militares; lo que ha sido normado con mayor detalle mediante la legislación secundaria. En 

este punto, es indispensable aclarar nuevamente que a la fecha en que ocurrieron los hechos 

que dieron origen a los actos que se reclaman, se encontraba vigente la Ley de Ascensos de 

la Fuerza Armada, sin embargo, la petición que dio origen a los actos que se controvierten 

en este momento, fue presentada en el año dos mil siete, tal y como lo han manifestado 

ambas partes y como consta en la documentación anexa al presente proceso. 

 

Período en el cual la normativa antes relacionada ya se encontraba derogada por la Ley de 

la Carrera Militar ðvigente a la fechað, la cual en su artículo 8 presenta una serie de 

definiciones aplicables al caso que nos ocupa, así, el numeral 2° señala: "Ascenso: Es la 

promoción conforme a la presente Ley de un miembro de la Fuerza Armada al grado 

inmediato superior". Y, el numeral 25° determina que la situación de retiro es el estado en 

que se encuentran los militares que hacen uso del derecho a pensión en virtud de la ley 

respectiva, perdiendo el derecho de ascenso. Podrán ser llamados al Servicio Activo cuando 

las necesidades de Servicio lo requieran" ii) Enmarcado lo anterior respecto del régimen 

normativo de ascensos en la Fuerza Armada, corresponde pasar al examen de la situación 

concreta del demandante según el marco jurídico expuesto. 

 

Al respecto, debe tenerse en cuenta que, el actor ha incoado la demanda bajo el supuesto 

que cumplía con todos los requisitos para ascender al grado de Coronel, es decir, se 

autoatribuye la titularidad del derecho de ascenso al grado superior inmediato, noción que 

tiene como presupuesto sine qua non encontrarse en una situación jurídica favorable al 

ascenso militar. Dicho en otras palabras, ser titular del derecho al ascenso en la Fuerza 

Armada. 

 

Corresponde, pues, examinar la situación jurídica del demandante en el marco que consagra 

actualmente la Ley de la Carrera Militar, pues cuando se presentó la solicitud que dio 

origen a los actos que ahora se impugnan, era la ley vigente, y por tanto la aplicable a los 

ascensos militares. 
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Al respecto, consta en el presente proceso, que seg¼n Orden general n¼mero 2 (Fs. [é]y 

siguientes) que el Teniente Coronel José Ángel Avendaño Cruz, fue dado de baja por pasar 

a la situación de retiro, de acuerdo al art. 27 de la Ley del Instituto de Previsión Social de la 

Fuerza Armada. 

 

La anterior circunstancia, a tenor de lo dispuesto en el Art. 8, No. 25 de la Ley de Carrera 

Militar -- equivalente al art. 10 de la Ley de Ascensos ya derogadað le imposibilita 

requerir de la institución castrense un ascenso de grado militar, pues la situación de retiro 

supone la pérdida de tal derecho; ya que, a la fecha, en dicha disposición reitera que la 

situación de retiro es el estado en que se encuentran los militares que hacen uso del derecho 

a pensión en virtud de la ley respectiva, perdiendo el derecho de ascenso. 

 

En tales circunstancias, siendo que el demandante, desde el año de 1985 se encuentra en 

estado de retiro, tal y como ha quedado comprobado en el transcurso de este proceso, esta 

Sala concluye que ya no es titular de derecho que pretende le sea reconocido. 

Y es que el teniente Coronel Avendaño Cruz, al encontrarse en situación de retiro ðtal y 

como lo ha sostenido la Sala de lo Constitucionalð se halla ubicado en una situación que, 

vista hacia el pasado, supone una causa extintiva del derecho de ascenso militar que poseía 

anteriormente y vista desde el presente, supone una causa impeditiva para el reclamo de 

dicho derecho. 

En consecuencia, no siendo el demandante titular del derecho invocado, queda 

imposibilitado este Tribunal de examinar el fondo del asuntoò. 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 141-2008, DE FECHA  

22/08/2011) 
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DERECHO DE DEFENSA 

 

ASPECTOS GENERALES 

 

"Esta Sala ha sostenido en diferentes decisiones respecto del derecho de defensa que este 

derecho fundamental se caracteriza por una actividad procesal dirigida a hacer valer ante 

una autoridad judicial o administrativa los derechos subjetivos y los demás intereses 

jurídicos de la persona contra la cual se sigue un proceso o procedimiento. Dicho derecho 

existe en su aspecto material y técnico, es decir, posee un normal desdoblamiento 

subjetivo de la actividad defensiva, en tanto puede ser ejercido directamente por la 

persona afectada o por un profesional del derecho. 

 

En su aspecto material, se caracteriza por la facultad que posee la persona de intervenir en 

todos los actos del procedimiento que incorporen elementos de prueba, así como realizar 

todas las peticiones y observaciones que considere necesarias, de manera que se le facilite 

hacerse oír y valer sus medios de defensa. 

Mientras que en su aspecto técnico, consiste en la garantía de la persona de ser asistido en 

el transcurso de todo el proceso por un profesional del derecho que, en igualdad de 

condiciones, enfrente tanto las alegaciones como las pruebas de cargo, presentadas por la 

parte acusadora. 

El derecho de legítima defensa se encuentran íntimamente vinculado con el derecho de 

audiencia, plasmado en el artículo 11 de la Constitución de la República, el cual es un 

concepto abstracto que exige, que antes de proceder a limitar la esfera jurídica de una 

persona o privársele de un derecho, debe ser oída y vencida previamente con arreglo a las 

leyes brindándoseles además, una oportunidad procedimental de exponer sus 

razonamientos y de defender posiciones jurídicas a efecto de desvirtuarlos; lo anterior 

implica que a una persona sólo podrá privársele de algún derecho después de haber sido 

vencido con arreglo a las leyes, las cuales deben estar diseñadas de forma que posibiliten 

la intervención efectiva de los gobernados. 

Entonces, la finalidad de la garantía de audiencia es doble, de una parte, supone dar al 

acusado la plena posibilidad de defenderse, al hacérsele saber el ilícito que se le reprocha 
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y al facilitarle el derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes para la defensa. Y de 

otra parte tiene la finalidad de que la autoridad decisoria disponga de todos los elementos 

de juicio necesarios para emitir su resolución; y es que el conjunto de actuaciones en que 

se plasma el proceso, constituye el fundamento de la convicción de la autoridad que 

decide la situación que se haya conocido. 

 

 

INEXISTENTE VULNERACIÓN CUANDO EL ADMINISTRADO TIENE PLENO 

CONOCIMIENTO DE LAS ETAPAS DEL PROCEDIMIENTO UTILIZADO POR EL 

TRIBUNAL SANCIONADOR 

 

 

3.3. Del procedimiento establecido en la Ley de Protección al Consumidor 

El artículo 143 de la Ley de Protección al Consumidor, regula el inicio del procedimiento 

sancionatorio, y en él se señala que "El procedimiento se inicia: (...) b) Si se tratare de 

intereses colectivos o difusos;(...) y d) Al tener la Defensoría conocimiento de la 

infracción por cualquier medio. En los casos de los literales b) y d), el procedimiento se 

iniciará por denuncia escrita del Presidente de la Defensor²a (é)". 

Por otra parte el art. 144. Prescribe que de cumplirse con los requisitos legales "El 

tribunal, recibida la denuncia por parte del Presidente de la Defensoría, resolverá sobre su 

admisión en el plazo de cinco días...). 

Posterior a la admisión de la denuncia, el Tribunal Sancionador debe citar al proveedor 

denunciado para que comparezca a manifestar su defensa por escrito, dentro del plazo de 

cinco días contados desde el siguiente al de notificación. A continuación el procedimiento 

se abrirá a prueba, señala textualmente el art. 146, que "Durante el término de prueba, las 

partes podrán presentar y solicitar las pruebas que estimen pertinentes. El tribunal deberá 

disponer de oficio en cualquier momento del procedimiento, la práctica de la prueba que 

estime procedente, dando intervención a los interesados. Serán admitidos los medios de 

prueba reconocidos en el derecho común, en lo que fuere aplicable y los medios 

científicos idóneos. Las pruebas aportadas en el proceso serán apreciadas según las reglas 

de la sana crítica". 
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Consta [...] del expediente administrativo la resolución del Tribunal Sancionador de la 

Defensoría del Consumidor en el cual, se abre el procedimiento a prueba por el término 

de ocho días hábiles y se hace saber al administrado que dentro de ese término podrá 

hacer uso de los medios probatorios que estime pertinentes, para desvirtuar el hecho 

denunciado en su contra, haciéndose la correspondiente referencia a los artículos 145 y 

146 de la Ley de Protección al Consumidor. Dicho acto fue notificado el veintiuno de 

noviembre de dos mil ocho, (folios [...]). 

 

Lo anterior evidencia, que el administrado tuvo pleno conocimiento de las etapas del 

procedimiento seguido por el Tribunal Sancionador, sumado a lo anterior de la lectura del 

auto en que se abre el juicio a pruebas queda claro que se hizo saber al administrado que 

él tenía un derecho absoluto e incondicionado al uso de todos los medios de prueba, sin 

que ello implique que el tribunal este obligado a practicar todas aquellas pruebas que 

tenga a bien proponer el administrado, sino tan sólo las que sean pertinentes, conducentes 

o necesarias. 

 

Ha quedando en consecuencia evidenciado que el Tribunal demandado garantizó el 

derecho de defensa del Administrado. Instruirlo, sobre los medios de defensa pertinentes 

conducentes o útiles para desvirtuar la acusación ya no correspondía al referido Tribunal, 

sino que es parte de la diligencia con que el administrado debe procurarse la defensa de 

sus derechos, con asistencia letrada si lo estima necesario. El Tribunal demandando en 

ningún momento vedó al señor [...] el derecho de ser asistido en el transcurso de todo el 

procedimiento por un profesional del derecho que le procurase igualdad de condiciones 

frente a las acusaciones que concurrían en su contra. 

 

4. Conclusión. 

Por todo lo anteriormente planteado se concluye que la autoridad demandada, respetó las 

garantías del debido proceso y por tanto el derecho de defensa del administrado, ya que 

como se ha constatado al demandante se le dio oportunidad real de defenderse en la sede 

administrativa y no se vedo" su derecho a ser asistido por un letrado". 
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(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 30-2009, DE FECHA  

01/02/2011) 

 

 

 

 

INDISPENSABLE QUE LOS INDIVIDUOS CONTRA QUIENES SE INSTRUYE UN 

DETERMINADO PROCESO TENGAN PLENO CONOCIMIENTO DEL HECHO O 

ACTUACIÓN QUE SE LES REPROCHA 

 

Este derecho, se encuentra plasmado en el artículo 11 de la Constitución de la República; es 

un concepto abstracto que exige, que antes de proceder a limitar la esfera jurídica de una 

persona o privársele de un derecho, debe ser oída y vencida previamente con arreglo a las 

leyes. 

 

El derecho de defensa es un derecho de contenido procesal que implica, que para solucionar 

cualquier controversia, es indispensable que los individuos contra quienes se instruye un 

determinado proceso, tengan pleno conocimiento del hecho o actuación que se les reprocha, 

brindándoseles además una oportunidad procedimental de exponer sus razonamientos y de 

defender posiciones jurídicas a efecto de desvirtuarlos -principio del contradictorio-; y sólo 

podrá privárseles de algún derecho después de haber sido vencidos con arreglo a las leyes, 

las cuales deben estar diseñadas de forma que posibiliten la intervención efectiva de los 

gobernados. 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 445-2007, DE FECHA  

28/01/2011) 
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DETERMINACIÓN DE LA OBLIGACIÓN TRIBUTARIA MUNICIPAL  

 

PRESCINDIR DEL PROCEDIMIENTO LEGAL ESTABLECIDO PRODUCE 

VULNERACIÓN DE LOS DERECHOS DE AUDIENCIA, DEFENSA Y DEBIDO 

PROCESO 

 

ñEl apoderado de la parte actora impugn· los actos administrativos pronunciados por el 

Jefe del Departamento de Registro Tributario de la Alcaldía Municipal de Soyapango, que 

se describen así: 

a)  Resolución emitida a las catorce horas del día uno de diciembre de dos mil cinco, 

mediante el cual rectificó el impuesto mensual y determinó la obligación tributaria al treinta 

y uno de octubre de dos mil cinco, recargo de cinco por ciento (5%) en concepto de pro-

fiestas, recargo de intereses moratorios y multa por pago extemporáneo a [la demandante]. 

b)  Resolución dictada a las nueve horas del día veintiuno de diciembre de dos mil cinco, 

que resolvió no ha lugar el escrito de formulación y fundamentación de descargos 

presentado por [la demandante] el día nueve de diciembre de dos mil cinco. 

Hace recaer la nulidad de pleno derecho de dichos actos esencialmente en la transgresión 

de: 

i. El Principio de Competencia (artículos 86 inciso final de la Constitución de la República, 

72, 74 y 109 de la Ley General Tributaria Municipal). 

ii. Los derechos de audiencia, defensa y debido proceso (artículos 2 y 11 de la Constitución 

de la República, 106 y 110 de la Ley General Tributaria Municipal). 

iii.  La Presunción de Inocencia (artículos 12 inciso 1° de la Constitución de la República, 

11.1 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 14.2 del Pacto de los Derechos 

Civiles y Políticos y 1301 del Código de Procedimientos Civiles). 

iv. El Principio de Culpabilidad (artículo 12 de la Constitución de la República). 

v. El Principio de Legalidad por violación al Principio de Verdad Material, establecido en 

los artículos 86 inciso final, 131 ordinal 6°, 204 ordinal 1°, 231 inciso 1° todos de la 

Constitución de la República y artículos 3, 4 y 7 de la Ley General Tributaria Municipal. 

[...] 
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4. VIOLACION AL PRINCIPIO DE COMPETENCIA (artículos 86 inciso final de la 

Constitución de la República, 72, 74 y 109 de la Ley General Tributaria Municipal). 

Ha alegado la parte actora que de conformidad con la normativa aplicable al caso, la 

autoridad demandada no era competente para dictar actos como los impugnados en el 

presente proceso, lo cual los vuelve inconstitucionales e ilegales. Adicionalmente, expresa 

que el funcionario demandado tampoco era competente por sí mismo para imponer una 

sanción como la multa establecida en el primer acto impugnado y ratificada en el segundo, 

ya que el único mecanismo que lo hubiera habilitado para tal efecto era la delegación del 

Alcalde previo Acuerdo del Concejo Municipal, lo cual debió ser relacionado en el mismo 

porque no puede presumirse su existencia en virtud que es un elemento de orden público. 

a) Sobre la Atribución de Competencias. 

La doctrina administrativista coincide en señalar que la competencia es un elemento 

intrínseco a la naturaleza de los órganos, entes, e instituciones del Poder Público. El 

tratadista Ramón Parada (Derecho Administrativo, Tomo II, Decimocuarta Edición, 

Marcial Pons, Madrid, 2000) señala al respecto: "En términos muy elementales, la 

competencia puede definirse como la medida de la capacidad de cada órgano y también 

como el conjunto de funciones y potestades que el ordenamiento jurídico atribuye a cada 

órgano y que unos y otros están autorizados y obligados a ejercitar". Por su parte, Roberto 

Dromi (Derecho Administrativo, séptima edición actualizada, Ciudad Argentina, Buenos 

Aires, 1998) en similares términos explica que la competencia "es la esfera de atribuciones 

de los entes y órganos, determinada por el derecho objetivo o el ordenamiento jurídico 

positivo. Es decir, el conjunto de facultades y obligaciones que un órgano puede y debe 

ejercer legítimamente". 

Resulta ilustrativo citar lo que la Sala de lo Constitucional de esta Corte Suprema de 

Justicia ha señalado al respecto: "desde el punto de vista técnico-jurídico y con carácter 

orgánico, el concepto de atribución o competencia puede entenderse como la capacidad 

concreta que tiene un determinado ente estatal, de suerte que al margen de la materia 

específica asignada no puede desenvolver su actividad; mientras que desde un carácter 

sistemático, la atribución o competencia consiste en la enumeración de una serie de 

posibilidades de actuación dadas a un órgano por razón de los asuntos que están atribuidos 

de un modo específico. Así, una atribución puede identificarse como la acción o actividad 
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inherente que por mandato constitucional o legal desarrolla un órgano estatal o ente 

público; es decir, los poderes, atribuciones y facultades conferidas para el normal 

funcionamiento y cumplimiento de una labor" (Sentencia de inconstitucionalidad referencia 

33-37-2000, de las ocho horas y veinte minutos del treinta y uno de agosto de dos mil uno). 

Por otra parte, esta Sala ha indicado en reiteradas sentencias que la competencia constituye 

un elemento esencial de todo acto administrativo y debe ser entendida como la medida de la 

potestad que corresponde a cada órgano. Como elemento esencial del acto administrativo, 

la competencia condiciona necesariamente su validez. 

Así mismo, se ha establecido que la competencia es en todo caso una determinación 

normativa, es decir debe siempre encontrar su fundamento en una norma jurídica. Es el 

ordenamiento jurídico el que sustenta las actuaciones de la Administración mediante la 

atribución de potestades, habilitándola a desplegar sus actos. "En síntesis, el acto 

administrativo requiere una cobertura legal, es decir, la existencia de una potestad 

habilitante que otorgue competencia al órgano o funcionario emisor" (Sentencia Definitiva 

dictada en el proceso contencioso administrativo referencia 69-S-96, de las nueve horas y 

cuarenta y siete minutos del día quince de diciembre de mil novecientos noventa y siete). 

Tema trascendental del Estado de Derecho será entonces la manera concreta en que el 

ordenamiento jurídico atribuye las diversas competencias. Puede afirmarse que en el 

ordenamiento jurídico salvadoreño, las competencias sólo pueden ser atribuidas a los 

diversos órganos y funcionarios mediante normas constitucionales, reglamentos autónomos 

y leyes en sentido formal, es decir, normas provenientes de la Asamblea Legislativa. Esto 

último se desprende del inciso primero del artículo 86 de la Constitución, que reza en lo 

pertinente: "El Poder Público emana del pueblo. Los órganos del Gobierno lo ejercerán 

independientemente dentro de las respectivas atribuciones y competencias que establecen 

esta Constitución y las leyes". Ello se complementa con el ya referido inciso tercero del 

mismo artículo: "Los funcionarios del Gobierno son delegados del pueblo y no tienen más 

facultades que las que expresamente les da la ley". Finalmente, el artículo 131, número 21 

establece que: "Corresponde a la Asamblea Legislativa: 21° Determinar las atribuciones y 

competencias de los diferentes funcionarios cuando por esta Constitución no se hubiese 

hecho". 
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Lo anterior permite aseverar que en el ordenamiento jurídico salvadoreño, la atribución de 

competencias, cuando no estuviera reglada en la Constitución o en los reglamentos 

autónomos derivados del mismo texto constitucional, será una materia reservada a Ley 

formal. Como es sabido, la reserva de Ley impide que otros órganos regulen una 

determinada materia o que el mismo Órgano Legislativo se desvincule de dicha potestad 

normativa vía la deslegalización de la materia. Como la Sala de lo Constitucional ha 

afirmado: "la reserva de Ley es la garantía de que un determinado ámbito vital de la 

realidad, dependa exclusivamente de la voluntad de los representantes de aquellos 

involucrados necesariamente en dicho ámbito: los ciudadanos" (Sentencia de 

inconstitucionalidad referencia 27-1999 de las nueve horas del día seis de septiembre de 

dos mil uno). 

Esta decisión del constituyente de apartar para el legislador ordinario la materia particular 

de la atribución de competencias, contribuye indudablemente al control del poder público 

concretado en la Administración, que de lo contrario podría autoatribuirse competencias, 

alejándose del mandato de su soberano: los administrados. Así ha afirmado la Sala de lo 

Constitucional: "la preferencia hacia la Ley en sentido formal para ser el instrumento 

normativo de ciertas materias, proviene del plus de legitimación que posee la Asamblea 

Legislativa por sobre el resto de órganos estatales y entes públicos con potestad normativa, 

por recoger y representar la voluntad general" (Sentencia citada en el párrafo que antecede). 

Es por lo anterior que la competencia es un elemento esencial del acto administrativo, que 

como tal condiciona su validez. En vocablos sencillos, ésta se define como la medida de la 

potestad que pertenece a cada órgano. 

b) Aplicación al caso en debate. 

Corresponde ahora analizar a partir del estudio de la Ley General Tributaria Municipal, si 

el funcionario demandado tenía competencia para la determinación de la obligación 

tributaria y la sanción realizada a [la demandante] mediante los actos impugnados. 

El artículo 72 de la Ley General Tributaria Municipal establece que la determinación, 

aplicación, verificación, control, y recaudación de los tributos municipales, conforman las 

funciones básicas de la Administración Tributaria Municipal, las cuales serán ejercidas por 

los Concejos Municipales, Alcaldes Municipales y sus organismos dependientes. A su vez, 

el artículo 81 de la normativa en estudio regula que "La administración tributaria municipal 
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tendrá facultades para la determinación de la obligación tributaria y para sancionar las 

contravenciones tributarias; facultades que se regulan y aplican de conformidad a los 

procedimientos establecidos en el CAPITULO III del presente Título." Finalmente el 

artículo 74 de la Ley General Tributaria Municipal prescribe que los "funcionarios de la 

administración tributaria municipal, previo acuerdo del concejo podrán autorizar a otros 

funcionarios o empleados dependientes de ellos para resolver sobre determinadas materias 

o hacer uso de las atribuciones que esta Ley o las leyes y ordenanzas de creación de tributos 

municipales les concedan." 

De lo anteriormente expuesto, es dable concluir que la Ley General Tributaria Municipal 

otorga competencias para la determinación de la obligación tributaria y para la imposición 

de sanciones, tanto a los Concejos Municipales, como a los Alcaldes y a funcionarios 

dependientes de éstos. Sin embargo, respecto de los funcionarios dependientes de los 

Concejos Municipales y Alcaldes, se exige la existencia de un Acuerdo previo que autorice 

la delegación. En consecuencia, para que las actuaciones de [la autoridad demandada] sean 

legales, es necesario un Acuerdo previo de delegación emitido por el Concejo Municipal de 

la referida localidad. 

Se encuentra agregada a [...] fotocopia certificada por notario del Acuerdo Número Cuatro, 

de Sesión Ordinaria celebrada el día dieciocho de junio del año dos mil tres, por el Concejo 

Municipal de Soyapango, mediante el cual la referida autoridad acordó facultar a [la 

autoridad demandada] como órgano responsable de la Administración Tributaria, para 

efectuar las funciones básicas de determinación, aplicación, verificación y control de los 

tributos municipales y además se le autorizó para que firme las resoluciones pertinentes, 

establezca y firme las resoluciones y sanciones por contravenciones cometidas por los 

contribuyentes y todas aquellas resoluciones en materia de tributación municipal. Lo 

anterior excluye el argumento de falta de competencia expuesto por la parte actora, ya que 

de conformidad con el Acta relacionada el funcionario demandado es competente para 

emitir actos como los impugnados en el presente proceso. 

5. VIOLACIÓN A LOS DERECHOS DE AUDIENCIA, DEFENSA Y DEBIDO 

PROCESO (artículos 2 y 11 de la Constitución de la República, 106 y 110 de la Ley 

General Tributaria Municipal). 
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La parte demandante alega que los actos impugnados son nulos de pleno derecho, por 

violación a los derechos constitucionales de audiencia, defensa y debido proceso, 

principalmente debido a que con el acto -originario- emitido a las catorce horas del día uno 

de diciembre de dos mil cinco, se rectificó el impuesto mensual y se determinó a cargo de 

[la demandante] obligación tributaria para los períodos comprendidos del mes de mayo de 

dos mil dos al treinta y uno de octubre de dos mil cinco, además de un recargo de cinco por 

ciento (5%) en concepto de pro-fiestas y de intereses moratorios, así como multa por pago 

extemporáneo, sin seguirle previamente el procedimiento establecido en el artículo 106 de 

la Ley General Tributaria Municipal. La autoridad demandada ha manifestado que rectificó 

el impuesto mensual de esos períodos a [la demandante], fundamentándose en la sentencia 

de Amparo Constitucional emitida el veintiséis de mayo de dos mil cinco, que fue favorable 

al Municipio de Soyapango y en los artículos 72, 81 y 107 inciso 2° de la Ley General 

Tributaria Municipal, por lo que al no encontrarse en ninguno de los supuestos del artículo 

105 de la Ley en comento, no estaba en la obligación de aplicar el procedimiento 

establecido en el artículo 106 ya mencionado, puesto que no se estaba en presencia de una 

determinación oficiosa de impuestos, sino de una determinación de la obligación tributaria. 

En este punto, la controversia se circunscribe en dilucidar si con base en la sentencia de 

Amparo Constitucional y en los artículos 72, 81 y 107 inciso 2° de la Ley General 

Tributaria Municipal, la autoridad demandada podía realizar la referida rectificación para 

los períodos comprendidos del mes de mayo de dos mil dos al treinta y uno de octubre de 

dos mil cinco -que no eran los controvertidos en el proceso de Amparo-, cuantificar la 

cantidad a que ascendían los impuestos adeudados en tales períodos, imponer recargo de 

cinco por ciento (5%) en concepto de pro-fiestas así como de intereses moratorios y además 

imponer multa por pago extemporáneo sin estar obligado a seguir el procedimiento 

regulado en el artículo 106 de la Ley General Tributaria Municipal; o si por el contrario, 

como sostiene la parte demandante, le fue realizada una determinación oficiosa del 

impuesto, se le aplicaron los recargos antes descritos, así como una multa por pago 

extemporáneo omitiendo totalmente el procedimiento establecido en el artículo 106 ya 

mencionado, con lo que se le violentaron completamente sus derechos constitucionales de 

audiencia, defensa y debido proceso. 

a) Sobre los Derechos de Audiencia, Defensa y Debido Proceso. 
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El artículo 11 de la Constitución establece en su inciso primero que "Ninguna persona 

puede ser privada del derecho a la vida, a la libertad, a la propiedad y posesión, ni de 

cualquier otro de sus derechos sin ser previamente oída y vencida en juicio con arreglo a 

las leyes;...". Esta disposición constitucional consagra lo que se conoce como derecho de 

audiencia, el cual es un concepto abstracto en virtud del cual se exige que, antes de 

procederse a limitar la esfera jurídica de una persona o a privársele por completo de un 

derecho, debe ser oída y vencida en juicio con arreglo a las leyes. 

El mencionado derecho se caracteriza por ser un derecho de contenido procesal, que se 

encuentra indiscutiblemente relacionado con las restantes categorías jurídicas protegibles 

constitucionalmente en el sentido que, para que una privación de derechos tenga validez 

jurídica necesariamente debe ser precedida de un proceso seguido conforme a la ley, en el 

cual se posibilite la intervención efectiva del afectado a fin de que conozca los hechos que 

lo motivaron y tenga la posibilidad de desvirtuarlos. 

Este Tribunal ha reiterado en diversas resoluciones que en sede administrativa, el derecho 

de defensa se concentra en el derecho a ser oído en el procedimiento administrativo; se 

concretiza en que los interesados planteen sus alegaciones, puedan probarlas y que éstas 

sean tomadas en cuenta por la administración a la hora de resolver, esto es, que sean 

valoradas y aceptadas o rechazadas en función de razones y argumentos que convenzan o 

no, permiten conocer el sentido de la voluntad administrativa y el juicio que la fundamenta. 

b) Sobre la potestad tributaria. 

La Ley General Tributaria Municipal creada mediante el Decreto Legislativo número 

ochenta y seis, publicado en el Diario Oficial número doscientos cuarenta y dos, Tomo 

trescientos trece, del veintiuno de diciembre de mil novecientos noventa y uno, señala en el 

artículo 72 que la determinación, aplicación, verificación, control, y recaudación de los 

tributos municipales, conforman las funciones básicas de la Administración Tributaria 

Municipal, las cuales serán ejercidas por los Concejos Municipales, Alcaldes Municipales y 

sus organismos dependientes, a quienes competerá la aplicación de la Ley General 

Tributaria Municipal, las leyes y ordenanzas de creación de tributos municipales, las 

disposiciones reglamentarias y ordenanzas municipales atingentes. La misma Ley en el 

artículo 81 otorga a la Administración Tributaria Municipal las facultades para la 

determinación de la obligación tributaria y para sancionar las contravenciones tributarias. 
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Dentro de los Procedimientos para Determinar la Obligación Tributaria Municipal, 

Capítulo III Del Procedimiento Administrativo Tributario Municipal, sección II de la citada 

Ley, el artículo 100 prescribe que la determinación de la obligación tributaria municipal es 

el acto jurídico por medio del cual se declara que se ha producido el hecho generador de 

un tributo municipal, se identifica al sujeto pasivo y se calcula su monto o cuantía. En este 

punto es importante detenerse, a efecto de recalcar que la actividad material de la 

determinación de la obligación tributaria implica establecer el hecho generador, su base 

imponible, la cantidad de dinero que en concepto debe pagar el sujeto pasivo de la relación 

jurídico tributaria y, en todo caso y aún si no existiere obligación de pago, proveer de 

certeza a la situación jurídico tributaria del sujeto pasivo. En un sentido amplio se 

denomina a esa actividad, con independencia del sujeto de la relación jurídico tributaria que 

la realice, como liquidación del impuesto -se ocupa impuesto dada la relación particular del 

presente proceso pero de forma genérica se denominaría liquidación del tributo-. 

El Derecho Tributario salvadoreño separa, bajo el criterio de los sujetos que la realizan, la 

forma de liquidar los impuestos, a saber: la autoliquidación del impuesto realizada por el 

sujeto pasivo de la relación jurídico tributaria -artículos 102 y 108 de la Ley General 

Tributaria Municipal- y la liquidación o determinación oficiosa que realiza el sujeto activo 

de esa relación -artículos 101 y 105 de la Ley General Tributaria Municipal-. 

Para el caso de autos, interesa estudiar el artículo 101 de la Ley General Tributaria 

Municipal que establece lo siguiente "La administración tributaria municipal determinará 

la obligación tributaria, en aquellos casos en que la Ley u Ordenanza de creación de 

tributos municipales, así lo ordene y la efectuará con fundamento en los antecedentes que 

obren en su poder. 

Cuando dichas Leyes, Ordenanzas o Acuerdos o establezcan, los contribuyentes deberán 

proporcionar los datos o documentos, o presentar declaraciones a fin de que la 

administración lleve a cabo tal determinación". 

Por su parte en el artículo 105 del cuerpo normativo en mención se regulan los diferentes 

casos en que la Administración Tributaria Municipal procederá a determinar de oficio la 

obligación tributaria, siempre que no haya prescrito la facultad correspondiente. 

Concretamente, en el numeral 1° se establece: "1° Cuando el contribuyente o responsable 

hubiere omitido presentar declaraciones, estando obligado a hacerlo, o hubiere omitido el 



 

Volver al índice Ą 

cumplimiento de la obligación a que se refiere el art. 108 de esta Ley (...)". El artículo 108 

antes mencionado prescribe que "Cuando no proceda declaración del sujeto pasivo ni sea 

necesaria la determinación de la administración tributaria, una vez se produzca el hecho 

generador, los contribuyentes o responsables procederán al cumplimiento de la obligación 

respectiva, sin perjuicio de las facultades de verificación y control de dicho cumplimiento, 

que competen a la administración tributaria municipal". 

En el artículo 106 de la Ley General Tributaria Municipal se establece que determinación 

oficiosa de la obligación tributaria municipal, estará sometida al siguiente procedimiento: 

1° La Administración Tributaria Municipal notificará y transcribirá al contribuyente, las 

observaciones o cargos que tuviere en su contra, incluyendo las infracciones que se le 

imputen. 

2° En el término de quince días que pueden prorrogarse por un período igual, el 

contribuyente o responsable deberá formular y fundamentar sus descargos, cumplir con los 

requerimientos que se le hicieren y ofrecer las pruebas pertinentes. 

3° Recibida la contestación dentro del término señalado, si el contribuyente o responsable 

hubiere ofrecido pruebas, se abrirá a prueba por el término de quince días. La 

Administración Tributaria Municipal podrá de oficio o a petición de parte, ordenar la 

práctica de otras diligencias dentro del plazo que estime apropiado. 

4° Si el contribuyente o responsable no formula y fundamenta sus descargos, o no cumple 

con los requerimientos que se le hicieren, o no presenta ni ofrece pruebas, dentro del 

término a que se refiere el ordinal 2° de este artículo, caducará su derecho a presentarla 

posteriormente. 

5° Si el contribuyente o responsable manifestare en dicho término su conformidad con las 

observaciones y cargos, la Administración Tributaria Municipal procederá a efectuar el acto 

de determinación y dejar constancia de la conformidad y el contribuyente, a hacer efectivo 

el pago. 

6° Al vencer los plazos para la recepción de pruebas, la Administración Tributaria 

Municipal deberá en un plazo de quince días, determinar la obligación tributaria; cuando el 

caso fuere de mero derecho, el plazo para determinar dicha obligación, comenzará a 

contarse una vez que el contribuyente o responsable formule su alegato de descargo. 

Cuando se hubiere comprobado que se ha cometido una contravención la Administración 
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Tributaria Municipal, podrá en el acto de determinación de la obligación tributaria imponer 

la sanción que corresponda. 

7° La resolución de la Administración Tributaria Municipal que determine la obligación 

tributaria, deberá llenar los requisitos de: lugar y fecha; individualización del organismo o 

funcionario que resuelve y del contribuyente o responsable; determinación del tributo de 

que se trate y período impositivo a que corresponde, si fuere el caso; calificación de las 

pruebas y descargos; razones y disposiciones legales que fundamentan la determinación; 

especificación de cantidades que correspondan en forma individualizada a tributos y 

sanciones; orden de emisión del mandamiento de ingreso que corresponda; orden de la 

notificación de la determinación formulada y firma del o los funcionarios competentes. 

El artículo 107 del mismo cuerpo legal señala que la facultad de la Administración 

Tributaria Municipal para determinar la obligación tributaria prescribirá en el plazo de tres 

años, contados a partir del día siguiente al día en que concluya el plazo dentro del cual 

debió pagarse la obligación tributaria. El mismo artículo regula que dicha prescripción 

podrá ser interrumpida por acto de la Administración Tributaria Municipal encaminado a 

determinar el crédito tributario correspondiente. 

De todo lo señalado en las disposiciones ya citadas, se extrae que la determinación de la 

obligación tributaria puede efectuarse por las siguientes vías: (1) por declaración jurada 

presentada por el sujeto pasivo -autoliquidación-; (2) directamente por el contribuyente o 

responsable, una vez se produzca el hecho generador, cuando la declaración jurada no es 

procedente ni es necesaria la determinación de la Administración Tributaria Municipal -

autoliquidación-; y (3) por la determinación o liquidación oficiosa. 

En concordancia con lo anterior y de conformidad con el artículo 105 numeral 1° ya citado, 

la Administración Tributaria está facultada para realizar la determinación o liquidación 

oficiosa de la obligación tributaria -siempre y cuando ésta no haya prescrito-, ya sea cuando 

el contribuyente o responsable ha omitido presentar las declaraciones estando obligado a 

ello, ó bien, cuando no siendo necesaria la referida declaración, una vez producido el hecho 

generador el contribuyente o responsable no ha cumplido directamente con dicha 

obligación. Siempre que concurran esas circunstancias, la Administración Tributaria está 

facultada para realizar ella la determinación oficiosa del tributo, pero a su vez, le surge la 
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obligación de aplicar el procedimiento prescrito en el artículo 106 de la Ley General 

Tributaria Municipal. 

La observancia de dicho procedimiento ðdel artículo 106ð no depende en forma alguna 

de la voluntad de la Administración Tributaria, sino que se vuelve de inexcusable 

cumplimiento cuando se pretende imponer una carga al administrado que consista en 

cumplir con el pago de los tributos que son obligatorios según la Ley. Debe quedar claro 

que el procedimiento de determinación de la obligación tributaria municipal, no puede 

entenderse como cauce formal que refleje en exclusiva las potestades de la Administración 

Tributaria Municipal frente a una situación general de sujeción o sumisión a soportar por 

los contribuyentes, sino que debe articular en gran medida la etapa contradictoria dentro del 

mismo. De esta forma surge para el contribuyente, no sólo concretas obligaciones, sino 

también garantías y derechos en favor de su posición jurídica. El fundamento lógico-

jurídico según el cual los contribuyentes se encuentran facultados para expresar su parecer, 

derivado de la garantía de audiencia, respecto a los hechos imputados en su contra por la 

Administración Tributaria, es el hecho que en la mayoría de los casos el procedimiento 

tributario terminará con un acto gravoso para los intereses del contribuyente. 

Por su parte, la Tarifa General de Arbitrios a favor del Municipio de Soyapango, creada 

mediante el Decreto número 277, publicada en el Diario Oficial número 109, Tomo 255 del 

diez de junio de mil novecientos setenta y siete, regula en el artículo 3 las diferentes 

actividades que dan lugar al nacimiento de impuestos en dicha Municipalidad. 

Concretamente, las categorías de comercio e industria, establecidas respectivamente en los 

numerales 18 y 21 del artículo en comento, prescriben la suma que debe pagarse en 

concepto de impuesto según el activo con el que se cuente y además que tal carga debe 

realizarse mensualmente. Es decir, que mes a mes va a surgir la obligación de cancelar 

determinada suma en concepto de impuestos municipales, que se cuantifican en base a una 

tabla ahí establecida -en la Tarifa- y a la cantidad de activos que posea el contribuyente o 

responsable del impuesto. 

Tomando en cuenta tales criterios, mes a mes surge la obligación para [la demandante] de 

realizar la operación correspondiente, en base a una actividad -sea ésta de comercio o 

industria- y cancelar a la Municipalidad de Soyapango la cantidad resultante en concepto de 
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impuestos, no siendo por tanto necesario para la demandante la presentación de 

declaraciones juradas. 

c) Aplicación al caso en debate. 

Como primer punto es importante dilucidar si en el caso de autos la parte demandada 

realizó una determinación -o liquidación- oficiosa del impuesto o una determinación de la 

obligación tributaria -como ella alega-, por lo que no requería de la aplicación de un 

procedimiento previo. 

Tal como consta en párrafos anteriores, es el artículo 105 de la Ley General Tributaria 

Municipal el que establece los casos en que la Administración Tributaria procederá a 

realizar la determinación oficiosa del impuesto, la cual a su vez está sometida al 

procedimiento a que hace referencia el artículo 106 de la Ley General Tributaria Municipal. 

Así, según el numeral 10 del artículo 105 ya mencionado, cuando el contribuyente ha 

omitido la presentación de declaraciones estando obligado a hacerlo, o ha omitido el 

cumplimiento de la obligación a que se refiere el artículo 108 de la normativa en estudio, es 

decir en aquellos casos en que una vez se produce el hecho generador del impuesto, el 

contribuyente debe proceder a efectuar dicho pago sin necesidad de declaración jurada ni 

de determinación de la Administración Tributaria. 

En congruencia con lo expuesto, si la Administración Tributaria detecta que un 

contribuyente no ha dado cumplimiento al pago de sus tributos, estando obligado a hacerlo 

porque se ha producido el hecho generador del impuesto, ésta procederá a determinarlos de 

oficio dando cumplimiento al procedimiento prescrito en el artículo 106 de la Ley General 

Tributaria Municipal. Lo anterior implica, que la Administración Tributaria debe contar con 

la información necesaria y suficiente respecto del caso, a efecto que tenga los medios 

suficientes para hacer cumplir la normativa tributaria. Lo expuesto además, resulta 

coherente con las funciones básicas concedidas a la Administración Tributaria referentes a 

la determinación, verificación, vigilancia y recaudación de las obligaciones tributarias. 

De la lectura del acto emitido el uno de diciembre de dos mil cinco, por [la autoridad 

demandada] [...], se tiene que éste en base a las facultades tributarias concedidas por la Ley 

General Tributaria Municipal, resolvió que con fundamento a una sentencia dictada en un 

proceso de amparo interpuesta por la demandante que resultó favorable a dicho Municipio, 

rectificaba el impuesto mensual que [la demandante] debía pagar a dicho Municipio, 
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estableciendo que los mismos serían ahora cuantificados a partir de lo regulado en los 

artículos 19 y 3 numeral 18 de la Tarifa General de Arbitrios a favor de la referida 

Municipalidad, es decir categorizándolo como comercio. Por lo que procedió a cuantificar 

las sumas adeudadas en concepto de impuestos municipales a partir de mayo del año dos 

mil dos hasta octubre del dos mil cinco, además de aplicar recargo del cinco por ciento 

(5%) en concepto de pro-fiestas en base al artículo 4 de la Tarifa ya mencionada, un 

recargo de intereses moratorios y multa por pago extemporáneo, con fundamento en los 

artículos 47 y 65 de la Ley General Tributaría Municipal, respectivamente. 

De lo anteriormente reseñado, debe concluirse que para el caso de autos la determinación 

de la obligación tributaria realizada por la parte demandada, configura una verdadera 

determinación oficiosa del impuesto que se enmarca dentro del supuesto establecido en el 

artículo 105 ordinal 1° de la Ley General Tributaria Municipal relacionado con el artículo 

108 del mismo cuerpo normativo, ya que la Administración Tributaria advirtió que [la 

demandante] no había dado cumplimiento voluntariamente al pago de impuestos 

municipales, es decir no había realizado la autoliquidación de los impuestos, a pesar que -a 

su juicio- desde mayo de dos mil dos hasta octubre de dos mil cinco, se había producido el 

hecho generador del impuesto que para el caso era el de comercio. Por ello, lo cuantificó en 

base a la categoría de comercio utilizando para tal operación los balances correspondiente 

al treinta y uno de diciembre de dos mil dos y al treinta y uno de diciembre de dos mil 

cuatro, presentados por la misma contribuyente [...]. Además impuso diferentes recargos e 

incluso multa por pago extemporáneo del referido impuesto, fundamentándose en los 

artículos 4 de la Tarifa General de Arbitrios de dicha Municipalidad, 47 y 65 de la Ley 

General Tributaria Municipal. 

Por lo anteriormente expuesto, esta Sala estima que la autoridad demandada realizó una 

verdadera determinación oficiosa del impuesto, ya que fue el sujeto activo de la relación 

jurídica tributaria que para el caso es el delegado de la Administración Tributaria 

Municipal, es decir [la autoridad demandada], quien realiza la liquidación debido a que el 

sujeto pasivo -[la demandante]- que es el obligado a autoliquidar el impuesto mes a mes 

que se produzca el hecho generador había omitido realizarlo, encajando en el supuesto 

previamente establecido por el legislador en el artículo 105 numeral 1° de la Ley General 

Tributaria Municipal. En consecuencia, [la autoridad demandada] estaba obligado a dar 
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apertura al procedimiento regulado en el artículo 106 de la Ley General Tributaria 

Municipal, el cual -como él mismo admite- obvió realizar totalmente por considerar que no 

estaba obligado al mismo. Lo anterior, al margen de analizar si al momento en que se 

realizó la determinación oficiosa del impuesto a cargo de [la demandante], dicha facultad 

ya se encontraba prescrita para ciertos períodos tasados, de conformidad con lo regulado en 

el artículo 107 de la Ley General Tributaria Municipal. 

Es oportuno traer a colación lo que esta Sala ya ha manifestado acerca de la importancia y 

trascendencia del procedimiento administrativo, al respecto "El procedimiento no es una 

mera exigencia formalista para la configuración del acto, sino que desempeña una función 

de plena garantía para el administrado, ya que le proporciona la oportunidad de intervenir 

en su emisión. (...) El acto administrativo no puede ser producido a voluntad del titular del 

órgano a quien compete su emisión, obviando el apego a un procedimiento y a las 

garantías constitucionales, sino, ha de seguir necesariamente un procedimiento 

determinado. Existe ilegalidad cuando el acto ha sido dictado vulnerando el procedimiento 

legalmente establecido, y obviamente, cuando se ha pronunciado prescindiendo total y 

absolutamente de él" (Sentencia referencia 75-A-95 pronunciada el veinte de marzo de mil 

novecientos noventa y ocho). Además, dicho papel garantista adquiere una especial 

relevancia en aquellos casos en los que están en juego la restricción de derechos de los 

particulares, o afectaciones a su esfera jurídica mediante la reducción del patrimonio. En 

concordancia con lo señalado, la característica de la garantía del procedimiento 

administrativo no ha sido creada únicamente para proteger intereses de los particulares, 

sino para configurarse como un punto de equilibrio entre la consecución de los intereses 

públicos y el respeto de los derechos de los administrados, ya que en el mismo se discuten 

los hechos necesarios para que la Administración aplique la Ley a los casos concretos 

formando debidamente su voluntad, pues sus decisiones en la mayoría de los casos 

conllevan la afectación de intereses y de la esfera jurídica de los particulares, tal corno 

sucede en la tasación de impuestos que controvierte en este juicio. 

En congruencia con todo lo expuesto, esta Sala es del criterio que la determinación oficiosa 

de tributos así como los recargos en concepto de pro-fiestas e intereses moratorios y multa 

por pago extemporáneo, realizadas a cargo de [la demandante], prescindiendo total y 

absolutamente del procedimiento legal establecido en el artículo 106 de la Ley General 
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Tributaria Municipal, es inevitablemente violatoria de los derechos de audiencia, defensa y 

debido proceso contemplados en los artículos 2 y 11 de la Constitución de la República; 

consecuentemente los actos impugnados son nulos de pleno derecho y así deben declararse. 

6. Violacion a la presuncion de inocencia y al principio de culpabilidad. 

La parte demandante alega que se le violentó los Principios Constitucionales de la 

Presunción de Inocencia y Culpabilidad, pues en el primer acto impugnado la autoridad 

demandada impuso ipso facto una multa a [la demandante] como consecuencia del supuesto 

pago extemporáneo del impuesto, sin haberle dado a su representada la oportunidad de 

presentar pruebas y alegatos de descargo y sin establecer ni de manera vaga el nexo o 

ligamen entre [la demandante] y el supuesto hecho que se le atribuyó dando por sentada la 

culpabilidad de la demandante. 

a) Sobre la potestad sancionadora de la Administración Pública. 

Debido a que mediante el acto originario se impuso multa por pago extemporáneo a la 

demandante, este tiene una naturaleza sancionadora, por lo que considera oportuno señalar 

que según importantes corrientes doctrinarias, el ius puniendi del Estado, concebido como 

la capacidad de ejercer un control social coercitivo ante lo constituido como ilícito, se 

manifiesta en la aplicación de las leyes penales por los tribunales que desarrollan dicha 

jurisdicción, y en la actuación de la Administración Pública al imponer sanciones a las 

conductas calificadas como infracciones por el ordenamiento. Dicha función administrativa 

desarrollada en aplicación del ius puniendi, se conoce técnicamente como potestad 

sancionadora de la Administración. 

Como otras potestades de autoridad, ésta se ejerce dentro de un determinado marco 

normativo que deviene primeramente de la Constitución. En tal sentido, el artículo 14 de la 

Constitución de la República sujeta inicialmente la potestad sancionadora administrativa al 

cumplimiento del debido proceso, cuando en su parte pertinente establece que "...la 

autoridad administrativa podrá sancionar, mediante resolución o sentencia y previo el 

debido proceso, las contravenciones a las leyes, reglamentos u ordenanzas..." pero sobre 

todo, en congruencia con la Constitución y los fundamentos del Estado Constitucional de 

Derecho, la potestad sancionadora encuentra su límite máximo en el mandato de legalidad 

que recoge el inciso primero del artículo 86 de la Constitución. Así pues, en virtud de la 

sujeción a la Ley, la Administración sólo podrá funcionar cuando aquella la faculte, ya que 
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las actuaciones administrativas aparecen antes como un poder atribuido por la Ley, y por 

ella delimitado y construido. Esta premisa de habilitación indudablemente extensible a la 

materia sancionatoria, deviene en la exigencia de un mandato normativo que brinde 

cobertura a todo ejercicio de la potestad. 

b) Sobre los Principios del Derecho Administrativo Sancionador: de Presunción de 

Inocencia y de Culpabilidad. 

Corolario de la identidad de la potestad penal de la judicatura y la sancionadora de la 

Administración, es la observancia de principios consonantes que inspiran y rigen las 

actuaciones de ambos. Si bien dichos principios tienen también origen común en la 

identidad ontológica de ambas potestades, los mismos han sido tradicionalmente 

configurados y aplicados antes en el ámbito penal y de ahí trasladados gradualmente al 

ámbito administrativo a fuerza de construcciones doctrinarias y jurisprudenciales. 

Nuestro marco constitucional recoge principios y limitaciones aplicables a la potestad 

sancionatoria, destacándose el establecido en el artículo 12 de la Constitución de la 

República según el cual "toda persona a quien se le impute un delito se presumirá inocente 

mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley y mediante juicio público". Tal 

principio garante de la presunción de inocencia, excluye la posibilidad de imponer penas o 

sanciones en base a criterios de responsabilidad objetiva, es decir, prescindiendo de la 

existencia de dolo y culpa, y si la infracción es imputable al sujeto. Y es que en todo 

ordenamiento sancionador rige el criterio de que la responsabilidad puede ser exigida, sólo 

si en el comportamiento del administrado se aprecia la existencia de dolo o culpa. 

Todo órgano se encuentra en todo caso en la obligación de valorar los elementos 

presentados por el sujeto infractor, para demostrar que no existió nexo de culpabilidad en la 

comisión de la infracción; y de realizar un análisis de tales valoraciones, 

independientemente del resultado que se arribe. 

c) Aplicación al caso en debate. 

El apoderado de la parte actora ha alegado que los actos impugnados son nulos de pleno 

derecho, ya que a su representada se le sancionó con una multa por pago extemporáneo sin 

seguirle ningún tipo de procedimiento, con lo que se le violentaron los derechos 

constitucionales de Presunción de Inocencia y Principio de Culpabilidad. 
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El artículo 65 de la Ley General Tributaria Municipal regula que: "Configuran 

contravenciones a la obligación de pagar los tributos municipales, el omitir el pago o 

pagar fuera de los plazos establecidos. La sanción correspondiente será una multa del 5% 

del impuesto, si se pagare en los tres primeros meses de mora; y si pagare en los meses 

posteriores la multa será del 10%. En ambos casos la multa mínima será de ¢25.00." 

A su vez, el artículo 81 de la Ley en comento dispone que "La administración tributaria 

municipal tendrá facultades para la determinación de la obligación tributaria y para 

sancionar las contravenciones tributarias; facultades que se regulan y aplican de 

conformidad a los procedimientos establecidos en el CAPITULO III del presente Título". 

Por su parte, en el artículo 109 de la Ley General Tributaria Municipal otorga competencia 

ya sea al Alcalde Municipal respectivo o al funcionario autorizado al efecto, para conocer 

de contravenciones tributarias y de las sanciones correspondientes. 

De conformidad con el artículo 110 de la Ley en estudio, "No se aplicarán los 

procedimientos de sanción que se contemplan en esta Sección, sino el procedimiento de 

determinación de oficio de la obligación tributaria, cuando las contravenciones se 

comprobaren y sancionaren en este último procedimiento, de conformidad a lo dispuesto 

en el Art. 106 de esta Ley". Lo anterior implica, que si el contribuyente ha incurrido en 

alguna conducta sancionable, no se aplicará el procedimiento de sanción, sino que se 

incluirá en el procedimiento de determinación oficiosa del impuesto regulado en el artículo 

106 ya estudiado. 

Tal como ha quedado establecido en acápites anteriores, la determinación oficiosa del 

impuesto realizada por la autoridad demandada requería obligatoriamente de la apertura del 

procedimiento regulado en el artículo 106 de la Ley General Tributaria Municipal. Es por 

ello, que si la parte demandada había considerado que la conducta realizada por [la 

demandante] era constitutiva de la sanción prevista en el artículo 65 de la Ley en referencia, 

de conformidad con el artículo 110 de dicho cuerpo normativo, el trámite de la sanción 

debía realizarse dentro del procedimiento de determinación oficiosa del impuesto. 

Siguiendo el anterior orden de ideas se reitera que la parte demandada omitió totalmente 

seguir el procedimiento legalmente establecido -artículo 106 de la Ley en referencia-, con 

lo que se violentó a la demandante totalmente tanto las disposiciones legales ya citadas 

como los Principios constitucionalmente establecidos de Presunción de Inocencia y de 
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Culpabilidad, según los cuales está completamente excluida la posibilidad de imponer 

penas o sanciones en base a criterios de responsabilidad objetiva, es decir, prescindiendo de 

la existencia de dolo y culpa y si la infracción es imputable al sujeto. En consecuencia, la 

multa impuesta es nula de pleno derecho careciendo totalmente de validez. 

7. Violacion al principio de legalidad y de verdad material por erronea calificacion 

(artículos 86 inciso final, 131 ordinal 6°, 204 ordinal 1°, 231 inciso 1° todos de la 

Constitución de la República y artículos 3, 4 y 7 de la Ley General Tributaria Municipal). 

La parte demandante alega que con los actos impugnados se ha violentado el Principio de 

Legalidad así como el de Verdad Material, ya que en materia tributaria los impuestos solo 

pueden ser establecidos en virtud de una Ley formal y que la Administración Pública 

actuará sometida al ordenamiento jurídico solo pudiendo realizar aquellos actos que 

autorice el mismo, lo cual está en estrecha vinculación con el Principio de Verdad Material, 

el cual presupone que las actuaciones de la Administración Tributaria se ampararán en la 

verdad material que resulte de los hechos investigados y corregidos; por lo que al habérsele 

tasado impuestos calificando a [la demandante] como comercio en lugar de aplicarle la 

tarifa correspondiente a industria, siendo ésta última la actividad que realiza la 

contribuyente, se han violentado los Principios ya mencionados. Al respecto la autoridad 

demandada alegó que la calificación de comercio realizada a la demandante, era la que 

procedía ya que de conformidad con la definición establecida en el artículo 4 de la Ley de 

Telecomunicaciones el Transmisor -de energía eléctrica- "es la entidad poseedora de 

instalaciones destinadas al transporte de energía eléctrica en redes de alto voltaje, que 

comercializa sus servicios", lo cual también está plasmado en la nota del veintitrés de enero 

de dos mil dos remitida a dicha Municipalidad por la Superintendencia General de 

Electricidad y Telecomunicaciones. 

En este punto, la controversia se circunscribe a establecer si la actividad realizada por [la 

demadante], se enmarca en "industria" como alega el demandante, o si por el contrario 

encaja en la categoría de "comercio", que es la asignada por la autoridad demandada. 

 

 

PRINCIPIOS DE LEGALIDAD TRIBUTARIA Y VERDAD MATERIAL  
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Como es sabido, la Administración Pública se encuentra vinculada positivamente a la Ley, 

en atención a lo prescrito en el inciso final del artículo 86 de la Constitución de la 

República. Es pues, bajo tal parámetro que debe entenderse que es la Ley la que habilita 

para actuar a la Administración, pero también debe reconocerse que en la mayoría de los 

casos esa habilitación conlleva una obligación a cargo de la Administración para erigirse 

como un Ente vigilante de la actuación de los administrados ligados a una Ley específica. 

Es por ello, que atendiendo a las normas de naturaleza tributaria, la Administración 

Tributaria Municipal está constreñida a verificar -dentro de su competencia territorial- la 

ocurrencia de los supuestos de hecho de la obligación tributaria, los cuales conllevan al 

deber del pago de los tributos municipales. 

En concordancia con lo antes expuesto, esta Sala ha manifestado respecto del Principio de 

Legalidad Tributaria que "Los tributos son exigidos por el Estado en ejercicio de su poder 

de imperio, el elemento esencial del tributo es la coacción, la cual se manifiesta en la 

prescindencia de una contraprestación voluntaria del administrado. 

Sin embargo, este poder del Estado no es ilimitado ya que existen límites formales y 

materiales a la potestad tributaria; los primeros, se refieren a la manera de producción de 

los tributos y en este ámbito aparecen los principios de Reserva de Ley y legalidad 

Tributaria, mientras que en los límites materiales están los Principios de Igualdad 

Tributaria, Capacidad Económica, Progresividad y Prohibición de Confiscatoriedad" 

(sentencia pronunciada a las catorce horas del veinticuatro de febrero de dos mil seis, en el 

proceso referencia 63-1-2001). 

Debe apuntarse además que la Administración cuando procede a ejercer su poder de 

imperio al exigir impuestos a los sujetos pasivos de la obligación tributaria, debe tener en 

cuenta que al hacerlo no desarrolla una facultad discrecional, sino una actividad jurídica de 

aplicación de normas que exige como presupuesto objetivo, el encuadre o subsunción del 

hecho generador predeterminado legalmente. 

En similar sentido se ha pronunciado la Sala de lo Constitucional de esta Corte, al aseverar 

que "(...) el principio de legalidad tributaria le exige al legislador claridad y taxatividad en 

la configuración de los elementos esenciales de los tributos. 
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Además, el art. 231 inc. 1° Cn. dice que "[n] o pueden imponerse contribuciones sino en 

virtud de una ley y para el servicio público". En razón de este mandato, la Administración 

y los Municipios sólo pueden exigir a los ciudadanos el pago de aquellos tributos que 

hayan sido previamente definidos en una ley (en sentido material). (...)" (Sentencia de 

Inconstitucionalidad de las quince horas y veinte minutos del nueve de julio de dos mil 

diez, proceso referencia 39-2005). 

Respecto del Principio de Verdad Material, este Tribunal ha sostenido que "la 

Administración Pública Tributaria debe verificar plenamente los hechos que se utilizan 

como razón de sus decisiones, para lo cual deberá adoptar todas las medidas legales 

pertinentes, aún cuando no hayan sido planteadas por los administrados o se haya 

acordado no hacer uso de las mismas. 

El principio de verdad material pretende, ínter alía, que cuando se produzcan los hechos 

generadores (por ser usualmente hechos económicos que han adquirido sustantividad o 

trascendencia tributaria al ser seleccionados por el legislador) deben ser apreciados en su 

concordancia con la hipótesis contenida en la norma como hechos generadores del tributo, 

lo que es valorado y constatado por la Administración Tributaria al ejercer sus facultades 

de fiscalización. 

En suma, la Administración debe verificar los hechos y contratos efectuados por el 

contribuyente, lo anterior implica que debe valorar e investigar la naturaleza propia de la 

actuación sujeta a fiscalización y de esa forma podrá determinar si nació o no la 

obligación tributaria." (Sentencia pronunciada a las catorce horas del seis de noviembre de 

dos mil ocho, en el proceso referencia 225-R-2003). 

 

 

CALIFICACIONES "COMERCIO" E "INDUSTRIA" 

 

 

La Tarifa General de Arbitrios del Municipio de Soyapango, creada mediante el Decreto 

número 277, publicada en el Diario Oficial número 109, Tomo 255 del diez de junio de mil 

novecientos setenta y siete, regula en el artículo 3 las diferentes actividades que dan lugar al 

nacimiento de impuestos en dicha Municipalidad. 
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Así, el numeral 18 de la Tarifa mencionada se refiere a los "Comerciantes Sociales o 

Individuales", deberá pagar ¢10.00 en concepto de impuestos cada uno, al mes con capital: 

b) De más de ¢10,000.00 más un colón por millar o fracción sobre el excedente de 

¢10,000.00. Esta categoría es denominada por las parte como comercio. 

Por su parte, el numeral 21 categoriza a las "Empresas Industriales y Fábricas" con capital 

invertido cada una, al mes: k) Con capital hasta de ¢20,000.00 más ¢0.07 por millar o 

fracción sobre el excedente de ¢15,000.00, la cantidad de ¢1,621.75. A esta clasificación es 

a la que las partes ha denominado industria. 

Finalmente, el artículo 19 de la Tarifa en estudio regula que "Los negocios que no aparecen 

gravados específicamente en esta tarifa, pagarán de conformidad al número 18 del artículo 

3 -IMPUESTOS-, esto significa, que se les aplicará la prevista para el comercio. 

En razón de lo anterior, es conveniente estudiar los términos "comercio" e "industria", a fin 

de dilucidar que debe entenderse por cada una de estas categorías. 

Según el Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual, de Guillermo Cabanellas, Tomo II, 

28ª Edición, Editorial Heliasta, página 211, comercio es "Negociación o actividad que 

busca la obtención de ganancia o lucro en la venta, permuta o compra de mercaderías". 

Comerciante: "Quien hace el comercio", obra citada página 210. Respecto de la categoría 

industria, en el tomo IV de la obra citada, página 398, es definido como el "Conjunto de 

operaciones materiales ejecutadas para obtener, transformar, perfeccionar o transportar 

uno o varios productos naturales o sometidos ya a otro proceso fabril preparatorio" El 

mismo autor citado, distingue distintas clases de industria, siendo relevante para el caso de 

autos, la industria comercial que es definida como "las que aseguran el funcionamiento de 

los intercambios y son indispensables para la producción y consumo de riqueza" 

Una vez se ha definido las categorías en estudio, es procedente pasar a analizar cuál es la 

actividad que realiza [la demandante], a fin de dilucidar que categoría impositiva le 

corresponde, y finalmente, si la asignada por la autoridad demandada es la correspondiente. 

 

De conformidad con lo planteado en el escrito de demanda, [la demandante] fue constituida 

legalmente el cuatro de febrero de mil novecientos noventa y nueve, por la Comisión 

Ejecutiva Hidroeléctrica del Rio Lempa -CEL- y por la Compañía de Luz Eléctrica de 

Ahuachapán, Sociedad Anónima -CLEA, S.A.-, en cumplimiento al artículo ciento 



 

Volver al índice Ą 

diecinueve de la Ley General de Electricidad, que prescribe lo siguiente: "Dentro del plazo 

de los tres años posteriores a la vigencia de la presente Ley, la CEL deberá reestructurarse a 

efecto que las actividades de mantenimiento del sistema de transmisión y operación del 

sistema de potencia sean realizadas por entidades independientes, y que las de generación 

se realicen por el mayor número posible de operadores". 

Debe recordarse, que con anterioridad la Comisión Ejecutiva Hidroeléctrica del Rio Lempa 

-CEL- era la única institución del Estado encargada de todas las actividades del sector 

eléctrico, las que consistían en sustraer de la fuerza potencial de la naturaleza a través del 

uso de tecnología y transformarla en energía en forma utilizable para el hombre y entregarla 

a los usuarios finales. Sin embargo, con el proceso de privatización impulsado por el Estado 

Salvadoreño en el sector Eléctrico, dicha actividad fue segmentada en sus diversos 

procesos, así: generación, transmisión, distribución y comercialización, y a excepción de la 

generación, pasan a ser manejadas por la empresa privada, sujetas a la regulación y 

vigilancia de la Superintendencia General de Electricidad y Telecomunicaciones. 

De conformidad con lo manifestado por [la demandante], dicha sociedad desarrolla una 

actividad industrial consistente en transformar y transferir la energía eléctrica del 

generador (por ejemplo CEL) hacia los distintos distribuidores a efecto que éstos la 

comercialicen con los consumidores o usuarios. En ese sentido, es que la sociedad 

demandante adjuntó constancia extendida por el Gerente General de la referida sociedad, en 

fecha diez de noviembre de dos mil seis, en la cual manifiesta que "ETESAL, S.A. DE C. V., 

(...) con la previa aprobación de SIGET, tiene a su cargo, la transformación y 

transferencia de energía eléctrica así como el planeamiento de expansión, construcción de 

nuevas ampliaciones y refuerzos en la red de transmisión de energía eléctrica, (...)" [...]. 

En concordancia con lo anterior, consta en el proceso el escrito emitido por el 

Superintendente General de Electricidad y Telecomunicaciones de fecha dieciocho de 

marzo de dos mil dos, en respuesta a una petición de la demandante tendente a que dicha 

autoridad se pronunciara respecto del giro que realiza la demandante, en la que asevera lo 

siguiente "(...) que no obstante la actividad eléctrica es desarrollada por diversos actores 

por razones de política estatal, el proceso técnico constituye una unidad indisoluble y 

codependiente. En este entorno, la sociedad ETESAL, S.A. DE C. V., es la entidad de la 

industria eléctrica que tiene como finalidad operar y mantener la red de transmisión del 
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sistema eléctrico, actividad que se encuentra regulada por la Ley General de Electricidad, 

la cual faculta a esta Institución a aprobar los ingresos anuales que la mencionada 

Sociedad ha determinado como necesarios para cumplir las funciones antes descritas de 

manera eficiente, o que posibilita que el Transmisor cobre a los Generadores de Energía 

Eléctrica un cargo por el uso de la red de transmisión. (...). 

En resumen "Industria" en sentido amplio es un sector productivo en una determinada 

economía e "Industria" en sentido específico es una actividad que transforma recursos en 

bruto haciéndolos bienes utilizables. La actividad del sector eléctrico clasifica en ambas 

acepciones, pues el mismo es un sector productivo definido en la economía salvadoreña, 

tan particularizado e importante que cuenta con su propio cuerpo normativo especializado 

y Ente regulador, a su vez la actividad que desarrolla dicho sector es típicamente 

industrial. 

En la actualidad y como consecuencia de la citada privatización, la actividad industrial 

eléctrica fue segmentada en tres actividades que coexisten dependientemente una de la 

otra: Generación, Transmisión y Distribución. Dentro del proceso de producción de la 

energía eléctrica, cada uno de los operadores ejecutan una actividad específica y 

previamente determinada hasta obtener el producto terminado, siendo cada una 

complemento de la otra. Este producto terminado es y debe ser comercializado de 

conformidad con el Artículo 4 literal c) de la Ley General de Electricidad, por una entidad 

-comercializador- encargada de la compra de la energía eléctrica a otros operadores con 

el objeto de revenderla.(...). 

La función del Transmisor es transportar la energía eléctrica por sus redes de alto voltaje, 

recorrido durante el cual ésta sufre un proceso de transformación de un nivel de tensión de 

alto voltaje a otro nivel de tensión de bajo voltaje en los puntos de entrega de las empresas 

de distribución. Esta transformación del nivel de tensión implica que el Transmisor toma 

de una fuente de energía que es el Generador un producto utilizable, proceso que se 

encuentra contenido en la definición que hace Guillermo Cabanellas en el Diccionario 

antes citado de INDUSTRIA COMERCIAL, la cual se caracteriza por lo siguiente: "para 

posibilitar o incrementar el consumo, traslada los productos de un punto a otro". 
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En el sector eléctrico los únicos operadores que ejercen una actividad verdaderamente 

comercial son los COMERCIALIZADORES quienes son los únicos que se dedican a la 

compra de energía eléctrica a los diferentes suministrantes con el objeto de revenderla. 

Por tanto, se concluye que la Sociedad [demandante] empresa cuya finalidad única en el 

sector eléctrico, es la de mantener y operar eficientemente la red de transmisión de energía 

eléctrica, realiza una actividad estrictamente INDUSTRIAL, en vista que realiza 

operaciones específicas dentro del sistema eléctrico, las cuales forman parte del proceso 

de producción de la energía eléctrica, la cual es finalmente trasladada como elemento 

productivo y de subsistencia a la población" [...]. 

d) Aplicación al caso en debate. 

La sociedad demandante ha alegado que la calificación de "comercio" asignada por la 

demandada es errónea, ya que la actividad realizada por ésta es de "industria". 

La parte demandada manifestó por una parte, que la actividad económica o negocio de [la 

sociedad demandante] son servicios que no encajan directamente con ninguna de las 

actividades económicas reguladas en la Tarifa General de Arbitrios a favor de Soyapango, 

por lo que según el artículo 19 de la Tarifa en comento, procedía aplicarle la categoría de 

comercio. Pero principalmente señaló, que la calificación asignada era correcta ya que la 

demandante "es una empresa que COMERCIALIZA servicios de transporte de energía 

eléctrica, los cuales presta con los medios, equipos e instalaciones especializados para 

transportar energía eléctrica, ya sea porque los ha adquirido o porque ella los construye 

para tal fin. Por lo que la rectificación de la calificación para con la empresa en mención 

no es errónea" [...]. Aseveró que para demostrar lo anterior, agregaba nota suscrita el 

veintitrés de enero de dos mil dos por la Registradora de la Superintendencia General de 

Electricidad y Telecomunicaciones [...]. 

En la nota anteriormente relacionada, la referida Registradora manifiesta que [la sociedad 

demandante] se encuentra inscrita en dicho Registro desde el veintinueve de julio de mil 

novecientos noventa y nueve, bajo el código 68-E1-31/199, desarrollando la actividad 

como Transmisor de energía eléctrica, el cual de acuerdo con el artículo 4 de la Ley 

General de Electricidad, tiene la siguiente definición: "Transmisor es la entidad poseedora 

de instalaciones destinadas al transporte de energía eléctrica en redes de alto voltaje, que 

comercializa sus servicios". Se añade en la referida nota que según su escritura de 
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constitución, la finalidad social de [demandante] es la "construcción, operación y 

mantenimiento de líneas y subestaciones de alto voltaje para el transporte de energía 

eléctrica; la elaboración de proyectos, diseño y construcción de este tipo de líneas y de 

subestaciones para sí o para terceros, (...)", entre otras, y que en tal Registro no tienen "una 

clasificación de empresas industriales, comerciales o de servicio". 

De conformidad con lo expuesto, se tiene que la autoridad demandada consideró que la 

actividad realizada por [la demandante] encajaba en la categoría de "comercio" 

fundamentándose principalmente en la nota ya relacionada y básicamente en que en el 

concepto de Transmisor establecido en el artículo 4 letra m) de la Ley General de 

Electricidad contempla que "es la entidad poseedora de instalaciones destinadas al 

transporte de energía eléctrica en redes de alto voltaje, que comercializa sus servicios". 

Fundamentalmente, la mencionada autoridad categoriza tal actividad como comercio 

debido a que la definición legal hace uso del término "comercializa", concluyendo que la 

referida actividad alude al comercio porque interpreta de forma aislada a su contexto el 

término utilizado en tal definición, sin atender ni mucho menos analizar si dicha actividad 

materialmente se enmarca en tal categoría. 

De todo lo reseñado, ha quedado plenamente establecido que [la demandante] realiza una 

actividad que encaja en el concepto de "industria" y específicamente al de "industria 

comercial" ya que transporta la energía eléctrica por sus redes de alto voltaje, recorrido 

durante el cual ésta -la energía eléctrica- sufre un proceso de transformación que va de un 

nivel de tensión de alto voltaje a otro nivel de tensión de bajo voltaje en los puntos de 

entrega de las empresas de distribución, convirtiéndose entonces en una parte esencial del 

proceso de producción de la energía eléctrica; siendo las empresas de distribución y/o 

comercializadoras quienes venden el producto a los usuarios o consumidores finales. Por lo 

expuesto, la actividad desarrollada por [la demandante] definitivamente no puede encajar 

en el concepto de "comercio" que refiere a la "Negociación o actividad que busca la 

obtención de ganancia o lucro en la venta, permuta o compra de mercaderías," ni a otro 

distinto como "servicios" a que alude la autoridad demandada. 

Adicionalmente, debe señalarse que de los mismos estados financieros que la autoridad 

demandada tuvo a la vista y que le sirvieron de fundamento para liquidar oficiosamente los 

impuestos a cargo de [la demandante] para los períodos tributarios es estudio, 
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específicamente de los balances generales proporcionados por la demandante se apreciaba 

que los activos de dicha sociedad estaban conformados para el año dos mil dos, en un 

noventa punto noventa por ciento -90.90%- por activo fijo como bienes muebles, inmuebles 

y obras en proceso para llevar a cabo la actividad fundamental de la demandante que es 

trasmisión de la energía eléctrica de la forma indicada en el párrafo que antecede [...]. En 

similar situación se encontraba la sociedad demandante según el balance general llevado a 

cabo para el año dos mil cuatro, en el que sus activos se conformaban en un noventa y 

cuatro punto cincuenta y un por ciento -94.51%- por activos fijos, divididos entre bienes 

muebles, inmuebles y obras en proceso [...]. 

Como ya se estableció anteriormente, en virtud del Principio de Legalidad Tributaria y de 

Verdad Material, cuando la Administración Tributaria procede a ejercer su poder de 

imperio al exigir impuestos a los sujetos pasivos de la obligación tributaria, debe tener en 

cuenta que al hacerlo no desarrolla una facultad discrecional, sino una actividad jurídica de 

aplicación de normas que exige como presupuesto objetivo, el encuadre o subsunción del 

hecho generador predeterminado legalmente. Por lo que, al tener la Administración 

Tributaria la Tarifa General de Arbitrios a favor del Municipio de Soyapango, debió 

proceder a aplicar el impuesto municipal analizando que la actividad realizada por el 

contribuyente se apegara totalmente a la establecida en la Tarifa. 

En consecuencia, esta Sala estima que la rectificación de la calificación realizada a [la 

demandante], es nula de pleno derecho por violentar el Principio de Legalidad Tributaria y 

de Verdad Material por la errónea aplicación del numeral 18 del artículo 3 y 19 de la Tarifa 

General de Arbitrios a favor de la Municipalidad de Soyapango, en lugar del numeral 21 

literal k) del mismo artículo. 

8. Conclusión. 

Por todo lo expuesto, esta Sala concluye que habiéndose establecido la nulidad de pleno 

derecho para el acto originario, por haberse constatado violación a los derechos de 

audiencia, defensa, debido proceso, culpabilidad, presunción de inocencia y legalidad 

tributaria, así como a los artículo 65, 105 numeral 1°, 106 y 110 de la Ley General 

Tributaria Municipal y 3 numeral 21 literal k) de la Tarifa General de Arbitrios a favor del 

Municipio de Soyapango, el acto posterior que lo confirma inevitablemente contiene todos 

los vicios alegados y así debe declararse. 
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9. Consideraciones sobre la medida para el restablecimiento de los derechos violados. 

En vista que este Tribunal decretó oportunamente la medida cautelar de suspensión de los 

efectos de los actos administrativos impugnados, la sociedad demandante no vio 

modificada perjudicialmente su esfera jurídica patrimonial, ya que la autoridad demandada 

no pudo hacer efectivos los cobros en base a la errónea calificación de "comercio" 

correspondientes a los impuestos de los períodos comprendidos de mayo de dos mil dos a 

octubre de dos mil cinco, la cual ya no podrá hacerse efectiva. Sin embargo, si la autoridad 

demandada quiere proceder a determinar oficiosamente los impuestos a cargo de [la 

demandante] para los períodos tributarios controvertidos, deberá realizar el procedimiento 

establecido en el artículo 106 de la Ley General Tributaria Municipal bajo la categoría de 

industria que es la que le corresponde tal corno ha quedado establecido a lo largo de la 

presente sentencia, respetando además lo previsto en el artículo 107 del mismo cuerpo 

normativo y en plena sujeción a todos los derechos y demás garantías constitucionales y 

legales ya estudiadas." 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 02-2006, DE FECHA  

18/02/2011) 

 

 

 

DEVOLUCIÓN DE CRÉDITO FISCAL  

 

INEXISTENCIA DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE DEVOLUCIÓN CUANDO HA 

EXISTIDO ACREDITACIÓN ININTERRUMPIDA DE LOS SUPUESTOS SALDOS 

FAVORABLES 

 

"Para resolver congruentemente la pretensión esgrimida en este proceso, es preciso que este 

Tribunal fije con exactitud el objeto de la controversia. 

[La sociedad demandante], por medio de los apoderados generales judiciales, abogados 

[...], quienes fueron sustituidos por el licenciado [...], demanda la supuesta ilegalidad de la 

resolución emitida por la Dirección General de Impuestos Internos; División Control de 

Obligaciones Tributarias; Departamento de Peticiones; Sección de Devoluciones IVA y 

6%, de las catorce horas treinta y tres minutos del veintinueve de septiembre de dos mil 
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ocho, que declara sin lugar la solicitud, hecha por la sociedad demandante, de reintegro de 

crédito fiscal del impuesto a la transferencia de bienes muebles y a la prestación de 

servicios por la cantidad de [...], correspondiente a los periodos tributarios comprendidos de 

diciembre de dos mil uno a junio de dos mil cuatro. 

La sociedad demandante alega, en la respectiva demanda, violaciones a los derechos de 

seguridad jurídica y propiedad y principio de legalidad. Al respecto, es necesario delimitar 

el conocimiento de cada uno de ellos. 

La sociedad demandante no delimita los alcances de las violaciones en las referidas 

categorías jurídicas, por lo que esta Sala no se pronunciará al respecto. No obstante, si este 

Tribunal llegara a concluir que la denegatoria de devolución es ilegal, es de suyo la 

violación al derecho de propiedad pues ða la actorað se le habría privado del referido 

derecho en contravención de la legalidad y en detrimento de su capacidad contributiva (esta 

última categoría considerada como manifestación del derecho constitucional de propiedad). 

 

No obstante las diferentes enunciaciones a la violación de los referidos derechos y 

principio, la sociedad demandante apoya esas transgresiones en la afirmación que el plazo 

establecido en el artículo 212 del Código Tributario no es de aplicación a la solicitud de 

devolución de la cantidad de seiscientos setenta mil ciento cincuenta y un dólares que hizo 

a la Dirección General de Impuestos Internos, en concepto de reintegro dinerario de crédito 

fiscal del impuesto a la transferencia de bienes muebles y a la prestación de servicios para 

los períodos tributarios comprendidos de diciembre de dos mil uno a junio de dos mil 

cuatro. De ahí que no le caducó el derecho de la devolución y, en consecuencia, solicita que 

esta Sala ordene la devolución de la referida cantidad. 

Por tanto, el íter lógico para la 

resolución de la referida pretensión será, primero, establecer si ha operado la caducidad de 

la petición de devolución; y, por último, y sólo en el caso de estimarse que no ha operado la 

caducidad, evaluar la procedencia de la devolución de la referida cantidad de dinero. 

 

 

NATURALEZA JURÍDICA DE LAS DEVOLUCIONES TRIBUTARIAS 
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Antes de analizar exegéticamente la pretensión, es necesario establecer la naturaleza 

jurídica de las devoluciones tributarias, su clasificación y, de ahí, considerar la aplicación 

del plazo de la caducidad regulada en los artículos 212 y 213 del Código Tributario. 

Las devoluciones derivadas de la aplicación de los tributos se configuran como un conjunto 

heterogéneo de figuras que tienen como común denominador la obligación tributaria que se 

constituye entre la Administración Tributaria y los sujetos pasivos con la particularidad 

que, inversamente a la típica obligación tributaria, son los sujetos pasivos los que ocupan la 

posición acreedora. 

La génesis de las devoluciones es la percepción de un ingreso que, a titulo público, se 

percibió por parte de la Administración Pública de una forma irregular o regular. 

Tanto la percepción de los ingresos públicos irregulares (v. gr.: los ingresos indebidos o en 

exceso) como los ingresados de una forma regular (v. gr.: las devoluciones en el impuesto 

sobre la renta  como producto que los pagos a cuenta o retenciones son mayores al 

impuesto computadoð, las devoluciones de IVA exportadores, etc.) se constituyen desde el 

mismo momento de su ingreso ðlos irregularesð o en un segundo momento ðlos 

regularesð créditos a favor del sujeto pasivo y, en consecuencia, nace, por el mismo 

traslado patrimonial  a título de ingreso públicoð injustificado, una pretensión de 

reintegro. 

De ahí que, el sujeto pasivo se configura como titular del derecho subjetivo, de naturaleza 

patrimonial, para reclamar el respectivo reintegro y, por otra parte, la obligación de la 

Administración Tributaria de reintegrar para, así, restablecer tanto el detrimento 

patrimonial del sujeto pasivo como para restablecer la legalidad en los montos de la 

recaudación tributaria. 

Con la tutela del derecho patrimonial se logra, primordialmente, el respeto a esa aptitud 

económica de los obligados tributarios para afrontar prestaciones patrimoniales, de forma 

equitativa, que tienen como fin satisfacer los gastos públicos: la capacidad contributiva 

(artículo 131 ordinal sexto de la Constitución). 

Con respecto al restablecimiento de la legalidad se debe recordar que la vinculación 

positiva del principio de legalidad (artículo 86 de la Constitución y 3 inciso cuarto del 

Código Tributario) también se manifiesta en el Derecho Tributario, pues vincula a la 
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Administración Tributaria a recaudar los respectivos tributos en los montos que la ley le 

permite. De ahí que las cantidades recaudadas en montos diferentes, al igual que los 

percibidos en menor cuantía, a los establecidos por la ley son ingresos ilegales. 

En consecuencia, y para el particular, los ingresos públicos percibidos por la 

Administración Tributaria en un monto superior a lo establecido en la ley son ilegales y su 

restablecimiento se logra no tan sólo por el ejercicio de un derecho subjetivo, por medio de 

un procedimiento iniciado de forma dispositiva (artículo 212 del Código Tributario), sino 

también ðademás del derecho subjetivoð, por la tutela de la capacidad contributiva y el 

principio de legalidad, por medio de un procedimiento oficioso (artículo 175 inciso 

segundo del mismo cuerpo legal). De ahí, la petición por parte del sujeto pasivo (con lo que 

da origen al procedimiento de devolución) no es la única forma para la repetición del pago 

sino, también, la fiscalización donde se le debe de poner a disposición el saldo, liquidado 

oficiosamente, a favor del sujeto pasivo. 

 

 

CADUCIDAD DEL EJERCICIO DEL DERECHO SUBJETIVO 

 

 

El primer inciso del artículo 212, aplicable al presente proceso, del Código Tributario 

establecía: «Los contribuyentes que liquiden saldos a favor en sus declaraciones tributarias 

con derecho a devolución según las normas especiales o hubieren efectuado pagos por 

impuestos o accesorios, anticipos o retenciones indebidos o en exceso, podrán solicitar su 

devolución dentro del término de dos años, contado a partir del vencimiento del plazo para 

presentar la correspondiente declaración original o de la fecha de pago indebido». 

El transcrito inciso contempla explícitamente la devolución tanto de los ingresos regulares 

como de los irregulares y, también explícitamente, contempla el dies a quo para cada caso 

en particular. De ahí que, para los ingresos regulares, el dies a quo será la fecha de 

vencimiento para la presentación de las respectivas declaraciones y, para los irregulares, la 

fecha del ingreso indebido o excesivo. 

La anterior afirmación responde a que, en los ingresos irregulares, la materia que resulta 

comprometida es la correcta aplicación del tributo que distorsiona la cuantía en el momento 
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mismo del ingreso; en cambio, en los ingresos regulares, al contrario de los otros, sí ha 

existido, en un primero momento, un ingreso conforme a la normativa tributaria pero que 

en un segundo momento (para el particular la determinación voluntaria del impuesto) 

resulta total o parcialmente no debida. 

En el caso sub júdice se alega, para efectos del presente acápite, la inoperancia de la 

perención del ejercicio del derecho subjetivo de la devolución de los períodos tributarios 

comprendidos de diciembre de dos mil uno a junio de dos mil cuatro. 

El dies a quo ha sido considerado, tanto por la Administración Tributaria como por la 

sociedad demandante, desde el momento del vencimiento para la presentación de las 

respectivas declaraciones. De ahí que, por lo menos en su forma, la sociedad demandante 

planteó, ante la Dirección, una petición de devolución de ingresos regulares. 

En consecuencia, prima facie, ha caducado el ejercicio del derecho subjetivo patrimonial de 

la sociedad demandante para solicitar la repetición de los saldos aparentemente reflejados 

como favorables en las respectivas declaraciones. Pero, sí así fuere, se le debe recordar a la 

Administración Tributaria que, por la tutela de la capacidad contributiva y el principio de 

legalidad ðde la manera que ya se expuso y en respeto al carácter subsidiario de la 

determinación oficiosa del impuestoð, está en la obligación, conforme al referido inciso 

segundo del artículo 175 del Código Tributario, a fiscalizar para dotar de certidumbre 

jurídica a la obligación tributaria (la fiscalización no tiene como objeto la determinación de 

impuestos sino darle certidumbre al debeatur y su quantum que, jurídicamente, puede 

resultar en la típica obligación tributaria, su inexistencia o en un crédito a favor del sujeto 

pasivo). 

No obstante, con base en las argumentaciones hechas por la sociedad demandante ð

específicamente la acreditación sucesiva e ininterrumpida, en las respectivas declaraciones, 

de los supuestos saldos favorables, esta Sala estima necesario reconsiderar la aplicación de 

la caducidad. 

La Sala de lo Constitucional, en el proceso de inconstitucionalidad número 45-2003, se 

pronunció definitivamente (sentencia de las quince horas del diecinueve de abril de dos mil 

cinco) respecto a las diferentes características del impuesto a la transferencia de bienes 

muebles y a la prestación de servicios. Es importante retomar lo expuesto de la 

característica de neutralidad «Una característica fundamental del IVA es la neutralidad, es 
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decir que procura evitar toda interferencia del gravamen en la organización de los 

negocios, al gravar ïen generalï las ventas con alícuotas uniformes y otorgar la 

posibilidad de computar el crédito fiscal originado en la etapa anterior. Así, un impuesto 

de este tipo que no permitiera la posibilidad de computar el crédito fiscal de la etapa 

anterior, o que utilizara alícuotas diferenciales en las distintas etapas, discriminaría en 

favor de la integración vertical de las empresas, ya que las actividades más integradas 

verticalmente alcanzarían precios de venta inferiores a los de las empresas no integradas, 

debido a la minimización de la incidencia tributaria. Un IVA de base amplia y única 

alícuota logra al máximo la deseable neutralidad de la imposición». 

Es con base en esa característica que el tributo en estudio permite separar el impuesto para 

que el precio del bien no se encuentre incidido y de esa forma se evita que interfiera la 

carga tributaria en el mercado de los bienes y servicios [artículos 107 en relación con el 114 

letra a) número 8) y letra b) número 3) del Código Tributario]. De esta forma, el incidido en 

el tributo será el consumidor de los bienes y servicios. 

La separación del impuesto por si mismo no es suficiente para cumplir la característica de 

neutralidad sino que se necesita de un mecanismo que garantice que el impuesto no se 

acumule en cada etapa económica y que sea el consumidor final quien pague el impuesto 

no acumulado. El legislador estructuró, por una parte, el deber de REPERCUSIÓN o 

TRASLACIÓN  de los contribuyentes (artículo 57 de la Ley de Impuesto a la 

Transferencia de Bienes Muebles y a la Prestación de Servicios), y por otra parte, el 

derecho de DEDUCCIÓN  (artículo 64 de la referida ley). Es por medio de estas dos 

categorías tributarias que se consigue efectivamente la neutralidad del impuesto en la 

actuación de los agentes económicos de las diferentes etapas económicas. 

El ejercicio de las dos categorías jurídicas mencionadas (traslación y deducción) pueden dar 

como resultado, materialmente en una declaración jurada, cifras que denotan o el pago del 

tributo, la inexistencia del mismo o, como en el caso sub júdice, cifras con apariencia de 

saldos a favor del administrado tributario. 

Esos saldos aparentemente favorables son los que se han pretendido valer por la sociedad 

demandante en la pretensión de devolución; los cuales, considerados aisladamente por cada 

declaración jurada, han caducado. No obstante, las declaraciones juradas presentan una 

variante que hace reconsiderar a la caducidad: la acreditación ininterrumpida. 
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La denominación de acreditación ininterrumpida no es sino el producto del ejercicio de la 

característica de neutralidad del impuesto en estudio. De tal forma que la sociedad 

demandante ha trasladado esos saldos en las posteriores, e inmediatas, declaraciones 

juradas. 

Según lo ha manifestado la sociedad demandante, en la demanda, y la autoridad 

demandada, en el informe justificativo, la acreditación de los saldos aparentemente 

favorables se ha realizado aún después de junio de dos mil cuatro. Además, conforme la 

certificación [...], la parte actora se ha acreditado, en la declaración correspondiente a julio 

de dos mil cuatro, la cantidad que en esta oportunidad solicita su devolución. Por último, la 

solicitud de devolución fue bifurcada en dos lapsos: el primero, desde diciembre de dos mil 

uno a junio de dos mil cuatro ðlapso del que se conoce en el presente procesoð; y, el 

segundo, desde julio de dos mil cuatro hasta, según lo manifiesta la parte actora en la 

demanda junio de dos mil seis. 

La sociedad demandante se ha acreditado esos supuestos saldos favorables desde diciembre 

de dos mil uno hasta la fecha de la petición de devolución (al margen de otras 

acreditaciones posteriores) lo que, conforme con el artículo 214 del Código Tributario, hace 

necesario verificar todas las declaraciones para determinar la existencia y cuantía del saldo 

cuya devolución se solicita y de los demás hechos y circunstancias que determinen la 

procedencia de la misma. 

La acreditación de los supuestos saldos favorables, como resultado del mecanismo de 

traslación y deducción, no permiten que las declaraciones comprendidas de diciembre de 

dos mil uno a junio de dos mil cuatro caduquen, debido a que no se puede tener por cierto 

los saldos posteriores ya que guardan una relación directa cada una de las declaraciones en 

las que se han acreditado. De ahí que, la Dirección, no debió bifurcar, en los referidos 

lapsos, el conocimiento de la petición de devolución que hiciere la actora. 

Igual consideración ha realizado el Legislador en el segundo inciso del artículo 175 del 

Código Tributario al establecer que la facultad de fiscalización no caduca cuando los 

contribuyentes invoquen o realicen actos en los que reclamen beneficios, deducciones, 

saldos a favor, remanentes de crédito fiscal o cualquier otro derecho, respecto de los 

períodos o ejercicios en los que éstos se originan, ni de aquellos posteriores a los que 

afecta. 
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En conclusión, la petición de devolución hecha por la sociedad demandante, respecto de los 

períodos fiscales comprendidos de diciembre de dos mil uno a junio de dos mil cuatro, no 

ha caducado en virtud que todas las declaraciones están correlacionadas (por el mecanismo 

de traslación y deducción) de tal forma que la Dirección debe efectuar las verificaciones 

necesarias de todas las declaraciones para establecer la procedencia de la devolución. 

 

 

IMPOSIBILIDAD DE PRONUNCIARSE ACERCA DE LA DEVOLUCIÓN 

 

 

La sociedad demandante solicita que esta Sala ordene, a la Dirección, la devolución del 

supuesto saldo a favor por la cantidad de [...], correspondiente a los períodos tributarios 

comprendidos de diciembre de dos mil uno a junio de dos mil cuatro. 

Para ordenar la referida devolución es necesario conocer su procedencia, conforme con las 

normas sustantivas del Derecho Tributario. No obstante, y como ya se expuso, debido a que 

el conocimiento de la devolución fue bifurcada por la Administración Tributaria y por la 

acreditación ininterrumpida de los supuestos saldos favorables, por parte de la sociedad 

demandante aún en períodos fiscales posteriores a los que se conocen en el presente 

proceso, no es procedente que esta Sala se pronuncie al respecto. 

Este Tribunal concluye que la resolución emitida por la Dirección, a las catorce horas 

treinta y tres minutos del veintinueve de septiembre de dos mil ocho, es ilegal sólo en lo 

que respecta a la declaratoria de caducidad. 

4. Medida para restablecer el derecho violado 

Determinada la ilegalidad, y su alcance, del acto administrativo impugnado, corresponde 

efectuar un pronunciamiento sobre la medida para el restablecimiento del daño causado. 

El artículo 32 inciso final de la LJCA establece: «Cuando en la sentencia se declare la 

ilegalidad total o parcial del acto impugnado, se dictarán, en su caso, las providencias 

pertinentes para el pleno restablecimiento del derecho violado». 

En consecuencia, deberán restablecerse las condiciones existentes antes de la emisión de la 

resolución objeto de impugnación, en el sentido que se invalide la caducidad declarada y, 

en consecuencia, la autoridad demandada deberá emitir la providencia sustitutiva que 
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corresponda en el sentido de pronunciarse sobre la procedencia de la devolución de todos 

los períodos tributarios incluidos en la petición que la sociedad demandante hizo en junio 

de dos mil seis, hasta, si fuere el caso, de todos aquellos en los que haya trasladado los 

supuestos saldos favorables." 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 361-2008, DE FECHA  

04/05/2011) 

 

 

 

 

DIRECCIÓN DE HIDROCARBUROS Y MINAS  

 

COMPETENTE PARA IMPONER SANCIONES A ESTACIONES DE SERVICIOS 

DISTRIBUIDORAS DE PRODUCTOS DE PETRÓLEO, POR EL COMETIMIENTO DE 

INFRACCIONES TIPIFICADAS EN LA LEY REGULADORA DEL DEPÓSITO, 

TRANSPORTE Y DISTRIBUCIÓN DE PRODUCTOS DE PETRÓLEO 

 

ñLa parte demandante pretende que se declare la ilegalidad de los actos administrativos 

siguientes: 

a) Resolución Número 13 dictada por la Ministra de Economía el cuatro de enero de dos 

mil siete, por infracción al art. 17 literal I) de la Ley Reguladora del Depósito, Transporte y 

Distribución de Productos de Petróleo, en la que se impuso multa de cinco mil doscientos 

ochenta y dos dólares con cuarenta centavos de dólar de los Estados Unidos de América, 

equivalentes a cuarenta y seis mil doscientos veintiún colones. 

 

b) Resolución Número setenta y cinco, del catorce de febrero de dos mil siete, mediante la 

cual la Ministra de Economía declaró sin lugar el recurso de revocatoria interpuesto en 

contra de la resolución antes relacionada, y la confirma. 

 

Hace recaer la ilegalidad de las resoluciones impugnadas, esencialmente en el siguiente 

aspecto: 
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1. Que la Dirección de Hidrocarburos y Minas del Ministerio de Economía, de conformidad 

a los arts. 3, 5 y 11 de la Ley de Procedimientos para la Imposición del Arresto o Multa 

Administrativos, abrió de forma paralela a la Defensoría del Consumidor, instructivo en su 

contra, lo cual violenta el Principio de Legalidad, en razón que el ilícito atribuido en su 

contra está tipificado en la Ley de Protección al Consumidor, de lo cual resulta que la 

Dirección de Protección al Consumidor es la autoridad competente para tramitar las 

diligencias correspondientes, consecuentemente la sanción impuesta por la Ministra de 

Economía ha sido aplicada mediante una ley que no es la idónea y emitida por autoridad no 

competente. 

 

2. Que el acta utilizada como prueba para imponer la sanción en discusión, es nula, como 

todas las diligencias iniciadas a partir de ese momento pues no tiene fundamento legal, en 

razón que los Delegados que realizaron la inspección y levantaron la misma no estaban 

habilitados, en vista que el veintiuno de abril de dos mil seis se emitió por parte del 

Ministerio de Economía el Acuerdo número 436, mediante el cual se nombra con carácter 

Ad-Honorem a partir de esa fecha en las funciones de Delegados Inspectores de la 

Dirección de Hidrocarburos y Minas de esa cartera de Estado, a los señores Carlos Alberto 

Reina Pacheco y Ricardo Oscar Montes, el cual fue publicado en el Diario Oficial del 

veinticuatro de mayo de dos mil seis, es decir con fecha posterior a la elaboración del Acta 

de Inspección, consecuentemente dichas personas aún no tenían el nombramiento como 

Delegados de esa dependencia, para actuar en tal calidad. 

De los alegatos de las partes resulta necesario hacer las siguientes consideraciones: 

 

2. La potestad sancionadora de la administración pública. 

La autoridad demandada ha manifestado tanto en sus informes como en sus alegatos que la 

Ley Reguladora del Depósito, Transporte y Distribución de Productos de Petróleo, le 

confiere las atribuciones de regular y vigilar entre otros aspectos el que nos ocupa "...la 

distribución de productos de petróleo", (art. 1), y que tal regulación y vigilancia es 

competencia del Órgano Ejecutivo en el Ramo de Economía, a través de la Dirección de 

Hidrocarburos y Minas (art. 4), lo cual se lleva a cabo por medio de Delegados de dicha 

Dirección. 
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De lo manifestado es necesario determinar el alcance de esa facultad sancionatoria de que 

está dotada la Administración Pública: 

La facultad sancionatoria de la Administración tiene cobertura constitucional en el artículo 

14. Su actuar se encuentra sujeto al principio de legalidad que recoge también la 

Constitución de la República en el artículo 86 al señalar que "los funcionarios del gobierno 

son delegados del pueblo y no tienen más facultades que las que expresamente les da la 

ley". En virtud de la sujeción a la ley, la Administración sólo puede actuar cuando aquella 

la faculte, ya que toda acción administrativa aparece como un poder atribuido previamente 

por ella. En consecuencia, la Administración sólo podrá imponer las sanciones a las que la 

Ley dé cobertura, y en la forma en que la misma lo regule. 

Esta Sala ha señalado en reiteradas decisiones (entre otras, Sentencia definitiva de las nueve 

horas del día veintiuno de marzo de dos mil tres, referencia 182-A-2001), que el origen 

común de la potestad sancionadora jurisdiccional y administrativa en el denominado ius 

puniendi del Estado justifica el traslado de principios aplicables en materia penal al ámbito 

administrativo sancionador. 

 

Al respecto, Pérez Royo sostiene: "actualmente constituye opinión absolutamente 

mayoritaria que las diferencias entre las sanciones administrativas y las jurídico-penales 

propiamente dichas no son sustanciales, sino puramente formales. Por ello se solicita 

unánimemente la aplicación de los principios fundamentales del Derecho Penal -claro 

está- matizados al derecho administrativo, sobre todo la de aquellos que suponen una 

limitación del poder punitivo del Estado, a la sanción administrativa". 

 

De tal manera, la traslación de principios del derecho penal al derecho administrativo 

sancionador no es automática, y debe cada uno de ellos ser matizados conforme a los 

principios que rigen ésta segunda materia, ellos son: 

 

1- Una acción u omisión: el comportamiento positivo u omisivo del administrado vulnera 

un mandato o una prohibición contenida en la norma administrativa; 
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2- La sanción: para que este comportamiento sea constitutivo de infracción es necesario que 

el ordenamiento legal reserve para el mismo una reacción de carácter represivo; y 

 

3- La tipificación: el comportamiento inequívoco del infractor, así como la sanción prevista 

para el mismo, deben aparecer descritos con suficiente precisión en una norma con rango 

de ley. 

 

En conclusión la sanción administrativa tal y como lo señala el citado autor Luciano Parejo 

Alfonso, es pues "un infligido a un administrado en ejercicio de la correspondiente 

potestad administrativa por un hecho o una conducta constitutiva de infracción, es decir 

tipificado legal y previamente como tal". 

 

3. Normativa aplicada. 

Los arts. 18 inciso tercero, y 19 literal b) de la Ley Reguladora del Depósito, Transporte y 

Distribución de Productos de Petróleo. 

Los arts. 1, 2, y 14 de la Ley de Procedimientos para la Imposición del Arresto o Multa 

Administrativos. 

 

4. Analisis del caso. 

En primer lugar, conviene señalar que los argumentos de ilegalidad de la demandante se 

clasifican en dos categorías, por una parte, el formal, que tiende a evidenciar que la 

autoridad demandada no tenía competencia para haberla sancionado, lo cual ha supuesto 

violación a los artículos 14 y 86 de la Constitución de la República; y los materiales o 

sustanciales, tendientes a manifestar que existe nulidad del acta mediante el cual se conoció 

de la infracción atribuida a la demandante, lo cual supone violación a los arts. 43 literal b) y 

58 literal f) de la Ley de Protección al Consumidor, en cuanto a la vigilancia del tipo de 

establecimientos comerciales, como es el caso sometido a inspección. 

 

Para efectos de un pronunciamiento acorde a la legalidad, esta Sala procederá a analizar en 

primer lugar, el presupuesto formal planteado por la demandante. En caso que éste resulte 
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desestimatorio, se procederá a realizar el correspondiente análisis de legalidad de los 

argumentos de fondo planteados. 

 

a) Violación al Principio de Legalidad. 

De lo sostenido por la parte peticionaria, se observa que se considera que se ha vulnerado el 

principio de competencia, el cual se desprende del principio de legalidad, de conformidad 

con los artículos 14 y 86 de la Constitución de la República. En la emisión de la resolución 

Número tres del cuatro de enero de dos mil siete, en el procedimiento clasificado bajo el 

número 2004-DGLP-88, instruido por la Dirección de Hidrocarburos y Minas del 

Ministerio de Economía, el cual concluyó con la sanción objeto de discusión, por infracción 

a la Ley Reguladora del Depósito Transporte y Distribución de Productos de Petróleo, la 

cual fue confirmada al declarar sin lugar el recurso de Revocatoria, ante lo cual considera 

que dicha normativa no es la idónea a aplicar en su caso, ni dicha entidad es la competente 

para imponerla, en razón que es la Ley de Protección al Consumidor la que tipifica como 

ilícito el no cumplir con el precio regulado por el Estado para la venta de Gas Propano, 

motivo por el cual se le sancionó y que además regula los actos jurídicos celebrados entre 

consumidores y proveedor, en actividades como distribución, depósito, venta, entre otras, 

en la que además, se determina que proveedor es quien desarrolla actividades de 

producción, fabricación, distribución, entre otras más, todo de conformidad con los arts. 2, 

3 literal b) y 43 literal b) del citado cuerpo normativo, caso contrario, la Ley Reguladora del 

Depósito, Transporte y Distribución de Productos de Petróleo, ley aplicada, es una ley que 

tiene como fin la regulación de las medidas técnicas y de seguridad que debe cumplir un 

establecimiento comercial como en el caso que nos ocupa que es una Estación de Servicio 

para tener un funcionamiento óptimo y evitar daño a la población y el medio ambiente. 

 

La autoridad demandada, sostuvo que la Defensoría del Consumidor remitió a ese 

Ministerio la certificación del proceso sancionatorio iniciado por dicha dependencia bajo el 

Número 266-06, en el que se encuentra la resolución del diez de agosto de dos mil seis, 

emitida por el Tribunal Sancionador de esa Defensoría, en la que se declaró incompetente 

de continuar conociendo sobre el caso instruido contra el demandante, a fin que se 
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continuara en ese Ministerio con el procedimiento de ley, del cual se comprobó la 

infracción a la Ley en cuestión. 

 

En relación al punto advertido por la Sociedad demandante, esta Sala considera que si bien 

es cierto que el objeto de la Normativa de Consumo hace referencia a la protección de los 

derechos de los consumidores, a efecto de procurar el equilibrio, certeza, y seguridad 

jurídica en las relaciones de consumo con los proveedores, dicha ley también contiene 

disposiciones mediante las cuales se prescriben los derechos de los consumidores, como 

también las obligaciones para los proveedores en las que no se encuentra regulado lo 

atinente a cumplir con los precios de venta fijados por el Estado. En el artículo 7 de la 

misma se describen las obligaciones que deben atender los proveedores que desarrollen 

actividades de "importación, producción, transformación, almacenamiento, transporte, 

distribución y comercialización de bienes y prestación de servicios", en las cuales no se 

detalla lo concerniente a lo relativo a los precios de venta fijados por el Estado para 

productos como el discutido en el caso que nos ocupa, pero se observa que tal disposición 

hace referencia que en caso de incumplimiento y aplicación de sanciones se aplican las 

leyes y reglamentos sobre la materia de que se trate, la cual será impuesta por la autoridad 

competente, en el caso que la Defensoría del Consumidor detecte incumplimientos a las 

obligaciones antes referidas, deberá hacerlo del conocimiento de las autoridades 

correspondientes dentro del plazo de veinticuatro horas. 

 

La anterior disposición hace referencia a la especialidad de la materia de que se trate, lo 

cual no hace relación al precio de venta, pero deja notar que existen materias, o productos 

que son regulados y vigilados por otras normativas y otras autoridades distintas a la 

Defensoría del Consumidor, que son competentes en esa materia. 

 

Por su parte el art. 11 regula lo relativo a los intereses económicos y sociales de los 

consumidores, en cuanto a que estos serán protegidos en los términos establecidos en esa 

ley, aplicándose supletoriamente lo previsto por las normas civiles, mercantiles, las que 

regulan el comercio exterior y el régimen de autorización de cada producto o servicio. 
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Las anteriores regulaciones de la Ley de Protección al Consumidor, denotan que existen 

sectores de proveedores que son vigilados y supervisados por otras entidades del Estado, lo 

cual implica que se deberá atender a la regulación especial en casos particulares. 

Ahora bien, la ley en comento regula lo relativo al precio de venta como una infracción 

grave al "Vender bienes o servicios a precios superiores al ofertado o en su caso, al 

regulado por ley". 

 

En ese sentido, se podría decir a simple vista que éste es el cuerpo normativo aplicable al 

presente caso, pero queda la duda donde está regulada la obligación del proveedor relativa 

al precio de venta, el legislador no lo dijo expresamente en el apartado de las obligaciones, 

sino que únicamente se reconoce como una infracción grave, y su sanción, lo cual no es 

procedente para los efectos de tener como garantizados los elementos que conforman la 

validación de una sanción, los cuales fueron descritos por la doctrina relacionada en 

párrafos anteriores de esta Sentencia, y para referencia se mencionan en este apartado (1- 

Una acción u omisión: el comportamiento positivo u omisivo del administrado vulnera un 

mandato o una prohibición contenida en la norma administrativa; 2- La sanción: para que 

este comportamiento sea constitutivo de infracción es necesario que el ordenamiento legal 

reserve para el mismo una reacción de carácter represivo; y 3- La tipificación: el 

comportamiento inequívoco del infractor, así como la sanción prevista para el mismo, 

deben aparecer descritos con suficiente precisión en una norma con rango de ley), de los 

cuales únicamente dos de ellos han sido claramente determinados en la ley en estudio. 

 

El marco legal bajo el cual se creó la Defensoría del Consumidor, es su ley y reglamento, y 

demás leyes especiales aplicables a la materia, dicha entidad en aplicación de su ley debe 

coordinar acciones conjuntas con el resto de las instituciones de la Administración Pública 

para el cumplimiento de la misma, en vista que una de sus funciones es coordinar el 

Sistema Nacional de Protección al Consumidor, para lo cual cuenta con la facultad de 

presentar propuestas al Órgano Ejecutivo en el ramo de Economía, para la formulación de 

políticas de protección al consumidor y su plan de acción, todo en aras de velar por los 

derechos e intereses de los consumidores en las relaciones con los proveedores de bienes y 

prestadores de servicios. 
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En tal sentido tiene competencia para fijar y modificar los precios máximos de los bienes 

intermedios y finales de uso o de consumo y de los servicios en caso de emergencia 

nacional, siempre que se trate de productos y servicios esenciales, en respeto a la gestión de 

coordinación con otras entidades del Estado, es su competencia además la de celebrar 

convenios con instituciones públicas o entidades privadas nacionales o extranjeras para 

facilitar el cumplimiento de los objetivos de su ley. 

 

Para todo lo cual, realiza inspecciones, auditorias y requiere de los proveedores los 

informes necesarios para el cumplimiento de sus funciones; 

En ese sentido el informativo que inició la Defensoría del Consumidor, está amparado en el 

ejercicio de sus atribuciones para velar por los derechos de los consumidores, en general, 

pero está limitado a regular y sancionar aspectos que autorizan otras leyes, tal y como se lo 

señala el art. 11 de su ley, arriba relacionado. 

 

En concordancia con lo anterior, se observa que el Tribunal Sancionador, se declaró 

incompetente para conocer del caso bajo análisis, mediante resolución dictada el diez de 

agosto de dos mil seis, la cual corre agregada a folio 87 del expediente administrativo, por 

considerar que es evidente que el establecimiento propiedad del demandante, constituye 

una estación de servicio que goza de autorización del Ministerio de Economía para 

funcionar como tal, y para el caso en particular, la Ley Reguladora del Depósito, 

Transporte y Distribución de Productos de Petróleo, califica claramente la calidad de 

distribuidores a los titulares o arrendatarios de estaciones de servicios, y los únicos que 

están fuera de la competencia de dicha dependencia del Ministerio de Economía, son los 

proveedores al por menor o detalle de gas, conforme al art. 3 de ésta última ley, y aún la 

distribución del gas licuado de petróleo que se haga en forma no autorizada, la hace incurrir 

al infractor en las sanciones señaladas por la misma ley, según el art. 24. 

 

El demandante alega que el campo de aplicación de la Ley de Protección al Consumidor 

incluye a todos los consumidores y proveedores, pero no hace referencia de la materia 
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específica, como es el producto en discusión, que como ya se dijo ésta tiene como 

complemento otra ley que los ampara y autoriza para su ejercicio. 

 

Por su parte la Ley Reguladora del Depósito, Transporte y Distribución de Productos de 

Petróleo, vigente, disponía en lo concerniente al presente caso en el art. 1 que el objeto de 

esta es regular y vigilar el depósito, transporte y distribución de los productos de petróleo, 

entre otros aspectos que regula, entendiéndose por tales productos, para el caso los gases 

propano y cualquier otro similar, y sus derivados detallados en el art. 2 de la misma, en los 

que se encuentran los gases propanos, denominado actualmente como gas licuado de 

petróleo. 

 

Asimismo señala que se entiende como Estación de Servicio, los lugares con depósitos y 

equipos de trasiego indispensables para el almacenamiento, manejo, distribución o venta al 

por mayor o detalle de los productos de petróleo. 

 

Teniendo entonces, la calidad de distribuidores de conformidad con el art. 2 inciso último 

del numeral tercero del citado cuerpo normativo, los titulares de las estaciones de servicios 

autorizados por el Ministerio de Economía, para la prestación de servicios al público, sea 

que las ventas se realicen al por menor o al detalle. 

Quedando únicamente excluidas de la aplicación de dicha ley las ventas al por menor o 

detalle de kerosina, gas común o aceites colza, mineral, pero si se les aplica en cuanto a la 

vigilancia de las medidas de seguridad y protección requeridas, y otros productos que 

indique el Reglamento respectivo. 

La competencia para regular y vigilar las actividades señaladas en el art. 1 antes 

relacionado, vigente, corresponden al Órgano Ejecutivo en el Ramo de Economía, mediante 

la Dirección de Hidrocarburos y Minas. 

 

En cuanto a la autorización, este mismo cuerpo normativo establece en el art. 5 lo relativo 

al caso que nos ocupa, que: "las estaciones de servicios... y distribuidores de gas licuado de 

petróleo, será autorizada por el Ministerio mediante Acuerdo o Resolución, 

respectivamente, para lo cual deberá cumplirse con todos los aspectos técnicos 



 

Volver al índice Ą 

relacionados con la normativa de calidad y seguridad en las Normas Salvadoreñas o 

Normas Internacionales aplicables", y para ser sujeto de autorización ésta al dedicarse a la 

manufactura industrial, al comercio y servicio. Asimismo para la obtención de la 

autorización de una estación de servicio el interesado debe presentar una solicitud en la cual 

exponga de manera sucinta el objeto de dicha solicitud, además del resto de requisitos 

señalados en el art. 12 de dicha ley, vigente. 

 

Ahora bien, la Ley en comento determina las obligaciones y sanciones a las personas 

autorizadas para realizar actividades de depósito, transporte y distribución de productos de 

petróleo, entre las que se encuentran el haber obtenido la autorización correspondiente, 

previo a realizar actividades de comercialización de productos de petróleo, reguladas por 

dicha ley y su reglamento. Así como permitir a los Delegados de la Dirección efectúen 

inspecciones de los productos que se comercializan, y otras diligencias necesarias, 

vinculadas a las inspecciones, entre otras más que relaciona el art. 13 del citado cuerpo 

normativo. 

 

Quedando además de cumplir tales obligaciones, las enunciadas en los arts. 14, 15, 16 y 17, 

relativas a aspectos técnicos y de seguridad, tal y como lo ha advertido el demandante en el 

presente caso, pero además existe expresamente la obligación de las personas autorizadas 

para la comercialización de gas licuado de petróleo, de cumplir con el precio de venta 

fijado por el Ministerio, literal l) del art. 17 en referencia, en razón de ser un producto 

subsidiado por el Estado, lo contrario a tales obligaciones hace incurrir a la persona que no 

lo cumpla en las infracciones que disponen los arts. 18, 19 que van desde menos graves, 

graves y muy graves. 

 

b) Normativa aplicable al presente caso 

De las disposiciones tanto de la Ley de Protección al Consumidor, como de la Ley 

Reguladora del Depósito, Transporte y Distribución de Productos de Petróleo, esta Sala 

considera que la normativa última señalada es la aplicable al presente caso, en razón de su 

especialidad en la materia de regular y vigilar lo relativo a la distribución de gas licuado de 

petróleo en estaciones de servicios autorizadas por el Ministerio de Economía, dicha 
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especialización es tomada en cuenta en primer lugar por la naturaleza del producto que se 

discute, en segundo lugar por ser quien otorga la autorización para el funcionamiento de los 

mismos, y en razón de contar con el personal capacitado para tales actividades, lo cual 

amerita el producto comercializado. Asimismo por estar contemplada expresamente en este 

cuerpo normativo tanto la obligación, la infracción, como la sanción, lo cual es exigible 

para la legalidad de la imposición de una multa. 

 

Ahora bien, la primera de las leyes, que el demandante considera es la aplicable, no es 

procedente, en razón de los motivos señalados en párrafos anteriores, y la que 

expresamente manifiesta que cuando exista autoridad competente para autorizar, será ésta 

autoridad la que lo regule y vigile y no las leyes de los consumidores. 

 

En el caso de autos, del análisis del expediente administrativo se observa que el 

demandante solicitó el día veinticuatro de noviembre de dos mil cuatro autorización ante la 

Dirección de Hidrocarburos y Minas del Ministerio de Economía, para la distribución de 

gas licuado de petróleo, haciendo referencia en dicha solicitud los arts. 5 y 25 inciso 2° de 

la Ley Reguladora del Depósito, Transporte y Distribución de Productos de Petróleo, para 

la Estación de Servicio, Shell "La Paz", en el domicilio de Zacatecoluca, Departamento de 

La Paz. 

 

También corre agregado al mismo expediente el trámite realizado por la referida autoridad 

de folios [...] el cual concluyo con la autorización al demandante para la distribución de gas 

licuado de petróleo envasado al por mayor. 

 

El legislador formal ha tipificado claramente como infracción grave el incumplimiento de 

la obligación de cumplir con el precio de venta fijado por el Ministerio, de conformidad con 

el art. 17 literal l) de la Ley en comento, y del cual se le atribuye infracción al demandante, 

quien en razón de estar autorizado por parte de la autoridad demandada, queda sujeto a la 

regulación y vigilancia de la misma, y no hay lugar a interpretación en sentido diferente. De 

manera que, no existe argumento alguno para inferir que el Ministerio de Economía no 

tenía competencia para haber conocido respecto de la infracción atribuida al demandante, 
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pues existe base legal que regula la actuación de la autoridad demandada, en los términos 

manifestados, por lo que, se infiere que ésta no ha violentado los artículos 14 y 86 de la 

Constitución de la República, resulta que su actuación es legal así como es legal su 

consecuente confirmación mediante el recurso del cual conoció en sede administrativa. 

 

c) Ahora bien, respecto a la posible vulneración a la prohibición de doble juzgamiento que 

alega él demandante, por considerar que tanto el Ministerio de Economía como el Tribunal 

Sancionador de la Defensoría del Consumidor podrían conocer de la misma situación, 

queda desvirtuado con la declaratoria de incompetente dictada por el Tribunal Sancionador 

de la Defensoría del Consumidor, en vista que si bien es cierto se abrieron dos instructivos 

contra la demandante, en el primero de ellos, es decir el iniciado por la Defensoría del 

Consumidor, no concluyó, en razón de haber advertido dicha autoridad la ausencia de 

competencia en esa materia, por lo tanto remitió certificación de lo actuado al Ministerio de 

Economía, quien continuo conociendo y resolvió sancionar a la parte actora por los 

incumplimientos señalados en la resolución de mérito. En tal sentido, no existe el doble 

juzgamiento alegado en el presente caso. 

 

 

NOMBRAMIENTO DE DELEGADOS REQUIERE LA EMISIÓN DE UN ACUERDO 

 

 

d) Por otra parte, el demandante también asevera que existe nulidad en una de las Actas de 

Inspección, es decir la emitida por los Delegados del Ministerio de Economía, en razón que 

su actuación fue anterior a la fecha de su nombramiento, el cual fue publicado en el Diario 

Oficial. 

 

Al respecto, de tal señalamiento, el demandante alega fue visitado por los señores Carlos 

Alberto Reina Pacheco y Ricardo Oscar Montes, quienes actuaron en carácter de Delegados 

de la Defensoría del Consumidor, practicando inspección en la Estación de Servicio 

denominada Shell La Paz, establecimiento de su propiedad, y levantaron acta de dicha 

infracción de fecha tres de mayo de dos mil seis, pero que también levantaron otra acta bajo 
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el numero 01722 a la misma hora y fecha señalada, y de contenidos idénticos en las cuales 

además relacionan la factura numero 14735 de fecha catorce de abril de dos mil seis, por lo 

que considera que el Acta de Inspección utilizada como prueba para imponer la sanción no 

tiene fundamento legal alguno, en razón que fue con fecha veintiuno de abril de dos mil 

seis, que se emitió por parte del Ministerio de Economía el Acuerdo Número 436, mediante 

el cual se nombró con carácter Ad-Honorem a partir de esa fecha, en las funciones de 

Delegados Inspectores de la Dirección de Hidrocarburos y Minas de dicha cartera de 

Estado a los señores antes mencionados, y que dicho Acuerdo fue publicado en el Diario 

Oficial del día veinticuatro de mayo de dos mil seis, es decir con fecha posterior a la 

elaboración de la referida acta, por lo que considera que a la fecha de elaboración de ésta, 

ambas personas aún no tenían el nombramiento como Delegados de esa Dirección. 

 

La autoridad demandada sostiene que el Convenio suscrito entre el Ministerio de Economía 

y la Defensoría del Consumidor, tenía el propósito de coadyuvar esfuerzos en el monitoreo 

del cumplimiento del precio de venta al consumidor del gas licuado de petróleo; para lo 

cual dicho Ministerio emitió el Acuerdo de nombramiento con carácter Ad-Honorem, a 

partir de dicha fecha a varias personas como Delegados Inspectores de la Dirección de 

Hidrocarburos y Minas, de dicha cartera de Estado, entre los cuales se encuentran los 

señores Ricardo Oscar Montes y Carlos Alberto Reina Pacheco. 

 

En relación a tal argumento, ésta Sala procedió a examinar detenidamente el expediente 

administrativo tramitado en contra del demandante, en el cual consta que efectivamente 

fueron los señores en mención quienes realizaron la inspección y suscribieron el acta 

discutida [...]. A la cual se anexó la factura N° 14735, referida por el demandante, en la cual 

consta el precio de venta por un valor de dieciséis dólares de los Estados Unidos de 

América, punto que por no ser controvertido por la parte demandante no se entrará a 

conocer, sino únicamente la legalidad del Acta de Inspección. 

 

Asimismo corre agregado a [...] del expediente administrativo la fotocopia certificada del 

Diario Oficial de fecha veinticuatro de mayo de dos mil seis, en el cual se expresa que por 

Acuerdo número 436 del veintiuno de abril de dos mil seis, con base en lo establecido en el 
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art. 68 del Reglamento Interno del Órgano Ejecutivo, se acordó nombrar a los delegados en 

mención, a partir de esta fecha. 

 

Dicha disposición establece lo siguiente: 

"Art. 68 - La ejecución de atribuciones y facultades que este Reglamento y cualquier otra 

disposición legal señale a cada Secretaría de Estado o a sus Titulares, podrá delegarse o 

descentralizarse en los funcionarios o unidades que la organización interna determine, 

salvo aquellas que por disposición de la Constitución, leyes, reglamentos o del Presidente 

de la República, queden expresamente exceptuadas. Para ordenar la delegación o 

descentralización bastará un Acuerdo del Órgano Ejecutivo en el ramo correspondiente, 

publicado en el Diario Oficial y comunicado a los organismos dependientes o directamente 

vinculados con la función de que se traten. " 

 

Ahora bien, teniendo en cuenta que el nombramiento de los Delegados debe ser mediante 

Acuerdo, el cual ha sido relacionado, no hay discusión alguna en ese sentido, lo que resta es 

analizar si la publicación en el Diario Oficial, es requisito para que estos cumplan con las 

funciones para lo cual fueron nombrados. 

 

La citada disposición manifiesta que para ordenar la delegación bastará un Acuerdo del 

Órgano Ejecutivo en el ramo correspondiente, en éste sentido se considera que a partir de 

ese momento los nombramientos son habilitados para que se ejecuten las acciones para las 

cuales se les delegó, es decir la delegación de funciones que corresponden a la autoridad 

competente tienen una base legal que las autoriza y además devienen tanto del Acuerdo de 

nombramiento que se generó como consecuencia del Convenio interinstitucional, y es a 

partir de la fecha del Acuerdo que se entienden nombradas las personas delegadas para 

ejecutar las acciones encomendadas en el mismo, no la fecha en que fue publicado en el 

Diario Oficial, pues la normativa hace referencia que pese a ser publicado, éste deberá ser 

comunicado a los organismos involucrados, es decir que la publicación no es la única 

condicionante para que se ejecute el referido Acuerdo. Asimismo el nombramiento no tiene 

las características que establece el art. 6 del Código Civil, en cuanto a Ley, Decreto, 

Reglamento o disposiciones de carácter general. 
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Por lo que se concluye que las actas que levantan los delegados inspectores, fueron 

notificadas a los involucrados en sus actuaciones, las cuales tienen efectos una vez 

notificadas, como en el caso del Acta de Inspección que nos ocupa, la cual consta a [...] del 

expediente administrativo que fue notificada al demandante, ante lo cual no se considera 

que la publicación en el Diario Oficial de dicho nombramiento, sea la causa de declarar 

nula la misma, en razón que ésta Sala ha sostenido que goza de presunción de certeza, en 

cuanto a su contenido, una vez ésta ha sido notificada, por lo que queda establecido la 

existencia del acto mediante el cual la Administración Pública delegó algunas de sus 

facultades legales para la ejecución de algunas funciones del Ramo, en los señores Montes 

y Pacheco, nombrados con carácter Ad-honorem expresamente por la Ministra de 

Economía. 

 

Desde ésta perspectiva debe entenderse que el demandante omitió desvirtuar la presunción 

de veracidad del acta en mención, quedando viva en todo caso, la obligación de mantener 

los precios que el Estado fija para la venta del producto que comercializa, tal y como el 

mismo lo afirma. En éste sentido, puede advertirse que no existe ilegalidad en el acta de 

inspección que dio motivo al procedimiento sancionatorio, el cual culminó con multa la 

cual no ha sido discutida, y por tal razón no se entrará a conocer de la misma. 

Consecuentemente la actividad de la Administración Pública, es legal, también en este 

punto.ò 

(SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO/Sentencias Definitivas, 244-2007, DE FECHA  

09/08/2011) 
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DIRECCIÓN GENERAL DE IMPUESTOS INTERNOS  

 

ACTUACIÓN REGULADA POR EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA 

 

ñLa parte demandante pretende que se declare la ilegalidad de los actos administrativos 

siguientes: 

 

a) Resolución de la Dirección General de Impuestos Internos, División Jurídica, 

Departamento de Tasaciones, de las ocho horas con treinta minutos del veinticuatro de abril 

de dos mil seis, en la que determinó impuesto complementario de Renta y multa por 

evasión no intencional. 

 

b) Resolución del Tribunal de Apelaciones de los Impuestos Internos y de Aduanas, a las 

nueve horas del siete de mayo de dos mil siete, confirmando la anterior. 

Los puntos centrales en los que la sociedad demandante hace recaer la ilegalidad de las 

resoluciones impugnadas, pueden resumirse básicamente en los siguientes aspectos: 

 

1.Violación al Principio de Legalidad al no haber designado desde el inicio de la 

fiscalización al Coordinador que intervendría en el procedimiento de investigación 

tributaria llevado a cabo en su contra, pues se omitió designar expresamente como auditor 

coordinador al señor José Ernesto Morales Olmedo; y posteriormente haber ratificado y 

convalidado dicha omisión incorporando en la fiscalización ordenada en el mismo, a los 

coordinadores de grupos señores José Ernesto Morales Olmedo y Carlos Mauricio Alfaro 

Rauda, así como haberle objetado determinadas deducciones. 

 

2. Violación al Debido Proceso al exigirle prueba de un hecho notorio y no motivar los 

actos administrativos ni justificar la multa por evasión no intencional. 

 

Normativa aplicada 

Los arts. 3, 8, 173, 174, 183 literal b), 184 literal a), 186 y 229 del Código Tributario. 

El art. 28 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. 




